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SENTENCIA DE FECHA 1 DE NOVIEMBRE DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de
fecha 13 de abril de 1966.

Materia : Civil

gecurrente : Dolores Izquierdo de Arbaje
Abogados: Dres. Roberto E. MIjia 'García y José E. Hernández

Machado

Recurrido: Cosme Islas Arbaje y Castillo
Abogado: Dr. Carlos Cornielle hijo

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francis-
co Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día lro. del mes de Noviem-
bre de 1967, años 124 9 de la Indeperidencia y 105 9 de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Dolores
Izquierdo de Arbaje, dominicana, mayor de edad, casada,
domiciliada en la casa No. 26 de la calle Wenceslao Alva-
rez de esta ciudad, con cédula No. 14619 serie 48, contra la
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sentencia civil dictada en fecha 13 de abril de 1966, por
la Corte de Apelacón de San Cristóbal, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Carlos Cornielle hijo, cédula No. 7526, serie

18, abogado del recurrido Cosme Isaías Arbaje y Castillo,
dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado en la ciu-
dad de San Juan de la Maguana, con cédula No. 13333,
serie 11, en lailectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 17 de Febrero
de 1967, suscrito por los Dres. Roberto E. Mejía García,
cédula No. 59101, serie lra., y José E. Hernández Macha-
do, cédula No. 57969, serie lra., abogados de la recurrente,
en el cual se invocan los medios de casación que se indi-
carán más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 6 del mes de
julio de 1967, firmado por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después d, haber de-
liberado y visto los artículos 61 y 456 del Códi', \ de Pro-

cedimiento Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Proce. 'miento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada Y-1

documentas a que ella se refiere, consta lo siguiente: al
con motivo de la demanda de divorcio intentada por Coa •

me Isaias Arbaje y Castillo contra Dolores Izquierdo de
Arbaje el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de San Cristóbal, dictó en fecha 4 de agostó de 1966,
una sentencia cuyo dispositivo aparece inserto en el de la
ahora impugnada; b) que sobre recurso de apelación de
Dolores Izquierdo de Arbaje, intervino la sentencia ahora
impugnada con el siguiente dispositivo: Falla: Primero:

Declara nulo y sin ningún valor ni efecto, el acto diligen-
ciado por el alguacil de Estrados Julio César Díaz Fernán-
dez, de fecha 1ro. de Octubre del año 1966, marcado con el
No. 82 a requerimiento de la señora Dolores Izquierdo y
Fernández de Arbaje, por medio de cuyo acto la reque-
riente pretende intentar un recurso de apelación contra la
sentencia civil que admitió el divorcio entre ella y su es-
poso señor Cosme Isaías Arbaje Castillo, dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal, en fecha 4 de agosto del año 1966, por carecer
de las menciones prescritas, a pena de nulidad, por el ar-
tículo 61 del Código de Procedimiento Civil; Segundo: Or-
dena que la sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha
4 del mes de agosto del año 1966, luyo dispositivo dice
así: 'Falla: Primero: Que debe admitrir como al efecto ad-
mite el divorcio entre los señores Cosme Isaías Arbaje
Castillo y Dolores Izquierdo y Fernández de Arbaje, por
la causa determinada de incompatibilidad de caracteres.
Segundo: Que debe autorizar como al efecto autoriza al
esposo demandante señor Cosme Isaías Arbaje Castillo, a
presentarse en un plazo de dos meses por ante el Oficial
del Estado Civil competente, a fin de hacer pronunciar el
divorcio y transcribir la sentencia en los registros corres-
pondientes, debiendo publicar el divorcio en la misma
forma y plazo que indica la Ley.— Tercero: Que debe
compensar como al efecto compensa, pura y simplemente
entre las partes las costas del procedimiento, por una litis
entre esposos' Etc., sea ejecutada según su forma y tenor;
Tercero: Compensa, de manera pura y simple, las costas
causadas entre las partes, por tratarse de una litis, entre
esposos, y además porque ambas han sucumbido en algu-
nos punto de sus conclusiones".

Considerando que la recurrente invoca contra la sen-
tencia impugnada el siguiente medio de casación: Violación
al principio "No hay nulidad sin agravio". Falsa aplicación
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal, en fecha 4 de agosto del año 1966, por carecer
de las menciones prescritas, a pena de nulidad, por el ar-
tículo 61 del Código de Procedimiento Civil; Segundo: Or-
dena que la sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en fecha
4 del mes de agosto del año 1966, luyo dispositivo dice
así: 'Falla: Primero: Que debe admitrir como al efecto ad-
mite el divorcio entre los señores Cosme Isaías Arbaje
Castillo y Dolores Izquierdo y Fernández de Arbaje, por
la causa determinada de incompatibilidad de caracteres.
Segundo: Que debe autorizar como al efecto autoriza al
esposo demandante señor Cosme Isaías Arbaje Castillo, a
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nos punto de sus conclusiones".

Considerando que la recurrente invoca contra la sen-
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de los artículos 61 y 456 del Código de Procedimiento c-..
vil. Falta de Base Legal.

Considerando que la recurrente en el desenvolvimien-
to de su medio de casación alega en síntesis, "que si bien es
cierto que el acto de apelación que hizo notificar en fecha
lro. de octubre de 1966, pudo contener 10 irregularidades
que comprobó la Corte en la sentencia impugnada y que
motivó que ésta declarara nulo dicho acto", no es menos
cierto que en dicha sentencia no se establece si tales irre-
gularidades le ocasionaron agravio alguno a la parte inti-
mada en apelación, pues no obstante el acto de apelación
mencionado no contener elección de domicilio de los abo-
gados en el lugar donde se encontraba radicada la Corte
que conocería del asunto y asímismo no indicar el plazo
de la comparencia ni el nombre de la Corte de Apelación
que conocería del caso, el esposo intimado, constituyó abo-
gado, notificando dicha constitución en el estudio que ha-
bian indicado los abogados de la recurrente en su acto de
apelación; y luego esa misma parte intimada, recurrida
ahora en casación persiguió espontáneamente 1, 1 audien-
cia por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal, ha-
ciendo notificar avenir a su contra-parte en el estudio real
y de elección, lo que evidencia que esas irregularidades no
le causaron ningún perjuicio a su derecho de defensa; que,
además, el fallo impugnado carece de base legal, pues no
contiene una exposición completa de los hechos y circuns-
tancias de la causa que permitan verificar si la ley ha sido
bien o mal aplicada; etc.,

Considerando que la máxima "no hay nulidad sin
agravio", constituye en el estado actual de nuestro dere-
cho, la expresión de un principio general que el legislador
ha consagrado ya cuando ha tenido la oportunidad de ha-
cerlo, como ha ocurrido en materia laboral, en los -proced i

-mientos relativos al embargo inmobiliario, y de una mane-
ra general en las causas en que figure como parte el Esta-

do. por consiguiente, los jueces del fondo, aunque se preo-.
cupe n de la importancia objetiva de la formalidad omitida
ó irregularmente consignada en un acto de procedimiento,
deben en cada caso establecer en la sentencia sí la irrirre-
gularidad del acto impugnado ha perjudicado o no los in-
tereses de la defensa; q ue en el caso ocurrente los jueces
del fondo no ponderaron los alegatos de la apelante, en el
sentid o de que el acto de apelación no obstante las irregu-
laridades denunciadas, no había lesionado la defensa de la
parte intimada; en consecuencia, la sentencia impugnada
debe ser casada por falta de base legal;

Considerando que cuando la sentencia es casada por
falta de base legal las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de
San Cristóbal en fecha 13 de diciembre de 1966, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
y el vía el asunto por ante la Corte de Apelación de Santo
Dom, ;o; y, Segundo: Compensa las costas.

(F. mados:) Manuel Ramón Ruiz . Tejada.— Fernan-
do E. R velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche
Henr que, — Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A..
Amiar—	 ancisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez.
Perelló.— latí Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
vcaelndeoraRl.ojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
fué firmada leída y publicada por mí, Secretario General,
que certificó. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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do; por consiguiente, los jueces del fondo, aunque se preo-.
tupen de la importancia objetiva de la formalidad omitida
o irregularmente consignada en un acto de procedimiento,
deben en cada caso establecer en la sentencia sí la irre-
gularidad del acto impugnado ha perjudicado o no los in-
tereses de la defensa; que en el caso ocurrente los jueces
del fondo no ponderaron los alegatos de la apelante, en el
sentido de que el acto de apelación no obstante las irregu-
laridades denunciadas, no había lesionado la defensa de la
parte intimada; en consecuencia, la sentencia impugnada
debe ser casada por falta de base legal;

Considerando que cuando la sentencia es casada por
falta de base legal las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones civiles por la Corte de Apelación de
San Cristóbal en fecha 13 de diciembre de 1966, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo.
y el 'ía el asunto por ante la Corte de Apelación de Santo
Dom. 1o; y, Segundo: Compensa las costas.

(A \liados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan-
do E. R Velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche
Henr;que — Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A.
Amiar--	 n ancisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.—	 lan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario.
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por Tos
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
fué firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certificó. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel
D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General en la Sala donde celebra sus audiencias.
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 1 9 de noviembre de 1967, años 124 9 de la

Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte .de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casasión interpuesto por Andrés
Ramos, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante,
domiciliado en la avenida Imbert No. 43 de Santiago, cé-
dula No. 5697, serie 55, contra la sentencia de la Corte de
Apelación de Santiago, en sus atribuciones correccionales,
de fecha 4 de octubre de 1966, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Quírico Elpidio Pérez B., cédula No. 3726,

serie lra., abogado del Banco de Crédito y Ahorros, C. por
A . , domiciliado en esta ciudad, institución bancaria; parte
interviniente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de lavisRteap.eúlblaicctaa;

del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-'qua, a requerimiento del Lic. J.
Gabriel Rodríguez- , abogado, actuando en representación
del recurrente, en la cual no se indica ningún medio deter-
nado de casación;

Visto el memorial suscrito por el Dr. Barón del Giudice
v Marchena, cédula Número 2700, serie 23, abogado del
recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia, el 24 de a- /sto de 1967, en el cual se
invocan los medios que már adelante se indican;

/
Visto el escrito fin,' .doo por el LicenciadoQuírico El-

pid:o Pérez B., abogar' de la parte interviniente, de fecha
21 de agosto de 196",

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 64 y 66 de la Ley Número
2 5159, Ley de Cheques, del 30 de abril de 1951; 1382 del
sCiónód:/o Civil; 405 y 463'de1 Código Penal; 3, 194, 200 y 201
del Código de "rocedimiento Criminal; invocados por el re-
currente; y 1 65 de la ley sobre Procedimiento de Casa-

Considerando que en la sentencia impugnada y en losdocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que regularmente apoderada la Segunda Cámara Penal delJuzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial deSantiago, en sus atribuciones correccionales, dictó en fecha
12 de enero de 1966, una sentencia cuyo dispositivo figura
copiado en el de la sentencia imoUgnada; b) que sobre el
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SENTENCIA DE FECHA 1 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha
4 de octubre de 1966.

Materia: Correccional (Viol. a la Ley 2859)

Recurrente: Andrés Ramos
Abogado: Dr*Barón del Giudice y Marchena

Inteniniente: Banco de Crédito y Ahorros. C. por A.
Abogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez B.

•% •
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SENTENCIA DE FECHA 1 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santiago, de fecha

4 de octubre de 1966.

Materia: Correccional (Viol. a la Ley 2859)

Recurrente : Andrés Ramos

Abogado: Dr. Barón del Giudice y Marchena

Interviniente: Banco de Crédito y Ahorros. C. por A.

Abogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez B.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel
D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 19 de noviembre de 1967, años 1249 de la

Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audien-

cia pública, como corte .de casación, la siguiente sentencia:
Sobre el recurso de casasión interpuesto por Andrés

Ramos, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante,
domiciliado en la avenida Imbert No. 43 de Santiago, cé-
dula No. 5697, serie 55, contra la sentencia de la Corte de
Apelación de Santiago, en sus atribuciones correccionales.
de fecha 4 de octubre de 1966, cuyo dispositivo se copia
más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Quírico Elpidio Pérez B., cédula No. 3726,

serie lra., abogado del Banco de Crédito y Ahorros, C. por
A., domiciliado en esta ciudad, institución bancaria; parte
interviniente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-±qua, a requerimiento del Lic. J.
Gabriel Rodríguez- , abogado, actuando en representación
del recurrente, en la cual no se indica ningún medio deter-
nado de casación;

Visto el memorial suscrito por el Dr. Barón del Giudice
y Marchena, cédula Número 2700, serie 23, abogado del
recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia, el 24 de a , ,sto de 1967, en el cual se
• vocan los medios que m7 ..delante se indican;

Visto el escrito firr .doo por el Licenciado Quírico El-
ido Pérez B., abogar' de la parte interviniente, de fecha

21 de agosto de 196",

La Suprema Cbrte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 64 y 66 de la Ley Número
2459, Ley de Cheques, del 30 de abril de 1951; 1382 del
Códifro Civil; 405 y 463. del Código Penal; 3, 194, 200 y 201
sdieólnCódigo de 'rocedimiento Criminal; invocados por el re-
currente; y 1 65 de la ley sobre Procedimiento de Casa-

Considerando que en la sentencia impugnada y en losdocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que regularmente apoderada la Segunda Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Santiago, en sus atribuciones correccionales, dictó en fecha
12 de enero de 1966, una sentencia cuyo dispositivo figura
copiado en el de la sentencia imptignada; b) qne sobre el
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recurso interpuesto la Corte a-qua dictó la sentencia ahora
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO.

Admite, en la forma, el presente recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido Andrés Ramos, contra sentencia
correccional dictada en fecha enero doce (12) del mil nove-
cientos sesentiséis (19'66), por la Segunda Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Santiago; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sen-
tencia apelada, la cual tiene estedispositivo: 'Falla: Prime-
ro: Declara aVprevenido Andrés Ramos, de generales que
constan, culpable del delito de emitir cheques sin provi-
sión de fondos en perjuicio del Banco de Crédito y Ahorros,
C. por A., en consecuencia lo condena al pago de una mul-
ta de RD$15.000 (Quince Mil Pesos Oro) acogiendo en su
favor 'amplias circunstancias atenuantes; Segundo: Admite
por ser regular en la forma la constitución en parte civil
hecha por el Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., contra
Andrés Ramos; Tercero: Condena a Andrés Ramos al pago
de la suma de RD$15,000.00 (Quince Mil Pesos Oro) en
favor del Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., por ser
este el monto de los cheques emitidos por Ramos y depo-
sitados en su cuenta con dicha entidad Bancaria, persegui-
ble en caso de insolvencia con apremio corporal el cual no
podrá exceder del término de Dos Años; Cuarto: Condena
a Andrés Ramos al pago de la suma de Un Mil Pesos Oro.
'en favor del Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., a títu-
lo de daños y perjuicios como consecuencia del hecho del
cual el prevenido penalmente es responsable; Quinto; Con-
dena a Andrés Ramós al pago de las costas penales y civiles:
TERCERO: Condena al prevenido Andrés Ramos al pago
de las costas penales y civiles causadas en esta instancia":

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios: Primer Medio: Violación de los
artículos 64 y 66 de la Ley No. 2859 "Ley de Cheques";

Segundo Medio: Violación del principio del no cúmulo de

penas; Tercer Medio: Exceso de poder, falta de base legal
y de motivación;

Considerando que en el desarrollo del primer medio,
el recurrente alega que la Ley de "Cheques" establece dos
delitos diferentes, con sanciones distintas, para los que co-
meten el hecho de emitir cheques sin provisión de fondos
previa y diponible; que el artículo 64 de dicha ley prevee
la emisión de un cheque sin provisión y disponible, y el
artículo 66 de la emisión de un cheque sin provisión de fon-
dos de mala fé; que además, los interesados son las únicas
personas en provecho de quienes están establecidas esas
previsiones; que la puesta en mora prescrita en el citado ar-
tículo 66, fue, en la especie, hecha por el Banco de Crédito
y Ahorros, C. por A., en la sucursal de Santiago, sin cali-
dad para ello, ya que los cheques librados por el recurrente
en provecho de Miguel Ramos, señalado con el No. 380, por
la suma de $7,000.00 y el No. 364 a favor de Edilio Espinal,
ambos a cargo del Banco de Reservas en Santiago, fueron
descontados en efectivo por su librador, Andrés Ramos, y
endosados a su favor por sus beneficiarios respectivos; por
lo cual, el Banco de Crédito y Ahorros, que no era benefi-
ciario, no estaba incluido entre los "interesados" que men-
ciona el artículo 66 d e la referida Ley de Cheques, y por

ia 'acuitad de poner en mora al librador de
mismos; que eso es así, porque los cheques mencionados

) fueron transferidos en propiedad al Banco de Crédito y
horros, sino depositados en su cuenta exclusiva-

mente "como instrumentos para asientos de contabilidad,
sin que los mismos pudieran pagarse en efectivo al deposi-
tante, aún con provisión de fondos suficientes y previa.

lay todo de acuerdo con las disposiciones contenidas en el ar-
tículo 39 de la Ley de Cheques; que, en consecuencia, la
Corte a-qua violó el artículo 66 de la Ley de Cheques, ya
que el Banco depositario de los mencionados cheques no
era el beneficiario de los mismos, que sólo "los haba reci-
bido al cobro y el hecho de conceder al librador Ramos gi-
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recurso interpuesto la Corte a-qua dictó la sentencia ahora
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO.
Admite, en la forma, el presente recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido Andrés Ramos, contra sentencia
correccional dictada en fecha enero doce (12) del mil nove-
cientos sesentiséis (19'66), por la Segunda Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Santiago; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sen-
tencia apelada, la cual tiene estedispositivo: 'Falla: Prime-
ro: Declara al prevenido Andrés Ramos, de generales que
constan, culpable del delito de emitir cheques sin provi-
sión de fondos en perjuicio del Banco de Crédito y Ahorros,
C. por A., en consecuencia lo condena al pago de una mul-
ta de RD$15.000 (Quince Mil Pesos Oro) acogiendo en su
favor Implias circunstancias atenuantes; Segundo: Admite
por ser regular en la forma la constitución en parte civil
hecha por el Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., contra
Andrés Ramos; Tercero: Condena a Andrés Ramos al pago
de la suma de RD$15,000.00 (Quince Mil Pesos Oro) en
favor del Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., por ser
este el monto de los cheques emitidos por Ramos y depo-
sitados en su cuenta con dicha entidad Bancaria, persegui-
ble en caso de insolvencia con apremio corporal el cual no
podrá exceder del término de Dos Años; Cuarto: Condena
a Andrés Ramos al pago de la suma de Un Mil Pesos Oro.
en favor del Banco de Crédito y Ahorros, C. por A., a títu-
lo de daños y perjuicios como consecuencia del hecho del
cual el prevenido penalmente es responsable; Quinto; Con-
dena a Andrés Ramós al pago de las costas penales y civiles:
TERCERO: Condena al prevenido Andrés Ramos al pago
de las costas penales y civiles causadas en esta instancia":

Considerando que el recurrente invoca en su memo-
rial los siguientes medios: Primer Medio: Violación de los
artículos 64 y 66 de la Ley No. 2859 "Ley de Cheques";
Segundo Medio: Violación del principio del no cúmulo de

;ellas; Tercer Medio: Exceso de poder, falta de base legal
y de motivación;

Considerando que en el desarrollo del primer medio,
'lel recurrente alega que la Ley de "Cheques" establece dos

delitos diferentes, con sanciones distintas, para los que co-
meten el hecho de emitir cheques sin provisión de fondos
previa y diponible; que el artículo 64 de dicha ley prevee
la emisión de un cheque sin provisión y disponible, y el
artículo 66 de la emisión de un cheque sin provisión de fon-
dos de mala fé; que, además, los interesados son las únicas
personas en provecho de quienes están establecidas esas
previsiones; que la puesta en mora prescrita en el citado ar-
tículo 66, fue, en la especie, hecha por el Banco de Crédito
y Ahorros, C. por A., en la sucursal de Santiago, sin cali-
dad para ello, ya que los cheques librados por el recurrente
en provecho de Miguel Ramos, señalado con el No. 380, por
la suma de $7,000.00 y el No. 364 a favor de Edilio Espinal,
ambos a cargo del Banco de Reservas en Santiago, fueron
descontados en efectivo por su librador, Andrés Ramos, y
ndosados a su favor por sus beneficiarios respectivos; por
cual, el Banco de Crédito y Ahorros, que no era benefi-

ario, no estaba incluido entre los "interesados" que men-
ciona el artículo (i de la referida Ley de Cheques, y por
tan w, no , -nia la xacuitad de poner en mora al librador de
los mismos; que eso es así, porque los cheques mencionados
no fueron transferidos en propiedad al Banco de Crédito y
Ahorros, sino depositados en su cuenta exclusiva-
mente "como instrumentos para asientos de contabilidad.
sin que los mismos pudieran pagarse en efectivo al deposi-
tante, aún con provisión de fondos suficientes y previa,
todo de acuerdo con las disposiciones contenidas en el ar-
tículo 39 de la Ley de Cheques; que, en consecuencia, la
Corte a-qua violó el artículo 66 de la Ley de Cheques, ya
que el Banco depositario de los mencionados cheques no
era el beneficiario de los mismos, que sólo "los haba reci-
bido al cobro y el hecho de conceder al librador Ramos gi-
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rar sobre dichos valores no le daba capacidad ni autoridad
para hacer uso de una disposición legal inaplicable al caso".
y agrega: "El señor Andrés sí manifiestamente cometió el
delito de emisión de cheques sin provisión dd fondos pero
no el delito de emisión de cheques sin provisión de fondos
de mala fé. Violó el artículo 64 y no el 66 de la Ley de Che-
ques"; pero,

Considerando que en la sentencia impugnada se dan
por establecidos los siguientes hechos: a) que el recurrente
expidió, en fecha 10 de junio de 1964, un cheque por la
suma de $7,000.00, a favor de Miguel Ramos, y a cargo del
Banco de Reservas de Santiago; que el día siguiente expi-
dió uno nuevo por la suma de 58,000.00 a favor de Edilio

'Espinal y a cargo del mismo Banco; b) que pagó en efecti-
vo a los beneficiarios de ambos che q ues haciendo que éstos
se los endosaran; c) que dichos cheqtzes fueron depositados
por Andrés Ramos "para depositar en su cuenta", en el
Banco de Crédito y Ahorros, de Santiago; d) que sobre su
indicada cuenta en dicho Banco, el mencionado r( urrente
giró numerosos cheques; e) que presentados al c 	 los
cheques girados contra el Banco de Reservas en St tiago,
por el banco depositario de los mismos, el primero de olvió
dichos cheques por falta de provisión disposible; 	 q\ • en
tales circunstancias el Banco de Crédito y Ahorros int. nó,
por acto de alguacil, a Andrés Ramos, hiciera depób. to
de fondos en el banco girado por la suma de $15,000.00 a

que ascendían los referidos cheques, en el plazo de dos
días a partir de la intimación de depositar, lo cual no hizo;

Considerando que de lo expuesto anteriormente es evi-
dente que Andrés Ramos, no obstante haber impreso en am-
bos cheques la mención; "para depositar en su cuenta", giró
contra el Banco de Crédito y Ahorros hasta el monto a que
ascendían los cheques mencionados, sin que estos estuv ie

-ran cubiertos en el banco girádo; que la Corte a-qtra,a1 pon
-derar estos hechos, llegó a la conclusión, haciendo uso de
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su poder soberano de apreciación, de que el recurrente
cometió el delito previsto por el artículo 66 de la Ley de
Cheques No. 2859;

Considerando por otra parte, que, por lo que antecede
se advierte que la Corte a-qua no ha aplicado el artículo
64 de la referida Ley de Cheques, lo cual hace irrelevante
el alegato del recurrente que trata de la diferencia de este
artículo y el 66 de la misma ley; y , en cuanto a la circuns-
tancia de que los cheques girados fueron depositados al
cobro, como el recurrente induce de la mención al dorso a
que se ha hecho referencia, lo cierto es que el recurrente
giró contra el Banco depositario sobre esos cheques y causó
perjuicios a éste, lo cual lo coloca entre el número de los
interesados calificados para interponer una acción en res-
ponsabilidad contra el librador de los mismos; en la espe-
cie, el librador negoció con dichos cheques en perjuicio
del Banco de Crédito y Ahorros y por tanto es responsa-
ble frente a éste último; por lo cual, el Banco recurrido
tenía perfecto derecho a ponerlo en mora de hacer provi-
sión en el Banco ae Reservas, de los fondos necesarios para
cubrir el monto de los cheques girados a dicho banco, y el
recurrente, al no hacerlo así, cometió el delito previsto por
el indicado artículo 66 de la Ley de Cheques; en consecuen-
cia, el primer medio propuesto, carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando que en el desarrollo del segundo medio
el recurrente alega que la Corte a-qua ha violado el prin-
cipio del no cúmulo de penas al imponerle una mutla de
$ 1 5,000.00, que equivale al monto de los dos che ques libra-
dos sin provisión de fondos; porque esos dos cheques fue-
ron librados a favor de dos personas diferentes y en días
distintos, lo que evidencia que se trata de das delitos,
aunque de la misma naturaleza; que en la especie, la Corte
a-qua estaba obligada a aplicar una mutla equivalente
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rar sobre dichos valores no le daba capacidad ni autoridad
para hacer uso de una disposición legal inaplicable al caso".
y agrega: "El señor Andrés sí manifiestamente cometió el
delito de emisión de cheques sin provisión del fondos pero
no el delito de emisión de cheques sin provisión de fondos
de mala fé. Violó el artículo 64 y no el 66 de la Ley de Che-
ques"; pero,

Considerando que en la sentencia impugnada se dan
por establecidos los siguientes hechos: a) que el recurrente
expidió, en fecha 10 de junio de 1964, un cheque por la
suma de $7,000.00, a favor de Miguel Ramos, y a cargo del
Banco de Reservas de Santiago; que el día siguiente expi-
dió uno nuevo por la suma de S8,000.00 a favor de Edilio
Espinal y a cargo del mismo Banco; b) que pagó en efecti-
vo a los beneficiarios de ambos cheques haciendo que éstos
se los endosaran; c) que dichos cheqtzes fueron depositados
por Andrés Ramos "para depositar en su •uenta", en el
Banco de Crédito y Ahorros, de Santiago; d) que sobre su
indicada cuenta en dicho Banco, el mencionado r( urrente
giró numerosos cheques; e) que presentados al c 	 los
cheques girados contra el Banco de Reservas en St tiago,
por el banco depositario de los mismos, el primero de -Avió
dichos cheques por falta de provisión disposible; f) q1, ∎ en
tales circunstancias el Banco de Crédito y Ahorros int. 16,
por acto de alguacil, a Andrés Ramos, hiciera depól, to
de fondos en el banco girado por la suma de $15,000.00 1
que ascendían los referidos cheques, en el plazo de dos
días a partir de la intimación de depositar, lo cual no hizo;

Considerando que de lo expuesto anteriormente es evi-
dente que Andrés Ramos, no obstante haber impreso en am-
bos cheques la mención; "para depositar en su cuenta", giró
contra el Banco de Crédito y Ahorros hasta el monto a que
ascendían los cheques mencionados, sin que estos estuvi e

-ran cubiertos en el banco girádo; que la Corte a-qua,al pon-
derar estos hechos, llegó a la conclusión, haciendo uso de
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su poder soberano de apreciación, de que el recurrente
cometió el delito previsto por el artículo 66 de la Ley de
Cheques No. 2859;

Considerando por otra parte, que, por lo que antecede
se advierte que la Corte a-qua no ha aplicado el artículo
64 de la referida Ley de Cheques, lo cual hace irrelevante
el alegato del recurrente que trata de la diferencia de este
artículo y el 66 de la misma ley; y, en cuanto a la circuns-
tancia de que los cheques girados fueron depositados al
cobro, como el recurrente induce de la mención al dorso a
que se ha hecho referencia, lo cierto es que el recurrente
giró contra el Banco depositario sobre esos cheques y causó
perjuicios a éste, lo cual lo coloca entre el número de los
interesados calificados para interponer una acción en res-
ponsabilidad contra el librador de los mismos; en la espe-
cie, el librador negoció con dichos cheques en perjuicio
del Banco de Crédito y Ahorros y por tanto es responsa-
ble frente a éste último; por lo cual, el Banco recurrido
tenía perfecto derecho a ponerlo en mora de hacer provi-
sión en el Banco ae Reservas, de los fondos necesarios para
cubrir el monto de los cheq ues girados a dicho banco, y el
recurrente, al no hacerlo así, cometió el delito previsto por
el indicado artículo 66 de la Ley de Cheques; en consecuen-
cia, el primer medio propuesto, carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando que en el desarrollo del segundo medio
el recurrente alega que la Corte a-iqua ha violado el prin-
cipio del no cúmulo de penas al imponerle una mutla de
$ 15,000.09, que equivale al monto de los dos cheques libra-
dos sin provisión de fondos; porque esos dos cheques fue-
ron librados a favor de dos personas diferentes y en días
distintos, lo que evidencia que se trata de dos delitos,
aunque de la misma naturaleza; que en la especie, la Corte
a-qua estaba obligada a aplicar una mutla equivalente a1
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monto de uno de los cheques pero no a la suma del MOrlit,

de los dos; pero,
Considerando que si es cierto que en la especie el pre-

venido libró dos choques a favor de dos personas distintas y
en fechas diferentes, lo cual podría hacer suponer que se
trata de dos delitos, no es menos cierto, según resulta del
fallo impugnado, que él depositó ambos cheques el mismo
día en un mismo banco, el Banco de Crédito y Ahorros, con
el objeto evidwte de inducir a éste a que le acreditara los
valores indicados en los mismos a fín de girar sobre ese
crédito en perjuicio de dicho banco y en conocimiento de
que los referidos cheques habían sido girados ein provi-
sión de fondos disponible; que es en ese moment y contra
dicho banco, cuando se opera la maniobra frau ulenta, y
no contra las' personas a nombre de las cuales lib `) los che-
ques, personas que fueron desinteresadas pon' E librador
en el momento de crear los instrumentos que sir ieron pa-
ra cometer la infracción; que de todo lo expues ) se evi-
dencia que en el presente caso la Corte a-qua, al !ondenar
al previndo a pagar una multa de $15,000.00, nc violó el
principio del no cúmulo de penas; en consecuencia, el se-
gundo medio invocado por el recurrente carece de funda-
mento y debe ser desestimado;

Considerando que en el tercer y último medio el recu-
rrente alega que: "la Corte a-qua cometió exceso de poder,
falta de base legal y de motivación que permita a esa Ho-
norable Corte de Justicia reconocer los elementos de hecho
de la especie en aspectos decisivos para la aplicación de la 41

Ley ya que la sentencia no los precisa y se manifiesta por
una ausencia total de motivos o por lo menos de una im-
precisa exposición de los mismos, que no permite apreciar
si la Ley ha sido bien o mal aplicada, haciendo lo que no
debía hacer y no haciendo lo que procedía"; pero,

Considerando que contrariamente a lo expresado por
el recurrente, la sentencia impugnada, según resulta de to-
do lo expuesto, contiene una exposición completa de los he

hechos y circunstancias de causa, y ofrece motivos suficien-
tes y pertinentes, sin incurrir en exceso de poder, que han
permitido a la Suprema Corte de Justicia verificar que la
Corte a-qua no ha incurrido en los vicios señalados, justi-
ficando legalmente su dispositivo; por lo cual, el último
medio, como los anteriores, carece de fundamento y debe
ser desestimado;

Considerando que los hechos precedentemente estable-
4	 ciclos, constituyen a cargo de Andrés Ramos, el delito de

haber librado cheques sin provisión de fondos, de mala fé,
previsto por el artículo 66 de Cheques y castigado por el
mismo artículo combinado con el artículo 405 del Código
Penal, con la pena de seis meses a dos años, y multa no
inferior al valor de los cheques; que, en consecuencia al
condenar al prevenido, después de declararlo culpable a
una multa de $15,000.00, acogiendo circunstancias atenuan-
tes, se le impuso una pena ajustada a la Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos.
la sentencia impugnada, no contiene, en lo concerniente al
interés del recurrente, vicio alguna que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite la intervención del
Banco de Crédito y Ahorros, C. por A.; Segundo: Rechaza
el recurso de casación interpuesto por Andrés Ramos, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, en sus
atribuciones correccionales, de fecha 4 de octubre de
1966, cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior del
presente fallo; Tercero: Condena al recurrente al pago de
las costas, declarándolas distraídas en provecho del Lic.
Quírico Elpidio Pérez B., quien afirmó haberlas avanzado
en su mayor parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio

t

110



2066	 BOLETIN JUDICIAL

monto de uno de los cheques pero no a la suma del monto
de los dos; pero,

Considerando que si es cierto que en la especie el pre-
venido libró dos choques a favor de dos personas distintas y
en fechas diferentes, lo cual podría hacer suponer que se,
trata de dos delitos, no es menos cierto, según resulta del
fallo impugnado, que él depositó ambos cheques el mismo
cl:a en un mismo banco, el Banco de Crédito y Ahorros, con
el objeto evideAte de inducir a éste a que le acreditara lo,
valores indicadbs en los mismos a fín de girar sobre ese
crédito en perjuicio de dicho banco y en conocimiento de
que los referidos cheques habían sido girados 	 provi-
sión de fondos disponible; que es en ese moment y contra
dicho banco, cuando se opera la maniobra frau úlenta, y
no contra las personas a nombre de las cuales lib i los che-
ques. personas que fueron desinteresadas porf E librador
en el momento de crear los instrumentos que sir ieron pa-
ra cometer la infracción; que de todo lo expues 9 se evi-
dencia que en el presente caso la Corte a-qua, al tondenar
al previndo a pagar una multa de $15,000.00, .nc violó el

principio del no cúmulo de penas; en consecuencia, el se-
gundo medio invocado por el recurrente carece de funda-
mento y debe ser desestimado;

Considerando que en el tercer y último medio el recu-
rrente alega que: "la Corte a-qua cometió exceso de poder.
falta de base legal y de motivación que permita a esa Ho-
norable Corte de Justicia reconocer los elementos de hecho
de la especie en aspectos decisivos para la aplicación de la
Ley ya que la sentencia no los precisa y se manifiesta por
una ausencia total de motivos o por lo menos de una im-
precisa exposición de los mismos. que no permite apreciar
si la Ley ha sido bien o mal aplicada, haciendo lo que no
debía hacer y no haciendo lo que procedía"; pero,

Considerando que contrariamente a lo expresado por
el recurrente, la sentencia impugnada, según resulta de to-
do lo expuesto, contiene una exposición completa de los he

hechos y circunstancias de causa, y ofrece motivos suficien-
tes y pertinentes, sin incurrir en exceso de poder, que han
permitido a la Suprema Corte de Justicia verificar que la
Corte a-qua no ha incurrido en los vicios señalados, justi-
ficando legalmente su dispositivo; por lo cual, el último
medio, como los anteriores, carece de fundamento y debe
ser desestimado;

Considerando que los hechos precedentemente estable-
cidos, constituyen a cargo de Andrés Ramos, el delito de
haber librado cheques sin provisión de fondos, de mala fé,
previsto por el artículo 66 de Cheques y castigado por el
mismo artículo combinado con el artículo 405 del Código
Penal, con la pena de seis meses a dos años, y multa no
inferior al valor de los cheques; que, en consecuencia al
condenar al prevenido, después de declararlo culpable a
una multa de $15,000.00, acogiendo circunstancias atenuan-
tes, se le impuso una pena ajustada a la Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada, no contiene, en lo concerniente al
interés del recurrente, vicio alguna que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite la intervención del
Banco de Crédito y Ahorros, C. por A.; Segundo: Rechaza
el recurso de casación interpuesto por Andrés Ramos, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de Santiago, en sus
atribuciones correccionales, de fecha 4 de octubre de
1966, cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior del
presente fallo; Tercero: Condena al recurrente al pago de
las costas, declarándolas distraídas en provecho del Lic.
Quírico Elpidio Pérez B., quien afirmó haberlas avanzado
en su mayor parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
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Beras.— Joaquíh A. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro_
jas Almánzar .— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.-_
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada leída y publicada por mí, Secretario General
que certificó. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 1 DE NOVIEMBRE DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís, de fecha 22 de diciembre de 1966.

Materia: Correccional.

Recurrente: Martina Astacio de Morales.
Abogado:  Dr. Mario arbuccia Ramírez

Recurrido: Dolores S ivestre de Paredes
Abogado: Dr. J. Dior Ides de los Santos C.

Ips, Patria y Libertad.
f `pública. Dominicana.

En Nombre d. la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Se
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 1 9 de noviembre de 1967, años 124° de la In-
dependencia v 105° de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Martina
Astacio de Morales, dominicana, mayor de edad, casada,
domiciliada y residente en la Sección de Guayabo Dulce,
municipio de Hato Mayor, de quehaceres domésticos, cédu-
la 2554, serie 27, contra sentencia dictada por la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís, en sus atribuciones
correccionales, en fecha 22 de diciembre de 1966, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

*1
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Beras.— Joaquíh 'A. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia_ Er_
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y ario en él expresados, y
fue firmada leída y publicada por mí, Secretario General
que certificó. t Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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sENTEN( DE FECHA 1 DE NOVIEMBRE DEL 1967

.•	 #
sentenciaineP ugnada: Corte de Apelación de San Pedro dema

loris, de fecha 22 de diciembre de 1966.

Materia: Correccional.

Recurrente: Martina Astacio de Morales.
Abogado: Dr. Mario Carbuccia Ramírez

Recurrido: Dolores Silvestre de Paredes
Abogado: Dr. J. Diomedes de los Santos C.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Se
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 19 de noviembre de 1967, arios 1249 de la In-
dependencia y 1059 de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Martina
Astacio de Morales, dominicana, mayor de edad, casada,
domiciliada y residente en la Sección de Guayabo Dulce,
municipio de Hato Mayor, de quehaceres domésticos, cédu-
la 2554, serie 27, contra sentencia dictada por la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís. en sus atribuciones
correccionales, en fecha 22 de diciembre de 1966, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

iogyk
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Oído al Dr. Juan Chaín Tuma, cédula 10561, serie 25,
en representación del Dr. J. Diómedes de los Santos C., cé-
dula 9492, serie 27, quien actúa como abogado de la recu-
rrida Dolores Silvestre de Paredes, dominicana, mayor de
edad, casada, de quehaceres domésticos, cédula 1114, serie
27, domiciliada y residente en, la casa No. 24 de la calle
"27 de Febrero" de Hato Mayor, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el*ictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, de fecha 9 de febrero de
1967, sometido por el Dr. Mario Carbuccia Ramírez, cédula
23012, serie 23, abogado de la recurrente, en el cual se in-
vocan los medios que más adelante se indican;

Visto el escrito de defensa de la recurrida Dolares Sil-
vestre de Paredes, de fecha 11 de septiembre de 1967, sus-
crito por su abogado Dr. de los Santos Céspedes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No,
5869 de 1962 que sustituyó la No. 43 de 1930; 1315, 1607.
1382, 1383 y 1384 del Código Civil; 456 del Cógido Penal:
85 de la Ley de Policía; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una querella por violación de propiedad presentada por
Martina Astacio de Morales, contra Dolores Silvestre de
Paredes, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial del Seibo, regularmente apoderado, dictó en fecha
19 de noviembre de 1965, una sentencia con el siguiente
dispositivo: "Falla Primero: Que debe declarar, como al
efecto declara, a la nombrada Dolores Silvestre de Paredes
no culpable del hecho que se le imputa de violación de p ro-
piedad en perjuicio de la señora Martina Astacio de M o

-rales, por no haberlo cometido y en consecuencia se des"
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carga de toda responsabilidad penal y se declara las costas
de oficio; Segundo: Que debe rechazar, como al efecto re-
chaza la constitución en parte' civil constituída por la seño.
ra Martina Astacio de Morales hecha por su abogado tanto
en la forma como en el fondo, por improcedente; Tercero:
Que debe condenar y condena a la parte civil constituida
que sucumbe al pago de las costas civiles con distracción a
favor de los Doctores J. Diómedes de los Santos C., y Pon-
ciano Rondón S., abogados que afirman haberlas avanzado
en su totalidad"; b) Que sobre recursos interpuestos por
Martina Astacio de Morales, parte civil constituida y por
el Procurador General de la Corte de Apelación de Sari
Pedro de Macorís, dicha Corte dictó en fecha 23 de junió
de 1966 una primera sentencia con el dispositivo siguien-
te: "Falla: Primero: Admite como regulares y válidos, en
cuanto a la forma, los recursos de apelación interpuestos
por el Magistrado Procurador General de esta Corte y por
el Doctor Juan Ramón Cruz Richiez, abogado, a nombre y
representación del Doctor Juan Bautista Richiez Acevedo,
abogado de la señora Martina Astacio de Morales, parte
civil constituida, contra sentencia dictada, en atribuciones
correccionales y en fecha 19 de noviembre de 1965, por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El
Seibo, que descargó a la inculpada Dolores Silvestre de
Paredes del delito de violación de propiedad, en perjuicio
de la señora Martina Astacio de Morales, por no haberlo
cometido, declarando las costa de oficio; Rechaza la
constitución en parte civil hecha por la señora Martille
Astacio de Morales, por medio de su abogado, por impro-
cedente; y condenó a dicha parte civil constituída que su-
cumbe al pago de las costas civiles, con distracción a favor
de los Doctores J. Diómedes de los Santos y Céspedes y
Ponciano Rondón Sánchez, por afirmar haberlas avanzado
en su totalidad. Segundo: Rechaza, por improcedente y
mal fundadas, las conclusiones formuladas por el Doctor
Mario Carbuccia Ramírez, a nombre y representación de
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Oído al Dr. Juan Chaín Tuma, cédula 10561, serie 25,
en representación del Dr. J. Diómedes de los Santos C., cé-
dula 9492, serie 27, quien actúa como abogado de la recu-
rrida Dolores Silvestre de Paredes, dominicana, mayor de,
edad, casada, de quehaceres domésticos, cédula 1114, serie
27, domiciliada y residente en, la casa No. 24 de la calle
"27 de Febrero" de Hato Mayor, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído elkictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, de fecha 9 de febrero de
1967, sometido por el Dr. Mario Carbuccia Ramírez, céd
23012, serie 23, abogado de la recurrente, en el cual se in-
vocan los medios que más adelante se indican;

Visto el escrito de defensa de la recurrida Dolares Sil-
vestre de Paredes, de fecha 11 de septiembre de 1967, sus-
crito por su abogado Dr. de los Santos Céspedes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley No)
5869 de 1962 que sustituyó la No. 43 de 1930; 1315, 1607.
1382, 1383 y 1384 del Código Civil; 456 del Cógido Penal;
85 de la Ley de Policía; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una querella por violación de propiedad presentada por
Martina Astacio de Morales, contra Dolores Silvestre de
Paredes, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial del Seibo, regularmente apoderado, dictó en fecha
19 de noviembre de 1965, una sentencia con el siguiente
dispositivo: "Falla Primero: Que debe declarar, como al

efecto declara, a la nombrada Dolores Silvestre de Paredes
no culpable del hecho que se le imputa de violación de pro-
piedad en perjuicio de la señora Martina Astacio de Mo-
rales, por no haberlo cometido y en consecuencia se des"

carga de toda responsabilidad penal y se declara las costas
de oficio; Segundo: Que debe rechazar, como al efecto re-
chaza la constitución en parte civil constituída por la seña
ra Martina Astacio de Morales hecha por su abogado tanto
en la forma como en el fondo, por improcedente; Tercero:
Que debe condenar y condena a la parte civil constituída
que sucumbe al pago de las costas civiles con distracción a
favor de los Doctores J. Diómedes de los Santos C., y Pon-
ciano Rondón S., abogados que afirman haberlas avanzado
en su totalidad"; b) Que sobre recursos interpuestos por
Martina Astacio de Morales, parte civil constituida y por
el Procurador General de la Corte de Apelación de San
Pedro de Macorís, dicha Corte dictó en fecha 23 de junio
de 1966 una primera sentencia con el dispositivo siguien-
te: "Falla: Primero: Admite como regulares y válidos, en
cuanto a la forma, los recursos de apelación interpuestos
por el Magistrado Procurador General de esta Corte y por
el Doctor Juan Ramón Cruz Richiez, abogado, a nombre y
representación del Doctor Juan Bautista Richiez Acevedo,
abogado de la señora Martina Astacio de Morales, parte
civil constituida, contra sentencia dictada, en atribuciones
correccionales y en fecha 19 de noviembre de 1965, por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El
Seibo, que descargó a la inculpada Dolores Silvestre de
Paredes del delito de violación de propiedad, en perjuicio
de la señora Martina Astacio de Morales, por no haberlo
cometido, declarando las costa de oficio; Rechaza la
constitución en parte civil hecha por la señora Martine
Astacio de Morales, por medio de su abogado, por impro-
cedente; y condenó a dicha parte civil constituída que su-
cumbe al pago de las costas civiles, con distracción a favor
de los Doctores J. Diómedes de los Santos y Céspedes y
Ponciano Rondón Sánchez, por afirmar haberlas avanzado
en su totalidad. Segundo: Rechaza, por improcedente y
mal fundadas, las conclusiones formuladas por el Doctor
Mario Carbuccia Ramírez, a nombre y representación de

.0'
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o)

la señora Martina Astacio de Morales, parte cvil constitui-
da , en cuanto solicita "que los actos introductivos conten-
gan la verdadera calificación de los hechos expuestos en la
querella, por ser este el título mínimo de la persecución".
Tercero: Acoge los pedimimentos de ambas partes en juicio
y reenvía para una próxima fecha que será señalada opor-
tunamente, el conocimiento de la presente causa, seguida
a la nombrada Dolores Silvestre de Paredes, inculpada del
delito de violación de propiedad, en perjuicio de la seño-
ra Martina Astacio . de Morales, a los fines de una mejor
sustanciación de la misma. Cuarto: Ordena la citación de
los señores, Martín Berroa y Natol Polonio, domiciliados
y residentes en la sección Guayabo Dulce, paraje Las Guá-
ranas, ti:lel municipio de Hato Mayor, así como también de
las paAes y demás testigos que figuran en el expediente.
Quinto: Reserva las costas, tanto civiles como penales, pa-
ra que siga la suerte de lo principal"; c) Que en fecha 22
de diciembre de 1966, la Corte a*qua dictó la sentencia aho-
ra impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero: Rechaza las conclusiones de la señora Mar-
tina Astacio de Morales, parte civil constituida y el dic-
tamen del Magistrado Procurador General de' esta Corte,
en cuanto piden la regularidad de sus respectivos recursos
de apelación, por haberse resuelto este aspecto, por sen-
tencia de esta misma Corte, de fecha 23 de junio del año
en curso, de 1966. Segundo: Rechaza, por improcedentes y
mal fundadas las conclusiones de la prevenida Dolores Sil-
vestre de Paredes; a) en cuanto solicita que se declare re-
gular y válido, en la forma, el recurso de apelación del Ma-
gistrado Procurador General de esta Corte, por los mis-
mos motivos indicados en el ordinal anterior; b) en cuanto
pide la confirmación de la sentencia, sin hacer excepción,
al aspecto de la misma, contenido en su ordinal segundo,
que no admitió, como debió hacerlo la regularidad en la
forma de la constitución en parte civil de la señora Mar-
tina Astacio de Morales, y c) en cuanto pide la modifica-

ción de la sentencia apelada, por el motivo de que sola-
mente ordenó la distracción de las costas en favor del Doc-
tor J. Diómedes de los Santos y Céspedes y no también así,
en favor del Doctor Ponciano Rondón Sánchez. puesto que
lo pedido es, precisamente lo ordenado, en su ordinal ter-
cero, por la sentencia recurrida; Tercero: Rechaza por im-
procedentes y mal fundados, en cuanto al fondo, los re-
cursos de apelación interpuestos por el Magistrado Procu-
rador General de esta Corte y por la señora Martina Asta-
cio de Morales, parte civil constituida. Cuarto: Modifica la
sentencia apelada, en su ordinal segundo, en cuanto no ad-
mitió, en la forma, la constitución en parte civil de la se-
ñora Martina Astacio de Morales, y, en consecuencia, la
declara admisible en ese aspecto. Quinto: Confirma la sen-
tencia apelada: a) en cuanto descargó a la prevenida Do-
lores Silvestre de Paredes del hecho de violación de pro-
piedad en perjuicio de la señora Martina Astacio de Morales.
por no haberlo cometido; b) en cuanto rechazó, en lo que
concierne al fondo, las conclusiones de la señora Martina
Astacio de Morales, parte civil constituida; cl en cuanto
condenó a la referida parte civil constituída al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en favor de
los Doctores J. Diómedes de los Santos y Céspedes y Pon-
ciano Rondón Sánchez, y d) en cuanto declaró de oficio las
costas penales. Sexto: Descarga a los nombrados Lalo Gar-
cía y Natol o Anastol Polonio tal Papito, de la multa de
Veinte Pesos Oro (RD$20.00), a que cada uno fue conde-
nado por esta Corte, en fecha 20 de octubre del año en
curso de 1966, por su no comparecencia a aquella audiencia,
por ser aceptadas sus respectivas excusas. Séptimo: Declar4
de oficio las costas penales y compensa entre las partes
en causa, señora Dolores Silvestre de Paredes y Martina
Astacio de Morales, las costas civiles causadas por ante es-
ta jurisdicción, por haber sucumbido, respectivamente, en
algunos puntos";

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación los siguientes medios: Primer Medio: Vio-



)

2072	 130LETIN JUDICIAL

la señora Martina Astacio de Morales, parte cvil constituí -
da, en cuanto solicita "que los actos introductivos conten-
gan la verdadera calificación de los hechos expuestos en la
querella, por ser este el título mínimo de la persecución".
Tercero: Acoge los pedimimentos de ambas partes en juicio
y reenvía para una próxima fecha que será señalada opor-
tunamente, el conocimiento de la presente causa, seguida
a la nombrada Dolores Silvestre de Paredes, inculpada del
delito de violación de propiedad, en perjuicio de la seño-
ra Martina Astaciorde Morales, a los fines de una mejor
sustanciacián de la misma. Cuarto: Ordena la citación de
los señores, Martín Berroa y Natol Polonio, domiciliados
y residentes en la sección Guayabo Dulce, paraje Las Guá-
ranas, ,del municipio de Hato Mayor, así como también de
las pai=tes y demás testigos que figuran en el expediente.
Quinto: Reserva las costas, tanto civiles como penales, pa-
ra que siga la suerte de lo principal"; c) Que en fecha 22
de diciembre de 1966, la Corte a,qua dictó la sentencia aho-
ra impugnada en casaciórt con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla: Primero: Rechaza las conclusiones de la señora Mar-
tina Astacio de Morales, parte civil constituida y el dic-
tamen del Magistrado Procurador General de • esta Corte,
en cuanto piden la regularidad de sus respectivos recursos
de apelación, por haberse resuelto este aspecto, por sen-
tencia de esta misma Corte, de fecha 23 de junio del ario
en curso, de 1966. Segundo: Rechaza, por improcedentes y
mal fundadas las conclusiones de la prevenida Dolores Sil-
vestre de Paredes; a) en cuanto solicita que se declare re-
gular y válido, en la forma, el recurso de apelación del Ma-
gistrado Procurador General de esta Corte, por los mis-
mos motivos indicados en el ordinal anterior; b) en cuanto
pide la confirmación de la sentencia, sin hacer excepción,
al aspecto de la misma, contenido en su ordinal segundo,
que no admitió, como debió hacerlo la regularidad en la
forma de la constitución en parte civil de la señora Mar-
tina Astacio de Morales, y e) en cuanto pide la modifica-

HOLETIN JUDICIAL	 2073

ción de la sentencia apelada, por el motivo de que sola-
mente ordenó la distracción de las costas en favor del Doc-
tor J. Diómedes de los Santos y Céspedes y no también así,
en favor del Doctor Ponciano Rondón Sánchez. puesto que
lo pedido es, precisamente lo ordenado, en su ordinal ter-
cero, por la sentencia recurrida; Tercero: Rechaza por im-
procedentes y mal fundados, en cuanto al fondo, los re-
cursos de apelación interpuestos por el Magistrado Procu-
rador General de esta Corte y por la señora Martina Asta-
cio de Morales, parte civil constituida. Cuarto: Modifica la
sentencia apelada, en su ordinal segundo, en cuanto no ad-
mitió, en la forma, la constitución en parte civil de la se-
ñora Martina Astacio de Morales, y, en consecuencia, Ja
declara admisible en ese aspecto. Quinto.: Confirma la sen-
tencia apelada: a) en cuanto descargó a la prevenida Do-
lores Silvestre de Paredes del hecho de violación de pro-
piedad en perjuicio de la señora Martina Astacio de Morales,
por no haberlo cometido; bl en cuanto rechazó, en lo que
concierne al fondo, las conclusiones de la señora Martina
Astacio de Morales, parte civil constituida; c) en cuanto
condenó a la referida parte civil constituída al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en favor de
los Doctores J. Diómedes de los Santos y Céspedes y Pon-
ciano Rondón Sánchez, y d) en cuanto declaró de oficio las
costas penales. Sexto: Descarga a los nombrados Lalo Gar-
cía y Natol o Anastol Polonio (a) Papito, de la multa de
Veinte Pesos Oro (RD$20.00), a que cada uno fue conde-
nado por esta Corte, en fecha 20 de octubre del ario en
curso de 1966, por su no comparecencia a aquella audiencia,
por ser aceptadas sus respectivas excusas. Séptimo: Declar4
de oficio las costas penales y compensa entre las partes
en causa, señora Dolores Silvestre de Paredes y Martina
Astacio de Morales, las costas civiles causadas por ante es-
ta jurisdicción, por haber sucumbido, respectivamente, en
algunos puntos";

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
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ladón a la Ley No. 43 con sus modificaciones; Segundo
Medio: Violación de los artículos 1607 y siguiente del Có-
digo Civil: Tercer Medio; Violación del artículo 1315 del
Código Civil; Cuarto Medio: Violación del principio de uni-
dad de jurisdición; Quinto Medio: Violación de los ar-
tículos 456 del Código Penal y 85 dé la Ley de Policía;

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, la recurrente sostiene en síntesis lo siguiente: que
ella compró ese predio, que fue puesta en posesión al com-
prar, y que el descargo de la prevenida no pudo operarse
porque afirmara en su defensa "que no va a esos sitios",
pues el delito de violación de propiedad no sólo lo comete
el que se introduce material y personalmente en la pro-
piedad ajena, sino "aquel por culpa de quien se actúa y a
quien solo beneficiará el resultado de la violación"; que
la venta es perfecta desde que el comprador y el vendedor
están de acuerdo sobre la cosa y el precio, por lo cual, la
Corte violó esa regla del Código Civil, pues el descargo
pudo ser "el resultado de la declaración de la prevenida
de que no la había puesto en posesión"; que la Corte al
confirmar el fallo de descargo de primera instancia, no tu-
vo en cuenta la prueba documental de la recurrente que
establecía que ella estaba en posesión pacífica del terreno,
y se guió solo por lo que declararon los testigos, en lo cual
estima la recurrente que hay una violación del artículo
1315 del Código Civil; que se violó el principio de unidad
de jurisdicción porque la parte civil "recibió un daño os-
tensible", y los Jueces del fondo están obligados, aún en
caso de descargo penal a fallar sobre la reclamación civil,
pues los mismos hechos pueden ser "dañinos civilmente";
que ella, la recurrente, no sólo se querelló por violación de
propiedad, sino por remoción de cerca y sustracción de
alambre, y que al ser descargada la prevenida sólo de lo
primero, cuando hubo la intención de hacer desaparecer
linderos, se violó con ello lo dispuesto en el artículo 456

del Código Penal y en el artículo 85 de la Ley de Policía;
pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado
muestra que para confirmar la sentencia de primera
instancia, en cuanto al descargo de la prevenida del hecho
puesto a su cargo, la Corte a-qua se fundamentó esencial-
mente, después de ponderar las pruebas que le fueron pre-
sentadas, y de dejar establecidos a esa base los hechos de
la causa, en que la prevenida nunca se introdujo en los te-
rrenos a que se refiere la querrella, y en que "la moviliza-
ción de la cerca o empalizada de alambres, motivo de la
pendencia entre las partes en juicio, fue operada por Oli-
yero Payano y Andrés Hernández, personas buscadas o re-
relacionadas con Vicente Paredes, esposo de la inculpada",
de donde llega la Corte a esta conclusión: "... esta mane7
ra de apreciar los hechos y formar su convicción, los apo-
ya esta Corte, en el principio de la personalidad de las pe-
nas, del cual se infiere, que la acción pública, solamente
puede ser ejercida contra el autor de la infracción o con-
tra sus cómplices... porque, si por una parte, es verdad.
que haber ordenado a terceras personas, proceder a intro-
ducirse en una propiedad urbana o rural, a fines predeter-
minados, sin el consentimiento del dueño, constituye, una
complicidad por instrucciones, y por otra parte es constante
que esta Corte amparada como está de la apelación de
la parte pública, está en capacidad, sin cometer un exceso
de poder, de variar la calificación del hecho y declarar a
la prevenida autora de una complicidad y castigarla como
tal, es también cierto, que en la complicidad, para que
se manifieste como hecho castigable, debe existir una re-
lación directa, entre el hecho principal y el hecho del cóm-
plice y necesita, como un elemento indispensable para su.
constitución, el establecimiento de un acuerdo de volun-
tades hacia el fin que se propone realizar el agente, rela-
ción de hecho principal a hecho de cómplice y acuerdo de
voluntades a fines predeterminados, que en el presente ca-
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ladón a la Ley No. 43 con sus modificaciones; Segundo
Medio: Violación de los artículos 1607 y siguiente del Có-
digo Civil: Tercer Medio; Violación del artículo 1315 del
Código Civil; Cuarto Medio: Violación del principio de uni-
dad de jurisdición; Quinto Medio: Violación de los ar-
tículos 456 del Código Penal y 85 dé la Ley de Policía;

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos, la recurrente sostiene en síntesis lo siguiente: que
ella compró ese predio, que fue puesta en posesión al com-
prar, y que el descargo de la prevenida no pudo operarse
porque afirmara en su defensa "que no va a esos sitios",
pues el delito de violación de propiedad no sólo lo comete
el que se introduce material y personalmente en la pro-
piedad ajena, sino "aquel por culpa de quien se actúa y a
quien solo beneficiará el resultado de la violación"; que
la venta es perfecta desde que el comprador y el vendedor
están de acuerdo sobre la cosa y el precio, por lo cual, la
Corte violó esa regla del Código Civil, pues el descargo
pudo ser "el resultado de la declaración de la prevenida
de que no la había puesto en posesión"; que la Corte al
confirmar el fallo de descargo de primera instancia, no tu-
vo en cuenta la prueba documental de la recurrente que
establecía que ella estaba en posesión pacífica del terreno,
y se guió solo por lo que declararon los testigos, en lo cual
estima la recurrente que hay una violación del artículo
1315 del Código Civil; que se violó el principio de unidad
de jurisdicción porque la parte civil "recibió un daño os-
tensible", y los Jueces del fondo están obligados, aún en
caso de descargo penal a fallar sobre la reclamación civil,
pues los mismos hechos pueden ser "dañinos civilmente";
que ella, la recurrente, no sólo se querelló por violación de
propiedad, sino por remoción de cerca y sustracción de
alambre, y que al ser descargada la prevenida sólo de lo
primero, cuando hubo la intención de hacer desaparecer
linderos, se violó con ello lo dispuesto en el artículo 456

del Código Penal y en el artículo 85 de la Ley de Policía;
pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado
muestra que para confirmar la sentencia de primera
instancia, en cuanto al descargo de la prevenida del hecho
puesto a su cargo, la Corte a-qua se fundamentó esencial-
mente, después de ponderar las pruebas que le fueron pre-
sentadas , y de dejar establecidos a esa base los hechos de
la causa, en que la prevenida nunca se introdujo en los te-
rrenos a que se refiere la querrella, y en que "la moviliza-
ción de la cerca o empalizada de alambres, motivo de la
pendencia entre las partes en juicio, fue operada por Oli-
vero Payano y Andrés Hernández, personas buscadas o re-
relacionadas con Vicente Paredes, esposo de la inculpada",
de donde llega la Corte a esta conclusión: "... esta mane7
ra de apreciar los hechos y formar su convicción, los apo-
ya esta Corte, en el principio de la personalidad de las pe-
nas, del cual se infiere, que la acción pública, solamente
puede ser ejercida contra el autor de la infracción o con-
tra sus cómplices... porque, si por una parte, es verdad,
que haber ordenado a terceras personas, proceder a intro-
ducirse en una propiedad urbana o rural, a fines predeter-
minados, sin el consentimiento del dueño, constituye, una
complicidad por instrucciones, y por otra parte es constante
que esta Corte amparada como está de la apelación de
la parte pública, está en capacidad, sin cometer un exceso
de poder, de variar la calificación del hecho y declarar a
la prevenida autora de una complicidad y castigarla como
tal, es también cierto, que en la complicidad, para que
se manifieste como hecho castigable, debe existir una re-
lación directa, entre el hecho principal y el hecho del cóm-
plice y necesita, como un elemento indispensable para su,
constitución, el establecimiento de un acuerdo de volun-
tades hacia el fin que se propone realizar el agente, rela-
ción de hecho principal a hecho de cómplice y acuerdo de
voluntades a fines predeterminados, que en el presente ca-
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so no se han probado, por ninguno de los medios que, para
lograrlo, constan en la Ley procedimental, ausencia de prue-
ba que se justifica, por constar en los interrogatorios de al-
gunos de los testigos y en la declaración de la propia agra-
viada, especies que ponen a cargo del esposo de la incul-
pada, señor Vicente Paredes, ser la persona que dirigiera-
los trabajos que se dice realizaron los sujetos escogidos co--
mo peones para la movilización de la empalizada; porque,
aún sosteniendo la hipótesis, de que el esposo de la incul-
pada, señor VicentelParede,s, actuara por instrucciones de
aquella. o inducir que su proceder fuera una consecuencia
del lazo matrimonial qu'e los une, tampoco se podría poner
a cargo de Dolores Silvestre de Paredes, ningún hecho pu-
nible, porque en nuestro derecho, ser cómplice de un cóm-
plice, que sería de lo que se podría inculpar, no está san-
cionado por la ley".

Considerando que lo que acaba de copiarse es eviden-
te que los jueces del fondo descargaron a la prevenida, no
en base a su sola declaración, sino después de formar su
intima convicción del conjunto de las pruebas que fueron
regularmente administradas. en la instrucción de /a causa,
porque a su juicio ella no se introdujo en la propiedad ni mo-
vilizó alambres personalmente, lo que descarta su respon-
sabilidad como autora de esos hechos, y porque no quedó
configurado ningún otro hecho que caracterice la compli-
cidad conforme a los principios que la rigen; que siendo los
jueces del fondo soberanos para apreciar el valor de las
pruebas que se le someten, lo cual escapa a la censura de
la casación, salvo desnaturalización no ocurrida en la espe-
cie, es obvio que dichos jueces no incurrieron en violación
alguna de la ley, ni en vicio alguno en su sentencia, al des-
cargar en tales condiciones a la prevenida; que, en cuanto
el alegato de que dichos jueces se atuvieran a la prueba
por testigos y no a documentos presentados por la quere-
llante, ellos podían edificarse por cualesquiera de los dos
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medios, sin que eso pueda tampoco ser censurado en casa-,

ción, sobre todo que en materia represiva la prueba por
tesiigos es de derecho común; que en cuanto a que la Corte
a.qua descargó a la prevenida solo del delito de violación
de propiedad y no por el hecho de sustraer alambres y re-
mover cerca, es obvio que ese aspecto de la prevención
también fue ponderado, pues se advierte en uno de los mo-
tivos copiados precedentemente que no se había estable-
cido, a juicio de los jueces del fondo„ que la prevenida rea-
lizara "la movilización de cerca o empalizada de alambres",
lo que descarta por vía de consecuencia la sustracción de
alambres por ella movilizados; y además, si ello es constan-
te en los motivos, el hecho de que no figure en esa misma
forma en el dispositivo, al pronunciar el descargo, no inva-
lida el fallo dictado; y finalmente, en cuanto al alegato de
la recurrente de que los jueces del fondo, aunque pronun,
cien el descargo en cuanto a lo penal, deben pronunciarse
también sobre las condenaciones civiles solicitadas, ello es
así en principio; pero, en el presente caso, la Corte a-qua
dejó establecido que la prevenida no cometió el hecho per-
sonalmente, ni dió instrucciones para cometerlo, por lo
cual, en el antepenúltimo considerando del fallo por ella
dictado, y según resulta del examen del mismo, declaró que
procedía el rechazamiento de la demanda de la parte civil
constituida, porque "tampoco se puede poner a su cargo
(refiriéndose a la prevenida) ninguna falta que la haga res-
ponsable de un delito o cuasidelito de carácter civil, capaz
de engendrar daños y perjuicios en provecho de la parte
civil constituida"; que. por consiguiente, la Corte a-qua no
ha incurrido en los vicios y violaciones señalados por la
recurrente, por lo cual los medios propuestos carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que por todo lo anteriormente expuesto
es evidente que al pronunciar el descargo de la prevenida,
de los hechos puestos a su cargo, y después de formar su
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so no se han probado, por ninguno de los medios que, para
lograrlo, constan en la Ley procedimental, ausencia de prue-
ba que se justifica, por constar en los interrogatorios de al-
gunos de los testigos y en la declaración de la propia agra-
viada, especies que ponen a cargo del esposo de la incul-
pada, señor Vicente Paredes, ser la persona que dirigiera
los trabajos que se dice realizaron los sujetos escogidos co-
mo peones para la movilización de la empalizada; porque,
aún sosteniendo la hipótesis, de que el esposo de la incul-
pada, señor Vicente Paredes, actuara por instrucciones de
aquella, o inducir que su proceder fuera una consecuencia
del lazo matrimonial qué los une, tampoco se podría poner
a cargo de Dolores Silvestre de Paredes, ningún hecho pu-
nible, porque en nuestro derecho, ser cómplice de un cóm-
plice, que sería de lo que se podría inculpar, no está san-
cionado por la ley".

Considerando que lo que acaba de copiarse es eviden-
te que los jueces del fondo descargaron a la prevenida, no
en base a su sola declaración, sino después de formar su
intima convicción del conjunto de las pruebas que fueron
regularmente administradas en la instrucción de la causa,
porque a su juicio ella no se introdujo en la propiedad ni mo-
vilizó alambres personalmente, lo q ue descarta su respon-
sabilidad como autora de esos hechos, y porque no quedó
configurado ningún otro hecho que caracterice la compli-
cidad conforme a los principios que la rigen; que siendo los
jueces del fondo soberanos para apreciar el valor de las
pruebas que se le someten, lo cual escapa a la censura de
la casación, salvo desnaturalización no ocurrida en la espe-
cie, es obvio que dichos jueces no incurrieron en violación
alguna de la ley, ni en vicio alguno en su sentencia, al des-
cargar en tales condiciones a la prevenida; que, en cuanto
el alegato de que dichos jueces se atuvieran a la prueba
por testigos y no a documentos presentados por la quere-
llante, ellos podían edificarse por cualesquiera de los dos
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medios, sin que eso pueda tampoco ser censurado en casa-
ción, sobre todo que en materia represiva la prueba por
testigos es de derecho común; que en cuanto a que la Corte
a.qua descargó a la prevenida solo del delito de violación
de propiedad y no por el hecho de sustraer alambres y re-
mover cerca, es obvio que ese aspecto de la prevención
también fue ponderado, pues se advierte en uno de los mo-
tivos copiados precedentemente que no se había estable-
cido, a juicio de los jueces del fondo„ que la prevenida rea-
lizara "la movilización de cerca o empalizada de alambres",

lo que descarta por vía de consecuencia la sustracción de
alambres por ella movilizados; y además, si ello es constan-
te en los motivos, el hecho de que no figure en esa misma
forma en el dispositivo, al pronunciar el descargo, no inva-
lida el fallo dictado; y finalmente, en cuanto al alegato de
la recurrente de que los jueces del fondo, aunque pronun,
cien el descargo en cuanto a lo penal, deben pronunciarse
también sobre las condenaciones civiles solicitadas, ello es
así en principio; pero, en el presente caso, la Corte a-qua

dejó establecido que la prevenida no cometió el hecho per-
sonalmente, ni dió instrucciones para cometerlo, por lo
cual, en el antepenúltimo considerando del fallo por ella
dictado, y según resulta del examen del mismo, declaró que
procedía el rechazamiento de la demanda de la parte civil
constituida, porque "tampoco se puede poner a su cargo
(refiriéndose a la prevenida) ninguna falta que la haga res-
ponsable de un delito o cuasidelito de carácter civil, capaz
de engendrar daños y perjuicios en provecho de la parte
civil constituida"; que, por consiguiente, la Corte a-qua no
ha incurrido en los vicios y violaciones señalados por la
recurrente, por lo cual los medios propuestos carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que por todo lo anteriormente expuesto
es evidente que al pronunciar el descargo de la prevenida,
de los hechos puestos a su cargo, y después de formar su
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íntima convicción en ese sentido, dando para ello motivos
suficientes y pertinentes, que justifican lo fallado, la Cor.
te a-qua hizo una correcta aplicación de la ley;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Martina Astacio de Morales, contra
sentencia dictada en atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación d'e. San Pedro de Macorís, en fecha
22 de diciembre de 1966, cuyo dispotivo se copia en parte
anterior del pruente fallo; Segundo: Condena a la recu-
rrente al pago píe las costas, ordenando la distracción de
las civiles en provecho del Dr. J. Diómedes de los Santos
y Céspedes, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.-- Fernando
E. Ravelé de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almáno
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en el expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

TENCIA DE FECHA 1 DE NOVIEMBRE DEL 1967

tenia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 23 de noviembre de 1966.

materia: Correccional

gecurrente: Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.
Abogado: Dr. Leo Nanita Cuello

bjt,erviniente : María Caridad Feliz
gado: Dr. E. Euclides García Aquino

Dios, Patria, y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-

'Inón Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche H., Sess,undo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del;
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 19 de noviembre del año 1967, años 1249
de la Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casasión, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., constituida de
acuerdo con las leyes dominicanas, con su domicilio en la
planta baja de la casa No. 30 de la calle Arzobispo Meriño,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribucio-



íntima convicción en ese sentido, dando para ello motivos
suficientes y pertinentes, que justifican lo fallado, la Cor-
te a-qua hizo una correcta aplicación de la ley;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Martina Astacio de Morales, contra
sentencia dictada en atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación dé San Pedro de Macorís, en fecha
22 de diciembre de 1966, cuyo dispotivo se copia en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la recu-
rrente al pago de as costas, ordenando la distracción de
las civiles en provecho del Dr. J. Diómedes de los Santos
y Céspedes, q uien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio 13eras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almario
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

•
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NCIA DE FECHA 1 DE NOVIEMBRE DEL 1967

encia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 23 de noviembre de 1966.

Materia: Correccional

Recurrente: Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado : Dr. Leo Nanita Cuello

int.erviniente: María Caridad Féliz

Abogado: Dr. E. Euclides García Aquino

Dios, Patria y Libertad.
. -

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.

,	 Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-

i	
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 1 9 de noviembre del año 1967, años 124°
de la Independencia y 105° de la Restauración, dicta en au-
diencia p1.)lica, como corte de casasión, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., constituída de
acuerdo con las leyes domin i canas, con su domicilio en la
planta baja de la casa No. 30 de la calle Arzobispo Meriño,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribucio-

República Dominicana.



nes correccionales por la Corte de Apelación de Santo 
Do-mingo, en fecha 23 de noviembre de 1966, cuyo dispositivofigura más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oída la Dra. Español de Nanita, en representación del

Dr. Leo Nanita Cuello, cédula No. 52869, serie 11, 
abogadode la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. irovigildo Pujois Sánchez en representa-ción del Dr. E. ruclides García Aquino, cédula No. 
3893serie 11, abogado de María Caridad 

Feliz, dominicana, ma-
,

yor de edad, soltera, de oficios domésticos, domiciliada enCabral, Barahona , cédula No. 154, serie 19, parte civil in-
terviniente, en la lectura de sus conclusiones;

O.do el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;
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Vista el acta de casación levantada en la Secretaría dela Corte a-qua en fecha 29 de marzo de 1967, a requeri-miento del Dr. Leo F. Nanita Cuello, en representación dela Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., en la cualno se invoca ningún medio determinado de casación;
Visto el escrito depositado por la recurrente en fecha

22 de septiembre de 1967, en el cual se invoca contra lasentencia i mpugnada el medio de casación que se indicamás adelante;

Visto el memorial depositado por la interviniente en
fecha 22 de septiembre de 1967, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, No. 4117.
de 1955, modificada por las Leyes Nos. 4341, del mismo
año, 432, de 1964; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimientode casación;
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente automovilístico ocurrido en
esta ciudad el 11 de enero de 1965, como resultado del cual
sufrió lesiones la niña de 13 años Mercedes Feliz la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
dictó en fecha 22 de diciembre una sentencia cuyo disposi-
tivo aparece más adelante, inserto en el de la ahora impug-
nada; b) que sobre apelación de la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., y del prevenido, intervino la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-

LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la
forma el recurso de apelación interpuesto por la Compa-
nía Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia dic-
tada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, de fecha 22 de diciem-
bre del 1965, cuyo dispositivo dice: Primero: Se condena,
al nombrado Angel Velásquez González, por violación al
Art. 1 9 de la Ley 5771, en perjuicio de la nombrada Mer-
cedes Feliz y en consecuencia, se le condena a pagar una
multa de RD$25.00 M/N.; Segundo: Se le condena al pago
de las costas penales; Tercero: Se declara buena y válida
en cuanto a la forma y el fondo la constitución en parte ci-
vil hecha por la nombrada María Caridad Feliz, madre de la

menor Mercedes Feliz, contra la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A.; Cuarto: Se condena al Sr. Angel Ve-
lázquez, persona civilmente responsable de los daños ma-
teriales y morales sufridos por la menor Mercedes Feliz, a
pagar una indemnización de $2,000.00 (Dos Mil Pesos M/N)
en favor de la nombrada María Caridad Feliz, madre de la
menor; Quinte.: Se Condena al nombrado Angel Velásquez
González, al pago de las costas civiles en favor del Dr. E.
Euclides García A., quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Sexto: Pronuncia el defecto contra la Cía. Do-
minicana de Seguros, C. por A., aseguradora de la motoci-
cleta, marca Vespa, motor VBB2M No. 161677, placa 4625
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nes correccionales por la Corte de Apelación de Santomingo, en fecha 23 de noviembre de 1966, cuyo	 Do-
dispositivofigura más adelante;	 y

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oída la Dra. Español de Nanita, en representación 

delDr. Leo Nanita Cuello, cédula No. 52869, serie 11, abogado
de la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. kleovigildo Pujols Sánchez en representa-ción del Dr. E. Eúclides García Aquino, cédula No. 
3893,serie 11, abogado de María Caridad Feliz, dominicana, ma-

yor de edad, soltera, de oficios domésticos, domiciliada enCabral, B
arahona, cédula No. 154, serie 19, parte civil in-tervinientok en la lectura de sus conclusiones;

O.do el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría dela Corte a-qua en fecha 29 de marzo de 1967, a requeri-
miento del Dr. Leo F. Nanita Cuello, en representación dela Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., en la cualno se invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito depositado por la recurrente en fecha
22 de septiembre de 1967, en el cual se invoca contra lasentencia impugnada el medio de casación que se indicamás adelante;

Visto el memorial depositado por la interviniente en
fecha 22 de septiembre de 1967, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley so-
bre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, No. 4117.de 1955, modifizada por las Leyes Nos. 4341, del mismoaño, 432, de 1964; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimientode casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de un accidente automovilístic o ocurrido en
esta ciudad el 11 de enero de 1965, como resultado del cual
sufrió lesiones la niña de 13 años Mercedes Feliz la Se-
gunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
dictó en fecha 22 de diciembre una sentencia cuyo disposi-
tivo aparece más adelante, inserto en el de la ahora impug-
nada; b) que sobre apelación de la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., y del prevenido, intervino la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-

LLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto a la
forma el recurso de apelación interpuesto por la Compa-
nía Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia dic-
tada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, de fecha 22 de diciem-
bre del 1965, cuyo dispositivo dice: Primero: Se condena,
al nombrado Angel Velásquez González, por violación al
Art. 19 de la Ley 5771, en perjuicio de la nombrada Mer-
cedes Feliz y en consecuencia, se le condena a pagar una
multa de RD$25.00 M/N.; Segundo: Se le condena al pago
de las costas penales; Tercero: Se declara buena y válida
en cuanto a la forma y el fondo la constitución en parte ci-

vil hecha por la nombrada María Caridad Feliz, madre de la
menor Mercedes Feliz, contra la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A.; Cuarto: Se condena al Sr. Angel Ve-
lázquez, persona civilmente responsable de los daños ma-
teriales y morales sufridos por la menor Mercedes Feliz, a
pagar una indemnización de $2,000.00 (Dos Mil Pesos M/N)

• en favor de la nombrada María Caridad Feliz, madre de la
menor; Quinto: Se Condena al nombrado Angel Velásquez
González, al pago de las costas civiles en favor del Dr. E.
Euclides García A., quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Sexto: Pronuncia el defecto contra la Cía. Do-
minicana de Seguros, C. por A., aseguradora de la motoci-
cleta, marca Vespa, motor VBB2M No. 161677, placa 4625
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por haber sido emplazada dentro de los plazos establecidos
por la Ley; Séptimo: La presente sentencia se declara opo-
nible a la Cía. Dominicana de Seguros C. por A., por haber-lo hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las demás pres-cripciones legales que rigen la matería'; SEGUNDO: Decla-ra inadmisible por tardío el recurso de apelación interpues-to por el prevenido Angel Velázquez González contra la indi
cada sentencia, dictada por la misma Cámara Penal, cuyo
dispositivo figura copiado anteriormente; TERCERO: Re-
chaza las conclusiones formuladas por el Dr. Leo Nanita
Cuello, a nombre y representación de la Compañía Domi-
nicana de Seguros, C. por A., por improcedente y mal fun-
dadas, y en consecuencia confirma la sentencia recurrida
en los límites de la apelación; CUARTO: Condena al recu-
rrente Angel Velázquez González al pago de las costas pe-
nales y civiles, causadas con motivo de su recurso de alza-
da; con distracción de las últimas en provecho de los abo-
gados de la parte civil, Dr. Euclides García Aquino y Dr.
Leovigildo Pujols Sánchez, por afirmar haberlas avanzado
en su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca contra la sen-
tencia impugnada, coma medio único, "falta de base legal y
violación de las reglas relativas a la prueba";

Considerando que, en apoyo de ese único medio, la re-
currente alega, en síntesis, que la sentencia impugnada ha
violado las reglas de la prueba, al declarar oponible a la recu
rrente la condenación civil que pronunció contra el causan-
te del accidente, sin que la parte civil constituida hubiera
probado "hasta qué suma le era oponible a la recurrente
las indemnizaciones que intervinieron contra dicho señor
Angel Velásquez González"; y que el motivo dado por la
Corte a-qua, según el cual "la ley no impone a la parte civil
la obligación de probar hasta qué suma de dinero alcanza
la pffliza que cubre los riesgos del asegurado para poder so-
licitar la oponibilidad de una sentencia "constituye un des-

conocimiento violatorio de las reglas relativas a la admi-
nistración de la prueba en justicia"; pero.

Considerando que la Ley No. 4117 de 1955, modificada
en lo relativo al monto de la póliza por la Ley No. 4341, del
mismo año, determina por sí misma, en una forma detalla-.
da y precisa, los límites máximos hasta los cuales las
compañías aseguradoras deben responder por sus asegura-
dos en los casos de accidentes en qu'e la responsabilidad
de los dichos asegurados quede establecida; límites que son
de RD$3,000.00 por lesiones corporales a una sola persona;
RDS6,000.00 por lesiones corporales a más de una persona;
RDS2,000.00 por daños a la propiedad, y RD$$500.00 por
costas judiciales, que en tales casos, para pronunciar la
oponibilidad lo único que tienen que hacer los jueces del
fondo, después de establecida la responsibidad de los ase-
gurados o de sus empleados o encargados, es comprobar
la existencia y aplicabilidad de la póliza de seguro y apre-
ciar como cuestión de hecho la magnitud del daño causado
por el accidente, todo mediante las pruebas de derecho,
pero sin que la parte que reclama la reparación y la opo-
nibilidad de la misma a la compañía aseguradora tenga que
hacer la prueba del alcance del seguro puesto que éste s'e
encuentra determinado, como ya se ha dicho, por la Ley
de la materia ya citada; que, por las razones que acaba de
exponerse, el medio único de casación invocado por la re-
currente carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a María Caridad Feliz; Segundo: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo
Domingo en fecha 23 de noviembre de 1966, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;,
Tercero: Condena a la Compañía recurrente al pago de
las costas y las declara distraídas en provecho del Dr. E.
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por haber sido emplazada dentro de los plazos establecidos
por la Ley; Séptimo: La presente sentencia se declara opo-
nible a la Cía. Dominicana de Seguros C. por A., por haber-lo hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las demás pres-
cripciones legales que rigen la matería'; SEGUNDO: Decla-ra inadmisible por tardío el recurso de apelación interpues-
to por el prevenido Angel Velázquez González contra la indi
cada sentencia, dictada por la misma Cámara Penal, cuyo
dispositivo figura copiado anteriormente; TERCERO: Re-chaza las conclusiones formuladas por el Dr. Leo Nanita
Cuello, a nombre y representación de la Compañía Domi-
nicana de Seguros, C. poi- A., por improcedente y mal fun-
dadas, y en consecuencia confirma la sentencia recurrida
en los límites de la apelación; CUARTO: Condena al recu-
rrente Angel Velázquez González al pago de las costas pe-
nales y civiles, causadas con motivo de su recurso de alza-
da; con distracción de las últimas en provecho de los abo-
gados de la parte civil, Dr. Euclides García Aquino y Dr.
Leovigildo Puiols Sánchez, por afirmar haberlas avanzado
en su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca contra la sen-
tencia impugnada, coma medio único, "falta de base legal y
violación de las reglas relativas a la prueba";

Considerando que, en apoyo de ese único medio, la re-
currente alega, en síntesis, que la sentencia impugnada ha
violado las reglas de la prueba, al declarar oponible a la recu
rrente la condenación civil que pronunció contra el causan-
te del accidente, sin que la parte civil constituída hubiera
probado "hasta qué suma le era oponible a la recurrente
las indemnizaciones que intervinieron contra dicho señor
Angel Velásquez González"; y que el motivo dado por laCorte a-qua, según el cual "la ley no impone a la parte civil
la obligación de probar hasta qué suma de dinero alcanza
la póliza que cubre los riesgos del asegurado para poder so-
licitar la oponibilidad de una sentencia "constituye un des-
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conocimiento violatorio de las reglas relativas a la admi-
nistrac ión de la prueba en justicia"; pero.

Considerando que la Ley No. 4117 de 1955, modificada
en lo relativo al monto de la póliza por la Ley No. 4341, del
mismo año, determina por sí misma, en una forma detalla-
da y precisa, los límites máximos hasta los cuales las
compañías aseguradoras deben responder por sus asegura-
dos en los casos de accidentes en qué la responsabilidad
de los dichos asegurados quede establecida; límites que son
de RD$3,000.00 por lesiones corporales a una sola persona;
RDS6,000.00 por lesiones corporales a más de una persona;
RDS2,000.00 por daños a la propiedad, y RD$$500.00 por
costas judiciales, que en tales casos, para pronunciar la
oponibilidad lo único que tienen q ue hacer los jueces del
fondo, después de establecida la responsibidad de los ase-
gurados o de sus empleados o encargados, es comprobar
la existencia y aplicabilidad de la póliza de seguro y apre-
ciar como cuestión de hecho la magnitud del daño causado
por el accidente, todo mediante las pruebas de derecho,
pero sin que la parte que reclama la reparación y la opo-
nibilidad de la misma a la compañía aseguradora tenga que
hacer la prueba del alcance del seguro puesto que éste sre
encuentra determinado, como ya se ha dicho, por la Ley
de la materia ya citada; que, por las razones que acaba de
exponerse, el medio único de casación invocado por la re-
currente carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a María Caridad Feliz; Segundo: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo
Domingo en fecha 23 de noviembre de 1966, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;,
Tercero: Condena a la Compañía recurrente al pago de
las costas y las declara distraídas en provecho del Dr. E.

lk
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Euclides García Aquino, abogado de la parte civil inte
niente, quien afirma estarlas avanzando en su totalida

Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. 
Raye.lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel

D. Bergés Chupani. Manuel A. Amiama.— Joaquín M . Al.varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— 
SantiagoOsvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 

SecretarioGeneral.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
flores Jueceque figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él exprestado, y rue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernétsto Curiel hijo.

y4t.

TENCIA DE FECHA 1 DE NOVIEMBRE DEL 1967

tenia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 15 de noviembre de 1966.

Materia Correccional

Recurrente: Juan María Camilo

Abogado : Dr. Rafael L. Márquez

Intervinientes : Félix M. Méndez y salvador Pozo

Abogado: Dr. Euclides García Aquino

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
.	 ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-

món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. La-
marche 11., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani; Manuel A. Amiama; Joaquín M. Alvarez
Perelló; Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 1ro. Noviembre del año 1967, años 124° de la In-
dependencia y 105° de la Restauración ,dicta en audiencia•
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Ma_
ría Camilo, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No.
16029, serie 54, domiciliado y residente en la calle 18 Norte
Esquina 37 Oeste del Ensanche Luperón de esta ciudad
contra sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 15
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E
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fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
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sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
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Abogado: Dr. Euclides García Aquino

Dios, Patria y Libertad.
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do Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 1ro. Noviembre del año 1967, años 124° de la In-
dependencia y 105° de la Restauración ,dicta en audiencia•
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Ma.
ría Camilo, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No.
16029, serie 54, domiciliado y residente en la calle 18 Norte
Esquina 37 Oeste del Ensanche Luperón de esta ciudad
contra sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 15
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de Noviembre de 1966, cuyo dispositivo se colante;	 pia más ade-
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Rafael L. Márquez, cédula No. 26811, serie

54, abogado del recurrente Juan María Camilo en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído al D. Leovigildo Pujols Sánchez, cédula No. 256,serie 13, en representación del Dr. Euclides García Acédula No. 38933	 quino,serie 11, abogado de los intervinFélix M. Méndez: dominicano, mayor de edad, casado ientes, obrero cédula No. 46361, serie 1ra., de este domicilio y 
residen

-
-

d
cia y Salvador Pozo, dominicano, mayor e	

domicilio
casado,j

ornalero, cédula No. 30510, serie ira., de este domicilio yresidenck, en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso levantada a requerimiento delre
currente, en la Secretaría de la Corte a-lqua en fecha 28

de Febrero de 1967, en la cual no se expone ningún mediodeterminado de casación;

Visto el escrito sometido por el recurrente, en fecha22 de Septiembre de 1967, y firmado por su abogado, en
el cual se invocan los medios que más adelante se indican;

Visto el escrito de los intervinientes, firmado por sua
bogado, y sometido en fecha 22 de Septiembre de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Artículos 1 de la Ley No. 5771 de 1961;
1315, 1382, 1383, y 1384 del Código Civil 1 y 65 de la LeySobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la :sentencia  impugnada y en losd
ocumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Que

con motivo de un sometimiento contra Juan María Camilo
por golpes involuntarios producidos por un vehículo 	 de
motor, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera
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Instancia del Distrito Nacional, regularmente apoderada,
dictó en fecha 22 de Abril de 1964, una sentencia en defec-
to condenando el prevenido a dos años de prisión correc-
cional, y al pago de sendas indemnnizaciones de cinco mil,
y dos mil pesos, respectivamente, en favor de Salvador Pozo

Félix María Méndez, constituídos en parte civil, y al pago
de las costas; b) Que sobre recurso de oposición formulado
por el prevenido, la citada Cámara dictó en fecha 22 de
Marzo de 1965, una sentencia cuyo dispositivo figura in-
serto en el de la ahora impugnada en casación; c) Que sobre
recurso del prevenido la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, dictó en fecha 15 de Noviembre de 1966, la senten-
cia impugnada en casación, cuyo dispositivo dise así: "FA-
LLA: PRIMERO:— Declara regular y válido en cuanto a
la forma, el recurso de apelación, interpuesto por el pre-
venido Juan María Camilo, contra sentencia dictada en fe-
cha 22 de Marzo del año 1965, por la Cuarta Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
conteniendo el siguiente dispositivo: Falla Primero: Decla-
ra regular y válido en cuanto a la forma el recurso de opo.
sición interpuesto por el prevenido Juan María Camilo, en
fecha cinco (5) de Octubre de mil novecientos resenticuatro
(1964), contra la sentencia de fecha veintidós (22) de abril
de mil novecientos sesenticuatro (1964), cuyo dispositiva es
el siguiente: Falla: Primero: Declara regular y válido en
,a forma la constitución en parte civil, hecha por el Dr. E.
Euclides García Aquino, hecha a nombre y representación
por los señores Félix Ma. Méndez y Salvador Pozo en su
calidad de padres de los menores Juan de Jesús Méndez de
Jesús y Mistel ó Viterbo Pozo contra el inculpado Juan Ma-
ría Camilo por haberlo hecho dentro de las formalidades
legales; Segundo: Se pronuncia el defecto contra el inculpa-
do Juan María Camilo por no haber comparecido no obs ∎
tante haber sido legalmente citado; Tercero: Se declara
culpable del delito de violación al Artículo lro. de la Ley
No. 5771 (golpes involuntarios con el manejo de vehículo de
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de Noviembre de 1966, cuyo dispositivo se colante;	 pia más ade-,1
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Rafael L. Márquez, cédula No. 26811, serie54, abogado del recurrente Juan María Camilo en la lec-tura de sus conclusiones;

Oído al D. Leovigildo Pujols Sánchez, cédula No. 256,serie 13, en representación del Dr. Euclides García 
Acédula No. 389	 quino,1. serie 11, abogado de los intervin 

ientegFélix M. Méndez, dominicano, mayor de edad, casado, obre-
ro cédula No. 46361, serie ira., de este domicilio y residen-cia y Salvador Pozo, dominicano, mayor de edad, 

casado,j
ornalero, cédula No. 30510, serie Ira., de este domicilio yresidencil, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada a requerimiento delrecurrente, en la Secretaría de la Corte a -lqua en fecha 28de Febrero de 1967, en la cual no se expone ningún mediodeterminado de casación;

Visto el escrito sometido por el recurrente, en fecha22 de Septiembre de 1967, y firmado por su abogado, en
el cual se invocan los medios que más adelante se indican;

Visto el escrito de los intervinientes, firmado por su
abogado, y sometido en fecha 22 de Septiembre de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-berado y vistos los Artículos 1 de la Ley No. 5771 de 1961;
1315, 1382, 1383, y 1384 del Código Civil 1 y 65 de la LeySobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en losdo
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) 

Quecon motivo de un sometimiento contra Juan María Camilo
por golpes involuntarios producidos por un vehículo 	 de
motor, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera

1

Instancia del Distrito Nacional, regularmente apoderada,
dictó en fecha 22 de Abril de 1964, una sentencia en defec-
to condenando el prevenido a dos años de prisión correc-
cional , y al pago de sendas indemnnizaciones de cinco mil,
y dos mil pesos, respectivamente, en favor de Salvador Pozo

NT Félix María Méndez, constituídos en parte civil, y al pago
de las costas; b) Que sobre recurso de oposición formulado
por el prevenido, la citada Cámara dictó en fecha 22 de
Marzo de 1965, una sentencia cuyo dispositivo figura in-
serto en el de la ahora impugnada en casación; c) Que sobre
recurso del prevenido la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, dictó en fecha 15 de Noviembre de 1966, la senten-
cia impugnada en casación, cuyo dispositivo dise así: "FA-
LLA: PRIMERO:— Declara regular y válido en cuanto a
la forma, el recurso de apelación, interpuesto por el pre-
venido Juan María Camilo, contra sentencia dictada en fe-
cha 22 de Marzo del año 1965, por la Cuarta Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
conteniendo ci siguiente dispositivo: Falla Primero: Decla-
ra regular y válido en cuanto a la forma el recurso de opo-
sición interpuesto por el prevenido Juan María Camilo, en
fecha cinco (5) de Octubre de mil novecientos sesenticuatro
(1964), contra la sentencia de fecha veintidós (22) de abril
de mil novecientos sesenticuatro, (1964), cuyo dispositivo es
el siguiente: Falla: Primero: Declara regular y válido en

‘ a forma la constitución en parte civil, hecha por el Dr. E.
Euclides García Aquino, hecha a nombre y representación
por los señores Félix Ma. Méndez y Salvador Pozo en su
calidad de padres de los menores Juan de Jesús Méndez de
Jesús y Miste] ó Viterbo Pozo contra el inculpado Juan Ma-
ría Camilo por haberlo hecho dentro de las formalidades
legales; Segundo: Se pronuncia el defecto contra el inculpa-
do Juan María Camilo por no haber comparecido no obs.•
tante haber sido legalmente citado; Tercero: Se declara
culpable del delito de violación al Artículo lro. de la Ley
No. 5771 (golpes involuntarios con el manejo de vehículo de
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motor) en perjuicio de los menores Juan de Jesús Méndez
de Jesús y Mistel ó Viterbo Pozo, y en consecuencia se con.
dena a Dos (2) años de prisión correccional acogiendo a su
favor circunstancias atenuantes: Cuarto: Se condena ade-
más al pago de una indemnización de cinco mil pesos oro
(RD$5,000.00 en favor del Sr. Salvador Pozo y dos mil pesos
oro RD$2,000.00) en favor de Félix María Méndez en su
calidad de padres de los menores agraviados; Quinto: Se
condena asímismo al inculpado Juan Ma. Camilo al pago de
las costas penales y civiles con distracción de las últi.nas en
favor del Dr. E. Euclides García Aquino. quien afirma haber
las avanzado en su totalidad. "Segundo: Revoca la sentecia
supra-indicada, objeto del presente recurso; Tercero: Decla-
ra al nombrado Juan Ma. Camilo, de generales anotadas, cid
pable de los hechos que se le imputan, esto es, violación de
la Ley No. 5771 (Artículo lro., letras b) y c) sobre ac,íden-
tes producidos con vehículos de motor, en perjuicio de Mis-
tel ó Viterbo Pozo y Juan de Jesús Méndez, respectivamen-
te; y, en consecuencia, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes, condena al referido prevenido, al pago de
una multa de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00); Cuarto:
Declara regular y válida en cuanto a la forma, la constitu-
ción en parte civil hecha por los nombrados Félix M. Mén-
dez y Salvador Pozo, a nombre y representación de sus hi-
jos menores Juan de Jesús Méndez y Mistel ó Viterbo Po-
zo, respectivamente, por mediación de su abogado consti7
tuído Dr. Euclides García Aquino, en contra del prevenido
Juan María Camilo, conductor y propietario del vehículo
que ocasionó el accidente de que se trata; Quinto: Conde-
dena al referido prevenido, en su expresada calidad, al pa-
go de las siguientes indemnizaciones; a) Ochocientos pesos
oro (RD$800.00 ► en favor del señor Félix M. Méndez, en su
calidad de padre del menor Juan de Jesús Méndez; y b)
Quinientos Pesos Oro (RD$500.00), en favor del señor Sal-
vador Pozo, en su calidad de padre del menor Mistel ó Vi-
terbo Pozo, como justa reparación por los daños morales y
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materiales sufridos por estos, a consecuencia del hecho de-
lictuoso cometido por el referido prevenido; Sexto: Con-
dena al prevenido Juan María Camilo, al pago de las cos-
tas causadas, con distracción de las civiles en favor del Dr.
Euclides García Aquino. abogado, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad." por haberlo hecho en tiempo
hábi l y de acuerdo con las demás prescripciones legales que
rige la materia"; SEGUNDO:— Modifica la sentencia re-
currida, en el sentido de decidir, que en el presente caso,
existe falta común, tanto de las víctimas menores Juan de
Jesús Méndez y de Jesús y Mistel ó Viterbo Pozo, como del
prevenido Juan María Camilo, y en consecuencia, reduce
las condenaciones civiles impuestas al indicado prevenido,
de Ochocientos Pesos (RD800.00) a Quinientos Pesos (RDS-
500.00) en lo que se refiere a la reparadión del daño sufrido
por el menor Juan de Jesús Méndez de Jesús; y de Quinien-
tos Pesos (RD$500.00) a Doscientos Pesos (RD$200.001 en
lo que se refiere a los daños sufridos por el menor Mistel
ó Viterbo Pozo, en provecho de las partes civiles, señores
Félix María Méndez y Salvador Pozo, en razón de los da-
ños morales y materiales sufridos por éstbs; TERCERO:—

E* Confirma la sentencia recurrida en los demás aspectos;
CUARTO:— Condena al recurrente, Juan María Camilo, al
pago de las costas penales y civiles, ordenando la distrac-
ción de estas últimas en provecho de los abogados de la
parte civil, Doctores E. Euclides García Aquino, y Leovigil-
do Pujols Sánchez, por afirmar haberlas avanzado en su
totalidad".

Considerando que el recurrente alega contra la senten-
cia impugnada, en el escrito de conclusiones sometido, lo
siguiente: Violación de los Artículos 1315, 1382 y 1384 del
Código Civil y Violación de la Ley No. 5771;

Considerando que como único fundamento de las vio-
laciones arriba señaladas el recurrente, ha expuesto que de-
be declarse la nulidad radical de la sentencia impugnada
"por haber sido dictada en franca violación de los Artículos
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motor) en perjuicio de los menores Juan de Jesús Méndez
de Jesús y Mistel ó Viterbo Pozo, y en consecuencia se con.
dena a Dos (2) años de prisión correccional acogiendo a su
favor circunstancias atenuantes: Cuarto: Se condena ade-
más al pago de una indemnización de cinco mil pesos oro
(RD$5,000.00 en favor del Sr. Salvador Pozo y dos mil pesos
oro RD$2,000.00) en favor de Félix María Méndez en su
calidad de padres de los menores agraviados; Quinto: Se
condena asímismo al inculpado Juan Ma. Camilo al pago de
las costas penales y civiles con distracción de las últi.nas en
favor del Dr. E. Euclides García Aquino, quien afirma haber
las avanzado en su totalidad. "Segundo: Revoca la sentecia
supra-indicada, objeto del presente recurso; Tercero: Decla-
ra al nombrado Juan Ma. Camilo, de generales anotadas, cúl
pable de los hechos que se le imputan, esto es, violación de
la Ley No. 5771 (Artículo lro., letras b) y c) sobre ac...iden-
tes producidos con vehículos de motor, en perjuicio de Mis-
tel ó Viterbo Pozo y Juan de Jesús Méndez, respectivamen-
te; y, en consecuencia, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes, condena al referido prevenido, al pago de
una multa de Cincuenta Pesos Oro (RDS50.00); Cuarto:
Declara regular y válida en cuanto a la forma, la constitu-
ción en parte civil hecha por los nombrados Félix M. Mén-
dez y Salvador Pozo, a nombre y representación de sus hi-
jos menores Juan de Jesús Méndez y Mistel ó Viterbo Po-
zo, respectivamente, por mediación de su abogado consti7
'Luido Dr. Euclides García Aquino, en contra del prevenido
Juan María Camilo, conductor y propietario del vehículo
que ocasionó el accidente de que se trata; Quinto: Conde-
dena al referido prevenido, en su expresada calidad, al pa-
go de las siguientes indemnizaciones; a) Ochocientos pesos
oro (RD$800.00) en favor del señor Félix M. Méndez, en su
calidad de padre del menor Juan de Jesús Méndez; y b)
Quinientos Pesos Oro (RD$500.00), en favor del señor Sal-
vador Pozo, en su calidad de padre del menor Mistel ó Vi-
terbo Pozo, como justa reparación por los daños morales y
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materiales sufridos por estos, a consecuencia del hecho de-
lictuoso cometido por el referido prevenido; Sexto: Con-
dena prevenido Juan María Camilo, al pago de las cos-
taesncaausadas, con distracción de las civiles en favor del Dr.

Euclides García Aquino. abogado, quien afirma haberlas

avanzado en su totalidad." por haberlo hecho en tiempo

hábi l y de acuerdo con las demás prescripciones legales que
rige la materia"; SEGUNDO:— Modifica la sentencia re-

currida , en el sentido de decidir, que en el presente caso,
existe falta común, tanto de las víctimas menores Juan de
Jesús Méndez y de Jesús y Mistel ó Viterbo Pozo, como del
prevenid o Juan María Camilo, y en consecuencia, reduce
las condenaciones civiles impuestas al indicado prevenido,
de Ochocientos Pesos (RD800.00) a Quinientos Pesos (RDS-
500.00) en lo que se refiere a la reparadión del daño sufrido
por el menor Juan de Jesús Méndez de Jesús; y de Quinien-
tos Pesos (RD$500.00) a Doscientos Pesos (RD$200.00) en
lo que se refiere a los daños sufridos por el menor Mistel
ó Viterbo Pozo, en provecho de las partes civiles, señores
Félix María Méndez y Salvador Pozo, en razón de los da-
ños morales y materiales sufridos por éstbs; TERCERO: —
Confirma la sentencia recurrida en los demás aspectos;
CUARTO:— Condena al recurrente, Juan María Camilo, al
pago de las costas penales y civiles, ordenando la distrac-
ción de estas últimas en provecho de los abogados de la
parte civil, Doctores E. Euclides García Aquino, y Leovigil-
do Pujols Sánchez, por afirmar haberlas avanzado en su
totalidad".

Considerando que el recurrente alega contra la senten-
cia impugnada, en el escrito de conclusiones sometido, lo
siguiente: Violación de los Artículos 1315, 1382 y 1384 del
Código Civil y Violación de la Ley No. 5771;

Considerando que como único fundamento de las vio-
laciones arriba señaladas el recurrente , ha expuesto que de-
be declarse la nulidad radical de la sentencia impugnada
"por haber sido dictada en franca violación de los Artículos
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1315, 1382, 1384 del Código Civil y los artículos correspon.
pondientes a la Ley 5771 de 1961 ya que en ningún momen-to ha cometido torpeza, negligencia, imprudencia, violacióna los reglamentos y en definitiva ninguna de las faltas o
condiciones enunciadas por la citada Ley 5771 de donde re-
sulta que todos esos vicios demandan que ese Alto Tribu-nal declare la nulidad radical y absoluta de la sentencia re-
rrida";

Considerando que el exámen de la sentencia impugna-da pone de manifiesto que la Corte a-qua mediante la pon-
deración de los elementos de prueba regularmente admi-ministrados en la instrucción de la causa, dió por estable-
cido: a) que tanto el prevenido Juan María Camilo, conduc-
tor del carro, como los agraviados Juan De Jesús Méndez
ó Viterbo Pozo, que iban y conducían la carretilla, cometie-
ron faltas comunes, que concurrieron a facilitar que se pro-
dujera el accidente, toda vez que sí el primero o sea Juan
María Camilo, hubiera ido conduciendo su carro con mas
cuidado, es decir observando como era su obligación todo
lo que se movía tanto delante, como a ambos lados de la
vía o calle, por la cual él transitaba, el accidente no se hu-
biera originado, asimismo, como si él hubiera tomado to-
das las precauciones que manda la prudencia, en sitios co-
mo en el que ocurrió, tampoco se hubiera producido ya que
él estaba en la obligación hasta a detener su vehículo, si coni
esta medida se evitaba el accidente, y tal le hubiera sido
fácil, si hubiera ido a menos velocidad y hecho uso de bo-
cina, por lo que cometió a juicio de ésta Corte, una impru-
dencia que aunque	 no fue esta sola causa la que lo
originó o causó, dió lugar a que tal accidente de que se tra-
ta se produjera";	 que los menores Mistel o Viterbo del
Pozo y Juan de Jesús Méndez cometieron tamb i én una fal-
ta al transitar por esa vía con una carretilla yendo uno de
éllos dentro de la carretilla; y e) Que, en consecuencia hu-
bo falta común del prevenido y de los menores lesionados;

Considerando que los jueces del fondo son soberanos
para la apreciación de los elementos de prueba que le son

sometidos, lo cual escapa a la censura de la casación, salvo
desnaturalización que no ocurrió en la especie; que, como
se advierte por lo arriba transcrito, y contrariamente a lo
afirmado por el recurrente los jueces del fondo estimaron
que el accidente se produjo en parte por la imprudencia
del prevenido de no tocar bocina, y de no ir a una velocidad
moderada , sobre todo que la presencia de los menores con
la carretilla, transitando en esa vía, le obligaba a mayores
precaciones ; que, en tales condiciones, y aunque la Corte
a-qua apreciara que también hubo falta de los menores le-
sionados, es evidente que el alegato del recurrente de que
la condenación que se le impuso fue en franca violación
de la Ley No. 5771, de 1961, por no haber él cometido falta
alguna, carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido, el delitb previsto por el Artículo
1 de la Ley No. 5771, de 1961, de ocasionar golpes o heri-
das involuntarias con el manejo de un vehículo de motor,
hecho sancionado por el mismo texto, cuando los golpes y
heridas curasen en más de diez, días como ocurrió en la es-
pecie con la pena de tres meses a un año de prisión correccio
nal y multa de cincuenta a trescientos pesos; que, en conse-
cuencia, al condenar al prevenido, después de declararlo
culpable, y acogiendo circunstanc ias atenuantes, a cincuen-
ta pesos de multa, confirmando en el aspecto penal el fallo
de primera instancia, la Corte a_qua hizo una correcta

aplicación de la ley;

Considerando que en cuanto a las condenaciones civi-
les, el recurrente alega, sin desarrollar los fundamentos de
sus legatos, que se violaron los artículos 1315, 1382 y 1384
del Código Civil; pero, por todo lo anteriormen te dicho es
evidente en primer término que 'el hecho a su cardo quedó
establecido, pues la sentencia impugnada deja constancia
de que él cometió una falta que dió lugar en parte al acci-
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1315, 1382, 1384 del Código Civil y los artículos correspon..
pondientes a la Ley 5771 de 1961 ya que en ningún mornen.to ha cometido torpeza, negligencia, imprudencia, violacióna los reglamentos y en definitiva ninguna de las faltas o
condiciones enunciadas por la citada Ley 5771 de donde re-
sulta que todos esos vicios demandan que ese Alto Tribu-
nal declare la nulidad rádical y absoluta de la sentencia re-
rrida";

Considerando que el exámen de la sentencia impugna.da pone de mallifiesto que la Corte a-qua mediante la pon-deración de los`elementos de prueba regularmente admi-
ministrados en la instrucción de la causa, dió por estable.
cido: a) que tanto el prevenido Juan María Camilo, conduc-
tor del carro, como los agraviados Juan De Jesús Méndez
ó Viterbo Pozo, que iban y conducían la carretilla, cometie-
ron faltas comunes, que concurrieron a facilitar que se pro-
dujera el accidente, toda vez que sí el primero o sea Juan
María Camilo, hubiera ido cor,duciendo su carro con mas
cuidado, es decir observando como era su obligación todo
lo que se movía tanto delante, como a ambos lados de la
vía 'o calle, por la cual él transitaba, el accidente no se hu-
biera originado, asimismo, como si él hubiera tomado to-
das las precauciones que manda la prudencia, en sitios co-
mo en el que ocurrió, tampoco se hubiera producido ya que
él estaba en la obligación hasta a detener su vehículo, si coni
esta medida se evitaba el accidente, y tal le hubiera sido
fácil, si hubiera ido a menos velocidad y hecho uso de bo-
cina, por lo que cometió a juicio de ésta Corte, una impru-
dencia que aunque	 no fue esta sola causa la que lo
originó o causó, dió lugar a que tal accidente de que se tra-
ta se produjera"; b) que los menores Mistel o Viterbo del
Pozo y Juan de Jesús Méndez cometieron también una fal-
ta al transitar por esa vía con una carretilla yendo uno de
éllos dentro de la carretilla; y e) Que, en consecuencia hu-
bo falta común del prevenido y de lós menores lesionados;

Considerando que los jueces del fondo son soberanos
para la apreciación de los elementos de prueba que le son
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sometidos, lo cual escapa a la censura de la casación, salvo
desnaturalización que no ocurrió en la especie; que, como
se advierte por lo arriba transcrito, y contrariamente a lo
afirmado por el recurrente los jueces del fondo estimaron
que el accidente se produjo en parte por la imprudencia
del prevenido de no tocar bocina, y de no ir a una velocidad
moderada , sobre todo que la presencia de los menores con
la carretilla, transitando en esa vía, le obligaba a mayores
precaciones ; que, en tales condiciones, y aunque la Corte
a_qua apreciara que también hubo falta de los menores le-
sionados, es evidente que el alegato del recurrente de que
la condenación que se le impuso fue en franca violación
de la Ley No. 5771, de 1961, por no haber él cometido falta
alguna, carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran a cargo del prevenido, el delitb previsto por el Artículo
1 de la Ley No. 5771, de 1961, de ocasionar golpes o heri-
das involuntarias con el manejo de un vehículo de motor,
hecho sancionado por el mismo texto, cuando los golpes y
heridas curasen en más de diez, días como ocurrió en la es-
pecie con la pena de tres meses a un año de prisión correccio
nal y multa de cincuenta a trescientos pesos; que, en conse-
cuencia, al condenar al prevenido, después de declararlo
culpable, y acogiendo circunstancias atenuantes, a cincuen-
ta pesos de multa, confirmando en el aspecto penal el fallo
de primera instancia, la Corte a_qua hizo una correcta

aplicación de la ley;

Considerando que en cuanto a las condenaciones civi-
les, el recurrente alega, sin desarrollar los fundamentos de
sus legatos, que se violaron los artículos 1315, 1382 y 1384
del Código Civil; pero, por todo lo anteriormente dicho es
evidente en primer término que 'el hecho a su cargo quedó
establecido, pues la sentencia impugnada deja constancia
de que él cometió una falta que dió lugar en parte al acci-
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dente; falta que obviamente generaba a su cargo, la obliga_
ción de reparar los daños ocasionados; que, a este respee_
to, los jueces del fondo dieron también por comprobado
que los menores, víctimas del accidente, sufrieron daños
morales y materiales, cuyo monto apreciaron soberanamen-
te (y después de ponderar también la falta común del que
se ha hecho mención), en RD$500,00 para uno, y RD$200.00
para el otro; reduciendo así, sobre la apelación del preveni-
do, hoy recurrente, las cuantías de RD$800.00 y RD$500.00
fijadas en primera instancia a esas indemnizaciones, en fa-
vor, respectivar&nte de ambas partes lesionadas, constituí-
das en parte civil; que, al proceder de ese modo, los jueces
del fondo, hicieron también en el aspecto que se examina,
una correcta aplicación de la ley;

1-Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del
recurrente, ella no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-
tes a Félix María Méndez y Salvador Pozo; Segundo: Re-
chaza el recurso de casadión interpuesto por Juan María
Camilo, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santo
Domingo de fecha 15 de Noviembre de 1966, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; y, Tercero: Condena
al recurrente al pago de las costas, con distracción de las
mismas en favor del Dr. E. Euclides García Aquino, abo-
gado de los intervinientes, quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos MI. Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.—
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dente; falta que obviamente generaba a su cargo, la obliga-
ción de reparar los daños ocasionados; que, a este respee_
to, los jueces del fondo dieron también por comprobado
que los menores, víctimas del accidente, sufrieron daños
morales y materiales, cuyo monto apreciaron soberanamen-
te (y después de ponderar también la falta común del que
se ha hecho mención), en RDS500,00 para uno, y RDS200.00
para el otro; reduciendo así, sobre la apelación del preveni-
do, hoy recurrente, las cuantías de RD$800.00 y RD$500.00
fijadas en primera instancia a esas indemnizaciones, en fa-
vor, respectivamente de ambas partes lesionadas, constitui-
das en parte civil; que, al proceder de ese modo, los jueces
del fondo, hicieron también en el aspecto que se examina,
una correcta aplicación de la ley;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos en lo que concierne al interés del
recurrente, ella no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-•
tes a Félix María Méndez y Salvador Pozo; Segundo: Re-
chaza el recurso de casación interpuesto por Juan María
Camilo, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santo
Domingo de fecha 15 de Noviembre de 1966, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; y, Tercero: Condena
al recurrente al pago de las codas, con distracción de las
mismas en favor del Dr. E. Euclides García Aquino, abo-
gado de los intervinientes. quien afirma haberlas avanza-
do en su totalidad.
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(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos MI. Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.—
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1

SENTENCIA DE FECHA

Sentencia. Impugnada: Corte de
fecha 24 de enero de 19

Material: Correccional

Recurrente: Rafael Antonio Ramírez

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República , la Suprema Corte deJusticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente» Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Naciona!, hoy día 1 de noviembre de 1967, años 1249
de la Independencia y 105 9 de la Restauración ,dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Antonio Ramírez, dominicano, mayor de edad, casado,
obrero, domiciliado en la casa No. 23 de la calle Altagra-
cia, de esta ciudad, con cédula No. 2415n, serie 2, contra
la sentencia dictada en atribubuciones criminales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 24 del mes
de enero de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua en fecha 3 del mes de febrero de 1967, a

requerimiento del propio recurrente, en la cual no se invo-
a ningú n medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 40, 52, 307, 379, 381 y 384 del
Código Penal; 1 del Decreto 2435 de 1886, 202, y 277 del
Código de Procedimiento Criminal; 1382 del Código Civil;
v 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
Que en ocasión de una querella presentada por Luis J. Ro-
bles contra Rafael Antonio Ramírez por el crimen de robo
con fractura, chantajes y amenazas de muerte, el Juez de
Instrucción de la Segunda Circunscripción del Distrito Na-
cional, previo apoderamiento por el Ministerio Público, dic-
tó en fecha 29 de marzo de 1966, la Providencia Calificati-
va No. 34 que termina así: "Resolvemos Primero: Declarar,
como al efecto Declaramos, que hay cargos e indicios sufi-
cientes razonables para inculpar al nombrado Rafael Anto-
nio Ramírez (a) Benoit, del crimen de robo con fractura,
chantajes y amenazas de muerte, en perjuicio del Sr. Luis
J. Robles, hecho previsto y penado por los arts. 379, 384,
400 y 307 del Código Penal, y del cual ha sido apoderada
una de las Cámaras del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, para los fines de Ley correspondientes;
Segundo: Enviar como al efecto Enviamos, por ante el Tri-
bunal Criminal al nombrado Rafael Antonio Ramírez (a)
Benoit, para que allí sea juzgado con arreglo a la Ley, por
el crimen que se le imputa; Tercero: Ordenar, como al efec-
to Ordenamos, que las actuaciones de instrucción así corno
un estado de los documentos y objetos que han de obrar
como elementos de convicción, sean transmitidos por nues-
tra secretaría, inmediamente después de expirado el plazo
del recurso de apelación a que es susceptible esta Provi-
dencia Calificativa, al Magistrado Procurador Fiscal del
D. N., para los fines de ley, correspondientes"; b)' que apo-

' dorada la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 7 del mes
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requerimiento del propio recurrente, en la cual no se invo-
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como elementos de convicción, sean transmitidos por nues-
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SENTENCIA DE FECILI.,1 DE NOVIEMBRE DEL 1967
Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, defecha 24 de enero de 1967.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República , la Suprema Corte deJusticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel
Ramón Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo 

de laFuente;11primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Naciona!, hoy día 1 de noviembre de 1967, años 1240
de la Independencia y 105 9 de la Restauración ,dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Antonio Ramírez, dominicano, ma yor de edad, casado,
obrero, domiciliado en la casa No. 23 de la calle Altagra-
cia, de esta ciudad, con cédula No. 2415!), serie 2, contra
la sentencia dictada en atribubuciones criminales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 24 del mes
de enero de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de casación levantada en la Secretaría

de la Corte a-qua en fecha 3 del mes de febrero de 1967, a

Material: Correccional

Recurrente: Rafael Antonio Ramírez
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de. noviembre de 1966, una sentencia cu yo dispositvo diceasí
tuci

• “Falla: Primero: Se declara buena y válida la consti-ón en parte civil hecha por el señor Luis j.
Robles,	 en contra del acusado Rafael Antonio Ramírez(Benoit), por ser justas y reposar en base legal: Segundo;Se declara culpable al acusado Rafael Antonio Ramírez(Benoit), del crimen de robo con fractura chantajes y ame-
nazas de muerte en perjuicio del señor Luis J. Robles, y en
consecuencia se condena a sufrir la pena de diez (10) arios 	 /)de trabajos públicos; Tercero: Se condena al precitado acu„sado al pago de una indemnización de RDS774.00, favor de•
la parte civil constituída señor Luis J. Robles, y en caso
de insolvencia se condena a un día por cada peso dejado de
pagar, por el término de dos (2) arias según lo indica la
Ley; buarto: Se condena al acusado al pago de las costaspenales"; c) que sobre recurso de alzada del acusado, la
Corte de Apelación de Santo Domingo dictó la sentenciaahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: Falla: Primero:
Declara, regular y válido en cuanto a la forma, el recurso
de apelación i nterpuesto, en fecha once (11) del mes denoviembre del año mil novecientos sesenta y seis (1966)
dictada por la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
dice:	 Primkro: Se declara buena y válida la consti-
tución en parte civil hecha por el señor Luis J. Robles, en
contra del acusado Rafael Antonio Ramírez (Benoit), por
ser justa y reposar en base legal; Segundo: Se declara cul-
pable al acusado Rafael Antonio Ramírez (Benoit), del cri-
men de robo con fractura, chantaje y amenazas de muerte
en perjuicio del señor Luis J. Robles, y en consecuencia
se condena a sufrir la pena de diez (10) años de TrabajosPúblicos; Tercero: Se condena al precitado acusado al pagode una indemnización de RD$774.00, a favor de la partecivil constituída señor Luis J. Robles, y en caso de insol-
vencia se condena a un día por cada peso dejado de pagar,

por el término de dos (2) años según lo indica la Ley; Cuar-
to: Se condena al acusado al pago de las costas penales";
por haberlo hecho en tiempo hábil y de conformidad con las
prescripc iones legales; Segundo: Modifica, la antes dicha
sentencia para que rija del siguiente modo: a) Declara al
nombrado Rafael Antonio Ramírez (a) Benoit, culpable de
haber cometido el crimen de robo con fractura exterior, y
amenazas de muerte en perjuicio del señor Luis J. Robles,
y en consecuencia, y en virtud del no cúmulo de pena, lo
condena a sufrir la pena de Cinco años de Trabajos Públi-
cos; b) Condena al recurrente al pago de las costas penales
de la presente alzada; e) Declara regular y válida la cons-
titución en parte civil, hecha por Luis J. Robles en contra
de Rafael Antonio Ramírez, y confirma en este aspecto, el
ordinal que le condena a una indemnización de la suma de
Setecientos Setenticuatro pesos (RD$774.00) como justa
reparación de los daños causados; d) Condena al acusado
al pago de las costas civiles con distracción en provecho de
los abogados de la parte civil, Dres. Hernán Lora y Fran-
c:sco A. Mendoza Castillo; e) Condena además. al  acusado
Rafael A. "onio Ramírez, a sufrir un día de prisión por ca-
da peso dejado de pagar, sin el tiempo en prisión pue-
da pasar de Dos años".

Considerando que el examen de la sentencia impug-
nada pone de manifiesto que mediante la ponderación de
los elementos de prueba que fueron aportados en la instruc-
ción de la causa, la Corte a-qua dió por establecidos
los siguientes hechos, a) que el acusado Rafael Antonio Ra-
mírez, sustrajo sin autorización de su dueño de un negocio
de gasolina propiedad de Luis J. Robles, treinta aros para
gomas de automóviles; b) aue para cometer el hecho ante-
riormente indicado el referido acusado rompió los canda-
dos con los cuales estaban cerradas las puertas del estable-
cimiento; y c) que el procesado Rafael Antonio Ramírez
también conminaba a Luis J. Robles, parte civil constituí-

4
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da, a que le diera cantidades de dinero con la amenaza de
si no obtemperaba a sus requerimientos lo mataría;

Considerando que los hechos así comprobados confi-
guran el crimen de robo con fractura exterior y el delito
de amenazas, previstos y sancionados por los artículos 379,
381, 384 y 307 del Código Penal, con penas de 5 a 20 años
de trabajos públicos y 6 meses a 1 año de prisión y multa
de $25 a $100.00 respectivamente; por lo cual la Corte
a-qua, al condenar a dicho acusado después de declarlo cul-
pable de las citadas infracciones y en vitrud del no cúmulo
de pena. a cinco años de trabajos públicos, hizo una correcta
aplicación de la Ley;

1, Considerando en cuanto a las condenaciones civiles,
que la Corte a-qua estableció que Luis J. Robles, constituí-
do en parte civil, sufrió a consecuencia de los hechos come-
tidos por él acusado, daños morales y materiales cuyo mon-
to fijó soberanamente en la suma de RD$774.00; que, por
tanto, al condenarlo al pago de esa suma a título de indem-
nización en provecho de la parte civil constituida, y al dis-
poner que esa suma sea perseguida con apremio corporal
que no pueda pasar de dos años, la Corte a-qua hizo una
correcta aplicación de los artículos 1382 del Código Civil,
40 y 52 del Código Penal y 1 del Decreto 2435 del 7 de mayo
de 1886;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en cuanto al interés del
recurrente, vicio alguno que amerite su casación;

Portales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Rafael Antonio Ramírez, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones criminales, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo de fecha 24 de Enero de 1967,
cuyo dispositivo ha sido copiado en larte anterior del pre-
sente fallo;— Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas.—

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando

E . Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
d'encia pública del día, mes y año en él expresados, y fue

firmada , leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.)— Ernesto Curiel hijo.—
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SENTENCIA DE FECHA 1 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 27 de abril de 1966.

Materia: Correccional

Recurrente: American Home Assurance Company y Seguros en
General C. por A.

Abogado: Dr. Al jandro Francisco Coen Peynado

Interveniente: Manuel Antonio Santana Mejía
Abogado: Dr. José María Acosta Torres

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H. Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras ,Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautistas Rojas Almánzar
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala de donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 1 de noviembre de 1967 años 124 9 de la Indepen-
cia y 1059 de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de Casación, la siguiente sentencia;

Sobre los recursos interpuestos por American Home
Assurance Company, entidad aseguradora constituída de
acuerdo con las leyes del Estado de Nueva York, Estados
Unidos de Norteamérica, autorizada a ejercer los negocios de
Seguros en el País, y Seguros en General, C. por A., socie-

dad comercial constituída conforme a las leyes dominica-
nas, ambas domiciliadas en la casa Número 61 de la Ave-
nida Bolívar, de esta ciudad, contra la sentencia de la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, dictada el 27 de Abril
de 1966, en atribuciones correcionales, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Alejandro Francisco Coen Peynado, cé-

dula No. 39733, serie lra., abogado de las recurrentes, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República.;

Vistas las actas de casación levantadas en la Secretaría
de la Corte a. - qua, en fecha 2 de Mayo de 1966, a requeri-
miento del Dr. Alejandro Coen Peynado, en representación
de American Home Assurance Company; y Seguros en Ge-
neral, C. por A., en las cuales no se invoca ningún medio
determinado de casación;

Visto el memorial suscrito por el abogado de las recu-
rrentes, de fecha 8 de Septiembre de 1967, depositado ese
mismo día, en el cual se invocan los medios que se indican
más adelante;

Visto el suscrito firmado por el Dr. José María Acosta
Torres, cédula No. 32511, serie 31, abogado de Manuel An-
tonio Santana Mejía, dominicano, mayor de edad, soltero,
militar, domiciliado en la calle No. 29, casa No. 112, de esta
ciudad, con cédula No. 13144, serie 27, parte interviniente,
escrito fechado el 8 de Septiembre de 1967 y depositado el
12 del mismo mes y año en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 10 de la Ley 4117 sobre Se-
guro Obligatorio de Vehículos de Motor de 1955, modifi-
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món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H. Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras ,Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautistas Rojas Almánzar
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala de donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 1 de noviembre de 1967 años 124° de la Indepen-
cia y 1059 de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de Casación, la siguiente sentencia;

Sobre los recursos interpuestos por American Home
Assurance Company, entidad aseguradora constituida de
acuerdo con las leyes del Estado de Nueva York, Estados
Unidos de Norteamérica, autorizada a ejercer los negocios de
Seguros en el País, y Seguros en General, C. por A., socie-
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cado por la Ley 432 de 1964; y 188 del Código de Procedi-
miento Criminal, citados por las recurrentes; y 163 y 190
del mismo Código; 15 de la Ley 104 de 1935, y 1, 20 23 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que regularmente apoderada la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo, con motivo de un accidente automovilístico,
dictó en fecha 6 de Septiembre de 1963, una sentencia en
atribuciones correccionales, que se copia a continuación:
"FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra la
Companía de Seguros "Seguros • en General, C. por A.";
Compañía aseguradora del carro placa privada No. 7836,
para el primer semestre del rño 1963, propiedad del Sr.
Francisco Vega Batlle, por no haber comparecido no obs-
tante haber sido legalmente citada para que compareciera
a esta audiencia.— SEGUNDO: Se declara al nombrado
Francisco Vega Batlle, culpable de haber violado el artículo
lro. de la Ley No. 5771, sobre accidente ocasionado con el
manejo de vehículo de motor, y en consecuencia, acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes se condena a pagar
una multa de RD$20.00; TERCERO: Se declara al nombra-
do Manuel Santana Mejía, no culpable de haber violado el
Artículo 5to. de la Ley No. 4809 y en consecuencia se des-
carga por insuficiencia de pruebas; CUARTO: Se declara
regular y válida en cuanto a la forma la constitución en
parte civil hecha por el Sr. Manuel Santana Mejía, contra
el prevenido Francisco Vega Baffle, persona civilmente res-
ponsable de los golpes sufridos por dicha parte civil cons-
tituida ;por no adolecer de ningún vicio; y en cuanto al
fondo se condena al dicho señor Francisco Vega Batlle, cu-
ya culpabilidad ha sido reconocida, a pagarle al Sr. Manuel
Santana Mejía, la suma de Dos Mil Pesos Oro (RD$2,000.-
00) Moneda de Curso Legal, como justa reparación por los

EIDLETIN JUDICIAL	 2103

daños morales y materiales causándoles con su hecho de-
lictuoso ; QUINTO: Se condena al señor Francisco Vega
Batlle, al pago de las costas penales y civiles originadas en
el proceso, con distracción de las últimas en favor de los
Dre- s. Rafael Cristóbal Cornielle y Salvador Cornielle,
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte.
SEXTO: Se declaran las costas penales de oficio en cuanto
al prevenido Manuel Santana Mejía; SEPTIMO:— Se de-
clara la presente sentencia, oponible a la Compañía de Se-
guros "Seguros en General, C. por A.", Compañía Asegu-
radora del carro placa privada No. 7836, con el cual se pro-
dujo el accidente"; b) que sobre el recurso de oposición
hecho por la Compañía "Seguros en General, C. por A.",
la Cámara a-qua, dictó el 8 de-Noviembre de 1963, la sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara nulo y sin ningún valor ni efecto. el recurso de oposi-
ción interpuesto por la Compañía de Seguros en General
C. por A., contra la sentencia dictada en defecto en su con-
tra por este tribunal, en fecha seis de Septiembre de Mil
Novecientos Sesentitrés, la cual contiene el siguiente dispo-
sitivo: "Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra la
la Compañía de Seguros "Seguros en General, C. por A.",
compañía aseguradora del carro placa privada No. 7836.
para el primer semestre del año 1963, propiedad del Sr.
Francisco Vega Batlle, por no haber comparecido no obs-
tante haber sido legalmente citada para que compareciera
a esta audiencia; Segundo: Se declara al nombrado Francis-
co Vega Batlle, culpable de haber violado el Artículo 1ro.
de la Ley No. 5771, cubre accidente ocasionado con el ma-
nejo de vehículo de motor, y en consecuencia, acogiendo en.
su favor circunstancias atenuantes se condena a pagar una
multa de RD$20.00; Tercero: Se declara al nombrado Ma-
nuel Santana Mejía, no culpable de haber violado el Ar-
tículo 5to. de la Ley No. 4809 y en consecuencia, se des-
carga por insuficiencia de pruebas; Cuarto: Se declara re-
gular y válida en cuanto a la forma, la constitución en par-
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cado por la Ley 432 de 1964; y 188 del Código de Procedi-
miento Criminal, citados por las recurrentes; y 163 y 190
del mismo Código; 15 de la Ley 104 de 1935, y 1, 20 23 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a)
que regularmente apoderada la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
to Domingo, con motivo de un accidente automovilístico,
dictó en fecha 6 de Septiembre de 1963, una sentencia en
atribuciones correccionales, que se copia a continuación:
"FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el defecto contra la
Compania de Seguros "Seguros en General, C. por A.";
Compañía aseguradora del carro placa privada No. 7836,
para el primer semestre del ño 1963, propiedad del Sr.
Francisco Vega Batlle, por no haber comparecido no obs-
tante haber sido legalmente citada para que compareciera
a esta audiencia.— SEGUNDO: Se declara al nombrado
Francisco Vega Batlle. culpable de haber violado el artículo
1ro. de la Ley No. 5771, sobre accidente ocasionado con el
manejo de vehículo de motor, y en consecuencia, acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes se condena a pagar
una multa de RD$20.00; TERCERO: Se declara al nombra-
do Manuel Santana Mejía, no culpable de haber violado el
Artículo 5to. de la Ley No. 4809 y en consecuencia se des-
carga por insuficiencia de pruebas; CUARTO: Se declara
regular y válida en cuanto a la forma la constitución en
parte civil hecha por el Sr. Manuel 9antana Mejía, contra
el prevenido Francisco Vega Batlle, persona civilmente res-
ponsable de los golpes sufridos por dicha parte civil cons-
tituída ;por no adolecer de ningún vicio; y en cuanto al
fondo se condena al dicho señor Francisco Vega Batlle, cu-
ya culpabilidad ha sido reconocida, a pagarle al Sr. Manuel
Santana Mejía, la suma de Dos Mil Pesos Oro (RD$2,000.-
00) Moneda de Curso Legal, como justa reparación por los

daños morales y materiales causándoles con su hecho de-
lictuoso; QUINTO: Se condena al señor Francisco Vega
Batlle, al pago de las costas penales y civiles originadas en
el proceso, con distracción de las últimas en favor de los
ares. Rafael Cristóbal Cornielle y Salvador Cornielle,
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte.
SEXTO: Se declaran las costas penales de oficio en cuanto
al prevenido Manuel Santana Mejía; SEPTIMO:— Se de-
clara la presente sentencia, oponible a la Compañía de Se-
guros "Seguros en General, C. por A.", Compañía Asegu-
radora del carro placa privada No. 7836, con el cual se pro-
dujo el accidente"; b) que sobre el recurso de oposición
hecho por la Compañía "Seguros en General, C. por A.",
la Cámara a-qua, dictó el 8 de-Noviembre de 1963, la sen-
tencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara nulo y sin ningún valor ni efecto. el recurso de oposi-
ción interpuesto por la Compañía de Seguros en General
C. por A., contra la sentencia dictada en defecto en su con-
tra por este tribunal, en fecha seis de Septiembre de Mil
Novecientos Sesentitrés, la cual contiene el siguiente dispo-
sitivo: "Falla: Primero: Se pronuncia el defecto contra la
la Compañía de Seguros "Seguros en General, C. por A.",
compañía aseguradora del carro placa privada No. 7836.
para el primer semestre del año 1963, propiedad del Sr.
Francisco Vega Batlle, por no haber comparecido no obs-
tante haber sido legalmente citada para que compareciera
a esta audiencia; Segundo: Se declara al nombrado Francis-
co Vega Batlle, culpable de haber violado el Artículo 1ro.
de la Ley No. 5771, _)bre accidente ocasionado con el ma-
nejo de vehículo de motor, y en consecuencia, acogiendo en
su favor circunstancias atenuantes se condena a pagar una
multa de RD$20.00; Tercero: Se declara al nombrado Ma-
nuel Santana Mejía, no culpable de haber violado el Ar-
tículo 5to. de la Ley No. 4809 y en consecuencia, se des-
carga por insuficiencia de pruebas; Cuarto: Se declara re-
gular y válida en cuanto a la forma, la constitución en par-
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te civil hecha por el Sr. Manuel Santana Mejía, contra el
prevenido Francisco Vega Batile, persona civilmente res-
ponsable de los golpes sufridos por dicha parte civil cons-
tituída, por no adolecer de ningún vicio y en cuanto al fon-
do se condena al dicho señor Francisco Vega Batile, cuya
culpabilidad ha sido reconocida, a pagarle al señor Manuel
Santana Mejía, la suma de dos mil pesos oro (RD$2,000.00)
moneda de curso legal, como justa reparación por los daños
morales y materiales causádoles con su hecho delictuoso;
Quinto: Se condena al Sr. Feo. Vega Batile, al pago de las
costas penales y civiles originadas en el proceso, con distrac-
ción de las últimas en favor de los Dres. Rafael Cristóbal 4
Cornielle y Salvador Cornielle, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte; Sexto: Se declaran las costas
pehales "tle oficio en cuanto al prevenido Manuel Santana
Mejía; Séptimo: Se declara la presente sentencia, opon::..le
a la Compañía de Seguros "Seguros en General C. por A.",
compañía aseguradora del carro placa privada N ). 7836,
con el cual se produjo el accidente"; por no haber sido re-
presentada dicha oponente en esta audiencia, para la que
fue debidamente citada, a sostener su referido recurso;
SEGUNDO: Se admite el desistimiento hecho por la parte
civil constituída, en contra de la Compañía Seguros en Ge-
neral, C. por A., en consecuencia, se Descarga dicha com-
pañía de toda responsabilidad; TERCERO: Pronuncia el
defecto contra la "American Home Assurance Company",
compañía aseguradora del vehículo con el cual se produjo
el accidente, por no haber sido representada en esta au-
diencia para la que fue debidamente citada, y en consecuen-
cia, se declara oponible a dicha compañía la sentencia ob-
jeto del presente recurso; CUARTO: Condena a la "Ame-
rican Home Assurance Company", al pago de las costas, con /
distracción en favor de los Dres. Salvador y Rafael Cris-
tóbal Cornielle Segura, quienes afirman haberlas avanzado
en su mayor parte; QUINTO: Condena a la parte civil cons-
tituida Sr. Manuel Santana Mejía, al pago de las costas de

su desistimiento"; c) que sobre las apelaciones interpuestas
por Francisco Vega Batile contra la sentencia del 6 de Sep-
tiembre citada más arriba, y la de las recurrentes contra la
del 8 de Noviembre mencionada, la Corte a-qua, dictó la
sentencia ahora impugnada, que se copia a continuación:
"FALLA: PRIMERO:— Declara, en cuanto a la forma, re-
gular y válido el recurso de Apelación interpuesto por Ame-
rican Home Assurance Company, contra sentencia de fecha
8 de noviembre de 1963, dictada por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional; SEGUNDO: Dá acta del desistimiento declarado
en audiencia por Francisco Vega Batlle, respecto al recurso
de apelación interpuesto por él contra sentencia de fecha 6
de septiembre de 1963, dictada por la Tercera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal; TERCERO:— Declara irrecibible, por falta de interés,
el recurso de apelación interpuesto por Seguros en Gene-
rales C. por A., contra sentenecia de fecha 8 de Noviem-
bre del 1963, dictada por la Tercera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional; CUAR-
TO:— Declara nula, por vicio de forma, la sentencia de
fecha 8 de Noviembre de 1963, dictada por la Tercera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, y esta Corte, al avocar el fondo del proceso de-
clara nulo el recurso de oposición interpuesto por "Segu-
ros en General C. por A.", contra sentencia de fecha 6 de
Septiembre de 1963, dictada por la Tercera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional;
SEXTO:— Da acta del desistimiento de la parte civil cons-
tituida Sr. Manuel Santana Mejía, respecto a su emplaza-
miento en oponibilidad de sentencia contra la "Seguros en
General, C. por A."; Séptimo:- Declara regular y válida, en
cuanto a la forma, la constitución en parte civil hecha por
el Sr. Manuel Santana Mejía contra el prevenido Francisco
Vega Batlle, persona civilmente responsable puesta en cau-
sa; OCTAVO;— Condena al Sr. Francisco Vega Batlle, a



2104	 BOLETIN JUDICIAL

te civil hecha por el Sr. Manuel Santana Mejía, contra el
prevenido Francisco Vega Batlle, persona civilmente res-
ponsable de los golpes sufridos por dicha parte civil cons-
tituida, por no adolecer de ningún vicio y en cuanto al fon-
do se condena al dicho señor Francisco Vega Batlle, cuya
culpabilidad ha sido reconocida, a pagarle al señor Manuel
Santana Mejía, la suma de dos mil pesos oro (RD$2,000.00)
moneda de curso legal, como justa reparación por los daños
morales y materiales causádoles con su hecho delictuoso;
Quinto: Se condena al Sr. Feo. Vega Batlle, al pago de las
costas penales y civiles originadas en el proceso, con distrac-
ción de las últimas en favor de los Dres. Rafael Cristóbal
Cornielle y Salvador Cornielle, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte; Sexto: Se declaran las costas
penales .`de oficio en cuanto al prevenido Manuel Santana
Mejía; Séptimo: Se declara la presente sentencia, opon."Je
a la Compañía de Seguros "Seguros en General C. por A.",
compañía aseguradora del carro placa privada N ). 7836,
con el cual se produjo el accidente"; por no haber sido re-
presentada dicha oponente en esta audiencia, para la que
fue debidamente citada, a sostener su referido recurso;
SEGUNDO: Se admite el desistimiento hecho por la parte
civil constituida, en contra de la Compañía Seguros en Ge-
neral, C. por A., en consecuencia, se Descarga dicha com-
pañía de toda responsabilidad; TERCERO: Pronuncia el
defecto contra la "American Home Assurance Company",
compañía aseguradora del vehículo con el cual se produjo
el accidente, por no haber sido representada en esta au-
diencia para la que fue debidamente citada, y en consecuen-
cia, se declara oponible a dicha compañía la sentencia ob-
jeto del presente recurso; CUARTO: Condena a la "Ame-
rican Home Assurance Company", al pago de las costas, con
distracción en favor de los Dres. Salvador y Rafael Cris-
tóbal Cornielle Segura, quienes afirman haberlas avanzado
en su mayor parte; QUINTO: Condena a la parte civil cons-
tituida Sr. Manuel Santana Mejía, al pago de las costas de
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su desistimiento"; e) que sobre las apelaciones interpuestas
por Francisco Vega Batlle contra la sentencia del 6 de Sep-
tiembre citada más arriba, y la de las recurrentes contra la
del 8 de Noviembre mencionada, la Corte a-qua, dictó la
sentencia ahora impugnada, que se copia a continuación:
"FALLA: PRIMERO:— Declara, en cuanto a la forma, re-
gular y válido el recurso de Apelación interpuesto por Ame-
rican Home Assurance Company, contra sentencia de fecha
8 de noviembre de 1963, dictada por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional; SEGUNDO: Dá acta del desistimiento declarado
en audiencia por Francisco Vega Batlle, respecto al recurso
de apelación interpuesto por él contra sentencia de fecha 6
de septiembre de 1963, dictada por la Tercera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal; TERCERO:— Declara irrecibible, por falta de interés,
el recurso de apelación interpuesto por Seguros en Gene-
rales C. por A., contra sentenecia de fecha 8 de Noviem-
bre del 1963, dictada por la Tercera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional; CUAR-

TO:— Declara nula, por vicio de forma, la sentencia de
fecha 8 de Noviembre de 1963, dictada por la Tercera Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, y esta Corte, al avocar el fondo del proceso de-
clara nulo el recurso de oposición interpuesto por "Segu-
ros en General C. por A.", contra sentencia de fecha 6 de
Septiembre de 1963, dictada por la Tercera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional;
SEXTO:— Da acta del desistimiento de la parte civil cons-
tituida Sr. Manuel Santana Mejía, respecto a su emplaza-
miento en oponibilidad de sentencia contra la "Seguros en
General, C. por A."; Séptimo:- Declara regular y válida, en
cuanto a la forma, la constitución en parte civil hecha por
el Sr. Manuel Santana Mejía contra el prevenido Francisco
Vega Batlle, persona civilmente responsable puesta en cau-
sa; OCTAVO;— Condena al Sr. Francisco Vega Batlle, a
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pagar en favor del Sr. Manuel Santana Mejía, la suma de
Dos Mil Pesos Oro( RD2,000.00) a título de indemnización,
como justa reparación por los daños y perjuicios morales
y materiales sufridos por este, en ocasión del hecho anti-
jurídico cometido por el primero; NOVENO:— Declara la
presente sentencia, oponible a la Compañía de Seguros
"American Home Assurance Company", hasta el límite
señalado en el contrato de seguros; DECIMO:— Condena
a American Home Assurance y Seguros en General, C. por
A., al pago de las costas,ostas civiles, con distracción de las mis-
mas en provecho de los Dres. José María Acosta Torres y
Salvador Cornielle Segura, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad"; DUODECIMO:— Condena a la par-
te civil constituida señor Manuel Santana Mejía, al pllo
de lastmostas ocasionadas por su recurso hasta el momo nto 4fr
de su desistimiento";

Considerando que las recurrentes invocan los siguien-
tes medios: Primer Medio: Nulidad de la sentencia recurri-
da (Falta de Motivos);) Segundo Medio: Violación del Ar-
tículo 188 del Código de Procedimiento Criminal; Tercer
Medio: Violación del artículo 10 de la ley 4117; Cuarto Me-
dio: Violación al derecho de defensa;

Considerando que en desarrollo del primer medio, las
recurrentes alegan lo siguiente: "Conforme se demuestra
por el expediente, la sentencia recurrida tan solo fue dic-
tada en dispositivo y no fue motivada nunca, Una senten-
cia que se encuentra en esas condiciones debe ser declarada
nula, debiendo ser por tanto casada y enviada a otra Corte
de Apelación que vuelva conocer del fondo del asunto nue-
va vez";

Considerando que ciertamente el examen del expe-
diente muestra que tanto las sentencias de primer grado
como la del segundo, impugnada, fueron dictadas en dispo-
sitivos sin que al dictarlas, ni posteriormente, se formula-
ran los motivos que justificaran esos dispositivos;

Considerando que toda sentencia debe contener los
motivos que justifiquen su dispositivo; que si es cierto que
el Artículo 15 de la Ley 1014 en materia penal, autoriza a
los jueces a dictar sentencias en dispositivo, es solo "a re-
serva de ser motivadas posteriormente"; que, en mate-
ria represiva deben enunciar los hechos que resultan de la
instrucción, y además, calificar esos hechos en relación con
el texto de la ley penal aplicada; que en el presente caso
al no precisar la sentencia impugnada esos hechos, y estar
carente de motivos, debe ser casada, por falta de motivos
y de base legal, sin necesidad de examinar los demás me-
dios propuestos por las recurrentes;

Considerando que cuando una sentencia es casada por
falta de motivos, las costas podrán ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Manuel Antonio Santana Mejía; Segundo: Casa la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fecha 27 de Abril de 1966, en atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo y envía el asunto por ante la corte
de Apelación de San Pedro de Macorís; Tercero: Compensa
las costas.

(Firmados); Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.—Ernesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—
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pagar en favor del Sr. Manuel Santana Mejía, la suma de
Dos Mil Pesos Oro( RD2,000.00) a título de indemnización,
como justa reparación por los daños y perjuicios morales
y materiales sufridos por este, en ocasión del hecho anti-
jurídico cometido por el primero; NOVENO:— Declara la
presente sentencia, oponible a la Compañía de Seguros
"American Home Assurance Company", hasta el límite
señalado en el contrato de seguros; DECIMO:— Condena
a American Home Assurance y Seguros en General, C. por
A., al pago de las costas`ostas civiles, con distracción de las mis- ti)
mas en provecho de los Dres. José María Acosta Torres y
Salvador Cornielle Segura, quienes afirman haberlas avan-
zado en su totalidad"; DUODECIMO:— Condena a la par-
te civil constituida señor Manuel Santana Mejía, al p ‘lo
de las"-costas ocasionadas por su recurso hasta el momt nto
de su desistimiento";

Considerando que las recurrentes invocan los siguien-
tes medios: Primer Medio: Nulidad de la sentencia recurri-
da (Falta de Motivos);) Segundo Medio: Violación del Ar-
tículo 188 del Código de Procedimiento Criminal; Tercer
Medio: Violación del artículo 10 de la ley 4117; Cuarto Me-
dio: Violación al derecho de defensa;

Considerando que en desarrollo del primer medio, las -41
recurrentes alegan lo siguiente: "Conforme se demuestra
por el expediente, la sentencia recurrida tan solo fue dic-
tada en dispositivo y no fue motivada nunca, Una senten-
cia que se encuentra en esas condiciones debe ser declarada
nula, debiendo ser por tanto casada y enviada a otra Corte
de Apelación que vuelva conocer del fondo del asunto nue-
va vez";

Considerando que ciertamente el examen del expe-
diente muestra que tanto las sentencias de primer grado
como la del segundo, impugnada, fueron dictadas en dispo-
sitivos sin que al dictarlas, ni posteriormente, se formula-
ran los motivos que justificaran esos dispositivos;

Considerando que toda sentencia debe contener los
motivos que justifiquen su dispositivo; que si es cierto que
el Artículo 15 de la Ley 1014 en materia penal, autoriza a
los jueces a dictar sentencias en dispositivo, es solo "a re-
serva de ser motivadas posteriormente"; que, en mate-
ria represiva deben enunciar los hechos que resultan de la
instrucción, y además, calificar esos hechos en relación con
el texto de la ley penal aplicada; que en el presenta caso
al no precisar la sentencia impugnada esos hechos, y estar
carente de motivos, debe ser casada, por falta de motivos
y de base legal, sin necesidad de examinar los demás me-
dios propuestos por las recurrentes;

Considerando que cuando una sentencia es casada por
falta de motivos, las costas podrán ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Manuel Antonio Santana Mejía; Segundo: Casa la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, en fecha 27 de Abril de 1966, en atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo y envía el asunto por ante la corte
de Apelación de San Pedro de Macorís; Tercero: Compensa
las costas.

(Firmados); Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.—Ernesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
fecha 4 de mayo de 1967.

Materia: Correccional (Vio. a la ley de tránsito)

Recurrente Jorge William Azize
Abogado: Dr. Mario Read Vittini

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte def
Justicia, regularmente constituída por los Jueces Manuel"
Ramón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia. asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 3 de noviembre del año 1967, años 124 9 de la
Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jorge
William Azize, dominicano, mayor edad, negociante, casa-
do, domiciliado y residente en la casa No. 98 de la calle D.
Ensanche Espaillat, de esta ciudad, cédula No. 9108, serie
13 contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
fecha 4 de mayo de 1967, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Mario Read Vittini, cédula No. 17723, se-

rie 2, abogado del recurrente en la lectura de sus conclusio-

nes;
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la

Secretar ía de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha 12 de mayo de 1967, en la cual se invocan los
siguientes medios: a) Violación a los artículos 167, 176 y
168 de la Ley 4809; b). desnaturalización de los hechos; c)

ausencia o insuficiencia de motivos; d) errónea aplicación
del derecho";

Visto el memorial de casación de fecha 11 de agosto
de 1967, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual,
se invocan, además los expuestos en el acta del recurso, los
medios que más adelante se expresan;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 167, 168, y 176, de la Ley
No. 4809, de 1957; 154, 189 y 202 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un sometimiento hecho por el Magistrado
Procurador Fiscal del Distrito Nacional, contra Jorge Wil-
liam Azize, por violación al artículo 176 de la Ley No.
4809 de 1957, sobre Tránsito de Vehículos, la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, regularmente apoderada, dictó en fecha 10 de
febrero de 1967, una sentencia cuyo dispositivo está inser-
to en el de la sentencia impugnada; b) que sobre recurso
del Magistrado Procurador General de la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, dicha Corte dictó en fecha 4 de
mayo de 1967, la sentencia ahora impugnada en casación
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara

de
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, defecha 4 de mayo de 1967.

Materia: Correccional (Vio. a la ley de tránsito)

Recurrente Jorge William Azize
Abogado: Dr. MarilRead Vittini

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte del
Justicia, regularmente constituida por los Jueces Manuel
Ramón Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 3 de noviembre del año 1967, años 124 9 de la
Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jorge
William Azize, dominicano, mayor edad, negociante, casa-
do, domiciliado y residente en la casa No. 98 de la calle D,
Ensanche Espaillat, de esta ciudad, cédula No. 9108, serie
13 contra la sentencia dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
fecha 4 de mayo de 1967, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Mario Read Vittini, cédula No. 17723, se-

abogado del recurrente en la lectura de sus conclusio-nriee 2s:

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de lavRisetpaúebl acta

a del recurso de casación, levantada en la
Secretar í a de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha 12 de mayo de 1967, en la cual se invocan los
siguientes medios: a) Violación a los artículos 167, 176 y
168 de la Ley 4809; 13). desnaturalización de los hechos; e)
ausenc ia o insuficiencia de motivos; d) errónea aplicación
del derecho";

Visto el memorial de casación de fecha 11 de agosto
de 1967, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual,
se invocan, además los expuestos en el acta del recurso, los
medios que más adelante se expresan;

10101 La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 167, 168, y 176, de la Ley
No. 4809, de 1957; 154, 189 y 202 del Código de Procedi-
miento Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que 'en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un sometimiento hecho por el Magistrado
Procurador Fiscal del Distrito Nacional, contra Jorge Wil-
liam Azize, por violación al artículo 176 de la Ley No.
4809 de 1957, sobre Tránsito de Vehículos, la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, regularmente apoderada, dictó en fecha 10 de
febrero de 1967, una sentencia cuyo dispositivo está inser-
to en el de la sentencia impugnada; b) que sobre recurso
del Magistrado Procurador General de la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, dicha Corte dictó en fecha 4 de
mayo de 1967, la sentencia ahora impugnada en casación;
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara
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taba en el baúl del automóvil", y ese hecho no constituye
ninguna infracción, pues lo que la ley sanciona en su ar-
tículo 176 es el sorprender a un vehículo "usando" placas
que no le corresponden, por lo cual se ha hecho una falsa
aplicac ión del texto legal citado, sobre todo que en esta ma-
teria la prueba tiene un carácter "formalista";

Considerando que el artículo 176 de la Ley No. 4809,
de 1957, sobre tránsito de vehículos de motor, establece lo
siguiente: "Los vehículos de motor aue fueren sorprendi-
dos usando placas que no les correspondan por obra de sus
dueños o poseedores a título legítimo, serán confiscados y
vendidos en provecho del Fisco durante la quincena siguien-
te a la sentencia que intervenga";

• Considerando que la naturaleza especial de esa infrac-
cion, y la sanción también especial q ue ella conlleva, obliga-	 .• •
a una interpretación estricta del texto legal que acaba de
transcribirse; que, en efecto, cuando el legislador ha cons-
tituído en infracción el hecho de que un vehículo de motor
sea sorprendido "usando placas que no le corresponden por
obra de sus dueños o poseedores", ha tenido sin duda el
propósito de evitar y sancionar el tránsito de esos vehículos
por las vías públicas con una placa obtenida y pagada para
otro vehículo, porque ello implicaría la circulación de los
mismos, en perjuicio "el fisco, y en competencia desleal
con los que han pagado ese impuesto, y frustraría además
el propósito de una fácil identificación ,también persegui-
da por el legislador; por lo cual es indispensable, para con-
figurar los elementos de dicha infracción, que quede rigu-
rosamente establecido por los jueces del fondo, que el ve-
hículo fue sorprendido transitando por nuestras vías públi-
cas con placas que no le correspondían, pues es necesario
admitir puesto que se trata de una ley sobre tránsito de ve-
hículos de motor, que es ese y no otro (el) tránsito) el uso
impropio de placas que el legislador ha querido sancionar;
que en la especie, el acta levantada no da constancia de

regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de apela-
lación interpuesto por el Magistrado Procurador General
de la Corte de Apelación de Santo Domingo, contra la sen-
tencia dictada en fecha Diez del mes de febrero de 1967,
por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, que contiene el siguiente dis-
positivo: 'Falla; Primero: Se declara no culpable al preve-
nido George William Azize, de haber violado la Ley 4809,
en su Art. 176, y en consecuencia, se le descarga por insufi-
ciencia de prueba; Segundo: Se ordena la devolución del
cuerpo del delito a su legítimo dueño Ivonne Margarita
Read'; por haberlo interpuesto de acuerdo con ]as prescrip-
ciones legales que rigen la materia; SEGUNDO: Revoca en
todas sus partes, la antes expersada sentencia; TERCERO:
Declara al prevenido Jorge Walliam Azize, culpable del de-
lito de haber sido sorprendido con el vehículo marca Che-
crolet, modelo año 1964, con la placa No. 72142, q ue no le
correspondía, y en consecuencia, se ordena la confiscación
de dicho vehículo; CUARTO: Condena al mencionado pre-
venido Jorge William Azize, al pago de las costas de ambas
instancias";

Considerando que el recurrente invoca en su mame-
rial de casación los siguientes medios: "Primer Medio: Vio-
lación de los artículos Nos. 1, 167 y 168 de la ley No. 4809I ,
sobre tránsito de vehículos de fecha 26 de noviembre de
1957.— Desnaturalización de los Hechos.— Violación del
acta de fecha 14 de enero de 1967, levantada por el Direc-
tor General de Rentas Internas, el Director General de
Aduanas y Puertos y el Inspector Especial de Rentas Inter-
nas; Segundo Medio: Falsa aplicación del artículo 176 de
la Ley 4809;

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos alega el recurrente, entre otras cosas, que cuando
el Director General de Rentas Internas levantó el acta que
figura en el expediente la placa de tránsito No. 72142 "es- ;r1
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regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de apela-lación interpuesto por el Magistrado Procurador General
de la Corte de Apelación de Santo Domingo, contra la sen-
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por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins2
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crolet, modelo año 1964, con la placa No. 72142, q ue no le
correspondía, y en consecuencia, se ordena la confiscación
de dicho vehículo; CUARTO: Condena al mencionado pre-
venido Jorge William Azize, al pago de las costas de ambas
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Considerando que el recurrente invoca en su mame-
rial de casación los siguientes medios: "Primer Medio: Vio-
lación de los artículos Nos. 1, 167 y' 168 de la ley No. 4809
sobre tránsito de vehículos de fecha 26 de noviembre de
1957.— Desnaturalización de los Hechos.— Violación del
acta de fecha 14 de enero de 1967, levantada por el Direc-
tor General de Rentas Internas, el Director General de
Aduanas y Puertos y el Inspector Especial de Rentas Inter-
nas; Segundo Medio: 5'alsa aplicación del artículo 176 de
la Ley 4809;

Considerando que en el desarrollo de los medios pro-
puestos alega el recurrente, entre otras cosas, que cuando
el Director General de Rentas Internas levantó el acta que
figura en el expediente la placa de tránsito No. 72142 "es-

taba en el baúl del automóvil", y ese hecho no constituye
ninguna infracción, pues lo que la ley sanciona en su ar-
tículo 176 es el sorprender a un vehículo "usando" placas
que no le corresponden, por lo cual se ha hecho una falsa
aplicación del texto legal citado, sobre todo que en esta ma-
teria la prueba tiene un carácter "formalista";

Considerando que el artículo 176 de la Ley No. 4809,
de 1957, sobre tránsito de vehículos de motor, establece lo
siguiente: "Los vehículos de motor q ue fueren sorprendi-
dos usando placas que no les correspondan por obra de sus
dueños o poseedores a título legítimo, serán confiscados y
vendidos en provecho del Fisco durante la quincena siguien-
te a la sentencia que intervenga";

Considerando que la naturaleza especial de esa infrac-
ción, y la sanción también especial que ella conlleva, obliga
a una interpretación estricta del texto legal que acaba de
transcribirse; que, en efecto, cuando el legislador ha cons-
tituido en infracción el hecho de que un vehículo de motor
sea sorprendido "usando placas que no le corresponden por
obra de sus dueños o poseedores", ha tenido sin duda el
propósito de evitar y sancionar el tránsito de esos vehículos
por las vías públicas con una placa obtenida y pagada para
otro vehículo, porque ello implicaría la circulación de los
mismos, en perjuicio iei fisco, y en competencia desleal

1* con los que han pagado ese impuesto, y frustraría además
el propósito de una fácil identificación ,también persegui-
da por el legislador; por lo cual es indispensable, para con-
figurar los elementos de dicha infracción, que quede rigu-
rosamente establecido por los jueces del fondo, que el ve-
hículo fue sorprendido transitando por nuestras vías públi-
cas con placas que no le correspondían, pues es necesario
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hículos de motor, que es ese y no otro (el) tránsito) el uso
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ello, pues el vehículo estaba dentro del recinto de la Adua-
na en el momento de levantarse dicha acta, y se encontraba
estacionado " en la zona en donde se guardan los vehículos
procedentes del extranjero", según resulta del examen del
fallo impugnado y de los documentos a que él se refiere;
que si bien el segundo Considerando de dicho fallo deja
constancia de la declaración del Director General de Adua-
nas de que el vehículo "había sido sacado de la Aduana
dos días antes", no explica si tal frase simplemente señala,
como es lo natural. que dos días antes se habían pagado los
derechos aduanales. o si es que dichos jueces formaron en
cambio su convicción en el sentido de que había sido saca-
do al tránsito público, y aue dos días antes había sido sor-
prendido en circulación por las calles de la ciudad con las
placas de tránsito que estaban en el baúl; en cuya última
hipotesis se imponía dejar constancia de cómo quedó re-
gularmente establecida para los jueces del fondo esa cir-
cunstancia; que, por otra parte la sentencia impugnada no
explica, en el caso de que el carro fuera sorprendido transi-
tando, si era el propietario quien lo conducía, o un poseedor
legítimo, elementos éstos de la infracción; que, en tales
condiciones es obvío que el fallo impugnado no ofrece los
elementos de hecho necesarios para que esta Suprema Cor-
te, al ejercer su poder de control, pueda decidir si se ha
hecho una correcta aplicación del artículo 176 de la Ley No.
4809, de 1957; que, por consiguiente la sentencia impugna-
da debe ser casada Dor falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 4 de mayo de 1967, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; y envía el caso ante la Corte de Apelación de San
Pedro de Macorís; y, Segundo: Se declaran las costas de
oficio.

Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.

Bergés Chupani. Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado, y
fue firmado, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado); Ernesto Curiel hijo.
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prendido en circulación por las calles de la ciudad con las
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hipotesis se imponía dejar constancia de cómo quedó re-
gularmente establecida para los jueces del fondo esa cir-
cunstancia; que, por otra parte la sentencia impugnada no
explica, en el caso de que el carro fuera sorprendido transi-
tando, si era el propietario quien lo conducía, o un poseedor
legítimo, elementos éstos de la infracción; que, en tales
condiciones es obvio que el fallo impugnado no ofrece los
elementos de hecho necesarios para que esta Suprema Cor-
te, al ejercer su poder de control, pueda decidir si se ha
hecho una correcta aplicación del artículo 176 de la Ley No.
4809, de 1957; que, por consiguiente la sentencia impugna-
da debe ser casada por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones correccionales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 4 de mayo de 1967, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 28 de junio de de 1967.

Materia: Habeas Corpus

Recurrentes: Silvestffl Amado Pérez Hamotte y Teófilo Ducó
Abogado: Dr. Manuel Antonio Camino Rivera

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por lob Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en ]a ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de Noviembre de 1967,
años 1249 de la Independencia y 1059 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Silvestre
Amado Pérez Hamotte, dominicano, mayor de edad, casa-
do, fotógrafo, residente en la calle Libertad No. 175, En-
sanche de Los Minas de esta capital, cédula 5264, serie 11;
y Teófilo Ducó, dominicano, mayor de edad, soltero, maes-
tro constructor, residente en la calle Las Carreras A No.
49 del Ensanche de Los Minas, cédula 83159, serie 28, con-
tra la sentencia dictada en fecha 28 de junio de 1967 por
la Corte de Apelación de Santo Dominfto en materia de Ha-
beas Corpus, cuyo dispositivo figura más adelante;

•

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
ligh Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de

la Corte a-qua en fecha 28 de Junio de 1967 a requerimien-
to del Dr. Manuel Antonio Camino Rivera a nombre de los
recurrentes ya mencionados, en la cual no se invoca contra
la sentencia impugnada ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el escrito depositado por el Dr. Manuel , Antonio
Camino Rivera como abogado de los recurrentes en fecha 3
de septiembre de 1967, y su ampliación de fecha 11 de oc-
tubre del mismo presente año, en los cuales se invocan con-
tra la sentencia impugnada los medios que más adelante
se indican;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley de
Habeas Corpus, No. 5353. de 1914, modificada por la Ley
No. 160, del 23 de mayo de 1967; y 1 9 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en
los documentos a que ella se refiere, cons'a lo siguiente: a)
que, con motivo de un recurso de Habeas Corpus de los ya
mencionado Pérez Hamotte y Ducó, la Tercera Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrit ) Na-
cional dictó en fecha 23 de mayo de 1967 una sentencia cu-
yo dispositivo se reproduce en el de la ahora impugnada:
bl que, sobre recurso de Pérez y Ducó intervino el 28 de
Junio de 1967 la sentencia ahora impugnada, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válido en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por
los impetrantes, Silvestre Amado Pérez Hamotte y Teófilo
Ducó, en fecha 23 de mayo de 1967, contra sentencia dic-
tada en la misma fecha 23 de mayo de 1967, por la Terce-
ra Cámara del Juzgado de Primera Instancia 'del Distrito
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 28 de junio de de 1967.

Materia: Habeas Corpus

Recurrentes: Silvestffl Amado Pérez Hamotte y Teófilo Ducó
Abogado: Dr. Manuel Antonio Camino Rivera

tios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los' Jueces Manuel Ra-
món RuíZ Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hov día 8 del mes de Noviembre de 1967,
años 1249 de la Independencia y 1059 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Silvestre
Amado Pérez Hamotte, dominicano, mayor de edad, casa-
do, fotógrafo, residente en la calle Libertad No. 175, En-
sanche de Los Minas de esta capital, cédula 5264, serie la;

,;• y Teófilo Ducó, dominicano, mayor de edad, soltero, maes-
tro constructor, residente en la calle Las Carreras A No.
49 del Ensanche de Los Minas, cédula 83159, serie 28, con-
tra la sentencia dictada en fecha 28 de junio de 1967 por
la Corte de Apelación de Santo Dominlo en materia de Ha-
beas Corpus, cuyo dispositivo figura más adelante;

•
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de

la Corte a-qua en fecha 28 de Junio de 1967 a requerimien-
to del Dr. Manuel Antonio Camino Rivera a nombre de los
recurrentes ya mencionados, en la cual no se invoca contra
la sentencia impugnada ningún medio determinado de ca-
sación;

Visto el escrito depositado por el Dr. Manuel . Antonio
Camino Rivera como abogado de los recurrentes en fecha 3
de septiembre de 1967, y su ampliación de fecha 11 de oc-
tubre del mismo presente año, en los cuales se invocan con-
tra la sentencia impugnada los medios que más adelante
se indican;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley de
Habeas Corpus, No. 5353, de 1914, modificada por la Ley
No. 160, del 23 de mayo de 1967; y 1 9 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en
los documentos a q ue ella se refiere, cons'a lo siguiente: a)
que, con motivo de un recurso de Habeas Corpus de los ya
mencionado Pérez Hamotte y Ducó, la Tercera Cámara de
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrit ) Na-
cional dictó en fecha 23 de mayo de 1967 una sentencia cu-
yo dispositivo se reproduce en el de la ahora impugnada:
b) que, sobre recurso de Pérez y Ducó intervino el 28 de
Junio de 1967 la sentencia ahora impugnada, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y válido en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por
los impetrantes, Silvestre Amado Pérez Hamotte y Teófilo
Ducó, en fecha 23 de mayo de 1967, contra sentencia dic-
tada en la misma fecha 23 de mayo de 1967, por la Terce-
ra Cámara del Juzgado de Primera Instancia "del Distrito
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Nacional que contiene el siguiente dispositivo: 'Falla: Pri-
mero: Se rechaza el pedimento subsidiario solicitado por
el Magisterio Público, por innecesario y considerarse el tri-
bunal debidamente edificado; Segundo: Se declara bueno
y válido en la forma el presente recurso de Habeas Corpus,
por haberse hecho conforme a la Ley de la materia, y en
cuanto al fondo se rechaza por improcedente y mal funda-
dado; Tercero: Se ordena que los impetrantes sean mante-
nidos en prisión por existir indicios serios de culpabilidad
en la comisión de lós hechos que se les imputan'. Por ha-
berlo interpuesto de acuerdo con las prescripciones legales
que rigen la materia; Segundo: Confirma en todas sus par-
tes la antes expresada sentencia; Tercero: Declara las cos-
tas de oficio";

Considerando, que los recurrentes invocan contra la
sentencia impugnada, los medios de Violación al Derecho
de Defensa por la Corte a-qua y Falta de Base Legal, en
la sentencia de dicha Corte, y en apoyo % de dichos medios se
extienden en consideraciones acerca de los hechos por los
cuales fueron sometidos a proceso. hechos ocurridos el 5 de
mayo de 1967 en esta ciudad, y alegan, a través de esas
consideraciones, que ellos no tuvieron en ese suceso nin-
guna participación punible ;pero,

Considerando, que, en los casos en que la Suprema
Corte de Justicia actúa como tribunal de casación, es de
regla rigurosa derivada del artículo 1° de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, que no puede conocer de las cues-
tiones de hecho de las causas, ya que esa atribución concier-
ne a los Jueces del fondo; que, en cuanto a este punto la
Suprema Corte de Justicia, sólo puede anular las sentencias
por el vicio de desnaturalización, cuando haya en ellas una
obvia incongruencia entre los hechos que los Jueces del
fondo dén como establecidos y los hechos que consten en
documentos atendibles por dichos Jueces, tales como actas
de audiencias, actas de informativos, de experticios y otros
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similares; que, en la materia especial de Habeas Corpus, pa-
ra los Jueces del fondo edificar su críterio acerca de si es
de lugar o no la ordenación de la libertad de las procesados
no es necesario que se establezcan los hechos de una manera
exhaustiva y definitiva, como es de rigor al conocerse y fa-
llar el fondo de los procesos, sino que es suficiente que, en el
curso de la vista de Habeas Corpus, los jueces del caso, al
exponerse ante ellos los hechos de la causa, lleguen a la ín-
tima convicción de que la prisión no se justifica, o de que,
por lo contrario, hay suficiente justificación para disponer
el mantenimiento de la prisión, hasta que la causa sea cono-
cida en toda su profundidad, determinándose entonces la
condenación o el descargo; que, por otra parte, cuando en
una causa cualquiera se producen testimonios en sentidos
contrarias o que no coinciden en todos sus puntos, los Jue-
ces gozan de un poder soberano para acoger las declaracio-
nes que, según su criterio, resulten para ellos más sinceras
y de mayor verosimilitud; que, por lo que acaba de expo-
nerse, los medios que en el presente caso invocan los recu-
rrentes, por consistir en consideraciones acerca de cuestio-
nes de hecho que son de la soberana apreciación de los Jue-
ces del fondo, no pueden ser acogidas por esta Corte;

Considerando, que en materia de Habeas Corpus no
procede la condenación en costas;

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por Silvestre Amado Pérez Hamotte y Teófilo Ducó
contra la sentencia dictada en materia de Habeas Corpus
por la Corte de Apelación de Santo Domingo en fecha 28
de Junio de 1967, cuyo dispositvo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo.—

(Firmados:1 Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani. —Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló. —Juan 'Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
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que rigen la materia; Segundo: Confirma en todas sus par-
tes la antes expresada sentencia; Tercero: Declara las cos-
tas de oficio";

Considerando, que los recurrentes invocan contra la,
sentencia impugnada, los medios de Violación al Derecho
de Defensa por la Corte a-qua y Falta de Base Legal, en
la sentencia de dicha Corte, y en apoyol de dichos medios se
extienden en consideraciones acerca de los hechos por los
cuales fueron sometidos a proceso, hechos ocurridos el 5 de
mayo de 1967 en esta ciudad, y alegan, a través de esas
consideraciones. que ellos no tuvieron en ese suceso nin-
guna participación punible ;pero,

Considerando, que, en los casos en que la Suprema
Corte de Justicia actúa como tribunal de casación, es de
regla rigurosa derivada del artículo 1° de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, que no puede conocer de las cues-
tiones de hecho de las causas, ya que esa atribución concier-
ne a los Jueces del fondo; que, en cuanto a este punto la
Suprema Corte de Justicia, sólo puede anular las sentencias
por el vicio de desnaturalización, cuando haya en ellas una
obvia incongruencia entre los hechos que los Jueces del
fondo dén como establecidos y los hechos que consten en
documentos atendibles por dichos Jueces, tales como actas
de audiencias, actas de informativas, de experticios y otros

similares; que, en la materia especial de Habeas Corpus, pa-
ra los Jueces del fondo edificar su críterio acerca de si es
de lugar o no la ordenación de la libertad de las procesados
no es necesario que se establezcan los hechos de una manera
exhaustiva y definitiva, como es de rigor al conocerse y fa-
llar el fondo de los procesos, sino que es suficiente que, en el
curso de la vista de Habeas Corpus, los jueces del caso, al
exponerse ante ellos los hechos de la causa, lleguen a la ín-
tima convicción de que la prisión no se justifica, o de que,
por lo contrario, hay suficiente justificación para disponer
el mantenimiento de la prisión, hasta que la causa sea cono-
cida en toda su profundidad, determinándose entonces la
condenación o el descargo; que, por otra parte, cuando en
una causa cualquiera se producen testimonios en sentidos
contrarias o que no coinciden en todos sus puntos, los, Jue-
ces gozan de un poder soberano para acoger las declaracio-
nes que, según su criterio, resulten para ellos más sinceras
y de mayor verosimilitud; que, por lo que acaba de expo-
nerse, los medios que en el presente caso invocan los recu-
rrentes, por consistir en consideraciones acerca de cuestio-
nes de hecho que son de la soberana apreciación de los Jue-
ces del fondo, no pueden ser acogidas por esta Corte;

Considerando, que en materia de Habeas Corpus no
procede la condenación en costas;

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación inter-
puesto por Silvestre Amado Pérez Hamotte y Teófilo Ducó
contra la sentencia dictada en materia de Habeas Corpus
por la Corte de Apelación de Santo Domingo en fecha 28
de Junio de 1967, cuyo dispositvo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo.—

(Firmados:1 Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani. —Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló. —Juan :Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
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do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Gene-
ral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certificó. (Fdo) Ernesto Curiel 	 —

41-

'SENTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Quinta Cámara Penal del Distrito Nacional,
de fecha 25 de abril de 1967.

Materia: Correccional (Viol. a la ley 4809)

Recurrente: César A. Trigo Castellanos

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de Noviembre de 1967,
años 1249 de la Independencia y 1059 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte d ecasación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por César A.
Trigo Castellanos, dominicano, mayor de edad, soltero,.
chófer, cédula No..7192 serie 57, domiciliado y residente en
la Avenida San Martín No. 149 de esta ciudad, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales, y en fecha
25 de abril de 1967, por la Quinta Cámara Penal del Dis-
to Nacional, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: 1 9 :—
Se Pronuncia el defecto contra el nombrado César Augusto
Trigo Castellanos, de generales ignoradas, por no haber
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tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de Noviembre de 1967,
años 1249 de la Independencia y 1059 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte d ecasación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por César A.
Trigo Castellanos, dominicano, mayor de edad, soltero,.
chófer, cédula No..7192 serie 57, domiciliado y residente en
la Avenida San Martín No. 149 de esta ciudad, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales, y en fecha
25 de abril de 1967, por la Quinta Cámara Penal del Dis-
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Se Pronuncia el defecto contra el nombrado César Augusto
Trigo Castellanos, de generales ignoradas, por no haber
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comparecido, no obstante haber sido legalmente citado;
2°.— Se rechaza el recurso de apelación interpuesto por el
nombrado César Augusto Trigo Castellanos, contra senten-
cia dictada por el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, en fecha 9 de diciembre de 1966,
cuyo dispositivo dice así: 1 9.— Descarga al nombrado Bo-
lívar A. Vargas Candelario, de generales que constan, por
no haber violado la Ley No. 4809; 29— Declara al nombrado
Carlos Antonio Trigo Castellanos, de generales que cons-
tan, culpable de violación al artículo 1ro. de la Ley No.
4809, y, en consecuencia, se le condena en defecto a un
(1) mes de prisión correccional y costas' por carecer de vi-
cios de forma y de fondo; 3ro.— Se mantiene en todas sus
partes lo dispuesto por la sentencia objeto del presente re-
curso; 4to.— Se condena a los mencionados al pago de las
costas";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la Repúbliaca;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Cámara a-qua en fecha 9 de mayo de 1967, a requeri-
miento del recurrente, en la cual no se expone ningún me-
dio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 29. 30 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, establece un plazo de diez días para interponer el
recurso de casación contra las sentencias en materia penal,
pero en relación con las sentencias dictadas en defecto, el
artículo 30 de dicha Ley establece sobre dicho plazo lo si-
guiente: "si la sentencia se hubiere dictaau en defecto, el
plazo para interponer el recurso de casación se empezará
a contar desde el día en que la oposición no fuere admisi-
ble";

Considerando que por aplicación de ese texto legal, las
sentencias en defecto dictadas por los tribunales de apela-
ción no pueden ser impugnadas en casación, mientras esté
abierto el recurso de opsición, puesto que mediante el ejer-
cio de esta vía ordinaria de retractación, pueden ser sub-
sanadas las violaciones de la ley que afecten a la decisión
atacada;

Considerando que en el presente caso, el exámen de
la sentencia impugnada y de los documentos a que ella
se refiere, muestra que el fallo impugnado fue dictado en
grado de apelación, en defecto, por la Cámara a-qua en la
causa seguida a César o Carlos A. Trigo Castellanos, hoy
recurrente en casación, prevenido de violación a la Ley No.
4809, de 1957; que dicha sentencia de fecha 25 de abril de
1967, le fue notificada por acto del Alguacil de Estrados de
dicha Cámara Tiburcio Reyes Aybar, en fecha 8 de mayo
de 1967; que al día siguiente (nueve del mismo mes y año)
interpuesto recurso de casación, por no encontrarse confor-
me con dicha sentencia de donde se infiere que dicho re,
curso extraordinario fue interpuesto cuando aún se hallaba
abierto el plazo para el recurso de oposición; que por tanto
dicho recurso no puede ser admitido;

Por tales motivos. Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por César o Carlos A. Trigo
Castellanos, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales, en fecha 25 de abril de 1967, por la Quinta
Cámara Penal del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condenada al recurrente al pago de las costas. —

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez,Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.
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causa seguida a César o Carlos A. Trigo Castellanos, hoy
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me con dicha sentencia de donde se infiere que dicho re,
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sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condenada al recurrente al pago de las costas. —

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez,Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.--

ENTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE DEL 1967

tencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 7 de septiembre de 1966.

ateria: Correccional.

'Recurrente: Cristóbal Saba Perdomo
abogado: Dr. A Francisco Coen Peynado

4 Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
das del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 8 del mes de Noviembre de 1967,
años 1249 de la Independencia y 105 9 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-

) guiente sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por Cristóbal

Saba Perdomo, dominicano, mayor de edad, soltero, militar,
dominiciliado y residente en esta ciudad, con cédula núme-
ro 465, serie 83, contra sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones correccio-
nales, en fecha 7 de Septiembre de 1966, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. A. Francisco Coen Peynado, cédula No.
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Materia: Correccional.

geettrrente: Cristóbal Saba Perdomo
abogado: Dr. A Francisco Coen Peynado
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República Dominicana.
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guiente sentencia:
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dominiciliado y residente en esta ciudad, con cédula núme-
ro 465, serie 83, contra sentencia dictada por la Corte de
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Oído al Dr. A. Francisco Coen Peynado, cédula No.
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39733 , serie Ira., abogado del recurrente en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictámen del Magistrado Procurador de la Re-
pública;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a-)qua, el día día 18 del mes de octubre
de 1966, a req uerimiento del Dr. Alejandro Coen Peynado.
a nombre del recurrente en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el crito firmado por el Dr. A. Francisco Coen
Peynado, depositiado en la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia 'el día 19 de septiembre de 1967, en el que se
invoca el medio de casación que se indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistas las leyes 5771 de 1961 y 4809 de 1957; ar-
tículo 203 del Código de Procedimiento Criminal 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 30
de marzo de 1965, luego de varios reenvíos, la Primera
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, regularmente apoderada, por el minis-
terio público, dictó una sentencia correccional, cuyo dis-
positivo aparece inserto en el de la ahora impugnada; b)
que apelada dicha sentencia por el prevenido Cristóbal Sa-
ba Perdomo, luego también de varios reenvíos, la Corten
de Apelación de Santo Domingo, dictó en fecha 7 del mes
de Noviembre de 1966, la sentencia ahora impugnada, cu-
yo dispositivo dice como sigue" Falla Primero: Declara
inadmisible el recurso de apelación interpuesto por el pre-
venido Cristóbal Saba Perdomo, contra sentencia dictada
en fecha 30 (treinta) de marzo del año mil novecientos se-
senta y cinco (1965) por la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo disl

-positivo dice así: Talla: Primero: Declara al nombrado

Cristóbal Saba Perdomo, de generales que constan, culpa-

ble del delito de violación a las leyes Nos. 5771 (artículo 19
letra b) sobre accidentes produccidos con el manejo o con-
ducción de vehículos de motor, en perjuic io de Franklin
Rafael Lora Lara, y en consecuencia, acogiendo amplias
circunstancias atenuantes, y el no cúmulo de penas, se le
condena al pago de una multa de Diez Pesos Oro Domini-
canos (RDS10.00) y costas; Segundo: Declara al nombrado
Franklin Rafael Lora Lara, de generales también anotadas,
no culpable del delito de violación a la Ley No. 4809, en,
su artículo 121, sobre tránsito de vehículos de motor, y en
consecuencia lo descarga de toda responsabilidad penal,
por no haber incurrido en ninguna violación de dicha ley;
Tercero : Declara las costas de oficio en lo que a él respec-
ta; Cuarto: Declara regular y válida, en cuanto a la forma,
la constitución en parte civil, hecha por el nombrado Fran-
klin Rafael Lora Lara. en contra de la Compañía de Segu-
ros American Home Asurance Company, representada por
Seguros en General, C. por A., y en contra del Estado Do-
minicano, hecha por mediación de su abogado constituido,
Dr. J. Aristides Taveras; rechaza las conclusiones de la
parte civil constituida por no haber demostrado dicha parte
civil constituída, la existencia de la póliza que amparaba
el seguro del vehículo placa No. 869; Quinto: Condena a la

e
parte civil que sucumbe, al pago de las costas"; por tardío;

Segundo: Desestima y rechaza las pretensiones de la parte
civil Franklin Rafael Lora Lara en el sentido que alega ha-
ber interpuesto recurso de apelación contra la aludida sen-
tencia cuyo dispositivo se copia, por no existir en el expe-
diente copia alguna, ni ningún documento que compruebe
que hubo apelación de la parte civil; Tercero: Condena al
recurrente Cristóbal Saba Perdomo, así como a la parte ci-
vil Franklin Rafael Lora Lara, al pago de las costas de la
presente alzada";

Considerando que en su escrito de casación el recu-
rrente invoca el siguiente único medio: Violación y falsa



2124	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL  2125
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador de la Re-
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cretaría de la Corte a-iqua, el día día 18 del mes de octubre
de 1966, a req uerimiento del Dr. Alejandro Coen Peynado,
a nombre del recurrente en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el trito -firmado por el Dr. A. Francisco Coen
Peynado, depositiado c-1 la Secretaría de la Suprema Cor-
te de Justicia el día 19 de septiembre de 1967, en el que se
invoca el medio de casación que se indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistas las leyes 5771 de 1961 y 4809 de 1957; ar-
tículo 203 del Código de Procedimiento Criminal 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
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de marzo de 1965, luego de varios reenvíos, la Primera
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venido Cristóbal Saba Perdomo, contra sentencia dictada
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senta y cinco (1965) por la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo disl.
positivo dice así: 'Falla: Priinero: Declara al nombrado

ristóbal Saba Perdomo, de generales que constan, culpa-

ble del delito de violación a las leyes Nos. 5771 (artículo 19
letra b) sobre accidentes produccidos con el manejo o con-
ducción de vehículos de motor, en perjuicio, de Franklin
Rafael Lora Lara, y en consecuencia, acogiendo amplias
circunstancias atenuantes, y el no cúmulo de penas, se le
condena al pago de una multa de Diez Pesos Oro Domini-
canos (RD$10.00) y costas; Segundo: Declara al nombrado
Franklin Rafael Lora Lara, de generales también anotadas.
no culpable del delito de violación a la Ley No. 4809, en,
su artículo 121, sobre tránsito de vehículos de motor, y en
consecuencia lo descarga de toda responsabilidad penal,
por no haber incurrido en ninguna violación de dicha ley;
Tercero : Declara las costas de oficio en lo que a él respec-
ta; Cuarto: Declara regular y válida, en cuanto a la forma,
la constitución en parte civil, hecha por el nombrado Fran-
klin Rafael Lora Lara, en contra de la Compañía de Segu-
ros American Home Asurance Company, representada por
Seguros en General, C. por A., y en contra del Estado Do-
minicano, hecha por mediación de su abogado constituído,
Dr. J. Aristides Taveras; rechaza las conclusiones de la
parte civil constituida por no haber demostrado dicha parte
civil constituída, la existencia de la póliza que amparaba
el seguro del vehículo placa No. 869; Quinto: Condena a a
parte civil que sucumbe, al pago de las costas"; por tardí lo;
Segundo: Desestima y rechaza las pretensiones de la parte
civil Franklin Rafael Lora Lara en el sentido que alega ha-
ber interpuesto recurso de apelación contra la aludida sen-
tencia cuyo dispositivo se copia, por no existir en el expe-
diente copia alguna, ni ningún documento que compruebe
que hubo apelación de la parte civil; Tercero: Condena al
recurrente Cristóbal Saba Perdomo, así como a la parte ci-
vil Franklin Rafael Lora Lara, al pago de las costas de la
presente alzada";

Considerando que en su escrito de casación el recu-
rrente invoca el siguiente único medio: Violación y falsa
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interpretación del artículo 203 del Código de Procedimiento
Criminal;

Considerando que en el desarrollo de su único medio
recurrente alega en síntesis, que la Corte a-qua violó gel
artículo 203 del Código de Procedimiento Criminal al decla-
rar nula por tardía la apelación del prevenido, sin tomar
en cuenta que los plazos de su apelación debían contarse a
partir de la notificación de la sentencia apelada, ya que el
no estuvo presente en la audiencia que dicha sentencia se
pronunció, nilifue citado;

Considerando que el exámen del fallo impugnado y las
piezas del expediente muestran, que tal como se alega, la
audiencia en que la Primera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, conoció del proce-
so correccional a cargo del apelante Cristóbal Saba Perdo-
mo, tuvo efecto el día 19 de enero de 1965, siendo aplazado
el fallo ese día, para una próxima audiencia; que dicho fa-
llo fue dictado el día 30 de marzo de ese mismo año en au-
sencia del prevenido, sin que constase en el acta de audien-
cia correspondiente al reenvío del fallo, que dicho aplaza-
miento fuere hecho a fecha fija, ni existe prueba alguna en
el expediente de que el prevenido hubiera sido citado para
que oyera el pronunciamiento de la sentencia a intervenir
ni que dictada ésta le hubiere sido notificada; que en ta-
les circunstancias, la Corte a-qua ha incurrido en error al
considerar tardío dicho recurso y anular en consecuencia
el acto de apelación interpuesto por el prevenido, con-
tra quien en las condiciones antes dichas, no ha podido co-
rrer ningún plazo ;por lo cual, se acoge por ser procedente
el medio de casación propuesto por el recurrente en la pre-
sente instancia;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en atribucio-
nes correccionales, en fecha 7 de septiembre de 1966, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo y

envía el asunto por ante la Corte de Apelació n de San Cris-

tóbal; Segundo: Declara las costas de oficio.
(Firmados:) Manuel 'Ramón Ruíz Tejada.— Fernan-

do E. Ravelo de la Fuente:— Carlos Manuel Lamarche.—

Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.—
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia. —Ernesto Curiel hijo, Secretario General. —

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresado, y fue

firmada , leída y publicada por mí. Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—
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firmada , leída y publicada por mí. Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—

N



2128	 BOLETIN JUDICIAL	 I3OLETIN JUDICIAL
	 2129

--------

SENTENCIA DE FECHA 8 DE NOVIEMBRE

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras,
de julio de 1966.

Materia: Tierras.
•

Recurrentes: Maria de los Santos y compartes (Sucs. de Juana S.de los Santos).
Abogado: Dr. Diógenes del Orbe.

Recurridos: Colasina de los Santos y Corporación Azucarera de la
República Dominicana (Declaradas en defecto)

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.°te

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Ml. Lamarche H., Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Ml. A. Amiama, Feo.
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almán zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 8 de noviembre del año 1967,
años 124 9 de la Independencia y 105 9 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por María de
los Santos, dominicana, soltera, domiciliada en Yamasá, cé-
dula No. 2609 serie 5; Octavia de los Santos, dominicana,
soltera, domiciliada en el callejón No. 32, Faría, de esta
ciudad, cédula No. 3206, serie 8, ambas de quehaceres do-

rnésticos; Cauterio 'Santos, dominicano, agricultor, casado,
domiciliado en La Guázuma, Yamasá, cédula No. 119, serie

5 en 
sus calidades de hijos legítimos de Juana Segunda de

los Santos, finada, y de Tomás de los Santos, dominicano,
casado, agricultor, dominiciliado y residente en Reparade-
ro, Yamasá, cédula No. 593, serie 5, en su calidad de hijo
legítimo de Juan de los Santos, hijo a su vez de Juana Se-
gunda de los Santos, todos mayores de edad, contra sen-
tencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha 25 de ju-
lio de 1966, dictada en relación con la Parcela No. 78 del
Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Yamasá, cuyo dis-

positivo se copia más adelante;
Oído al alguacil dé turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Diógenes del Orbe, cédula No. 24215, se-

rie 47, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia,
de fecha 26 de julio de 1967, por la	 se declara el detec-
te de las recurridas, Colasina de 1c.: Santas y Corporación
Azucarera de la República Dominicana;

Visto el memorial de casación de fecha 28 de septiem-
bre de 1966, suscrito por el abogado de los recurrentes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del:
berado y vistos los artículos 550 del Código Civil; 140 de
la Ley de Registro de Tierras; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casacación;

Considerando que en la sentencia im pugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: que
con motivo de una instancia en revisión por fraude suscrita
por los actuales recurrentes, el Tribunal Superior de Tie-

rras dictó la sentencia ahora impugnada, cayo dispositivo es
como sigue: "FALLA: PRIMERO: Se admite en cuanto a
la forma la instancia en revisión por causa de fraude, diri-
gida al Tribunal Superior en fecha 7 de abril de 1964, por el
Dr. Diógenes del Orbe a nombre de los Sucesores de Juana

DEL 1967

de fecha 25
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rnésticos; Cauterio Santos, dominicano, agricultor, casado,
domiciliado en La Guázuma, Yamasá, cédula No. 119, serie

5 en sus calidades de hijos legítimos de Juana Segunda de
los Santos, finada, y de Tomás de los Santos, dominicano,
casado, agricultor, dominiciliado y residente en Reparade-
ro, Yamasá, cédula No. 593, serie 5, en su calidad de hijo
legítimo de Juan de los Santos, hijo a su vez de Juana Se-
gunda de los Santos, todos mayores de edad, contra sen-
tencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha 25 de ju-
lio de 1966, dictada en relación con la Parcela No. 78 del
Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Yamasá, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de' turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Diógenes del Orbe, cédula No. 24215, se-

rie 47, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Ml. Lamarche H., Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Manuel D. Bergés Chupani, Ml. A. Amiama, Feo.
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bau-
tista Rojas Almán zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 8 de noviembre del año 1967,
años 124° de la Independencia y 105 9 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por María de
los Santos, dominicana, soltera, domiciliada en Yamasá, cé-
dula No. 2609 serie 5; Octavia de los Santos, dominicana,
soltera, domiciliada en el callejón No. 32, Faría, de esta
ciudad, cédula No. 3206, serie 8, ambas de quehaceres do-

•1	 de la República;
Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia,

de fecha 26 de julio de 1967, por la -Jual se declara el defec-
to de las recurridas, Colasina de 	 Santas y Corporación
Azucarera de la República Dominicana;

Visto el memorial de casación de fecha 28 de septiem-
bre de 1966, suscrito por el abogado de los recurrentes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli:
berado y vistos los artículos 550 del Código Civil; 140 de
la Ley de Registro de Tierras; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-

.	 cedimiento de Casacación;
Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: que
con motivo de una instancia en revisión por fraude suscrita
por los actuales recurrentes el Tribunal Superior de Tie-
rras dictó la sentencia ahora impugnada, cayo dispositivo es
como sigue: "FALLA: PRIMERO: Se admite en cuanto a
la forma la instancia en revisión por causa de fraude, diri-
gida al Tribunal Superior en fecha 7 de abril de 1964, por el
Dr. Diógenes del Orbe a nombre de los Sucesores de Juana
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Segunda de los Santos, contra la Decisión que ordenó elregistro de la Parcela No. 73 del Distrito Catastral No 8
del Municipio de Yamasá y su correspondiente Certificado
de Título; SEGUNDO: Se Rechazan las conclusiones prin-
cipales formuladas por la Coroporación Azucarera de la Re..pública Dominicana, por intermedio de su abogado el Dr.
Bienvenido Vélez Toribio, contenidas en su escrito de fecha6 de abril del 1965; TERCERO: Se Declara que la Corpora-ción Azucarera de la República Dominicana es una adqui-
riente de buena fé y y a título oneroso dentro de la ParcelaNo. 78 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Ya-
masá; CUARTO: Se Declara inadmisible el presente recur-
so de revisión por causa de fraude frente a los derechos ad-
quiridos por la Corporación Azucarera de la República Do-
minicana, dentro de la Parcela No. 78 varias veces mencio-
nadas, y en consecuencia se acogen en este sentido las con-
clusiones subsidiarias contenidas en el escrito de fecha 6
de abril de 1965, suscrito por el Dr. Bienvenido Vélez To-
ribio a excepción del acápite 4to. de dichas conclusiones;
QUINTO: Se rechaza, por improcedente •e infundado, el
presente recurso de revisión por causa de fraude, señalado
en el ordinal Primero de este dispositivo, y en consecuencia,
se mantiene con toda su fuerza y vigor la sentencia impug-
nada, el Decreto de Registro y el Certificado de Título que
son sus consecuencias; SEXTO: Se Acoge, en virtud de lo
dispuesto en el ordinal anterior, las conclusiones que de ma-
nera más subsidiaria figuran contenidas en el escrito de fe-
cha 6 de abril de 1965, suscrito por el Dr. Bienvenido Vélez
Toribio, a excepción del acápite 4to. de dichas conclusiones;
SEPTIMO: Se Rechaza por improcedente, el acápite 5to.
de las conclusiones principales, y los acápites 4to. de las
conclusiones subsidiarias y más subsidiarias del escrito de
fecha 6 de abril del 1965, suscrito por el Dr. Bienvenido
Vélez Toribio, por no existir por ante esta jurisdicción ca-
tastral la condenación en costas";

Considerando que los recurrentes invocan en su memo-
rial los siguientes medios de casación: Primer Medio: Viola-
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ció/1 del artículo 550 del Código Civil y falta de base legal;

segundo Medio: Falsa apliéacin del artículo 140 de la Ley
de Registro de Tierras y desnaturalizació n de los hechos de

la causa;
Considerando que en el desenvolvimiento del segundo

medio del recurso, que se examina primero por convenir así
a la solución del caso, los recurrentes alegan, en síntesis,
que el Tribunal a-quo ha desnaturalizado totalmente las

prueba s aportadas para establecer el fraude y se basó para
ello en que los medios de prueba sometidos fueron los mis-
mos que se utilizaron para establecer la mala fé del tercer
adquiriente, sin tener en cuenta que los recurrentes tenían
necesariamente que demostrar que el terreno y sus mejoras
pertenecían a la Sucesión de Juana Segunda de los Santos,
desposeíada en el saneamiento; pero,

Considerando que en la sentencia impugnada consta
que el exámen de la decisión dictada por el Juez de Juris-
dicción Original en el saneamiento, la cual fue confirmada
por el Tribunal Superior, permite comprobar que la adjudi-
cación de la Parcela No. 78 se hizo en favor de Lucas de
los Santoss y se fundamentó en los testimonios producidos
en la audiencia celebrada al efecto, por los cuales "se puso
de manifiesto no sólo el origen y la forma de adquisición
de estos terrenos, sino también el tiempo de ocupación tan-
to de Lucas de los Santos como de su causante, Alejo de los
Santos"; que los medios de prueba sometidos por los inti-
mantes para establecer el fraude contra la beneficiaria del
Decreto de Registro, esto es, contra Colasina de los Santos
Belén, son los mismos que utilizaron para establecer la pre-
tendida mala fé del tercer adquiriente, por estimar que esa
prueba era indivisible; que dichas pruebas, se expresa tam-
bién en el fallo impugnado, "han sido analizadas y ponde-
radas, y como tales apreciadas de ineficaces para dejar fi=
jada una situación de hecho, susceptible de producir las
consecuencias jurídicas que a modo de sanción estipula el

r '
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artículo 141 de la Ley de Registro de Tierras"; que los su-
cesores de Juana Segunda de los Santos "han querido valer-
se de los efectos jurídicos que la presente acción conl leva,para reclamar derechos de propiedad" como si dicha acción
constituyera "un tercer grado de jurisdicción";

Considerando que los jueces del fondo son soberanospara apreciar los hechos que constituyen el fraude a que se
refiere el artículo 140 de la Ley de Registro de Tierras, ysus decisiones al respecto escapan al control de la casación;Considerando que en la epecie, el Tribunal a-quo, ha-ciendo uso de ese poder, estimó, cite Colasina de los Santos
Belén, ni su causante, Lucas de los Santos, realizaron las
maniobras y actuaciones que configuran el fraude previsto
por el artículo 140 de la Ley de Registro de Tierras, con el
fin de obtener en su favor el registro de la Parcela No. 78
del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de Yamasá; que,
además, en cuanto a la alegada desnaturalización , los re-c
urrentes no han indicado en qué ésta consiste, y más bien

lo que han hecho es referirse a la apreciación que hicieran
los jueces del fondo de los testimonios oídos, lo cual entra
en sus facultades soberanas , según se dijo arriba, y escapaa la casación;

Considerando, en cuanto al primer medio del recurso
que va dirigido contra el tercer ad q uiriente, o sea la Corpo-
ración Azucarera, los recurrentes se limitan a criticar la
sentencia impugnada en cuanto declaró que dicho adqui-
riente es de buena fé; pero,

Considerando que al declararse como infundado por
esta Suprema Corte de Justicia en los Considerandos ante-riores el recurso de casación interpuesto en lo concerniente
Colasina de los Santos, vendedora a la Compañía Azucare-
ra, por estimarse ajustada a la Ley; la solución dada al ca-
so por el Tribunal Superior de Tierras, en la sentencia im-
pugnada, carecen de pertinencia, en tales condiciones, los
alegatos de la parte recurrente contra la citada Compañía

Azucarera, la cual como tercer adquiriente, deriva precisa-

mente sus derechos de la mencionada Colasina de los San-
tos; que, por tanto se hace innecesario ponderar dicho me-

dio;
Considerando, en cuanto al alegato de falta de base le-

gal, que lo expuesto precedentemente, y el exámen de la
sentencia impugnada muestra que la misma contiene mo-
tivos de hecho y de derecho suficientes y pertinentes que
han permitido a esta Corte verificar que en ella se ha he-
cho una correcta aplicación de la ley;

Considerando que no obstante haber sucumbido los
recurrentes no pueden ser condenados en costas, en vista
de que los recurridos, por haber hecho defecto, no tuvieron
oportunidad de pedir dicha condenación, y ésta no puede
ser pronunciada de oficio;

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por María, Octavia, Lauterio y Tomás de los San-
tos contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 25 de julio de 1966, dictada en relación con la Par-
cela No. 78 del Distrito Catastral No. 8 del Municipio de
Yamasá, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo.

Firmados: Fernando E. Ravelo de la Fuente,.— Carlos
Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ma-

s)	
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-

a> tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.—
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Cámara Civil Comercial de la Primer a
Circunscripción del Distrito Nacional, de fecha 2 de mayode 1967

Materia: Civil

Recurrente: Flora Hernández de Díaz
Abogado: Dr. Ramón Otilio Suárez Henríquez

Recurrido: Luisa T. de Medina.
Abogado: Dr. Jovino Herrera Arnó

S.,	 Dios, Patria y Libertad."15.:	 República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani; Manuel A. Amiama, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-

cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 10 de noviembre de 1967, años 1249 de la Indepen-dencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Flora
Hernández de Díaz, dominicana, mayor de edad, casada,
maestra de escuela, domiciliada en la casa No. 256 de la
calle Francisco Henríquez y Carvajal, de esta ciudad, cédu-
la No. 55091, serie, lra., contra la sentencia dictada en se-

gundo grado por la Cámara Civil y Comercial de la Prime-ra Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha 2 de Ma-

vo de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Ramón Otilio Suárez Henríquez, cédula

No. 3988, serie lra., abogado de la recurrente, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído al Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula No. 8376, se-
rie 12, por sí y en representación del Dr. Juan Arturo Sta-
mers, cédula No. 12392, serie 37, abogados de la recurrida
Luisa T. de Medina, de quehaceres domésticos, domicilia-
da en la casa No. 256 de la calle Francisco Henríquez y Car-
vajal, de esta ciudad , en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

11.1 Visto el memorial de casación de la recurrente sus-
crito por su abogado y depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia el día 29 de Mayo de 1967, en el
cuál se invocan los medios que más adelante se indican;

Visto el memorial de defense de la recurrida, suscrito
por sus abogados y depositados en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia el día 17 de julio de 1967;

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 3 del Decreto 4807 de 1959 sobre
Alquileres de Casas y Desahucios, 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda en rescisión de un contrato de inquili-
nato y desalojo, intentada por Luisa T. de Medina, contra
la hoy recurrente, el Juzgado de Paz de la Segunda Circuns-
cripción del Distrito Nacional, apoderado del asunto, dic-
tó en fecha 23 de Diciembre de 1966 una sentencia cuyo dis-
positivo es el sieguiente: "Falla: Primero: Declara rescin-
dido de pleno derecho el contrato de inquilinato celebrado
entre las señoras Luisa T. de Medina y Flora Hernández

TI
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani; Manuel A. Amiama, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-

cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 10 de noviembre de 1967, años 124 9 de la Indepen-dencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Flora
Hernández de Díaz, dominicana, mayor de edad, casada,
maestra de escuela, domiciliada en la casa No. 256 de la
calle Francisco Henríquez y Carvajal, de esta ciudad, cédu-
la No. 55091, serie, lra., contra la sentencia dictada en se-

gundo grado por la Cámara Civil y Comercial de la Prime-ra Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha 2 de Ma-

yo de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Ramón Otilio Suárez Henríquez, cédula

No. 3988, serie lra., abogado de la recurrente, en la lectura
de sus

Oído

conclusiones;
Jovino Herrera Arnó, cédula No. 8376, se-

rie 12, por sí y en representación del Dr. Juan Arturo Sta-
mers, cédula No. 12392, serie 37, abogados de la recurrida
Luisa T. de Medina, de quehaceres domésticos, domicilia-
da en la casa No. 256 de la calle Francisco Henríquez y Car-
vajal, de esta ciudad , en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente sus-
crito por su abogado y depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia el día 29 de Mayo de 1967, en el
cuál se invocan los medios que más adelante se indican;

Visto el memorial de defense de la recurrida, suscrito
por sus abogados y depositados en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia el día 17 de julio de 1967;

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 3 del Decreto 4807 de 1959 sobre
Alquileres de Casas y Desahucios, 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda en rescisión de un contrato de inquili-
nato y desalojo, intentada por Luisa T. de Medina, contra
la hoy recurrente, el Juzgado de Paz de la Segunda Circuns-
cripción del Distrito Nacional, apoderado del asunto, dic-
tó en fecha 23 de Diciembre de 1966 una sentencia cuyo dis-
positivo es el sieguiente: "Falla: Primero: Declara rescin-
dido de pleno derecho el contrato de inquilinato celebrado
entre las señoras Luisa T. de Medina y Flora Hernández
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de Díaz, sobre la pieza de la casa No. 256 de la calle Fran.
cisco Henríquez y Carvajal de esta ciudad, que ocupa la'
segunda en calidad de inquilina; Segundo:— Ordena el de-
salojo inmediato de la señora Flora Hernández de Díaz, de
la pieza que ocupa en calidad de inquilina en la casa No.
256 de la calle Francisco Henríq uez y Carvajal de esta ciu-
dad; Tercero: Condena a la señora Flora Hernández de
Díaz, al pago de las costas del presente procedimiento"; b)
que sobre el recurso de alzada interpuesto contra esa sen-.1
tencia intervino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo
es el siguiente: Falla: Primero:— Rechaza, por los motivos
procedentemente indicados, el recurso de pelación de que
se trata, interpuesto por Flora Hernández de Díaz por acto
de fecha 13 del mes de Enero del año 1967, notificado porn Alguacil Rafael V. Chevalier, contra la sentencia de fe
¡ha 23 de Diciembre de 1966 dictada por el Juzgado de Paz
de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional a favor
de Luisa T. de Medina; Segundo: Condena a Flora Hernán-
dez de Díaz. apelante que sucumbe, al pago de las costas,
con distracción de las mismas en favor del Abogado Dr.
Juan Arturo Stamers S., quien afirma estarlas avanzando
en su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación, la re-
currente invoca contra la sentencia impugnada, los siguien,
tes medios: Primer Medio: Violación del Artículo 3 del De-
creto 4807 del 16 de Mayo de 1959, sobre Control de Alqui-
leres de Casas y Desahucios. Segundo Medio: Falta de base
legal, falta e insuficiencia de motivos;

Considerando que en el desenvolvimiento de su primer
medio de casación, la recurrente alega en síntesis, que la
Cámara a-qu.a acogió la demanda de Luisa T. de Medina
sobre el fundamento de que el contrato de inquilinato cele-
brado por ella, por escrito, con la inquilina, tenía el térmi,
no de un año y como ya se había vencido dicho año, la pro-
pietaria de la casa tenía el derecho de pedir la rescisión del
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inquilinato y el desalojo de la arrendata ria ; que al fallar
de ese modo la Cámara a-qua, lo mismo que el Juzgado de
Paz, violaron el Art. 3 del Decreto 4807 que prohibe des-
ahuciar a un inquilino que está al día en sus obligaciones,
pues dicho Decreto que es de interés social, ha "suprimido"
el régimen del Código Civil en lo relativo a la llegada del
término en los Contratos de alquileres de Casas;

.11~ Considerando que el examen del fallo impuganado pong
de manifiesto que la Cámara a-qua acogió la demanda de
Luisa T. de Medina, sobre el fundamento esencial de que
el contrato escrito de alquiler venció el lro. de Octubre de
1966 y que como no fue prorrogado, la inquilina no tenía;
el derecho de continuar siendo arrendataria de la casa que
le había alquilado; que la referida inquilina se "encuentra
en falta al transcurrir el plazo de inquilinato acordado en
el contrato sin haber ésta accedido a hacerle entrega entre-
ga de la casa que ocupa", a su propietaria, según lo esti-
pulado en el contrato;

Considerando que de conformidad con el Artículo 3
del Decretc No. 4807 de 1959, "Queda prohibido el desahu-
cio del inquilino de un inmueble por persecusión del pro-
pietario, salvo que se haya ordenado la resiliación del con-
trato de alquilir por falta de pago del precio del alquiler;
o por utilizar el inmueble alquilado con un fin diferente
para el cual fue alquilado siempre aue sea perjudicial al
al propietario o contrario al orden público o a las buenas
costumbres; o por el inquilino subalquilar total o parcial-
mente el inmueble alquilado no obstante habérsele prohibi-
do por escrito; o por cambiar la forma del inmueble alqui-
lado. Cuando el inmueble vaya a ser objeto de reparación,
reedificación o nueva construcción o cuando vaya a ser ocu-
pado personalmente por el propietario o su cónyuge, o por
parientes de uno de ellos, ascendientes, descendient es o co-
laterales hasta el segundo inclusive durante dos años por
lo menos, el Control de Alquileres de Casas y Desahucio
autorizará el desalojo";
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de Díaz, sobre la pieza de la casa No. 256 de la calle Fran..
cisco Henríquez y Carvajal de esta ciudad, que ocupa la
segunda en calidad de inquilina; Segundo:— Ordena el de-
salojo inmediato de la señora Flora Hernández de Díaz, de
la pieza que ocupa en calidad de inquilina en la casa No.
256 de la calle Francisco Henríquez y Carvajal de esta ciu-
dad; Tercero: Condena a la señora Fiora Hernández de
Díaz, al pago de las costas del presente procedimiento"; b)
que sobre el recurso de alzada interpuesto contra esa sen-
tencia intervino el fallo ahora impugnado, cuyo dispositivo _
es el siguiente: Falla: Primero:— Rechaza, por los motivos
procedentemente indicados, el recurso de pelación de que
se trata, interpuesto por Flora Hernández de Díaz por acto
de fecha 13 del mes de Enero del año 1967, notificado por
él Alguacil Rafael V. Chevalier. contra la sentencia de fe

23 de Diciembre de 1966 dictada por el Juzgado de Paz
de la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional a favor
de Luisa T. de Medina; Segundo: Condena a Flora Hernán-
dez de Díaz. apelante que sucumbe, al pago de las costas, 40,
con distracción de las mismas en favor del Abogado Dr.
Juan Arturo Stamers S., quien afirma estarlas avanzando
en su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación, la re-
currente invoca contra la sentencia impugnada, los siguien,
tes medios: Primer Medio: Violación del Artículo 3 del De-
creto 4807 del 16 de Mayo de 1959, sobre Control de Alqui-
leres de Casas y Desahucios. Segundo Medio: Falta de base
legal, falta e insuficiencia de motivos;

Considerando que en el desenvolvimiento de su primer
medio de casación, la recurrente alega en síntesis, que la
Cámara a-qua acogió la demanda de Luisa T. de Medina
sobre el fundamento de que el contrato de inquilinato cele-
brado por ella, por escrito, con la inquilina, tenía el térmi,
no de un año y como ya se había vencido dicho año, la pro-
pietaria de la casa tenía el derecho de pedir la rescisión del

inquilinato y el desalojo de la arrendatari a ; que al fallar
de ese modo la Cámara a-qua, lo mismo que el Juzgado de
Paz, violaron el Art. 3 del Decreto 4807 que prohibe des-
ahuciar a un inquilino que está al día en sus obligaciones,
pues dicho Decreto que es de interés social, ha "suprimido"
el régimen del Código Civil en lo relativo a la llegada del
término en los Contratas de alquileres de Casas;

Considerando que el examen del fallo impuganado ponq
de manifiesto que la Cámara a-qua acogió la demanda de
Luisa T. de Medina, sobre el fundamento esencial de que
el contrato escrito de alquiler venció el lro. de Octubre de
1966 y que como no fue prorrogado, la inquilina no teníá
el derecho de continuar siendo arrendataria de la casa que
le había alquilado; que la referida inquilina se "encuentra
en falta al transcurrir el plazo de inquilinato acordado en
el contrato sin haber ésta accedido a hacerle entrega entre-
ga de la casa que ocupa", a su propietaria, según lo esti-
pulado en el contrato;

Considerando que de conformidad con el Artículo 3
del Decretc No. 4807 de 1959, "Queda prohibido el desahu-
cio del inquilino de un inmueble por persecusión del pro-
pietario, salvo que se haya ordenado la resiliación del con-
trato de alquilir por falta de pago del precio del alquiler;
o por utilizar el inmueble alquilado con un fin diferente
para el cual fue alquilado siempre que sea perjudicial al
al propietario o contrario al orden público o a las buenas
costumbres; o por el inquilino subalquilar total o parcial-
mente el inmueble alquilado no obstante habérsele prohibi-
do por escrito; o por cambiar la forma del inmueble alqui-
lado. Cuando el inmueble vaya a ser objeto de reparación,
reedificación o nueva construcción o cuando vaya a ser ocu-
pado personalmente por el propietario o su cónyuge, o por
parientes de uno de ellos. ascendientes, descendientes o co-
laterales hasta el segundo inclusive durante dos años por
lo menos, el Control de Alquileres de Casas y Desahucio
autorizará el desalojo";
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Considerando que como se advierte de la simple lec-
tura de ese texto, los propietarios de casa de alquiler solo
pueden pedir la rescisión de los contratos de inquilinato en
los casos limitativamente señalados en dicho Decreto; que
la finalidad perseguida por el legislador al limitar los pode-
res de los propietarios en relación con los contratos de al-
quiler ha sido conjurar en parte el problema social de la
vivienda en el país, facilitando y garantizando a los inqui-
linos que pagan el importe del arrendamiento, la estabili-
dad de sus contratos; que como la llegada del término no
es una causa de rescisión del inquilinato de las previstas en
el referido texto legal, y como la Cámara a-qua acogió la
demanda de Luisa T. de Medina sobre ese fundamento, es
claro que dicha Cámara incurrió en la sentencia impugnada,
en la violación del referido Artículo 3 del Decreto 4807 de
1959, por lo cual la indicada sentencia debe ser casada sin
que sea necesario ponderar el otro medio de casación;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada
en segundo grado, por la Cámara Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, en fecha 2 de Mayo de 1967, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal; y Segundo: Condena a
Luisa T. de Medina al apago de las costas, ordenándose la
distración de ellas en provecho del Dr. Ramón Otilio Suá-
rez Henríquez, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.—
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresado, y fue

ada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
firmcertifico.— (Fdo). Ernesto Curiel hijo.—
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considerando que como se advierte de la simple lec-
tura de ese texto, los propietarios de casa de alquiler solo
pueden pedir la rescisión de los contratos de inquilinato en
los casos limitativamente señalados en dicho Decreto; que
la finalidad perseguida por el legislador al limitar los pode-
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el referido texto legal, y como la Cámara a-qua acogió la
demanda de Luisa T. de Medina sobre ese fundamento, es
claro que dicha Cámara incurrió en la sentencia impugnada,
en la violación del referido Artículo 3 del Decreto 4807 de
1959, por lo cual la indicada sentencia debe ser casada sin
que sea necesario ponderar el otro medio de casación;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada
en segundo grado, por la Cámara Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, en fecha 2 de Mayo de 1967, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo,
y envía el asunto ante el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal; y Segundo: Condena a
Luisa T. de Medina al apago de las costas, ordenándose la
distración de ellas en provecho del Dr. Ramón Otilio Suá-
rez Henríquez, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresad

o , y fue

firmada, leída y publicada por mí , Secretario General, que
certifico.— (Fdo). Ernesto Curiel hijo.—
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 
1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Dajabón,de fecha 10 de enero de 1967.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Ayuntamiento de Loma de Cabrera
Abogados: Dr. Manuel de Js. Muñiz y Dr. Graciliano Cortorreal P.

Recurridos: Rafael Antonio Flang y compartes.
Abogado: Dr. Manuel E. Rivas Estévez

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte Jus-
ticia, regularmente constitutída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada. Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras. Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional. los 10 días del mes de Noviembre de
1967, años 124 9 de _a Independencia y 105 9 de la Restau-ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación
la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ayun-
tamiento de Loma de Cabrera, Provincia de Dajabón, con-
tra la sentencia dictada en fecha 10 de enero de 1967 por
el Juzggao de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Dajabón como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel de Js. Muñiz, cédula 25171, serie

212ra5.,, por sí y por el Dr. Graciliano Cortorreal P., cédula
7 

serie 18, abogados del recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Manuel E. Rivas Estévez, cédula 4588, se-
rie 44, abogado de los recurridos, en la lectura de sus con-
clusiones ; recur 'idos que son Rafael Antonio Flang, Ser-
gio Pacheco de la Rosa, Rafael Fernández Cepin y Bernar-
do Gonell Guzmán, dominicanos, mayores de edad, todos
del domicilio y residencia de Loma de Cabrera, portadores
de las Cédulas Nos. 6361, serie 36, 5004, serie 44, 6641, se-
r:e 47 y 3857, serie 73, respectivamente. ex-empleados del
Ayuntamiento de Loma de Cabrera;

Oído el dictámen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 1° de marzo de
1967, suscrito por los abogados del Ayuntamiento recurren-
te, en el cual se invocan contra la sentencia im pugnada los
medios que se indican más adelante;

1011	 Visto el memorial de defensa de los recurridos, de fe-
cha 19 de mayo de 1967, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedimien
to Civil 3, 84, 168, y 170 del Código de Trabajo, 2 de la Ley
269 de 196.6, y la Ley 4652 de 1957 sobre Regalía Pascual.
citados por el recurrente; 1 y siguientes de la Ley No. 2059
de 1949 reformada por la No. 269 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que,
con motivo de una reclamación de prestaciones laborales,
sobre la cual no hubo acuerdo ante el Representante Local
de la Secretaría de Trabajo establecido en Pepillo Salcedo,

I I*
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Sentencia impugnada: Juzgadode Primera Instancia de Dajabón,de fecha 10 de enero de 1967.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Ayuntamiento de Loma de Cabrera
Abogados: Dr. Manuel de Js. Muñiz y Dr. Graciliano Cortorreal P.

Recurridos: Rafael Antonio Flang y compartes.
Abogado: Dr. Manuel E. Rivas Estévez

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte Jus-
ticia, regularmente constitutída por los Jueces Manuel Ra-món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos ManuelL
amarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;

Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional. los 10 días del mes de Noviembre de
1967, años 124° de _a Independencia y 105 9 de la Restau-
ración. dicta en audiencia pública, como corte de casación
la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ayun-
tamiento de Loma de Cabrera, Provincia de Dajabón, con-tra la sentencia dictada en fecha 10 de enero de 1967 por

el Juzggao de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Dajabón como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado,
cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel de Js. Muñiz, cédula 25171, serie

ira., por sí y por el Dr. Graciliano Cortorreal P., cédula
2257, serie 18, abogados del recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Manuel E. Rivas Estévez, cédula 4588, se-
rie 44, abogado de los recurridos, en la lectura de sus con-
clusiones ; recur 'idos que son Rafael Antonio Flang, Ser-
gio Pacheco de la Rosa, Rafael Fernández Cepin y Bernar-
do Gonell Guzmán, dominicanos, mayores de edad, todos
del domicilio y residencia de Loma de Cabrera, portadores
de las Cédulas Nos. 6361, serie 36, 5004, serie 44, 6641, se-
r:e 47 y 3857, serie 73, respectivamente, ex-empleados del
Ayuntamiento de Loma de Cabrera;

Oído el dictámen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 1 9 de marzo de
1967, suscrito por los abogados del Ayuntamiento recurren-
te, en el cual se invocan contra la sentencia impugnada los
medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, de fe-
cha 1° de mayo de 1967, suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141 del Código de Procedimien
to Civil 3, 84, 168, y 170 del Código de Trabajo, 2 de la Ley
269 de 196.6, y la Ley 4652 de 1957 sobre Regalía Pascual,
citados por el recurrente; 1 y siguientes de la Ley No. 2059
de 1949 reformada por la No. 269 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que,
con motivo de una reclamación de prestaciones laborales,
sobre la cual no hubo acuerdo ante el Representante Local
de la Secretaría de Trabajo establecido en Pepillo Salcedo,
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el Juzgado de Paz de Loma de Cabrera dictó en fecha 8 de
noviembre de 1966 como Tribunal de Trabajo de Primer
Grado, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Prime-ro: Condena al Honorable Ayuntamiento de Loma de Ca-
brera al pago de las sumas de RD$1,329.07, RD$476.25.
RD$800.68 y RD$146, ascendente a un total de RD$2,752.00'en favor de los nombrados Rafael Antonio Fland, Sergio
Pacheco de la Rosa Rafael Fernández Cepín y BernardoGonel Guzmán, respectivamente. por preaviso y cesantíade acuerdo al llódigo de Trabajo, acogiendo en todas suspartes el pedimento del abogado de la defensa en favor de
las partes demandantes, así como al pago de tres (3) meses
de salario por concepto de indemnización en favor de losdemandantes; Segundo: Lo condena al pago de las costas
procesales"; que, sobre a pelación del Ayuntamiento, inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero:Ratifica el defecto pronunciado en au-
diencia contra el Honorable Ayuntamiento de Loma de
Cabrera, por falta de comparecer. Segundo: Declara bue-
no y válido el recurso de apelación interpuesto por e] Ho-
norable Ayuntamiento de Loma de Cabrera contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Loma de Cabrera de fecha 8 de
noviembre del año 1966, dictada en favor de Rafael Anto-
nio Fland, Sergio Pacheco de la Rosa, Rafael Fernández Ce-
pín y Bernardo Gonel Guzmán, ct 	 dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; Tercero: Refor-
ma la sentencia apelada en cuanto al fondo en el sentido
de condenar al Honoroble Ayuntamiento de Loma de Ca-
brera a pagar a: Rafael Antonio Fland, 24 días de preaviso;
180 días de cesan tía, 2 semanas de vacaciones a razón de un
salario de RD11-3.83 diarios; y al pago de una suma igual a
los salarios que hubiera devengados desde el día de la de-
manda hasta la fecha de la sentencia dictada en última ins-
tancia, sin que esta suma exceda de los salarios correspon-
pondientes a tres meses; a Sergio Pacheco de la Rosa: 24
días de preaviso, 120 días de auxilio de cesantía, 2 semanas

de vacaciones y al pago de una suma igual a los salarios
que hubiera devengado, desde el día de la demanda hasta la
fecha de la sentencia, dictada en última instancia, sin que
esta suma exceda de los salarios correspondien tes a tres me-
ses, todo a razón de un salario de RD$ 2.50 diarias; a: Ra-
fael Fernánde:- Cepín, 24 días por concepto de preaviso,
180 días por concepto de cesantía, 2 semanas de vaciones
y al pago de una suma igual a los salar:os que hubiera de-
vengado desde el día de la demanda, hasta la fecha de la
sentencia dictada en última instancia, sin que esta suma
exceda de los salarios correspondientes a tres meses, a ra-
zón de un salario de RD$2.83 diarios; a: Bernardo Gonell
Guzmán, 24 días de preaviso. 30 días por concepto de ce-
santía, 2 semanas de vaciones y al pago de una suma igual
a los salarios que hubiera devengados desde el día de la
demanda hasta la fecha de la sentencia dictada en última
instancia, sin que esta suma exceda de los salarios co-
rrespondientes a tres meses, a razón de RD$2.00 diarios.
Cuarto: Declara extemporánea él ejercicio de la acción en
lo que se refiere a la regalía pascual. Quinto: Condena a la
parte sucumbiente, el Honorable Ayuntamiento de Loma
de Cabrera, al pago de las costas de alzada tan solo en un
cincuenta por ciento, de acuerdo con los artículos 691 del
Código de Trabajo y 52 mod. de la Ley No. 637 sobre con-
trato de trabajo vigente";

Considerando, que el Ayuntamiento recurrente invoca
contra la sentencia impugnada los siguientes medios de ca-
sación: Falta de Base Legal.— Primer Medio: Violación por
falta de aplicación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil.— Segundo Medio: Falsa aplicación del ar-
tículo S4, ordinal primero y tercero del Código de Traba-
jo.— Tercer Medio: Desconocimiento del Artículo 3 del
Código de Trabajo.— Cuarto Medio: Falsa aplicación del
artículo 2 de la Ley No. 269 de fecha 24 de junio de 1966.
Publicada en la Gaceta Oficial No. 8991 del 28 de julio de
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el Juzgado de Paz de Loma de Cabrera dictó en fecha 8 de
noviembre de 1966 como Tribunal de Trabajo de Primer
Grado, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Prime-ro: Condena al Honorable Ayuntamiento de Loma de Ca-
brera al pago de las sumas de RD$1,329.07, RD$476.25.
RD$800.68 y RD$146, ascendente a un total de RD$2,752.00
en favor de los nombrados Rafael Antonio Fland, Sergio
Pacheco de la Rosa Rafael Fernández Cepín y BernardoGonel Guzmán, respectivamente. por preaviso y cesantía
de acuerdo al Código de Trabajo, acogiendo en todas sus
partes el pedimento del abogado de la defensa en favor delas partes demandantes, así como al pago de tres (3) meses
de salario por concepto de indemnización en favor de losdemandantes; Segundo: Lo condena al pago de las costas
procesales"; que, sobre a pelación del Ayuntamiento, inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: Primero:Ratifica el defecto pronunciado en au-
diencia contra el Honorable Ayuntamiento de Loma de
Cabrera, por falta de comparecer. Segundo: Declara bue-
no y válido el recurso de apelación interpuesto por el Ho-
norable Ayuntamiento de Loma de Cabrera contra senten-
cia del Juzgado de Paz de Loma de Cabrera de fecha 8 de
noviembre del año 1966, dictada en favor de Rafael Anto-
nio Fland, Sergio Pacheco de la Rosa, Rafael Fernández Ce-
pín y Bernardo Gonel Guzmán, ct dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; Tercero: Refor-
ma la sentencia apelada en cuanto al fondo en el sentido
de condenar al Honoroble Ayuntamiento de Loma de Ca-
brera a pagar a: Rafael Antonio Fland, 24 días de preaviso;
180 días de cesan tía, 2 semanas de vacaciones a razón de un
salario de RD$3.83 diarios; y al pago de una suma igual a
los salarios que hubiera devengados desde el día de la de-
manda hasta la fecha de la sentencia dictada en última ins-
tancia, sin que esta suma exceda de los salarios correspon-
pondientes a tres meses; a Sergio Pacheco de la Rosa: 24
días de preaviso, 120 días de auxilio de cesantía, 2 semanas

de vacaciones y al pago de una suma igual a los salarios
que hubiera devengado, desde el día de la demanda hasta la
fecha de la sentencia, dictada en última instancia, sin que
esta suma exceda de los salarios correspondien tes a tres me-
ses, todo a razón de un salario de RD$' 2.50 diarias; a: Ra-
fael Fernánde:- Cepín, 24 días por concepto de preaviso,
180 días por concepto de cesantía, 2 semanas de vaciones
y al pago de una suma igual a los salarios que hubiera de-
vengado desde el día de la demanda, hasta la fecha de la
sentencia dictada en última instancia, sin que esta suma
exceda de los salarios correspondientes a tres meses, a ra-
zón de un salario de RD$2.83 diarios; a: Bernardo Gonell
Guzmán, 24 días de preaviso. 30 días por concepto de ce-
santía, 2 semanas de vaciones y al pago de una suma igual
a los salarios que hubiera devengados desde el día de la
demanda hasta la fecha de la sentencia dictada en última
instancia, sin que esta suma exceda de los salarios co-
rrespondientes a tres meses, a razón de RD$2.00 diarios.
Cuarto: Declara extemporánea el ejercicio de la acción en
lo que se refiere a la regalía pascual. Quinto: Condena a la
parte sucumbiente, el Honorable Ayuntamiento de Loma
de Cabrera, al pago de las costas de alzada tan solo en un
cincuenta por ciento, de acuerdo con los artículos 691 del
Código de Trabajo y 52 mod. de la Ley No. 637 sobre con-
trato de trabajo vigente";

Considerando, que el Ayuntamiento recurrente invoca
contra la sentencia impugnada los siguientes medios de ca-
sación: Falta de Base Legal.— Primer Medio: Violación por
falta de aplicación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil.— Segundo Medio: Falsa aplicación del ar-
tículo 34, ordinal primero y tercero del Código de Traba-
jo.— Tercer Medio: Desconocimiento del Artículo 3 del
Código de Trabajo.— Cuarto Medio: Falsa aplicación del
artículo 2 de la Ley No. 269 de fecha 24 de junio de 1966.
Publicada en la Gaceta Oficial No. 8991 del 28 de julio de
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1966. Quinto Medio: Desconocimiento de la Ley No. 4652
de fecha 24 de marzo de 1957. Gaceta Oficial 8105 de fe-
cha 27 de marzo de 1957, Sobre Regalía Pascual.

Considerando, que en lo medios reunidos de su memo-
rial, el Ayuntamiento recurrente alega en síntesis que la
sentencia impugnada carece de base legal sobre los he-
chos necesarios para la aplicación del artículo 2 de la Ley
No. 269 de 1964y el artículo 84 del Código de Trabajo;

Considerando, qué el vicio de falta de base legal puede
ser en toda materia suscitado de oficio por la Suprema Cor-
te de Justicia en los recursos de casación, aún en los ca-
sos en que los recurrentes no lo hayati invocado o lo ha-
yán hecho parcial o insuficientemente;

Considerando, que, conforme al artículo 2 de la Ley
No. 2059 del 22 de julio de 1949, reformado y ampliado por
la Ley No. 269, para que las relaciones de trabajo de las
instituciones oficiales con sus servidores q ueden fuera del
estatuto de los funcionarios y empleados públicos y sean
regidas por las leyes laborales. es  necesario, primero, que
los establecimientos, empresas o servicio en que laboren
tengan carácter industrial, comercial o	 transporte; y
segundo, que en el trabajo que realicen predomine o se
suponga que predomine el esfuerzo muscular, lo que, por
tanto, excluye a los funcionarios dirigente, a los empleados
técnicos y a los de despachos y oficianas, que están bajo
otras protecciones y prerrogativas; que, en la especie, no
se ha establecido de una nianera debidamente comprobada
si los recurridos realizaban para el Ayuntamiento deman-
dado y ahora recurrente actividades dirigentes, técnicas
de oficina, o trabajados predominantemente musculares;
que por tales razones, la sentencia impugnada carece de
las comprobaciones de hecho que son indispensables a esta
Suprema Corte para apreciar, si en el caso ocurrente, la ley
ha sido bien o mal aplicada;

Considerando , que, conforme al artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando se casa una sen-

tencia por falta de base legal las costas pueden ser compen-

sadas;
Por tales mot: ,os, Primero: Casa la sentencia dictada

en grado de apelación por el Juzgado de Primera Instan-
cia de Dajabón en fecha 10 de enero de 1967, cuyo disposi-

v	

ha copiado en parte anterior del presente fallo y en-
el 	 por ante el Juzgado de Primera Instancia de

tIvilía

oo se

ntecristi; Segundo: Declara compensadas las costas.—
(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando

E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Ami.
ama— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Fdo). Ernesto Curiel
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1966. Quinto Medio: Desconocimiento de la Ley No. 4652
de fecha 24 de marzo de 1957. Gaceta Oficial 8105 de fe-
cha 27 de marzo de 195'7, Sobre Regalía Pascual.

Considerando, que en lo medios reunidos de su memo-
rial, el Ayuntamiento recurrente alega en síntesis que la
sentencia impugnada carece de base legal sobre los he-
chos necesarios para la aplicación del artículo 2 de la Ley
No. 269 de 1961y el artículo 84 del Código de Trabajo;

Considerando, que el vicio de falta de base legal puede
ser en toda materia suscitado de oficio por la Suprema Cor-
te de Justicia en los recursos de casación, aún en los ca-
sos en que los recurrentes no lo hayati invocado o lo ha-
yan hecho parcial o insuficientemente;

Considerando, que, conforme al artículo 2 de la Ley
No. 2059 del 22 de julio de 1949, reformado y ampliado por
la Ley No. 269, para que las relaciones de trabajo de las
instituciones oficiales con sus servidores aueden fuera del
estatuto de los funcionarios- y empleados públicos y sean
regidas por las leyes laborales. es  necesario, primero, que
los establecimientos, empresas o servicio en Q ue laboren
tengan carácter industrial, comercial o	 transporte; y
segundo, que en el trabajo que realicen predomine o se
suponga que predomine el esfuerzo muscular, lo que, por
tanto, excluye a los funcionarios dirigente, a los empleados
técnicos y a los de despachos y oficianas, que están bajo
otras protecciones y prerrogativas; Que, en la especie, no
se ha establecido de una iilanera debidamente comprobada
si los recurridos realizaban para el Ayuntamiento deman-
dado y ahora recurrente actividades dirigentes, técnicas
de oficina, o trabajados predominantemente musculares;
que por tales razones, la sentencia impugnada carece de
las comprobaciones de hecho que son indispensables a esta
Suprema Corte para apreciar, si en el caso ocurrente, la ley
ha sido bien o mal aplicada;
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Considerando, que, conforme al artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando se casa una sen-

tencia por falta de base legal las costas pueden ser compen-

sadas;
Por tales mot: •os, Primero: Casa la sentencia dictada

en grado de apelación por el Juzgado de Primera Instan-
cia de Dajabón en fecha 10 de enero de 1967, cuyo disposi-
tivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo y en-
vía el asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia de
Montecristi ; Segundo: Declara compensadas las costas.—

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Ami.
ama— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló — Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.—

ith La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí. Secretario General,
que certifico.— (Fdo). Ernesto Curiel
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del DistritoJudicial de Azua, de fecha 3 de marzo de 1967.

Materia: Correccional (Viol. a la ley 2402)

Recurrente: Raúl Feliz
Abogado: Dr Ju; J. Sánchez

Dios, Patria y Libertad.
RepúbUca Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez P•relló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde c. abra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 10 de noviembre del año 1967, años 1249
de la Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casa& ín, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Raúl Fe-
liz, de generales ignoradas, residente frente a la escuela
Normal de Azua, contra sentencia dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua en fecha
3 de marzo de 1967, en grado de apelación y en materia
correccional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe declarar y declara nulo por tardío el presente
recurso de apelación interpuesto por el nombrado Raúl Fe-

contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de este
Municip io , de fecha 31 de octubre de 1966, que lo condenó

a 2 años de prisión correccional y costas, fijándole una pen-
sión de RD$15.00 mensuales; SEGUNDO: Que debe conde-
nar y condena -al recurrente al pago de las' costas";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Azua, a requerimiento del Dr. Juan J. Sánchez
A., en representación de Raúl Feliz, de fecha 27 de marzo
de 1967, en el cual se invoca "que se ha hecho una mala
aplicación de la Ley";

Visto el memorial suscrito por dicho Dr. Juan J. Sán-
chez A., dirigido a la Suprema Corte de Justicia. en fecha
16 de octubre de 1967, en el cual se enuncian los medios de
casación siguientes: "Primer Medio: Violación del artículo
4 párrafo I de la Ley No. 2402 sobre asistencia obligatoria
de los hijos menores de 18 años.— Violación del artículo
169 del Código de Procedimiento Criminal. Desconocimien-
to de las reglas que rigen las apelaciones contra las senten-
cias en defecto. Desconocimiento de las reglas que domi-
nan el conocimiento de las sentencias. Falta de Base Legal.
Desnaturalización de los hechos de la causa y violación del
derecho de defensa";

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Los condenados a una
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no
podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos o en
librtad provisional bajo fianza";



2146	 BOLETIN JUDICIAL 	 BOLETIN JUDICIAL	 2147

SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Azua, de fecha 3 de marzo de 1967.

Materia: Correccional (Vio]. a la ley 2402)

Recurrente: Raúl Feliz
Abogado: Dr Juan J. Sánchez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

Ir En 'Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde c. abra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 10 de noviembre del año 1967, años 1249
de la independencia y 1059 de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casac'Sn, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Raúl Fe-
liz, de generales ignoradas, residente frente a la escuela
Normal de Azua, contra sentencia dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua en fecha
3 de marzo de 1967, en grado de apelación y en materia
correccional, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME-
RO: Que debe declarar y declara nulo por tardío el presente
recurso de apelación interpuesto por el nombrado Raúl Fe-

ilz, contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de este
Municipio, de fecha 31 de octubre de 1966, que lo condenó
a 2 años de prisión correccional y costas, fijándole una pen-
sión de RDS15.00 mensuales; SEGUNDO: Que debe conde-
nar y condena al recurrente al pago de las costas";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Azua, a requerimiento del Dr. Juan J. Sánchez
A., en representación de Raúl Feliz, de fecha 27 de marzo
de 1967, en el cual se invoca "que se ha hecho una mala
aplicación de la Ley";

Visto el memorial suscrito por dicho Dr. Juan J. Sán-
chez A.. dirigido a la Suprema Corte de Justicia, en fecha
16 de octubre de 1967, en el cual se enuncian los medios de
casación siguientes: "Primer Medio: Violación del artículo
4 párrafo I de la Ley No. 2402 sobre asistencia obligatoria
de los hijos menores de 18 años.— Violación del artículo
169 del Código de Procedimiento Criminal. Desconocimien-
to de las reglas que rigen las apelaciones contra las senten-
cias en defecto. Desconocimiento de las reglas que domi-
nan el conocimiento de las sentencias. Falta de Base Legal.
Desnaturalización de los hechos de la causa y violación del
derecho de defensa";

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Los condenados a una
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no
podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos o en
librtad provisional bajo fianza";

fi
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Considerando que el recurrente fue condenado a la
pena de dos años de Prisión Correccional; que no se ha es-
tablecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o la
suspensión de la ejecución de la pena que le fue impuesta,
de conformidad con las disposiciones de los artículos 7 y 8
de la Ley 2402 de 1950; que, por tanto, el presente recurso
de casación no debe ser admitido;

Por tales rwtivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casaciÓri interpuesto por Raúl Feliz contra la sen-
tencia correccional dictada en grado de apelación por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azu4
en fecha 3 de marzo de 1967, cuyo dispositivo 1a sido co-
piado en parte enterior del persente fallo; y, Segunda: Con-
dena al recurrente al pago de las costas.

Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.-- Manuel D.
Bergés Chupani. Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMB RE DEL 1967

sc•ntencia impugnada: Quinta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 6 de
abril de 1967.

Materia: Correccional.

Recurrente: Pedro Cordero

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la

4 Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 del mes de Noviembre de
1967, años 124 9 de la Independencia y 1059 de la Restaura-

' ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro
Cordero. dominicano, mayor de edad, soltero, residente en

31 la calle Respaldo Las Américas, casa No. 33 del Ensanche
Ozama, Ciudad de Santo Domingo, contra sentencia dicta-
da por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en atribuciones correccio-
nales y en grado de apelación, de fecha 6 del mes de abril
de 1967, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero:
Declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de
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Considerando que el recurrente fue condenado a la
pena de dos años de Prisión Correccional; que no se ha es-
tablecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o la
suspensión de la ejecución de la pena que le fue impuesta,
de conformidad con las disposiciones de los artículos 7 y 8
de la Ley 2402 de 1950; que, por tanto, el presente recurso
de casación no debe ser admitido;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Raúl Feliz contra la sen-
tencia correccional dictada en grado de apelación por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azu2
en fecha 3 de marzo de 1967, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte enterior del persente fallo; y, Segunda: Con-
dena al recurrente al pago de las costas.

Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H. Manuel D.
Bergés Chupani. Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico — (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1967

sentencia impugnada: Quinta Cámara Pe.nal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 6 de

abril de 1967.

Materia: Correccional.

Recurrente: Pedro Cordero

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 10 del mes de Noviembre de
1967, años 124° de la Independencia y 105° de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro
Cordero, dominicano, mayor de edad, soltero, residente en
la calle Respaldo Las Américas, casa No. 33 del Ensanche
Ozama, Ciudad de Santo Domingo, contra sentencia dicta-
da por la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en atribuciones correccio-
nales y en grado de apelación, de fecha 6 del mes de abril
de 1967, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero:
Declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de
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Apelación interpuesto por el nombrado Pedro Cordero
contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Cuar-
ta Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha 19 de
marzo de 1967, cuyo dispositivo dice así: "1 9.— Se pronun-
cia el defecto contra el nombrado Pedro Cordero, por no
haber comparecido no obstante haber sido legalmente ci-
tado; 29 .— Se declara a Pedro, Cordero culpable de viola-
ción a la Ley No. 2402, en perjuicio de Ramón Perdomo, y
en consecuencia, se le asigna una pensión alimenticia de
RD$30.00 mensuales, para la manutención de sus hijos me-
nores procreados con la señora Ramona Perdomo, y en su
defecto 2 años de prisión correccional y pago de las costas,
por haber sido interpuesto dicho recurso dentro de las for-
malidades de Ley"; 2 9.— En cuanto al fondo, se varía lo

;dispuesto por la sentencia objeto del presente r ..trso en lo
que se refiere a la pensión, y se fija en RDS20.00 mensua-
les para ambos niños; 39.— Se confirma la pena de prisión
dispuesta por la sentencia recurrida; l ".— Se condena al
mencionado inculpado al pago de las costas";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, a requerimiento del
Dr. Virgilio Méndez Acosta. a nombre del prevenido, en
fecha 13 de abril del 1967, en el cual no se invoca ningún
medio determinado de Casación;

La Suprema Corte de Juticia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7y 8 de la Ley No. 2402 de
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobré Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Los condenados a una pe-
na exceda de seis meses de prisión correccional no podrán

recurrir en Casación, si no estuvieren presos o en libertad
provisional

Considerando
 bajo  fi acinuzea ';e' l

recurrente fue condenado a la pe-

na 
de dos años de Prisión Correccional; que no se ha esta-

blecido que dicha recurrente esté en prisión, ni tampocq
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o

la supensión de la ejecución de la pena que le fue impuesta,
de conformidad con las disposiciones de los artículos 7 y 8
de la Ley No. 2402 de 1950; que por tanto, el presente re-
curso de casación no debe ser admitido;

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible el
recurso de casación interpuesto por Pedro Cordero contra
la sentencia correccional dictada por la Quinta Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional
en fecha 6 de abril de 1967, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en parte anterior del presente Fallo; y Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas. —

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Cecretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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Apelación interpuesto por el nombrado Pedro Cordero
contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de la Cuar-
ta Circunscripción del Distrito Nacional, en fecha 1 9 de
marzo de 1967, cuyo dispositivo dice así: "1 9.— Se pronun-
cia el defecto contra el nombrado Pedro Cordero, por no
haber comparecido no obstante haber sido legalmente ci-
tado; 29.— Se declara a Pedro, Cordero culpable de viola-
ción a la Ley No. 2402, en perjuicio de Ramón Perdomo,
en consecuencia, se le asigna una pensión alimenticia de
RD$30.00 m4nsuales, para la manutención de sus hijos me-
nores procreados edn la señora Ramona Perdomo, y en su
defecto 2 años de prisión correccional y pago de las costas,
por haber sido interpuesto dicho recurso dentro de las for-
malidades de Ley"; 2 9.— En cuanto al fondo, se varía lo

;dispuesto por la sentencia objeto del presente r ars() en lo
que se refiere a la pensión, y se fija en RDS20.00 mensua-
les para ambos niños; 3 9.— Se confirma la pena de prisión
dispuesta por la sentencia recurrida; ¿".— Se condena
mencionado inculpado al pago de las costas";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol:
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Quinta Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, a requerimiento del
Dr. Virgilio Méndez Acosta, a nombre del prevenido, 'en
fecha 13 de abril del 1967, en el cual no se invoca ningún
medio determinado de Casación;

La Suprema Corte de Juticia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7y 8 de la Ley No. 2402 de
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobré Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Los condenados a una p e

-na exceda de seis meses de prisión correccional no podrán
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recurrir en Casación, si no estuvieren presos o en libertad
provisional bajo fianza";

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de Prisión Correccional; que no se ha esta-
blecido que dicha recurrente esté en prisión, ni tampocq
que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o
la supens ión de la ejecución de la pena que le fue impuesta,
de conformidad con las disposiciones de los artículos 7 y 8
de la Ley No. 2402 de 1950; que por tanto, el presente re-
curso de casación no debe ser admitido;

Por tales motivos, PRIMERO: Declara inadmisible el
recurso de casación interpuesto por Pedro Cordero contra
la sentencia correccional dictada por la Quinta Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional
en fecha 6 de abril de 1967, cuyo dispositivo ha sido trans-
crito en parte anterior del presente Fallo; y Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas. —

(Firmados:1 Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada. leída y publicada por mí, Cecretario General,
que certifico. (Fdo.1 Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 28 de octubre de 1966.

Materia: Correccional

Recurrentes: Rafael o Ricardo Tirado Calcaño y la San Rafael
C. potn'A.

Abogado: Dr. A. Flavio Sasa

Intervinients: Ramón A. Cabral y Micaela Pimentel
Abogado: Dr. Julio Eligio Rodriguez

Dios, Patria y Libertad.
República Domihicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche II., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de
noviembre del año 1967, años 124 9 de la Independencia y
105 9 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiei.te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
o Ricardo Tirado Calcaño, dominicano, .'iayor de edad, sol-
tero, empleado particular, domiciliado en esta ciudad, y la
San Rafael C. por A., compañía de Seguros organizada de

conformidad con las leyes de la República Dominicana, do-
miciliada en la Avenida Tiradentes esquina Rafael Augus-
to Sánchez, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 28 de octubre de 1966, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. A. Flavio Sosa, cédula No. 61541, serie 1a,

abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído al Dr. Julio Eligio Rodríguez, cédula No. 19665,
serie 18, abogado de Ramón A. Cabral y Micaela Pimentel,
personas constituidas en parte civil, intervinientes, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictámen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos levantadas en la Secretaría
de la Corte a-qua, el día 31 de octubre de 1966, a requerí-
miento del abogado Dr. A. Flavio Sosa, en representación
de los recurrentes, en la cual no se invoca ningún medio
determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes suscrito por su,
abogado y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicia en fecha 18 de septiembre de 1967, en el cual
se invocan los medios que luego se indican;

Visto el escrito de los intervinientes, firmado por su
abogado y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicia en fecha 18 de septiembre de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 293 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;
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1

SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada' Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 28 de octubre de 1966.

Materia: Correccional

Recurrentes: Rafael o Ricardo Tirado Calcaño y la San Rafael
C. por*A.

Abogado: Dr. A. Flavio Sosa

Intervinientes: Ramón A. Cabral y Micaela Pimentel
Abogado: Dr. Julio Eligio Rodríguez

Dios, Patria y Libertad.
República Domihicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche II., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alva-
rez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra .sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 10 de
noviembre del año 1967, años 124° de la Independencia
1059 de la Restauración, dicta en audiencia pública. como
corte de casación, la siguiel..te sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
o Ricardo Tirado Calcaño, dominicano, .nayor de edad, sol-
tero, empleado particular, domiciliado en esta ciudad. y la
San Rafael C. por A., compañía de Seguros organizada de

conformidad con las leyes de la República Dominicana, do-
miciliada en la Avenida Tiradentes esquina Rafael Augus-
to Sánchez, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 28 de octubre de 1966, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. A. Flavio Sosa, cédula No. 61541, serie la,

abogado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusio-
nes;

Oído al Dr. Julio Eligio Rodríguez, cédula No. 19665,
serie 18, abogado de Ramón A. Cabral y Micaela Pimentel,
personas constituidas en parte civil, intervinientes, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos levantadas en la Secretaría
de la Corte a-qua, el día 31 de octubre de 1966, a requeri,
miento del abogado Dr. A. Flavio Sosa, en representación
de los recurrentes, en la cual no se invoca ningún medio
determinado de casación;

Visto el memorial de los recurrentes suscrito por su,
abogado y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicia en fecha 18 de septiembre de 1967, en el cual
se invocan los medios que luego se indican;

Visto el escrito de los intervinientes, firmado por su
abogado y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicia en fecha 18 de septiembre de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 203 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
30 de noviembre de 1965, la Primera Cámara Penal del
Distrito Nacional, a poderada por el Ministerio Público,
dictó en sus atribuciones correccionales, una sentencia cu-
yo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se re-
envía el conocimiento de la presente causa seguida contra
los nombradas Luis Domingo Vargas y Rafael Javier Pine-
da, de generales ignoradas, prevenidos del delito de viola-
ción a la Ley No. 5771, en perjuicio de Ramón A. Cabral;
Micaela Pimentel y Altagracia Pérez; para una próxima
audiencia, a fin de obtener certificado médico del agravia-
do Ramón A. Cabral, así como dar oportunidad al abogado
de los señores Ramón A. Cbral, y Micaela Pimentel de
regularizar su constitución en parte civil y citar testigos y
agraviados así como co-acusados Luis Domingo Vargas;
SEGUNDO: Se reservan las costas"; b) que en fecha 4 de
febrero de 1966, la misma Cámara, dictó una sentencia acer
ca del caso, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Se suspende el conocimiento de la presente causa
seguida contra los nombrados Luis Domingo Vargas, de ge-
nerales ignoradas y Rafael Javier Pineda, de generales que
costan, prevenidos del delito de violación a la Ley No. 5771,
en perjuicio de Ramón A. Cabral, Micaela Pimentel y Al-
tagracia Pérez, para el día lunes siete (7) del mes de febre-
ro del año 1966, a las nueve (9) horas de la mañana; que-
dan citadas las partes; SEGUNDO: Se reservan las costas";
c) que en la audiencia del día 7 de febrero de 1966, el Dr.
Julio Eligio Rodríguez, abogado de la parte civil constituida
presentó las siguientes conclusiones: "PRIMERO: condenar .
al señor Ricardo Tirado Calcaño, como persona civilmente
responsable por ser éste el propietario del carro placa pú-
blica No. 28120 para el año 1965, y conducido en el mo-
mento del accidente por el señor Rafael Javier Pineda, a
pagar una indemnización de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.-
00) en favor del señor Ramón A. Cabral, y de Diez Mil Pe-

sos Oro
(RD$10,000) en favor de la señora Micaela Pimen-

tel; SEGUNDO: condenar al señor Ricardo Tirado Calcaño
al pago de las costas del procedimiento, con distracción de
las mismas en provecho del abogado Dr. Julio Eligio Rodrí-

guez, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad; TER-

CERO: 
que la sentencia que intervenga con motivo de la

presente demanda le sea oponible a la Compañía asegura-

dora del mencionado vehículo"; ch) q ue en esa misma au-
diencia el Dr. Flavio Sosa, abogado defensor del prevenido
Rafael Javier Pineda y en representación de Ricardo Tira-
do Calcaño, presentó las siguientes conclusiones : "Que des-
carguéis al Sr. Rafael Javier Pineda por no haber cometido
los hechos que se le imputan; Segundo: que rechacéis por
improcedentes y mal fundadas e inoperantes ó en todo caso
por falta de pruebas la constitución en parte civil hecha
por Ramón A. Cabral y Micaela Pimentel contra Carlos Ti-
rado Calcaño; Tercero: Que Rafael Javier Pineda se opone
formalmente a que se conceda un plazo cual que sea a la
parte Civil Constituída, a fin de depositar documentos, ba-
jo toda reservas"; d) que el ayudante del Ministerio Públi-
co dictaminó en esa misma audiencia del siguiente modo:
"PRIMERO: Que se pronuncie el defecto contra el nom-
brado Luis Domingo Vargas y, en consecuencia, se le con-
dene al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RDS-
50.00) y al pago de las costas, por violación al artículo 19,
inciso 26, de la Ley No. 5771; SEGUNDO : Que se descar-
gue al nombrado Rafael Javier Pineda, por no haber come-
tido el hecho y se declaren las costas de oficio"1; e) que
"momentos después", en esa misma audiencia, el Juez apo-
derado del asunto, dictó una sentencia cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el defecto
contra el nombrado Luis Domingo Vargas, de generales ig-
noradas, por no haber comparecido a esta audiencia no obs-
tante haber sido citado; SEGUNDO : Se aplaza el fallo de
la presente causa para una próxima audiencia"; f) que en
fecha 22 de febrero de 1966, la indicada Cámara Penal dic-
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Considerando que en la sentencia impugnada y en losdocumentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
30 de noviembre de 1965, la Primera Cámara Penal del
Distrito Nacional, apoderada por el Ministerio Público,
dictó en sus atribuciones correccionales, una sentencia cu-
yo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se re-
envía el conocimiento de la presente causa seguida contra
los nombrados Luis Domingo Vargas y Rafael Javier Pine-
da, de generales ignoradas, prevenidos del delito de viola-
ción a la Ley No. 5771, en perjuicio de Ramón A. Cabral,
Micaela Pimentel y Altagracia Pérez; para una próxima
audiencia, a fin de obtener certificado médico del agravia-
do Ramón A. Cabral, así como dar oportunidad al abogado
de los señores Ramón A. C nbral, y Micaela Pimentel de
regularizar su constitución en parte civil y citar testigos y
agraviados así como co-acusados Luis Domingo Vargas;
SEGUNDO: Se reservan las costas"; b) que en fecha 4 de
febrero de 1966, la misma Cámara, dictó una sentencia acer
ca del caso, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Se suspende el conocimiento de la presente causa
seguida contra los nombrados Luis Domingo Vargas, de ge-
nerales ignoradas y Rafael Javier Pineda, de generales que
costan, prevenidos del delito de violación a la Ley No. 5771,
en perjuicio de Ramón A. Cabral, Micaela Pimentel y Al-
tagracia Pérez, para el día lunes siete (7) del mes de febre-
ro del año 1966, a las nueve (9) horas de la mañana; que-
dan citadas las partes; SEGUNDO: Se reservan las costas";
c) que en la audiencia del día 7 de febrero de 1966, el Dr.
Julio Eligio Rodríguez, abogado de la parte civil constituida
presentó las siguientes conclusiones: "PRIMERO: condenar .
al señor Ricardo Tirado Calcaño, como persona civilmente
responsable por ser éste el propietario del carro placa pú-
blica No. 28120 para el año 1965, y conducido en el mo-
mento del accidente por el señor Rafael Javier Pineda, a
pagar una indemnización de Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.-
00) en favor del señor Ramón A. Cabral, y de Diez Mil Pe-

50s Oro (RD$10,000) en favor de la señora Micaela Pimen-

tel; SEGUNDO: condenar al señor Ricardo Tirado Calcaño

al pago de las costas del procedimiento, con distracción de

las
mismas en provecho del abogado Dr. Julio Eligio Rodrí-

guez, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad; TER-

CERO: 
que la sentencia que intervenga con motivo de la

presente demanda le sea oponible a la Compañía asegura-

dora del mencionado vehículo"; ch) q ue en esa misma au-
diencia el Dr. Flavio Sosa, abogado defensor del prevenido
Rafael Javier Pineda y en representación de Ricardo Tira-
do Calcaño, presentó las siguientes conclusiones: "Que des-
carguéis al Sr. Rafael Javier Pireda por no haber cometido
los hechos que se le imputan; Segunda.: que rechacéis por

improcedentes y mal fundadas e inoperantes ó en todo caso
por falta de pruebas la constitución en parte civil hecha
por Ramón A. Cabral y Micaela Pimentel contra Carlos Ti-
rado Calcaño; Tercero: Que Rafael Javier Pineda se opone
formalmente a que se conceda un plazo cual que sea ala
parte Civil Constituida, a fin de depositar documentos, ba-
jo toda reservas"; d) que el ayudante del Ministerio Públi-
co dictaminó en esa misma audiencia del siguiente modo:
"PRIMERO: Que se pronuncie el defecto contra el nom-
brado Luis Domingo Vargas y, en consecuenc ia, se le con-
dene al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RDS-
59.00) y al pago de las costas, por violación al artículo 19,
inciso 26, de la Ley No. 5771; SEGUNDO : Que se desear-

411 gue al nombrado Rafael Javier Pineda, por no haber come-
tido el hecho y se declaren las costas de oficio"1; e) que
"momentos después", en esa misma audiencia, el Juez apo-
derado del asunto, dictó una sentencia cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el defecto
contra el nombrado Luis Domingo Vargas, de generales ig-
noradas, por no haber comparecido a esta audiencia no obs-
tante haber sido citado; SEGUNDO : Se aplaza el fallo de
la presente causa para una próxima audiencia"; f) que en
fecha 22 de febrero de 1966, la indicada Cámara Penal dic-
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tó una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA.
PRIMERO: Ratifica el d'tfecto pronunciado en la audiencia
de fecha 7 del mes de febrero del año 1966, en contra del
nombrado Luis Domingo Vargas, de generales ignoradas
por no haber comparecido no obstante haber sido regular:
mente citado; SEGUNDO: Se declara al nombrado Luis Do-
mingo Vargas, de generales ignoradas, Culpable de haber
violado el artículo 1 9, letra c) de la Ley No. 5771, sobre ac-
cidentes producidos con el manejo de vehículos de motor,
en perjuicio de los nombrados: Rafael Javier Pineda, Ra.
món A. Cabral, Micaela Pimentel y Altagracia Pérez. y,
en consecuencia, se le condena a pagar una multa de Cin-
cuenta Pesos Oro (RD$50.00); acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Se ordena la cancela-
ción de la fianza que para obtener su libertad provisional
concertó el prevenido Luis Domingo Vargas, con la Compa-
ñía de Seguros "Seguros Pepín, S. A.", mediante póliza No.
0793 de fecha 8 de marzo de 1065, por la suma de Tres Mil
Pesos Oro (RD$3,000.00); CUARTO: Se ordena la cancela-
ción de la licencia No. 26490, expedida en favor del preve-
nido, por un período de Seis (6) meses a partir de la extin-
ción de la pena principal, invocando el párrafo IV del ar-
tículo 1 9, de la ley de la materia; QUINTO: Declara al co-
acusado Rafael Javier Pineda, de generales anotadas en el
expediente, no culpable del hecho puesto a su cargo, es de-
cir, violación de la Ley No. 5771, y, en consecuencia, se le
descarga de toda responsabilidad penal, por no haber viola-
do dicha ley; SEXTO: Declara buena, regular y válida,
en cuanto a la forma, la constitución en parte civil intentada
por los señores Ramón A. Cabral y Micaela Pimentel, por
conducto de su abogado constituido, Dr. Julio Eligio Ro-
dríguez, en contra del co-prevenido Rafael Javier Pineda,
contra Ricardo Tirado Calcaño, en su calidad de persona
civilmente responsable, por ser propietario del carro placa
pública No. 28120, y contra la Compañía Nacional de Segu-
ros "San Rafael, C. por A.", en su calidad de entidad ase-
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guradora del dicho vehículo; SEPTIMO: Rechaza, cuanto
al fondo los pedimentos de las personas constituidas por im-
procedentes y faltos de base legal; OCTAVO: Condena a los
señores Ramón A. Cabral y Micaela Pimentel al pago de
las costas del procedimiento"; g) que sobre los recursos de
alzada interpuestos contra ese fallo por el Fiscal y por la
parte civil constitutída intervino la sentencia ahora impug-
nada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:
Declara que el recurso de apelación interpuesto por los se-
ñores Ramón A. Cabral y Micaela Pimentel, contra senten-
cia de fecha Veintidós (22) del mes de febrero del 1966,
dicta por la Primera Cámara de lo Penal del Distrito Na-
cional, es regular y válido en la 'forma por haber sido in-
tentado en tiempo hábil, en razón de no haberse compro-
bado en el expediente, que la misma, le fuese notificada por
el Ministerio Público ó la parte civilmente responsable;
SEGUNDO: Rechaza en tal virtud las conclusiones presen-
tadas en audiencia a .nombre de la parte civilmente respon-
sable señor Rafel Tirado Calcaño, y la compañía San Ra-
fael. C. por A., por improcedente y mal fundada; TERCE-

RO: Condena a la parte civilmente-responsable Rafael Ti-
rado Calcaño, y a la Compañía San Rafael C. por A., parte
que sucumbe al pago de las costas, distribuyéndolas, en
provecho del abogado de la parte civil constituida Dr. Eligio
Rodríguez, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad";

Considerando que en su memorial, los recurrentes in-
vocan los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación al artículo 203 del Código de Procedimiento Cri-
minal; Violación al artículo 141 del Código de Procedimien-
to Civil.— Contradicción de motivos con el dispositivo de
la sentencia recurrida; y falta de base legal; Primer y

Unico Medio: Desnaturalización de los hechos: falta de ba-
se legal; violación al artículo 203 del Código de Procedi-
miento Criminal y 130 del Código de Procedimiento Civil";

'r
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tó una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA.
PRIMERO: Ratifica el dkecto pronunciado en la audiencia.
de fecha 7 del mes de febrero del año 1966, en contra del
nombrado Luis Domingo Vargas, de generales ignoradas
por no haber comparecido no obstante haber sido regular-
mente citado; SEGUNDO: Se declara al nombrado Luis
mingo Vargas, de generales ignoradas, Culpable de haber
violado el artículo 1 9, letra c) de la Ley No. 5771, sobre ac-
cidentes producidos con el manejo de vehículos de motor,
en perjuicio de los nombrados: Rafael Javier Pineda, Ra -
món A. Cabral, Micaela Pimentel y Altagracia Pérez, y,
en consecuencia, se le condena a pagar una multa de Cin-
cuenta Pesos Oro (RD$50.00); acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Se ordena la cancela.
ción de la fianza que para obtener su libertad provisional
concertó el prevenido Luis Domingo Vargas, con la Compa-
ñía de Seguros "Seguros Pepín, S. A.", mediante póliza No.
0793 de fecha 8 de marzo de 1965, por la suma de Tres Mil
Pesos Oro (RD$3,000.00); CUARTO: Se ordena la cancela-
ción de la licencia No. 26490, expedida en favor del preve-
nido, por un período de Seis (6) meses a partir de la extin-
ción de la pena principal, invocando el párrafo IV del ar-
tículo 1 9 , de la ley de la materia; QUINTO: Declara al co-
acusado Rafael Javier Pineda, de generales anotadas en el
expediente, no culpable del hecho puesto a su cargo, es de-
cir, violación de la Ley No. 5771, y, en consecuencia, se le
descarga de toda responsabilidad penal, por no haber viola-
do dicha ley; SEXTO: Declara buena, regular y válida,
en cuanto a la forma, la constitución en parte civil intentada
por los señores Ramón A. Cabral y Micaela Pimentel, por
conducto de su abogado constituido, Dr. Julio Eligio Ro-
dríguez, en contra del co-prevenido Rafael Javier Pineda,
contra Ricardo Tirado Calcaño, en su calidad de persona
civilmente responsable, por ser propietario del carro placa
pública No. 28120, y contra la Compañía Nacional de Segu-
ros "San Rafael, C. por A.", en su calidad de entidad ase-
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guradora del dicho vehículo; SEPTIMO: Rechaza, cuanto

al fond o los pedimentos de las personas constituídas por im-
procedentes y faltos de base legal; OCTAVO: Condena a los
señores Ramón A. Cabral y Micaela Pimentel al pago de
las costas del procedimiento"; g) que sobre los recursos de
alzada interpuestos contra ese fallo por el Fiscal y por la
parte civil constitutída intervino la sentencia ahora impug-
nada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:
Declara que el recurso de apelación interpuesto por los se-
ñores Ramón A. Cabral y Micaela Pimentel, contra senten-
cia de fecha Veintidós (22) del mes de febrero del 1966,
dicta por la Primera Cámara de lo Penal del Distrito Na-
cional, es regular y válido en la 'forma por haber sido in-
tentado en tiempo hábil, en razón de no haberse compro-
bado en el expediente, que la misma, le fuese notificada por
el Ministerio Público ó la parte civilmente responsable;
SEGUNDO: Rechaza en tal virtud las conclusiones presen-
tadas en audiencia a nombre de la parte civilmente respon-
sable señor Rafel Tirado Calcaño, y la compañía San Ra-
fael, C. por A., por improcedente y mal fundada; TERCE-

RO: Condena a la parte civilmente-responsable Rafael Ti-
rado Calcaño, y a la Compañía San Rafael C. por A., parte
que sucumbe al pago de las costas, distribuyéndolas, en
provecho del abogado de la parte civil constituída Dr. Eligio
Rodríguez, quien afirma haberlas avanzado en su totali-
dad";

Considerando que en su memorial, los recurrentes in-
vocan los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación al artículo 203 del Código de Procedimiento Cri-
minal; Violación al artículo 141 del Código de Procedimien-
to Civil.— Contradicción de motivos con el dispositivo de
la sentencia recurrida; y falta de base legal; Primer y

Unico Medio: Desnaturalización de los hechos: falta de ba-
se legal; violación al artículo 203 del Código de Procedi-
miento Criminal y 130 del Código de Procedimiento Civil";
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Considerando que en el desenvolvimiento de sus me-
dios de casación reunidos, los recurrentes alegan en sín-
tesis, lo siguiente: a) que ellos concluyeron ante la Corte
a.qua, solicitando alíe se declarara caduco- el recurso de
apelación del Fiscal porque se interpuso después de los
10 días fijados por el Art. 203 del Código de Procedimien_
to Criminal; que la referida Corte aunque lo admite así
en los motives de su 'fallo lo silencia en el dispositivo, y
condena a los recurrentes, al pago total de las costas sin
tomar en cuenta que en lo relativo al indicado recurso,
"teníamos razón"; y'la) que la sentencia del día 22 de fe_
brero de 1966 de la lra. Cámara Penal fue dictada en
presencia del abogado representante de la parte civil y
por tanto el plazo para apelar corría para dicha parte a
partir de esa fecha y no a partir de la notificación de la
sentencia; que como la referida parte civil apeló de la in-1.'11
dicada sentencia el día 16 de marzo de ese mismo año, esa
1pelación era.ardía, y al no reconocerlo así la Corte a.qua
incurrió en la sentencia im pugnada en los vicios y vio_
]aciones denunciados; pero,

Considerando que la Corte a-qua en el penúltimo Con-
siderando de la sentencia impugnada expresa lo siguiente:
"que en lo que respecta al recurso interpuesto por el Pro- el
curador Fiscal el 18 de marzo de 1966, sí procede declarar-
lo inadmisible por tardío toda vez que siendo para el mi-
nisterio público contradictoria toda sentencia de carácter
penal, mal podría quererlo validar cuando como en el pre-
sente caso fue elevado fuera de los plazos de 10 días que les' indica el artículo 203 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, por lo que procede declarar dicho recurso tardío y sin
ningún efecto Jurídico"; que por lo antes expuesto se advier-
te que la Corte a-qua decidió de una manera formal y explí-
cita el punto de las conclusiones de las recurrentes relativo
a la apelación del fiscal siendo irrelevante que no lo haya
consignado así en el dispositivo de la sentencia, como es la
costumbre;

Considerando que el plazo de la apelación discurre,
respecto de la parte civil, si la sentencia no ha sido pronun-
ciada en su presencia, solo a partir del día en que se repu-
te legalmente conocido el fallo, aún tratándose de un juicio
contradicto03, en el que se haya reenviad o el fallo para
una próxima audiencia;

Considerando que según se advierte de la relación de
hechos antes expuesta, en la audiencia del 7 de febrero de
1966 celebrada ante la Primera Cámara Penal del Distrito
Nacional, el juez después de pronunciar el defecto contra
el co-prevenido Vargas, aplazó el fallo para otra audiencia
sin indicar el día en que ésta debía celebrarse; que en ta-
les condiciones aún cuando la instrucción del asunto ante
la Primera Cámara Penal no fue en defecto para la parte
civil, como se afirma erroneamente en la sentencia impug-
nada, el punto de partida para hacer correr el plazo de la
apelación tenía que ser el de la notificación; que como en la
especie la sentencia del 22 de febrero de 1966 no le fue
notificada la sentencia civil, es claro aue dicha parte podía
Interponer ese recurso el día 16 de marzo de ese mismo
año, como lo hizo; que, finalmente, el examen de la senten-
cia del 22 de febrero de 1966 dictada por la Primera Cáma-
ra Penal del Distrito Nacional, pone de manifiesto que aún
cuando en ella se dice que fué oído al abogado de la parte
civil, ello no significa que dicho abogado concluyó ese mis-
mo día 22, pues es constante que lo había hecho en la au-
diencia celebrada anteriormente el día 7 de ese mismo mes,
y que la audiencia del día 22 se destinó exclusivamente pa-
ra dictar el fallo, todo, sin la presencia de la parte civil, ni
de su abogado; que. además, el hecho de que los recurren-
tes hayan triunfado en cuanto a la caducidad del recurso de
apelación del fiscal, no significa que la Corte a-qua estaba
en la obligación, por esa sola circunstancia, de liberar a di-
chos recurrentes del pago total de las costas. cuando es evi-
dente que frente a la parte civil, ellos fueron los que su-
cumbieron;
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Considerando que en el desenvolvimiento de sus me-
dios de casación reunidos, los recurrentes alegan en sín-
tesis, lo siguiente: a) que ellos concluyeron ante la Corte
a.qua, solicitando que se declarara caduco' el recurso de
apelación del Fiscal porque se interpuso después de los
1.0 días fijados por el Art. 203 del Código de Procedimien.
to Criminal; que la referida Corte aunque lo admite así
en los motives de su 'fallo lo silencia en el dispositivo, y
condena a los recurrentes, al pago total de las costas sin
tomar en cuenta que en lo relativo al indicado recurso,
"teníamos razón"; YS) que la sentencia del día 22 de fe_
brero de 1966 de la lra. Cámara Penal fue dictada en
presencia del abogado representante de la parte civil y
por tanto el nlz_s zo para apelar corría para dicha parte a
partir de esa fecha y no a partir de la notificación de lb'
sentencia; que como la referida parte civil apeló de la in-
clicada sentencia el día 16 de marzo de ese mismo año, esa
bpelación era ardía, y al no reconocerlo así la Corte a.qua
incurrió en la sentencia impugnada en los vicios y vio_
laciones denunciados; pero,

Considerando que la Corte a-qua en el penúltimo Con-
siderando de la sentencia impugnada expresa lo siguiente:
"que en lo que respecta al recurso interpuesto por el Pro-
curador Fiscal el 18 de marzo de 1966, sí procede declarar-
lo inadmisible por tardío toda vez que siendo para el mi-.
nisterio público contradictoria toda sentencia de carácter
penal, mal podría quererlo validar cuando como en el pre- 40'
sente caso fue elevado fuera de los plazos de 10 días que les
indica el artículo 203 del Código de Procedimiento Crimi-
nal, por lo que procede declarar dicho recurso tardío y sir.,
ningún efecto Jurídico"; que por lo antes expuesto se advier-
te que la Corte a-qua decidió de una manera formal y explí- 40'
cita el punto de las conclusiones de las recurrentes relativo
a la apelación del fiscal siendo irrelevante que no lo haya
consignado así en el dispositivo de la sentencia, como es la
costumbre;

Considerando que el plazo de la apelación discurre,
respecto de la parte civil, si la sentencia no ha sido pronun-
ciada en su presencia, solo a partir del día en que se repu-
te legalmente conocido el fallo, aún tratándose de un juicio
contradictor:4, en el que se haya reenviado el fallo para
una próxima audiencia;

Considerando que según se advierte de la relación de
hechos antes expuesta, en la audiencia del 7 de febrero de
1966 celebrada ante la Primera Cámara Penal del Distrito
Nacional , el juez después de pronunciar el defecto contra
el co-prevenido Vargas, aplazó el fallo para otra audiencia
sin indicar el día en que ésta debía celebrarse; que en ta-
les condiciones aún cuando la instrucción del asunto ante
la Primera Cámara Penal no fue en defecto para la parte
civil, como se afirma erroneamente en la sentencia impug-
nada, el punto de partida para hacer correr el plazo de la
apelación tenía que ser el de la notificación; que como en la
especie la sentencia del 22 de febrero de 1966 no le fue
notificada la sentencia civil, es claro que dicha parte podía
i nterponer ese recurso el día 16 de marzo de ese mismo
año, como lo hizo; que, finalmente, el examen de la senten-
cia del 22 de febrero de 1966 dictada por la Primera Cáma-
ra Penal del Distrito Nacional, pone de manifiesto que aún
cuando en ella se dice que fué oído al abogado de la parte
civil, ello no significa que dicho abogado concluyó ese mis-
mo día 22, pues es constante que lo había hecho en la au-
diencia celebrada anteriormente el día 7 de ese mismo mes,
v que la audiencia del día 22 se destinó exclusivamente pa-
ra dictar el fallo, todo, sin la presencia de la parte civil, ni
de su abogado; que. además, el hecho de que los recurren-
tes hayan triunfado en cuanto a la caducidad del recurso de
apelación del fiscal, no significa que la Corte a-qua estaba
en la obligación, por esa sola circunstancia, de liberar a di-
chos recurrentes del pago total de las costas, cuando es evi-
dente que frente a la parte civil, ellos fueron los que su-
cumbieron;
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Considerando que por todo lo anteriormente expuesto
se advierte que los medios de casación que se examinan ca-
recen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-tes a Ramón A. Cabral y Micaela Pimentel; Segundo: Re-
chaza los recursos de casación interpuestos por Rafael Ti-
rado Calcaño y la San Rafael C. por A., contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de Santo Domingo en fecha 28 de octubre de
1966, cuyo dispbsitivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; y, Tercero: Condena a los recurrentes que
sucumben al pago de las castas, ordenándose la distracción
de ellas en provecho del Dr. Julio Eligio Rodríguez, abogado
de los interveninientes, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente. —Carlos Manuel Lamarche Henríquez.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.-
Joaquín M. Alvarez Perelló. —Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hje, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto . Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMBRE DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 3 de julio de 1967.

Materia: Habeas Corpus

Recurrente: José Antonio Marmolejos Marte

República Dominicana.
Dios, Patria y libertad.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
tie:a, regularmente constituida por las Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Berges Chupani, Manuel A,, Amiama, Francisco Elpidio
Beras. Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias. en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 10 de noviembre del año 1967, años 1249
de la Independencia y 105° de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Marmolejos Marte, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado público, domiciliado en la casa No. 112 de
la calle Arzobispo Meriño de esta ciudad, C&1. No. 136939,
serie 1 9 , contra la sentencia dictada en materia de Habeas
Corpus, por la Corte de Apelación de Santo Domingo el día
3 de julio de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Considerando que por todo lo anteriormente expuesto
se advierte que los medios de casación que se examinan ea_
recen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
tes a Ramón A. Cabral y Micaela Pimentel; Segundo: Re-chaza los recursos de casación interpuestos por Rafael Ti-
rado Calcaño y la San Rafael C. por A., contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de Santo Domingo en fecha 28 de octubre de
1966, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; y, Tercero: Condena a los recurrentes que
sucumben al pago de las costas, ordenándose la distracción
de ellas en provecho del Dr. Julio Eligio Rodríguez, abogado
de los interveninientes, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente. —Carlos Manuel Lamarche Henríquez.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló. —Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
Fije, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

soTENCIA DE FECHA 10 DE NOVIEMB RE DEL 1967

sentencia, impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 3 de julio de 1967.

313tecia: Habeas Corpus

Recurrente: José Antonio Marmolejos Marte

República Dominicana.
Dios, Patria y Libertad.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticIa, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada. Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A., Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del. Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 10 de noviembre del año 1967, años 1249
de la Independencia y 105° de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Marmolejos Marte, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, empleado público, domiciliado en la casa No. 112 de
la calle Arzobispo Meriño de esta ciudad, Céd. No. 136939,

serie l a , contra la sentencia dictada en materia de Habeas
Corpus, por la Corte de Apelación de Santo Domingo el día
3 de julio de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

e la República;
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Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-q'ua el día 12 de julio de 1967, a requerimiento
del abogado Dr. Juan Rafael Grullón Castañeda, en repre_
sentación del recurrente, en la cual no se invoca ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 13 y 29 de la Ley 5353 de
1914, 1 y siguientes de la Ley 160 de 1967, y 1 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Conside/ando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una solicitud de mandamiento de Habeas Corpus presen-
tada a favor de José Antonio Marmolejos Marte, la Sexta

dictó-.
 Penal del Distrito Nacional, apoderada del caso,

dictó-Zén fecha 8 de junio de 1967, una sentencia cuyo dis-
positivo se transcribe en el del fallo ahora impugnado; bl
que sobre el recurso interpuesto contra esa decisión, inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido,
en la forma, el recurso de apelación interpuesto por el Dr.
Modesto Medran() Monción, en fecha 8 del mes de junio del
1967, contra sentencia dictada por la Sexta Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal cuyo dispositivo dice así: Tulla Primero: Se declara
regular y válido , en cuanto a la forma el presente recurso
de Habeas Corpus, interpuesto por el nombrado José An-
tonio Marmolejos Marte; Segundo: En cuanto (al) fondo se
rechaza, por existir indicios que hacen presumir que ha
cometido los hechos puestos a .su cargo; y Tercero: Se de-
claran las costas de oficio'; por haberlo interpuesto en
tiempo hábil de acuerdo con las normas procedimentales;
SEGUNDO: En cuanto al fondo se confirma en todas sus
partes la sentencia apelada; TERCERO: se declaran las cos-
tas de oficio";

Considerando que la Corte a-qua al confirmar "en to-
das sus partes la sentencia apelada" adoptó los mot'i-os de
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esta última sentencia; que el examen de ese fallo pone de
manifiesto que los jueces de Habeas Corpus mantuvieron la
prisión del recurrente sobre el fundamento de que éste
"confesó haber hecho varios vales de gasolina con la fir-
ma de su tío Fermín Marte, con los cuales hacía despachar
dicho combustible en la Bomba propiedad del señor Luis
Carbuccia, lo que implica... que hay indicios... de su
culpabilidad en los hechos que han motivado sus prisión";

Considerando que los hechos así establecidos, pudo in-
ferir la Corte 2-qua, como lo hizo, que existían motivos su-
ficientes para presumir prima facie, que el detenido era
culpable del hecho punible puesto a su cargo, lo que justi-
ficaba su mantenimiento en prisión, ya que tal hecho es
una infracción castigada con penas privativas de libertad;

Considerando que examinada en	 demás aspectos
la sentencia impugnada, no contiene en 	 concerniente al
interés del recurrente, vicio alguno que amerite su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Antonio Marmolejos Marte,
contra la sentencia dictada en materia de Habeas Corpus,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo en fecha 3
de julio de 1967, cuyo dispositivo se ha co piado en parte an-

terior del presente fallo; y, Segundo: Declara que no ha
lugar a condenación en costas.

Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia. —Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmado, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de

la Corte 2-qua el día 12 de julio de 1967, a requerimiento
del abogado Dr. Juan Rafael Grullón Castañeda, en repre..
sentación del recurrente, en la cual no se invoca ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 13 y 29 de la Ley 5353 de
1914, 1 y siguientes de la Ley 160 de 1967, y 1 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considelndo que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una solicitud de mandamiento de Habeas Corpus presen-
tada a favor de José Antonio Marmolejos Marte, la Sexta

Cámara Penal del Distrito Nacional, apoderada del caso,
dictó-én fecha 8 de junio de 1967, una sentencia cuyo dis-
positivo se transcribe en el del fallo ahora impugnado; b)
que sobre el recurso interpuesto contra esa decisión, inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido,
en la forma, el recurso de apelación interpuesto por el Dr.
Modesto Medrano Monción, en fecha 8 del mes de junio del
1967, contra sentencia dictada por la Sexta Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal cuyo dispositivo dice así: Talla Primero: Se declara
regular y válido , en cuanto a la forma el presente recurso
de Habeas Corpus, interpuesto por el nombrado José An-
tonio Marmolejos Marte; Segundo: En cuanto (al) fondo se
rechaza, por existir indicios que hacen presumir que ha
cometido los hechos puestos a su cargo; y Tercero: Se de-
claran las costas de oficio'; por haberlo interpuesto en
tiempo hábil de acuerdo con las normas procedimentales;
SEGUNDO: En cuanto al fondo se confirma en todas sus
partes la sentencia apelada; TERCERO: se declaran las cos-
tas de oficio";

Considerando que la Corte a-.qua al confirmar "en to-
das sus partes la sentencia apelada" adoptó los mot : vos de
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esta última sentencia; que el examen de ese fallo pone de
manifiesto que los jueces de Habeas Corpus mantuvieron la
prisión del recurrente sobre el fundamento de que éste
"confesó haber hecho varios vales de gasolina con la fir-
ma de su tío Fermín Marte, con los cuales hacía despachar
dicho combustible en la Bomba propiedad del señor Luis
Carbuccia, lo que implica ... que hay indicios... de su
culpabilidad en los hechos que han motivado sus prisión";

Considerando que los hechos así establecidos, pudo in-
ferir la Corte 2-qua, como lo hizo, que existían motivos su-
ficientes para presumir prima facie, que el detenido era
culpable del hecho punible puesto a su cargo, lo que justi-
ficaba su mantenimiento en prisión, ya que tal hecho es
una infracción castigada con penas privativas de libertad;

Considerando que examinada en g is demás aspectos
la sentencia impugnada, no contiene en lu concerniente al
interés del recurrente, vicio alguno que amerite su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Antonio Marmolejos Marte,
contra la sentencia dictada en materia de Habeas Corpus,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo en fecha 3
de julio de 1967, cuyo dispositivo .se ha copiado en parte an-

terior del presente fallo; y, Segundo: Declara que no ha
lugar a condenación en costas.

Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi-
dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia. —Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmado, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de
fecha 26 de abril de 1967. 	 .14;

Materia: Trabajo

Recurrente: Mecanización Agrícola C. por A.
Abogado: Dr. A. Ballester Hernández

Recurrido: Jualde Jesús Muñoz Escalona
Abogados: Dr. Bernardo A. Fernández Pichardo, Dr. Juan Tomás

Mejía Feliú

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15
de noviembre del año 1967, años 124 9 de la Independencia
y 1059 de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mecani-
zación Agrícola, C. por A., sociedad comercial organizadá
y existente de conformidad con las leyes de la República
Dominicam, con su principal estable-Cimiento en la casa
s/n de la calle "49" del Ensanche La Fé de esta ciudad,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del

Distrito Nacional, en fecha 26 de abril de 1967, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Francisco del Rosario Díaz en representa-

ción del Dr. A. Ballester Hernández, cédula No. 141,
serie 48, abogado de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Bernardo A. Fernántiez Pichardo, cédula
No. 56973, serie 1 1, por sí y por el Dr. Juan Tomás Mejía
Feliú, cédula No. 39706, serie 11, abogados del recurrido
Juan de Jesús Muñoz Escolana, dominicano, mayor de edad,
casado, empleado particular, domiciliado y residente en la
casa No. 111 de la Avenida Independencia, de esta ciudad,
cédula No. 390, serie 11 , en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 26 de junio de
1967, suscrito por el Dr. A. Ballester Hernández, a nombre
de la recurrente, en el cual se invocan los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, de fecha
11 de agosto de 1967, suscrito por sus abogados;

Vistos los escritos de ampliación y réplica suscritos por
los abogados de la recurrente y del recurrido;

Visto el auto dictado en fecha 13 de noviembre
del corriente año 1967, por el Magistrado Presidente de la
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama a los
Magistrados Joaquín M. Alvarez Perelló y Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia, Jueces de este Tribunal. para integrar
la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes 7 ,os. 684, de 1934 y 926, de 1935;

.1,a Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 184 y 186 del Código de Tra-
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DEL 1967 1

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de
fecha 26 de abril de 1967.

Materia: Trabajo

Recurrente: Mecanización Agrícola C. por A.
Abogado: Dr. A. Ballester Hernández

Recurrido: Juan de Yesús Muñoz Escalona
Abogados: Dr. Bernardo A. Fernández Pichardo, Dr. Juan Tomás

Mejía Feliú

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.

Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,

de noviembre del año 1967, años 124 9 de la Independencia

Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín 	 Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago

en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15

	 Iy

y 1059 de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mecani-
zación Agrícola, C. por A., sociedad comercial organizada,
y existente de conformidad con las leyes de la República
Dominicana, con su principal estable-cimiento en la casa
s/n de la calle "49" del Ensanche La Fé de esta ciudad,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del

Distrito Nacional, en fecha 26 de abril de 1967, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Francisco del Rosario Díaz en representa-

ción del Dr. A. Ballester Hernández, cédula No. 141,
serie 48, abogado de la recurrente, en la 'lectura de sus
conclusiones;

Oído al Dr. Bernardo A. Fernánldez Pichardo, cédula
No. 56973, serie l a, por sí y por el Dr. Juan Tomás Mejía
Feliú, cédula No. 39706, serie 1 1, abogados del recurrido
Juan de Jesús Muñoz Escolana, dominicano, mayor de edad,
casado, empleado particular, domiciliado y residente en la
casa No. 111 de la Avenida Independencia, de esta ciudad,
cédula No. 390, serie 1 a, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

101 Visto el memorial de casación de fecha 26 de junio de
1967, suscrito por el Dr. A. Ballester Hernández, a nombre
de la recurrente, en el cual se invocan los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, de fecha
11 de agosto de 1967, suscrito por sus abogados;

Vistos los escritos de ampliación y réplica suscritos por
los abogados de la recurrente y del recurrido;

Visto el auto dictado en fecha 13 de noviembre
del corriente año 1967, por el Magistrado Presidente de la
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual llama a los
•Nlagistrados Joaquín M. Alvarez Perelló y Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia, Jueces de este Tribunal, para integrar
la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del
recurso de casaciór de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684, de . 934 y 926, de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 184 y 186 del Código de Tra-

\Id
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bajo, Principio Fundamental y VI y VIII del Código de Tra.
bajo; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral intentada por Juan de
Js. Muñóz Escalona contra Mecanización Agrícola C. por
A., el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dic-
tó el 28 de octubre de 1966, una sentencia con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza en todas sus
partes las conclusiones de la parte demandada, por impro-
cedentes y mal fundadas; SEGUNDO: Acoge en todas sus
partes las conclusiones de la parte demandante, por ser jus-
tas y reposar en prueba legal; TERCERO: Declara resuelto
el contrato de trabajo existente entre las partes por vo-
luntad unilateral del pátrono y con responsabilidad para el
mismo; CUARTO: Condena a la Sociedad Mecanización
Agrícola C. por A., a pagar al señor Juan de Jesús Muñóz
Escalona los valores siguientes: A) la suma de RD$2,700.-
00, por concepto de la diferencia, ascendente a RD$100.00
por mes, entre el sueldo a que tenía derecho el señor Mu-
ñóz Escalona y la parte del mismo que recibió mnsualmen-
te, desde noviembre del año 1963 hasta enero de 1966 in-
clusive; b) la suma de RD$900.00 por concepto del sueldo
último mes de servicio, o sea febrero del año 1966: c) la
suma equivalente a 45 días de salario, a razón de RD$900.-
00 mensuales, por concepto de auxilio de cesantía, o sean
RD$1,350.00; d) la suma de RD$ 840.00 equivalente a 28
días de salario, sobre la base de remuneración indicada,
como compensación pecuniaria por concepto de vRcaciones
no disfrutadas; e) la suma de RD$1,250.00 por concepto de
bonificaciones anuales distribuidas así: RD$100.00 por par-
te de bonificación no pagada del año 1963; RD$100.00 por
parte de bonificación no pagada del año 1964; RD$900.00
correspondientes a la bonificación del año 1965; RD$150.00
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correspondientes a la fracción de bonificación del año 1966,
relativa a los meses de enero y febrero del citado año 1966;
QUINTO: Condena a la Sociedad Mecanización Agrícola C.
por A., a pagar al señor Juan de Jesús Muñóz Escalona los
intereses legales indicados en el ordinal anterior, a partir
del día de la demanda; SEXTO: Condena a la Mecanización
Agrícola C. por A., al pago de las costas del procedimiento,
con distracción a favor de los Dres. Juan Tomás Mejía
Feliú y Bernardo Aurelio Fernández, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; b) que con motivo
del recurso de apelación interpuesto por Mecanización Agrí
cola C. por A., la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 26
de abril de 1967, la sentencia ahora impugnada, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular
v válido en cuanto a la forma el recurso de Apelación in-
terpuesto por Mecanización Agrícola, C. por A., contra sen-
tencia dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo del Distri-
to Nacional, en fecha 28 de octubre de 1966, dictada en favor
del señor Juan de Jesús Muñóz Escalona, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior de esta misma sentencia;
SEGUNDO: Relativamente al fondo reforma el ordinal
cuarto del dispositivo de la sentencia impugnada, confir-
mando las letras "A", "B", "C" y "D" de dicho ordinal
cuarto; TERCERO: Revoca la letra "E" del ordinal cuarto
del dispositivo de la sentencia impugnada y declara inad-
misible la reclamación de pago de Bonificaciones hechas
por Juan de Jesús Muñóz Escalona contra Mecanización
Agrícola, C. por A.; CUARTO: Reforma el ordinal Quinto
del Dispositivo de la sentencia impugnada para que rija
del modo siguiente: Condena a Mecanización Agrícola, C.

por A., al pago de los intereses legales de las sumas adeu-
das por concepto de diferencia de salarios dejados de pa-
gar, a partir del c la de la demanda; QUINTO: Confirma en
todos los demás aspectos la sentencia impugnada, dictada
por el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de
fecha 28 de octubre de 1966; SEXTO: Condena a la parte
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bajo, Principio Fundamental y VI y VIII del Código de Trz
bajo; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 6 -
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral intentada por Juan de
Js. Muñóz Escalona contra Mecanización Agrícola C. por
A., el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dic-
tó el 28 de octubre 'de 1966, una sentencia con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza en todas sus
partes las conclusiones de la parte demandada, por impro-
cedentes y mal fundadas; SEGUNDO: Acoge en todas sus
partes las conclusiones de la parte demandante, por ser jus-
tas y reposar en prueba legal; TERCERO: Declara resuelto
el contrato de trabajo existente entre las partes por vo-
luntad unilateral del patrono y con responsabilidad para el
mismo; CUARTO: Condena a la Sociedad Mecanización
Agrícola C. por A., a pagar al señor Juan de Jesús Muñóz
Escalona los valores siguientes: A) la suma de RD$2,700.-
00. por concepto de la diferencia, ascendente a RD$100.00
por mes, entre el sueldo a que tenía derecho el señor Mu-
ñóz Escalona y la parte del mismo que recibió mnsua]men-
te, desde noviembre del año 1963 hasta enero de 1966 in-
clusive; b) la suma de RDS900.00 por concepto del sueldo
último mes de servicio, o sea febrero del año 1966; c) la
suma equivalente a 45 días de salario, a razón de RD$900.-
00 mensuales, por concepto de auxilio de cesantía, o sean
RD$1,350.00; d) la suma de RD$ 840.00 equivalente a 28
días de salario, sobre la base de remuneración indicada,
como compensación pecuniaria por concepto de vacaciones
no disfrutadas; e) la suma de RD$1,250.00 por concepto de
bonificaciones anuales distribuidas así: RD$100.00 por par-
te de bonificación no pagada del año 1963; RD$100.00 por
parte de bonificación no pagada del año 1964; RD$900.00
correspondientes a la bonificación del año 1965; RD$150.00
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correspondientes a la fracción de bonificación del año 1966,
relativa a los meses de enero y febrero del citado año 1966;
QUINTO: Condena a la Sociedad Mecanización Agrícola C.
por A., a pagar al señor Juan de Jesús Muñóz Escalona los
intereses legales indicados en el ordinal anterior, a partir
del día de la demanda; SEXTO: Condena a la Mecanización
Agrícola C. por A., al pago de las costas del procedimiento,
con distracción a favor de los Dres. Juan Tomás Mejía
Feliú y Bernardo Aurelio Fernández, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su mayor parte"; b) que con motivo
del recurso de apelación interpuesto por Mecanización Agrí
cola C. por A., la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 26
de abril de 1967, la sentencia ahora impugnada, con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular
y válido en cuanto a la forma el recurso de Apelación in-
terpuesto por Mecanización Agrícola, C. por A., contra sen-
tencia dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo del Distri-,
to Nacional, en fecha 28 de octubre de 1966, dictada en favor
del señor Juan de Jesús Muñóz Escalona, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior de esta misma sentencia;
SEGUNDO: Relativamente al fondo reforma el ordinal
cuarto del dispositivo de la sentencia impugnada, confir-
mando las letras "A", "B", "C" y "D" de dicho ordinal
cuarto; TERCERO: Revoca la letra "E" del ordinal cuarto
del dispositivo de la sentencia impugnada y declara inad-
misible la reclamación de pago de Bonificaciones hechas
por Juan de Jesús Muñóz Escalona contra Mecanización
Agrícola, C. por A.; CUARTO: Reforma el ordinal Quinto
del Dispositivo de la sentencia impugnada para que rija
del modo siguiente: Condena a Mecanización Agrícola, C.
por A., al pago de los intereses legales de las sumas adeu-
das por concepto de diferencia de salarios dejados de pa-
gar, a partir del c la de la demanda; QUINTO: Confirma en
todos los demás aspectos la sentencia impugnada, dictada
por el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional de
fecha 28 de octubre de 1966; SEXTO: Condena a la parte
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sucumbiente, Mecanización Agrícola, C.por A., al pago de
las costas del Procedimiento, de conformidad con los ar-
tículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley No. 302
del 18 de junio de 1964, ordenando su distracción en favor
del Doctor Juan Tomás Mejía Feliú quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando que en el memorial de casación la recu-
rrente invoca lo siguiente: "Violación del artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil.— Errada aplicación de los
artículos 186 y 196 del Código de Trabajo";

Considerando que la compañía recurrente alega en sin-
cesis que la Cámara a-qua. dió motivos falsos al considerar
que el sueldo que deriba el Vice - Presidente de la Compa-
ñía señor Rowcliffe era de RD$900.00, como Vice - Presi-
dente, y que al ocupar el demante Escalona una vice - pre-
sidencia debía ganar igual, cuando Rowcliffer es un técni-
co, quien presta servicios como Encargado de los Trabajos
de campo, siendo además Vice - Presidente "sin ninguna re-
tribucción"; que la Cámara a-qua debió buscar la igualdad
de trabajo para determinar si procedía aplicar el artículo
186 del Código de Trabajo; que Muñóz tenía desde su ini-
cio en la Compañía un sueldo de RD$800.00 y se le desig-
nó vice - presidente, además de sus funciones como Encar-
gado de Compras y ayudante del Presidente, "sin ninguna
clase de retribucción como vice - presidente; que la Cáma-
ra a-qua "omitió toda ponderación en cuanto al verde ler°
trabajo funciones retribuídas de Rowcliffe y de Muñóz, pa-
ra determinar si se justificaba o no la diferencia de sala-
rios entre ambos"; que las vice - presidencias en la compa-
ña recurrente, al igual que en otras compañías no son posi-
ciones ocupacionales "sino estatutarias", por lo cual no
puede hablarse de que al ser Muñoz designado vice-presi-
dente "ello indicara un ascenso en la posición ocupacional
de servicios contratados" que es lo que contempla el Códi-
go de Trabajo, por todo lo cual estima la recurrente que en
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el fallo impugnado se incurrió en los vicios y violaciones
por ella denunciados;

Considerando que el exámen del fallo impugnado pone
de manifiesto que la demanda laboral del hoy recurrido en
casación, intentada por él contra Mecanización Agrícola
C . por A., al dar ésta por terminado su contrato de Trabajo,
fue acogida por la Cámara a.qua sobre el fundamento de
que el demandante recibía primeramente RD$800.00 de suel
do mensual en virtud del contrato de trabajo que tenía con
la empresa, como asistente del presidente y que luego "fue
promovido" a vice - presidente cargo que tenía una remu-
neración de RD$900.00, por lo cual, a juicio de la Cámara
aqua, "al señor Muñóz Escalona debió pagársele los salarios
igual que al señor Rowcliffe", el otro vice - presidente, pues
de lo contrario "se hacía una discriminación entre dos tra-
bajadores de una misma empresa"; que, en esas condicio-
nes, al despedir a Muñoz Escalona debía hacerle las liqui-
daciones a base de RD$900.00 mensuales, sueldo que tam-
bién debió pagársele, desde que se le designó vice - presi-
dente, en vez de su sueldo anterior de RD$800.00; pero,

Considerando que si bien el artículo 186 del Código de
Trabajo establece que a trabajo igual y en idénticas condi_
ciones corresponde siempre igual salario, cualesquiera que
sean las personas que lo realicen, regla reafirmada en el ar-
tículo 196 del mismo Código para el caso de que un traba_
jador ocupe temporal o definitivamente un empleo de ma-
yor retribución que el suyo, todo lo cual es una aplicación
del Principio Fundamental VI de dicho Código que pro-
hibe "la desigualdad de tratamiento respecto de los traba-
jadores de una misma smpresa", es también cierto que la
parte final de dicho Pri icipio Fundamental establece lo si-
guiente: "La diferencia en la cuantía de los salarios solo es
lícita cuando se funda en la diversidad de extensión o ca-
liajdo
bajador";

eltrabajo, o en la mayor o menor habilidad del tra_
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sucumbiente, Mecanización Agrícola, C.por A., al pago de
las costas del Procedimiento, de conformidad con los ar-
tículos 691 del Código de Trabajo, 5 y 16 de la Ley No. 302
del 18 de junio de 1964, ordenando su distracción en favor
del Doctor Juan Tomás Mejía Feliú quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando que en el memorial de casación la recu-
rrente invoca lo siguiente: "Violación del artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil.— Errada aplicación de los
artículos 186 y 196 del Código de Trabajo";

Considerando que la compañía recurrente alega en sin-
tesis que la Cámara a-qua, dió motivos falsos al considerar
que el sueldo que deriba el Vice - Presidente de la Compa-
ñía señor Rowcliffe era de RD$900.00, como Vice - Presi-
dente, y que al ocupar el demante Escalona una vice - pre-
sidencia debía ganar igual, cuando Rowcliffer es un técni-
co, quien presta servicios como Encargado de los Trabajos
de campo, siendo además Vice - Presidente "sin ninguna re-
tribucción"; que la Cámara a-qua debió buscar la igualdad
de trabajo para determinar si procedía aplicar el artículo
186 del Código de Trabajo; que Muñóz tenía desde su ini-
cio en la Compañía un sueldo de RD$800.00 y se le desig-
nó vice - presidente, además de sus funciones como Encar-
gado de Compras y ayudante del Presidente, "sin ninguna
clase de retribuccián como vice - presidente; que la Cáma-
ra a-qua "omitió toda ponderación en cuanto al verdadero
trabajo funciones retribuídas de Rowcliffe y de Muñóz, pa-
ra determinar si se justificaba o no la diferencia de sala-
rios entre ambos"; que las vice - presidencias en la compa-
ña recurrente, al igual que en otras compañías no son posi-
ciones ocupacionales "sino estatutarias", por lo cual no
puede hablarse de que al ser Muñoz designado vice-presi-
dente "ello indicara un ascenso en la posición ocupacional
de servicios contratados" que es lo que contempla el Códi-
go de Trabajo, por todo lo cual estima la recurrente que en
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el fallo impugnado se incurrió en los vicios y violaciones
por ella denunciados;

Considerando que el exámen del fallo impugnado pone
de manifiesto que la demanda laboral del hoy recurrido en
casación, intentada por él contra Mecanización Agrícola
C . por A., al dar ésta por terminado su contrato de Trabajo,
fue acogida por la Cámara a.qua sobre el fundamento de
que el demandante recibía primeramente RD$800.00 de suel
do mensual en virtud del contrato de trabajo que tenía con
la empresa, como asistente del presidente y que luego "fue
promovido" a vice _ presidente cargo que tenía una remu-
neración de RD$900.00, por lo cual, a juicio de la Cámara
agua, "al señor Muñóz Escalona debió pagársele los salarios
igual que al señor Rowcliffe", el otro vice - presidente, pues
de lo contrario "se hacía una discriminación entre dos tra-
bajadores de una misma empresa"; que, en esas condicio_
nes, al despedir a Muñoz Escalona debía hacerle las liqui-
daciones a base de RD$900.00 mensuales, sueldo que tam_
bién debió pagársele, desde que se le designó vice - presi-
dente, en vez de su sueldo anterior de RD$800.00; pero,

Considerando que si bien el artículo 186 del Código de
Trabajo establece que a trabajo igual y en idénticas condi_
ciones corresponde siempre igual salario, cualesquiera que
sean las personas que lo realicen, regla reafirmada en el ar-
tículo 196 del mismo Código para el caso de que un traba-
jador ocupe temporal o definitivamente un empleo de ma-
yor retribución que el suyo, todo lo cual es una aplicación
del Principio Fundamental VI de dicho Código que pro-
hibe "la desigualdad de tratamiento respecto de los traba-
jadores de una misma impresa", es también cierto que la
parte final de dicho Pri icipio Fundamental establece lo si-
guiente: "La diferencia en la cuantía de los salarios solo es
lícita cuando se funda en la diversidad de extensión o ca-
lidad del trabajo, o en la mayor o menor habilidad del tra_
bajador";

r41
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Considerando que si bien la Cámara a.qua por aplica.
ción de esa regla, y según consta en el fallo impugnado, ad,
mitió en el sexto Considerando del mismo, que "solo se per-mite la diferencia la cuantía de los salarios cuando se
funda en la desigualdad o extensión del trabajo o a la ma-
yor habilidad del trabajador", no ofreció en dicho fallo los
motivos necesarios para justificar su decisión en el presea,
te caso, en cuanto a los hechos que le llevaron a admitir
que no había en la especie, como lo exige el principio fun.
damental arriba citado "diversidad de extensión o calidad
del trabajo" o si había "mayor o menor habilidad" entre el
trabajador demandante y el otro, objeto de la compara-
ción, lo que era necesario en la litis planteada, sobre todo
que la Certificación expedida por el Encargado del Distrito
de Trabajo de Santo Domingo, de fecha 21 de junio de 1966,
de la cual hace mención el fallo que se examina, revela que
el otro vice - presidente Rowcliffe era además "Superinten_
dente de Campo", función esta última que no fue ponderada,en los motivos del fallo que se examina, para dejar estable..
cido si no obstante esa circunstancia, no había desigualdad
en la extensión o en la calidad de las labores de ambos vice_
presidentes, quienes obviamente desempeñaban, indepen_dienternente de las vice - presidencias, otras labores ocu-pacionales; que al no ofrecer los motivos del fallo impugna-
do, esos elementos de hecho, se incurrió en la violación del
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, por lo cual
dicha sentencia debe ser casada, sin necesidad de ponderar
los otros alegatos de la recurrente;

Considerando que las costas pueden ser compensadas,
según el artículo 65 de la ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, cuando un fallo fuere casado por falta o insuficiencia
de motivos;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en sus fun-
ciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, en fecha
26 de abril de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-

te anterior del presente fallo; y envía el asunto ante el Juz-
gado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís, en sus
funciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado; y,

Segundo: Compensa las costas.

Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Rave-

lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D
Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamient o , en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firamada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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te anterior del presente fallo; y envía el asunto ante el Juz-
gado de Primera Instancia de San Pedro de Macorís, en sus
funciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado; y,
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SENT
ENCIA DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
 defecha 10 de Julio de 1967.

Materia: Habeas Corpus

Recurrente: Chistophe Laudisore
Abogado: Dr. Manuel S. Camino Rivera

41 Dios,patria y Libertad.
República Dominicana,

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. 

BergésChupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar ySantiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del SecretarioGeneral, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciu.
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 15 de noviembre del año 1967, años 124' de la Indepen-cia y 105' de la Restauración, dicta en audiencia pública,como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación in terpuesto por ChistopheLaudisore, haitiano, mayor de edad, comerciante, contra la
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo como tribunal de Habeas Corpus de Segundo Grado
en fecha 10 de julio de 1967, cuyo dispositivo se copi amásadelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel S. Camino Rivera, cédula No. 66861,

serie lra., abogado del recurrente, en la lectura de sus con-clusiones;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a.qua en fecha 10 julio de 1967 a requerimiento del
propio recurrente, en la cual no se invocan ningún medio
determinado de casión;

Visto el memorial depositado en fecha 13 de octubre de
1967, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual se
invocan contra la sentencia impugnada los medios que se
indican más adelante, así como su ampliación de la misma
fecha;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_
berado y vistos los artículos 66 y 73 de la Constitución de
1963; 33, inciso 2 del Acto Institucional de 1965; 55, inciso
16 y 9, apartado i) de la Constitución vigente de 1966; 13 de
la Ley de Inmigración, No. 95, de 1939 y sus modificacio.
nes; 1 y siguientes de la ley de Habeas Corpus No. 5353 de
1914 y sus modificaciones; 1, 20 y 43 de la Ley sobre Pro_
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un recurso de Habeas Corpus del actual re_
currente en casación Laudisore, la Cuarta Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nado_
nal dictó el 11 de abril de 1967 una sentencia con
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que de-
be Rechazar, como al afecto rechaza, el recurso de
Habeas Corpus elevado por el impetrante Christophe Lau-
disore de nacionalidad haitiana de generales que cons,-
tan en el expediente, por haberse conocido ya el
fondo del .proceso y existir sobre éste una sentencia no
susceptible de ningún recurso"; b) que sobre apelación de
Laudisore, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara
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regular y válido en la forma el presente recurso de apela_
ción interpuesto por el impetrante Christophe Laudisore
por haber sido interpuesto conforme las normas procedí.
mentales; SEGUNDO: En cuanto al fondo se rechaza el re_
rurso de apelación interpuesto por el impetrante Christo
phe Laudisore, en vista de que existe una sentencia dicta-
da por la Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins..
tancia del Distrito Nacional, de fecha 13 de marzo de 1967,
que lo condenó a dos años de prisión correccional, por vio_
ción al artículo 13 inciso 3 de la Ley No. 95 de Inmigra.
ción y 9 letra el de la Constitución de la República; TER.CERO: Condena al prevenido Christophe Laudisore, al pa.
go de las costas";

Considerando que en apoyo del recurso, se ale-
ga en síntesis en el memorial de casación lo '
guientel- que "la sentencia condenatoria que pasa contra
el recurrente no constituye una razón para rechazar el co-

'

	

	 nocimiento del juicio de Habeas Corpus" "a pesar de lo es-
tablecido en el artículo 1ro. de la Ley de Habeas Corpus",
el fallo que aplicó la pena de la Ley No. 95 es nulo de pie.
no derecho", toda vez que dicho fallo ha sido dado sobre la
base de las disposiciones que contenían la Ley No. 95 y sus
modificaciones anteriores al año 1963 sobre la deportación
extrajudicial de extranjeros, disposiciones que quedaron
abrogadas por el artículo 66 de la Constitución de 1963 y
el 26 del acto Institucional de 1965; que esta abrogación
no ha desaparecido por el hecho de que la Constitución de
1966 no haya prohibido la deportación de extranjeros; que,
en la actualidad, la única autoridad del país con facultad
para deportar extranjeros es el Presidente de la República
en virtud de la Constitución de 1966; que, finalmente la Cor-
te que dictó la sentencia violó el derecho de defensa del re-
currente al no darle oportunidadde llamar su abogado, al
hacer caso omiso del alegato que formuló en su acto de ape-
lación de que la sentencia condenatoria estaba afectada de
nulidad absoluta, y al sancionar una violación injustificada
a la libertad física del recurrente; pero,
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Considerando que si bien es cierto que el artículo 66
de la Constitución de 1963 y el 26 del Acto Institucional de
1965 sujetaron la deportación o expulsión de los extranje-
ros al requisito de una sentencia dictada por tribunal
competente, previo el cumplimiento de las formalidades y
trámites legales, no es menos cierto que 'v. misma Consti-
tución de 1963, en la segunda parte de su artículo 73, y el
Acto Institucional de 1965 en el segundo inciso de su ar-
tículo 33, dispusieron, de un modo expontáneo que el ejerci-
cio del derecho conocido como libertad de tránsito podía ser

restring ido "por disposiciones de las leyes sobre inmigra-
ción relativas a la salud pública o acerca de extranjeros in-
deseables en el país", lo que obviamente constituía una re-
gla especial de protección púbica que significaba la no de-
rogación de las disposiciones de la Ley de Inmigración No.
95, de 1939, entonces vigente y vigente todavía, que afec-
taran a los extranjeros indeseables desde el punto de vista
de la residencia en el país; que es preciso reconocer que los
textos citados, de la Constitución de 1963 y del Acto Insti-
tucional de 1965, al establec1r ese régimen especial, no
aplicable a lo sextranjeros en general objeto de otros tex-
tos, sino únicamente a los indeseables en el país, tuvieron
el propósito definido de no derogar el procedimiento esta-
blecido por la Ley No 95 para la deportación de los extran-
jeros indeables en el país, procedimiento que está trazado
en su artículo 13, modificado en el año 1947 por la Ley No.
1559, en el cual no se incluye el apoderamiento de los tri-
bunales para la deportación, salvo cuand ola deportación
material se hace imposible, para que los tribunales dispon-
gan la prisión; que, por lo expuesto, los alegatos del re-
currente en los que sostiene la no vigencia, desde 1963, de
las disposiciones de la Ley No. 95 y sus modificaciones, re-
lativas a la deportación de extranjeros indeseables en el
país, carece, en la especie, de todo fundamento, habida
cuenta de que en el caso ocurrente la deportación fue dis-
puesta por el Servicio de inmigración en base al artículo
13, inciso 3, que se refiere a la realización de actividades
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de. la residencia en .el país; que es preciso reconocer que los
textos citados, de la Constitución de 1963 y del Acto Insti-
tucional de 1965, al estableclr ese régimen especial, no
aplicable a lo sextranjeros en general objeto de otros tex-
tos, sino únicamente a los indeseables en el país, tuvieron
el propósito definido de no derogar el procedimiento esta-
blecido por la Ley No 95 para la deportación de los extran-
jeros indeables en el país, procedimiento que está trazado
en su artículo 13, modificado en el año 1947 por la Ley No.
1559, en el cual no se incluye el apoderamiento de los tri-
bunales para la deportación, salvo cuand ola deportación
material se hace imposible, para que los tribunales dispon-
gan la prisión; que, por lo expuesto, los alegatos del re-
currente en los que sostiene la no vigencia, desde 1963, de
las disposiciones de la Ley No. 95 y sus modificaciones, re-
lativas a la deportación de extranjeras indeseables en el
país, carece, en la especie, de todo fundamento, habida
cuenta de que en el caso ocurrente la deportación fue dis-
puesta por el Servicio de inmigración en base al artículo
13, inciso 3, que se refiere a la realización de actividades
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subversivas por extranjeros en el país, que es uno de los
casos en que, en el lenguaje dei derecho de i nmigración, se
califica de indeseables en todo país a lo sextranjeros que
incurren en esas actividades, criterio éste consagrado de un
modo más amplio en nuestro país en el apartado i) del ar-
tículo 9 de la Constitución vigente desde el 28 de noviem-
bre de 1966, según el cual "es deber de todo extranjero
abstenerse de participar en actividades políticas en terri-
torio Dominicano"; que, por las mismas razones, carecen
de fundamentillos alegatos del recurrente que sostienen la
ilegalidad de la sentencia que d:spuso su prisión por dos
años al no ser posible la deportación" ordenada por el Ser-
vicio de Migración, sentencia que, según consta en la ahora
impugnada, fue dictada el 13 de marzo de 1967;

t.
Considerando que, en su memorial, el recurrente sos-

tiene que, de acuerdo con el inciso 16 del artículo 55 de la
Constitución actual, vigente desde el 28 de noviembre de
1966, el Presidente de la Re pública es el único funcionario
de la Nación que tiene facultad para disponer la expulsión
de extranjeros; que sobre ese punto procede decirse que
esa facultad del Presidente de la República es incondicio-
nada, solo sujeto a su libre juicio, por lo que puede ejerci-
tarse sin necesidad de dar los motivos de hecho en que se
funda su ejercicio en cada caso. pero que ello no es óbice
a que la misma facultad sea conferida por el Congreso Na-
cional, mediante ley, como lo ha hecho en el artículo 13
de la Ley No. 95, a los funcionarios superiores del Servicio
de Migración, para los casos específicos y determinados se-
ñalados en las leyes sobre inmigración, sistema éste de
protección nacional que existe en todos los Estados cual
que sea su organización política; que, por tanto, el medio
de casación propuesto sobre ese, punto, carece también de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que al reconocerse como legalmente clic-1
tada la sentencia del 13 de marzo de 1967, y al fundarse la
sentencia ahora impugnada en la existencia de esa senten-

cia ordenatoria de prisión, para denegar la libertad del re-
currente por la vía del Habeas Corpus, los medios que se
alegan contra la sentencia impugnad abasados en aquella
denunciada ilegalidad, carecen de fundamento, en vista de
la disposición fundamental del artículo 19 de la Ley de
Babeas Corpus, según el cual ese especial recurso no es ad-
misible é/liando sobre el recurrente pesa ya una sentencia
que ha dispuesto su prisión; que, como consecuencia de
ello, los alegatos finales del recurrente carecen de pertinen-
cia y deben ser desestimados;

Considerando sin embargo, que por el tercer ordinal del
disposit ivo de la sentencia impugnada se condena al preve-
nido Christophe Laudisore al pago de las costas, lo que no
está permitido por el artículo 29 de la Ley sobre Habeas
Corpus; v que en el presente caso no se debaten intereses
civiles:

Por tales motivos, Primero.: Casa por vía de supresión
y sin envío el ordinal tercero del dispositivo de la sentencia
dictada en fecha 10 de julio de 1967 por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo como Tribunal de Habeas Corpus
de Segundo Grado, cu yo dispositivo completo se co pia en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza el re-
curso interpuesto por Christophe Laudisore contra la mis-
ma sentencia, en los demás aspectos.

,IF) Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani. Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Erneito Curiel hijo.
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subversivas por extranjeros en el país, que es uno de los
casos en que, en el lenguaje dei derecho de inmigración, se
califica de indeseables en todo país a lo sextranjeros que
incurren en esas actividades, criterio éste consagrado de un
modo más amplio en nuestro país en el apartado i) del ar-
tículo 9 de la Constitución vigente desde el 28 de noviem-
bre de 1966, según el cual "es deber de todo extranjero
abstenerse de participar en actividades políticas en terri-
torio Dominicano"; q ue, por las mismas razones, carecen
de fundamento, los alegatos del recurrente que sostienen la
ilegalidad de la sentencia que dispuso su prisión por dos
años al no ser posible la deportación" ordenada por el Ser-
vicio de Migración, sentencia que, según consta en la ahora
impugnada, fue dictada el 13 de marzo de 1967;

Considerando que, en su memorial, el recurrente sos-
tiene que, de acuerdo con el inciso 16 del artículo 55 de la
Constitución actual, vigente desde el 28 de noviembre de
1966, el Presidente de la Re pública es el único funcionario
de la Nación que tiene facultad para disponer la expulsión
de extranjeros; aue sobre ese punto procede decirse que
esa facultad del Presidente de la República es incondicio-
nada, solo sujeto a su libre juicio, por lo que puede ejerci-
tarse sin necesidad de dar los motivos de hecho en que se
funda su ejercicio en cada caso, pero que ello no es óbice
a que la misma facultad sea conferida por el Congreso Na-
cional, mediante ley, como lo ha hecho en el artículo 13
de la Ley No. 95, a los funcionarios superiores del Servicio
de Migración, para los casos específicos y determinados se-
ñalados en las leyes sobre inmigración, sistema éste de
protección nacional que existe en todos los Estados cual
que sea su organización política; que, por tanto, el medio
de casación propuesto sobre ese, punto, carece también de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que al reconocerse como legalmente clic-;
tada la sentencia del 13 de marzo de 1967, y al fundarse la
sentencia ahora impugnada en la existencia de esa senten-
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la ordenatoria de prisión, para denegar la libertad del re-
por la vía del Habeas Corpus, los medios que seurrente

alegan contra la sentencia impugnad abasados en aquella
denunciada ilegalidad, carecen de fundament o , en vista de

la disposición fundamental del artículo 1 9 de la Ley de
Habeas Corpus, según el cual ese especial recurso no es ad-
misible Citando sobre el recurrente pesa ya una sentencia
que ha dispuesto su prisión; que, como consecuencia de
ello, los alegatos finales del recurrente carecen de pertinen-
cia y deben ser desestimados;

Considerando sin embargo, que por el tercer ordinal del
disposit ivo de la sentencia impugnada se condena al preve-
nido Christophe Laudisore al pago de las costas, lo que no
está permitido por el artículo 29 de la Ley sobre Habeas
Corpus; y que en el presente caso no se debaten intereses
civiles;

Por tales motivos, Primero.: Casa por vía de supresión
y sin envío el ordinal tercero del dispositivo de la sentencia
dictada en fecha 10 de julio de 1967 por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo como Tribunal de Habeas Corpus
de Segundo Grado, cuyo dispositivo completo se copia en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza el re-
curso interpuesto por Christophe Laudisore contra la mis-
ma sentencia, en los demás aspectos.

Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani. Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí. Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Erne.ito Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 9 de agosto de 1967. .

Materia: Correccional (Difamación)

Recurrentes: Alejandro Ortega Martínez, c. s. iRamán Antonio
Pérez

4 
Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 15 de noviembre de 1967, años
124° de la Independencia y 1059 de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alejan-
dro Ortega Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero,
domiciliado en San Francisco de Macorís, en el Ensanche
Duarte, calle 5 casa No. 21, cédula No. 25312, serie 54, par-
te civil constituida en la causa seguida a Ramón Antonio
Pérez, dominicano, mayor de edad, casado, de ocupación
negociante, domiciliado y residente en la calle Duvergé de
San Francisco de Macorís cédula Número 2196, serie 56,
contra sentencia pronunciada en atribuciones correcciona-

les por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís
de fecha 9 de agosto de 1967, cuyo dispositivo dice así:
'Falla: Primero: Declara regulares y válidos los recursos
de apelación intentadas por el prevenido Ramón Antonio
Pérez, y la parte civil constituida, señor Alejandro Ortega
Martínez, contra sentencia de la Primera Cámara Penal del
juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Duarte, de fecha 5 del mes de mayo del año 1967; Segundo:
evoca la sentencia apelada, y la Corte obrando por con-

trario imperio y autoridad propia, declara al prevenido
Ramón Antonio Pérez, no culpable del delito de difamación
en perjuicio de Alejandro Ortega Martínez. que se le im-
puta, y en consecuencia lo descarga de toda responsabili-
dad penal y civil, por insuficiencia de pruebas; Tercero:
Rechaza las conclusiones de la parte civil constituida, por
improcedentes e infundadas; Cuarto: Declara las costas de
oficio";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oída el dictámen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qu.a, en fecha 18 de agosto de 1967,
a requerimiento del recurrente. en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

,
1	 La Suprema Corte de Justicia. después de haber deli-
1 berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley Sobre Pro-
.,  cedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del articulo 37 d ela Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-

1 te civil o por la persona civilmente responsable, el depó-
sito de un memorial con la exposición de los medios en que
se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, sino se ha
motivado el recurso en la declaración correspondiente;
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 9 de agosto de 1967. .

Materia: Correccional (Difamación)

Recurrentes: Alejandro Ortega Martínez, c. s. iRamán Antonio
Pérez

4
Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia. regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 15 de noviembre de 1967, años
1249 de la Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alejan-
dro Ortega Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero.
domiciliado en San Francisco de Macorís, en el Ensanche
Duarte, calle 5 casa No. 21, cédula No. 25312, serie 54, par-
te civil constituída en la causa seguida a Ramón Antonio
Pérez, dominicano, mayor de edad, casado, de ocupación
negociante, domiciliado y residente en la calle Duvergé de
San Francisco de Macorís cédula Número 2196, serie 56,
contra sentencia pronunciada en atribuciones correcciona-

les por la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís
de fecha 9 de agosto de 1967, cuyo dispositivo dice así:
“Falla: Primero: Declara regulares y válidos los recursos
de apelación intentadas por el prevenido Ramón Antonio
Pérez, y la parte civil constituida, señor Alejandro Ortega
Martínez, contra sentencia de la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Duarte, de fecha 5 del mes de mayo del año 1967; Segundo:
Revoca la sentencia apelada, y la Corte obrando por con-
trario imperio y autoridad propia, declara al prevenido
Ramón Antonio Pérez, no culpable del delito de difamación
en perjuicio de Alejandro Ortega Martínez. que se le im-
puta, y en consecuencia lo descarga de toda responsabili-
dad penal v civil, por insuficiencia de pruebas; Tercero:
Rechaza las conclusiones de la parte civil constituida, por
improcedentes e infundadas; Cuarto: Declara las costas de
oficio";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 18 de agosto de 1967,
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del articulo 37 d ela Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-

. te civil o por la persona civilmente responsable, el depó-
sito de un memorial con la exposición de los medios en que
se funda, será obligatorio, a pena de nulidad. sino se ha
motivado el recurso en la declaración correspondiente;
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Considerando que en el presente caso, el recurrente,
parte civil constituida, no invocó, cuando declaró su recur-
so, ningún medio determinado de casación; que dicho re-
rrente tampoco ha presentado con posterioridad a la decla-
ración del recurso, el memorial con la exposición de los
medios que le sirven de fundamento; que por tanto, el pre-
sente recurso es nulo;

Por tales motivos. Primero: Declara nulo el recurso
de casación jpterpuesto por Alejandro Ortega, parte civil
constituida, enntra ' ''Sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís en fecha 9 de agosto de 1967, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
'Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando «1

E. Ravelo de la Fuente. —Carlos M. Lamarche 11.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 	 ,,i,,

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los n
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia	

.1
 pública del día, mes y año en él expresados, y fue

firmada, leída y públicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 19 de junio de 1967.

lutpria: Correccional (Vio). de propiedad)

Recurrente: Juan Luciano

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Ramón Ruíz
Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamarche H., Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani;
Manuel A. Amiama; Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de Noviem-
bre del año 1967, años 1249 de la Independencia y 105° de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Lu-
ciano, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, cé-
dula No. 870, serie 59. domiciliado y residente en El Para-
ge "Quebrada Fría" Sección El Factor, contra sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, en fecha 19 de Junio
de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Considerando que en el presente caso, el recurrente,
parte civil constituida, no invocó, cuando declaró su recurl
so, ningún medio determinado de casación; que dicho re-.
rrente tampoco ha presentado con posterioridad a la decla-
ración del recurso, el memorial con la exposición de los
medios que le sirven de fundamento; que por tanto, el pre.:
sente recurso es nulo;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso
de casación inIrpuego por Alejandro Ortega, parte civil
constituida, contra sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís en fecha 9 de agosto de 1967, cuyo dispositivo ha
sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente. —Carlos M. Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y públicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentenciau. impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 19 de junio de 1967.

yritteria: Correccional (Viol. de propiedad)

Recurrente: Juan Luciano

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Ramón Ruíz
Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamarche H., Se-
gundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani;
Manuel A. Amiama; Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias. en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 del mes de Noviem-
bre del año 1967, años 124° de la Independencia y 1059 de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Lu-
ciano, dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, cé-
dula No. 870, serie 59. domiciliado y residente en El Para-
ge "Quebrada Fría" Sección El Factor, contra sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís, en fecha 19 de Junio
de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
ORídeopúeblliciciactámen del Magistrado Procurador General
de la 
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Vista el acta del recurso levantada en la Secretaria dp
la Corte u-qua en fecha 11 de Julio de 1967, a requerimien:
to del recurrente, 'en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell;
berado y vistos los Artículos 1 y siguientes de la Ley No
5869 de 1962; y 1 de la Ley No. 234 de 1964; 188 del Códigtil
de Procedimiento Criminal y 1 y 65 de la Lev Sobre Proce-
dimiento de' l Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que previa
querella presentada por Edilio Rodríguez contra Juan Lu-
ciano por el delito de violación de propiedad, el Juzgado
d ePrimera Instancia del Distrito Judicial de María Trini-
dad Sánchez, regularmente apoderado, dictó en fecha 31
de Marzo de 1967, una sentencia cuyo dispositivo figura in-
serto en el de la Corte de Apelación que se copia más ade-
lante; b) Que sobre recurso interpuesto por el prevenido,
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, dictó
en fecha 23 de Mayo de 1967. una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO:— Declara regular y
válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Arís-
tides Victoria José, a nombre y en representación del pre-
venido Juan Luciano, contra sentencia de fecha 31 de M
zo de 1967, dictada por el Juzgado de Primera Instancia d
Distrito Judicial de María Trinidad Sánchez, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declara el de-
fecto contra el nombrado Juan Luciano por no haber com-
parecido a esta audiencia para la cual fue legalmente c i

-tado; SEGUNDO: Se declara a Juan Luciano culpable del
delito de violación de propiedad en perjuicio de Edilio Ro-
dríguez, y en consecuencia, se condena a sufrir tres meses
de prisión correccional, a pagar veinticinco pesos oro de
multa y al pago de las costas; TERCERO: Se ordena el de-
salojo inmediato del prevenido de la propiedad violada, lat.
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confiscación de las mejoras levantadas en la misma y la eje-
cución provisional y sin fianza de la sentencia no obstante
cualquier recurso"; SEGUNDO:— Pronuncia el defecto
contra el prevenido Juan Luciano, por no haber compareci-
do estando legalmente citado; TERCERO:— Confirma en
todas sus partes la sentencia apelada; CUARTO:— Conde-
na al prevenido al pago de las costas"; c> Que sobre recur-
so de oposición del prevenido, la citada Corte dictó en fecha
19 de Junio de 1967, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, con el el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: —
Declara nulo y sin efecto el recurso de oposición interpues-
to por el nombrado Juan Luciano, prevenido del delito de
violación de propiedad en perjuicio de Edilio Rodríguez.
contra la sentencia de fecha 23 de Mayo de 1967, dictada
por esta Corte de Apelación, por no haber comparecido a
la audiencia estando legalmente citado; SEGUNDO:— Con
dena al oponente al pago de las costas";

En ,cuanto a la sentencia de fecha 19 de julio del 1967.—

Considerando que por aplicación del Artículo 188 dei
Código de Procedimiento Criminal el recurso de oposición
contra una sentencia en defecto, será nulo si el oponente no
comparece a la audiencia fijada para conocer de dicho re-
curso. no obstante haber sido legalmente citado; que en le
especie, según resulta del examen del fallo impugnado. y
de los documentos a que él se refiere el prevenido Juan Lu-
ciano, hoy rcurrente en casación, hizo oportunamente opo-
sición contra el fallo dictado en defecto, en su contra, por
la Corte a-qua en fecha 19 de Junio de 1967, pero no com-
pareció a la audiencia celebrada para conocer de su recurso,
no obstante haber si do legalmente citado; que su recurso
de oposición fue declarado nulo, previa las conclusiones que
formuló en ese sentido el ministeri opúblico; que, en tales
condiciones, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del
texto legal arriba citado, por lo cual el recurso de casación
interpuesto carece de fundamento y debe ser rechazado;
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Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría ch,
la Corte e-qua en fecha 11 de Julio de 1967, a requerimien:
to del recurrente, 'en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deliq
berado y vistos los Artículos 1 y siguientes de la Ley No.
5869 de 1962; y 1 de la Ley No. 234 de 1964; 188 del Código
de Procediiento Criminal y 1 y 65 de la Lev Sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que previa
querella presentada por Edilio Rodríguez contra Juan Lu-
ciano por el delito de violación de propiedad, el Juzgado
d ePrimera Instancia del Distrito Judicial de María Trini-
dad Sánchez, regularmente apoderado, dictó en fecha 31
de Marzo de 1967, una sentencia cuyo dispositivo figura in-
serto en el de la Corte de Apelación que se copia más ade-
lante; b) Que sobre recurso interpuesto por el prevenido,
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, dictó
en fecha 23 de Mayo de 1967. una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "FALLA: PRIMERO:— Declara regular y
válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Arís-
tides Victoria José, a nombre y en representación del pre-
venido Juan Luciano, contra sentencia de fecha 31 de Mar-
zo de 1967, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de María Trinidad Sánchez, cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declara el de-
fecto contra el nombrado Juan Luciano por no haber com-
parecido a esta audiencia para la cual fue legalmente ci-
tado; SEGUNDO: Se declara a Juan Luciano culpable del
delito de violación de propiedad en perjuicio de Edilio Ro-
dríguez, y en consecuencia, se condena a sufrir tres meses
de prisión correccional, a pagar veinticinco pesos oro de
multa y al pago de las costas; TERCERO: Se ordena el de-
salojo inmediato del prevenido de la propiedad violada. la

confiscación de las mejoras levantadas en la misma y la eje-
cución provisional y sin fianza de la sentencia no obstante
cualqu ier recurso"; SEGUNDO:— Pronuncia el defecto
contra el prevenido Juan Luciano, por no haber compareci-
do estando legalmente citado; TERCERO:— Confirma en
todas sus partes la sentencia apelada; CUARTO:— Conde-
na al prevenido al pago de las costas" i; c) Que sobre recur-
so de oposición del prevenido, la citada Corte dictó en fecha
19 de Junio de 1967, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, con el el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: —
Declara nulo y sin efecto el recurso de oposición interpues-
to por el nombrado Juan Luciano. prevenido del delito de
violación de propiedad en perjuicio de Edilio Rodríguez,
contra la sentencia de fecha 23 de Mayo de 1967, dictada
por esta Corte de Apelación, por no haber comparecido a
la audiencia estando legalmente citado; SEGUNDO:— Con
dena al oponente al pago de las costas";

En ,cuanto a la sentencia de fecha 19 de julio del 1967. —

Considerando que por aplicación del Artículo 188 dei
Código de Procedimiento Criminal el recurso de oposición
contra una sentencia en defecto, será nulo si el oponente no
comparece a la audiencia fijada para conocer de dicho re-
curso. no obstante haber sido legalmente citado; que en la
especie, según resulta del examen del fallo impugnado. y
de los documentos a que él se refiere el prevenido Juan Lu-
ciano, hoy rcurrente en casación, hizo oportunamente opo-
sición contra el fallo dictado en defecto, en su contra, por
la Corte a-qua en fecha 19 de Junio de 1967, pero no com-
pareció a la audiencia celebrada para conocer de su recurso,
no obstante haber si do legalmente citado; que su recurso
de oposición fue declarado nulo, previa las conclusiones que
formuló en ese sentido el ministeri opúblico; que, en tales
condiciones, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del
texto legal arriba citado, por lo cual el recurso de casación
interpuesto carece de fundamento y debe ser rechazado;
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Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido, ella no contiene, vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Luciano, contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales, por la Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís de fecha 19 de Junio de
1967, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas.—

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.-
` La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Fdo.). Ernesto Curiel hijo.—
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En cuanto a la sentencia de fecha 23 de Mayo de 1967.—

Considerando que en materia penal, cuando se rechaza
un recurso de casación contra una sentencia que declara
nula una oposición, debe reputarse que el recurso se ex-
tienda a la sentencia en defecto contra la cual se hizo la
oposición;

Considerando que en la sentencia dictada en defecto el
23 de Mayo de 1967, por la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de 14elementos de prueba regularmente admi-
nistrados en la instrucción de la causa, se dió por estable-
cido: "a) que el señor Edilio Rodríguez (a) Lilo es propie-
tario de una finca de alrededor de siete mil tareas, sita en
el paraje de Quebrada Frías de la sección de El Factor, mu-
nicipio de Nagua; b) que en dicha finca se introdujo el ere-
venido Juan Luciano fomentando un conuco de plátanos;
c) que el prevenido realizó este hecho sin el consentimiento
del propietario de la finca y con conocimiento cabal de
a quién pertenecía la misma";

Considerando que en los hechos así establecidos cons-
tan los elementos del delito previsto por el artículo 1ro. de
la Ley No. 5869 de 1962, de introducirse en una propiedad
inmobiliaria, sin permiso del dueño, arrendatario o usu-
fructuario; hecho castigado por ese mismo texto legal con
pena de tres meses a dos años d eprisión correccional y
multa de diez a quinientos pesos; y sancionado también,
accesoriamente, por la Ley No. 234 de 1964, con el desalojo
del ocupante y con la confiscación en beneficio del propie-
tario de las mejoras que se hubiesen levantado; que al
condenar la Corte a-qua al prevenido, después de declarla
culpable, a tres meses de prisión y veinte y cinco pesos de
multa; y al disponer su desalojo y la confiscación de las
mejoras por él fomentadas, le aplicó una sanción ajustada
a la ley; que, en consecuencia el recurso de casación, en
cuanto a la sentencia que se examina, debe ser también re-
chazado;
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En cuanto a la sentencia de fecha 23 de Mayo de 1967.

Considerando que en materia penal, cuando se rechaza
un recurso de casación contra una sentencia que declara
nula una oposición, debe reputarse que el recurso se ex-
tienda a la sentencia en defecto contra la cual se hizo la
oposición;

Considerando que en la sentencia dictada en defecto el
23 de Mayo de 1967, por la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de 14,elementos de prueba regularmente admi-
nistrados en la ' instrucción de la causa, se dió por estable-
cido: "a) que el señor Edilio Rodríguez (a) Lilo es propie-
tario de una finca de alrededor de siete mil tareas, sita en
el paraje de Quebrada Frías de la sección de El Factor, mu-
nicipio de Nagua; b) que en dicha finca se introdujo el pre-
venido Juan Luciano fomentando un conuco de plátanos;
c) que el prevenido realizó este hecho sin el consentimiento
del propietario de la finca y con conocimiento cabal de
a quién pertenecía la misma";

Considerando que en los hechos así establecidos cons-
tan los elementos del delito previsto por el artículo 1ro. de
la Ley No. 5869 de 1962, de introducirse en una propiedad
inmobiliaria, sin permiso del dueño, arrendatario o usu-
fructuario; hecho castigado por ese mismo texto legal con
pena de tres meses a dos años d eprisión correccional y
multa de diez a quinientos pesos; y sancionado también,
accesoriamente, por la Ley No. 234 de 1964, con el desalojo
del ocupante y con la confiscación en beneficio del propie-
tario de las mejoras que se hubiesen levantado; que al
condenar la Corte a-qua al prevenido, después de declarlo
culpable, a tres meses de prisión y veinte y cinco pesos de
multa; y al disponer su desalojo y la confiscación de las
mejoras por él fomentadas, le aplicó una sanción ajustada
a la ley; que, en consecuencia el recurso de casación, en
cuanto a la sentencia que se examina, debe ser también re-
chazado;

Considerando que examinada la sentencia impugnada
en sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del
prevenido, ella no contiene, vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero.: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Luciano, contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales, por la Corte de Ape-
lación de San Francisco de Macorís de fecha 19 de Junio de
1967, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas.—

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Fdo.} Ernesto Curiel hijo.—
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte dE Apelación. de: San Pedro de Ma.y
corís, de fecha E de marzc de 1961

Materia: Correccional

Recurrente: Ramón Morillo, c. s. a Argentina Guerrero Pacheco

á. Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Présidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 15 de noviembre de 1967, años 124 9 de la In-
dependencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
Morillo, dominicano, mayor de edad, soltero, albañil, cédu-
la 21235, serie 23, domiciliado y residente en el Barrio
Restauración de San Pedro de Macorís, en la causa segui-
da a Argentina Guerrero Pacheco, dominicana, mayor de
soltera, de oficios domésticos, cédula 3162, serie 30, domi-
ciliada y residente en la casa No. 15 de la calle San Luis
Barrio Libertad (callejón de los Cuatro Caminos), de San ‘1

Pedro de Macorís, contra sentencia dictada por la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís de fecha 6 de marzo
de 1967, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admite
como regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de
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oposición interpuesto por la inculpada Argentina Guerrero
Pacheco , contra sentencia dictada, en atribuciones correc-
cionales y en fecha 21 de diciembre de 1966, por esta Cor-
te de Apelación, que confirmó en defecto la sentencia pro-
nunciada por el Juzgado de Primera Instancia de este Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís, en atribuciones co-
rreccionales y en fecha 5 de agosto de 1966, que la condenó
al pago de una multa de RD$25.00, por el delito de violación
a la Ley No. 3143 (sobre anticipos para trabajos que no se
realizan), en perjuicio del señor Ramón Morillo; a una in-
demnización de doscientos cuarenta pesos oro (RD$240.00),
en favor del señor Ramón Morillo, parte civil constituída;
y la condenó además al pago de las costas; Segundo: Admite
como regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por la referida inculpada Argentina
Guerrero Pacheco, contra sentencia dictada, en atribuciones
correccionales y en fecha 5 de agosto de 1966, por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pe-
dro de Macorís, que la condenó al pago de una multa de
RD$25.00, por el delito de violación a la Ley No. 3143 (so-
bre anticipos para trabajos que no se realizan), en perjui-
cio del señor Ramón Morillo; a una indemnización de dos-
cientos cuarenta pesos oro (RDS24.00) ,, e nfavor del aludido
señor Ramón Morillo, parte civil constituida; y al pago de
las costas; Tercero: Anula la sentencia apelada por viola-
ción no reparada de formas prescritas por la Ley a pena
de nulidad; Cuarto: Avoca el fondo del asunto de que se
trata y por propia autoridad, anula la instrucción, la cita-
ción y todo lo que se hubiese seguido y, en consecuencia,
descarga a la inculpada Argentina Guerrero Pacheco, de
los hechos puestos a su cargo, por no haberlos cometido;
Quinto: Declara las costas penales de oficio.";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la
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Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Présidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asisti-
das del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, hoy día 15 de noviembre de 1967, años 124 9 de la In-
dependencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
Morillo, dominicano, mayor de edad, soltero, albañil, cédu-
la 21235, serie 23, domiciliado y residente en el Barrio
Restauración de San Pedro de Macorís, en la causa segui-
da a Argentina Guerrero Pacheco, dominicana, mayor de
soltera, de oficios domésticos, cédula 3162, serie 30, domi-
ciliada y residente en la casa No. 15 de la calle San Luis
Barrio Libertad (callejón de los Cuatro Caminos), de San "A
Pedro de Macorís, contra sentencia dictada por la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís de fecha 6 de marzo
de 1967, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Admite
como regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de

oposic ión interpuesto por la inculpada Argentina Guerrero
pacheco , contra sentencia dictada, en atribuciones correc-
cionales y en fecha 21 de diciembre de 1966, por esta Cor-
te de Apelación, que confirmó en defecto la sentencia pro-
nunciada por el Juzgado de Primera Instancia de este Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macenis, en atribuciones co-
rreccionales y en fecha 5 de agosto de 1966, que la condenó
al pago de una multa de RD$25.00, por el delito de violación
a la Ley No. 3143 (sobre anticipos para trabajos que no se
realizan), en perjuicio del señor Ramón Morillo; a una in-
demnización de doscientos cuarenta pesos oro (RD$240.00),
en favor del señor Ramón Morillo, parte civil constituída;
y la condenó además al pago de las costas; Segundo: Admite
como regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por la referida inculpada Argentina
Guerrero Pacheco, contra sentencia dictada, en atribuciones
correccionales v en fecha 5 de agosto de 1966, por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pe-
dro de Macorís, que la condenó al pago de una multa de
RD$25.00, por el delito de violación a la Ley No. 3143 (so-
bre anticipos para trabajos que no se realizan), en perjui-
cio del señor Ramón Morillo; a una indemnización de dos-
cientos cuarenta pesos oro (RD$24.00)•, e nfavor del aludido
señor Ramón Morillo, parte civil constituida; y al pago de
las costas; Tertero: Anula la sentencia apelada por viola-
ción no reparada de formas prescritas por la Ley a pena
de nulidad; Cuarto: Avoca el fondo del asunto de que se
trata y por propia autoridad, anula la instrucción, la cita-
ción y todo lo que se hubiese seguido y, en consecuencia,
descarga a la inculpada Argentina Guerrero Pacheco, de
los hechos puestos a su cargo, por no haberlos cometido;
Quinto: Declara las costas penales de oficio.";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

;-
4
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Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 6 de marzo de 1967
a requerimiento del recurrente, en la cual no Fe invoca
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea intefpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil o por persona civilmente responsable, el depósito
de un memorial con la exposición de los medios en que se
se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha
motivado el recurso en la declaración correspondiente;

Cohsiderando que en el presente caso, el recurrente,
parte civil constituida, no invocó, cuando declaró su recur-
so, ningún medio determinado de casación; que dicho re-
currente tampoco ha presentado con posterioridad a la de-
claración del recurso, el memorial con la exposición de los
medios que le sirven de fundamento; que, por tanto, el pre-
sente recurso es nulo;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Ramón Morillo, parte civil cons-
tituida, contra sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, de
fecha 6 de marzo de 1967, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ruíz Tejada.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Carlos M. Lamarche Henríquez.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar. —Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
-firmada, leída y publica por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo). Ernesto Curiel hijo.
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Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 6 de marzo de 1967
a requerimiento del recurrente, en la cual no re invoca
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil o por la persona civilmente responsable, el depósito
de un memorial con la exposición de los medios en que se
se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha
motivado el recurso en la declaración correspondiente;

CaSiderando que en el presente caso, el recurrente,
parte civil constituida, no invocó, cuando declaró su recur-
so, ningún medio determinado de casación; que dicho re-
currente tampoco ha presentado con posterioridad a la de-
claración del recurso, el memorial con la exposición de los
medios que le sirven de fundamento; que, por tanto, el pre-
sente recurso es nulo;
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leida y publica por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo). Ernesto Curiel hijo.

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Ramón Morillo, parte civil cons-
tituida, contra sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, de
fecha 6 de marzo de 1967, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ruíz Tejada.— F. E. Ravelo de la
Fuente.— Carlos M. Lamarche Henríquez.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Ferelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar. —Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.



Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, d(
fecha 12 de mayo de 1967.

Materia: Crimiñ'al    

Recurrente: Ramón Gil Collado  

4Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani ;Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Beras;
Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día
15 del mes de Noviembre de 1967, años 124° de la Indepen-
dencia y 195 9 de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
Gil Collado, dominicano, mayor de edad, soltero, billetero,
cédula No. 13081, serie 48, domiciliado en el Ensanche La
Fé, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santo Do-
m:ngo, pronunciada en sus atribuciones criminales, en fe-
cha 12 de Mayo del 1967, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren-
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te, en fecha 19 de Mayo del 1967, en la cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
rado y vistos los Artículos. 18, 295 y 304 del Código Pe-

nal, y 1 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
por requerimiento del Ministerio Público, el Juez de Ins-
trucción de la Primera Circunscripción del Distrito Nacio-
nal dictó, en fecha 27 de Julio del 1966, una providencia
calificativa, cuyo dispositivo es como sigue: Resolvemos:
Primero: Declarar, como al efecto declaramos, que hay car-
gos suficientes para enviar por ante el Tribunal Criminal,
al nombrado Ramón Gil Collado, para que allí sea juzgado
Dor el criminal de asesinato en perjuicio de quien en vida

lamó Teresa A. Aracena García, además por porte ilegal
;le arma blanca; hecho previsto y penado por los Artículo
50, 56, 295, 296, 297, 298 y 302 del Código Penal; Segun

-do:— Ordenar, como al efecto ordenamos, que las actuacio-
Des de la Instrucción y un estado de los documentos y obje-
tos que han de obrar como elementos de convicción sean
.ransmitidos por nuestro Secretario inmediatamente des-
')ués de expirado el plazo del recurso de oposición de que

,s susceptible esta Providencia Calificativa al Magistrado
Procurador Fiscal del D.N., para los fines de Ley"; b) que
en fecha 8 de Noviembre del 1966 la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
dictó, en sus atribuciones criminales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; e) . que sobre el: recurso
de apelación del acusado, Ramón Gil Collado, intervino la
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuan-
to a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el
acusado Ramón Gil Collado, en fecha 15 de Noviembre del
1966 , contra sentencia dictada por la Primera Cámara de
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 12 de mayo de 1967.

Niateria:    

Recurrente: Ramón Gil Collado  

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.     

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani ;Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Beras;1I

,

	

	 Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Sé-

/

o1,,

II

1 
Fé, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, pronunciada en sus atribuciones criminales, en fe-"

,
cédula No. 13081, serie 48, domiciliado en el Ensanche La

dencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia:

en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día
15 del mes de Noviembre de 1967, años 1249 de la Indepen-

cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
Gil Collado, dominicano mayor de edad, soltero, billetero,

> 	 cha 12 de Mayo del 1967, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

1	 Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
,1J	 de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren-

'te , en fecha 19 de Mayo del 1967, en la cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los Artículos. 18, 295 y 304 del Código Pe-
nal, y 1 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
por requerimiento del Ministerio Público, el Juez de Ins-
trucción de la Primera Circunscripción del Distrito Nacio-
nal dictó, en fecha 27 de Julio del 1966, una providencia
calificativa, cuyo dispositivo es como sigue: Resolvemos:
Primero: Declarar, como al efecto declaramos, que hay car-
gos suficientes para enviar por ante el Tribunal Criminal,
al nombrado Ramón Gil Collado, para que allí sea juzgado
por el criminal de asesinato en perjuicio de quien en vida
sel lamó Teresa A. Aracena García, además por porte ilegal
de arma blanca; hecho previsto y penado por los Artículos
50, 56, 295, 296, 297, 298 y 302 del Código Penal; Segun-
do:— Ordenar, como al efecto ordenamos, que las actuacio-
nes de la Instrucción y un estado de los documentos y obje-
tos que han de obrar como elementos de convicción sean
transmitidos por nuestro Secretario inmediatamente des-
pués de expirado el plazo del recurso de oposición de que
es susceptible esta Providencia Calificativa al Magistrado
Procurador Fiscal del D.N., para los fines de Ley"; b) que
en fecha 8 de Noviembre del 1966 la Primera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
dictó, en sus atribuciones criminales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; e) . que sobre el, recurso
de apelación del acusado, Ramón Gil Collado, intervino la
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido, en cuan-
to a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el
icusado Ramón Gil Collado, en fecha 15 de Noviembre del
1966 , contra sentencia dictada por la Primera Cámara de
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
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nal, en fecha 8 de Noviembre del 1966, cuyo dispositivo di-
ce así: 'Falla: Primero: Se declara al nombrado Ramón Gil
Collado, de generales que constan, culpable del crimen de
asesinato, en perjuicio de quien en vida se llamaba Teresa
García Aracena, y en consecuencia se le condena a sufrir
la pena de treinta años de trabajos públicas, y Segundo:
Se condena al acusado Ramón Gil Collado, al pago de las
costas'; SEGUNDO: En cuanto al fondo se varía la califica-
ción dada al hecho, de asesinato, por la del crimen de ho-
micidio voluntario, y al declararlo culpable de ese hecho se
condena a sufrir la pena de veinte (20) años de trabajos
públicos; TERCERO: Condena a dicho acusado Ramón Gil
Collado, al pago de las costas de esta alzada";

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente administrados en la instrucción de la causa; que
en la noche del día 5 de Abril de 1966, Ramón Gil Collado
infirió voluntariamente a Teresa García Aracena varias
heridas. con un cuchillo, que le produjeron la muerte, lo
que hizo con saña, ya que aún después de haber caído al
suelo la víctima el acusado continuó hiriéndola con el cu-
chillo;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen a cargo del acusado Ramón Gil
Collado, el crimen de homicidio voluntario en perjuicio de
Teresa García Aracena, previsto por el Artículo 295 del
Código Penal. y sancionado por los Artículos 304, párrafo
II y 18 del mismo Código con la pena de tres a veinte años
de trabajos públicos; que, en consecuencia, la Corte a-qua
al condenar al acusado, después de declararlo culpable del
indicado crimen, a veinte años de trabajos públicos, hizo
una correcta aplicación de la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos.
la sentencia impugnada no contiene. en cuanto concierne al
interés del acusado, vicio alguno que justifique su casación;
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Ramón Gil Collado, contra sentencia
lronunciada en sus atribuciones criminales por la Corte de

Apelación de Santo Domingo, en fecha 12 de Mayo del
1967, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del prese

 la-
te fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de 

costas.(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando

E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani. —Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certif co. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—
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nal, en fecha 8 de Noviembre del 1966, cuyo dispositivo di-
ce así: 'Falla: Primero: Se declara al nombrado Ramón Gil
Collado, de generales que constan, culpable del crimen de
asesinato, en perjuicio de quien en vida se llamaba Teresa
García Aracena, y en consecuencia se le condena a sufrir
la pena de treinta años de trabajos públicos, y Segundo:
Se condena al acusado Ramón Gil Collado, al pago de las
costas'; SEGUNDO: En cuanto al fondo se varía la califica-
ción dada al hecho, de asesinato, por la del crimen de ho-
micidio voluntario, y al declararlo culpable de ese hecho se
condena a sufrir /á pena de veinte (20) años de trabajos
públicos; TERCERO: Condena a dicho acusado Ramón Gil
Collado, al pago de las costas de esta alzada";

Considerando aue la Corte a-qua dió por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente administrados en la instrucción de la causa; que
en la noche del día 5 de Abril de 1966. Ramón Gil Collado
infirió voluntariamente a Teresa García Aracena varias
heridas, con un cuchillo, que le produjeron la muerte, lo
que hizo con saña, ya que aún después de haber caído al
suelo la víctima el acusado continuó hiriéndola con el cu-
chillo;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen a cargo del acusado Ramón Gil
Collado, el crimen de homicidio voluntario en perjuicio de
Teresa García Aracena, previsto por el Artículo 295 del
Código Penal. y sancionado por los Artículos 304, párrafo
II y 18 del mismo Código con la pena de tres a veinte años
de trabajos públicos; que, en consecuencia, la Corte a-qua
al condenar al acusado, después de declararlo culpable del
indicado crimen, a veinte años de trabajos públicos, hizo
una correcta aplicación de la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al
interés del acusado, vicio alguno que justifique su casación;
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Gil Collado, contra sentencia
lronunciada en sus atribuciones criminales por la Corte de
-Apelación de Santo Domingo, en fecha 12 de Mayo del
1967, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del prese

 la-te fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de 

costas.
(Firmados) : Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando

E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani. —Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, que
certif'co. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Cristóbal, de fecha 16 de diciembre de 1966.

Materia: Trabajo

Recurrente: Compañía Anónima de Explotaciones Industriales
Abogados: Lic. Freddy Prestol Castillo y Dr. Miguel Angel Brito 1'

Mata

Recurrente: Antonio García y Rafael Ramón Brea
Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo y Dr. Miguel Angel Brito

Dios Patria y Libertad.
República. Dominicana,

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche H., Segunto Sustituto de Presidente; Ml. D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar v Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de noviem
bre del año 1967, años 124° de la Independencia y 105 9 de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Anónima de Explotaciones Industriales, organizada de
conformidad con las leyes dominicanas, domiciliada en la
casa No. 48 de la calle Isabel la Católica de esta ciudad.
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, como tribunal

de Trabajo de segundo grado, en fecha 16 de diciembre de
1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Jorge A. Mora Nadal, cédula No. 46588,

serie lra., en representación del Lic. Freddy Prestol Cas-
tillo, cédula No. 8401, serie lra. y del Dr. Miguel Angel
Brito Mata, cédula No. 23397, serie 47, abogados de la re-
currente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictámen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por los abogados
de la recurrente, y depositado en la Secretaría de la Su-

' prema Corte de Justicia el día 10 de abril de 1967;
Visto el memomorial de defens ade los recurridos An-

tonio García y Rafael Ramón Brea, suscrito por sus aboga-
dos Dres. Sócrates Barinas Coiscou, cédula No. 23596, se-

1ra., y H. G. Feliz Pepín, cédula No. 1606. serie 31;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 10, 68, 69, 72, 168, 169, 170.
173, 660 y 661 del Código de Trabajo; 1153 y 1351 del Có-
digo Civil, 141 y 523 del Código de Procedimiento Civil; 1
y siguientes de la ley 5235 de 1959 sobre Regalía Pascual, y
1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de un litigio laboral, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal como tribunal de trabajo
de segundo grado, dictó el 21 de septiembre de 1965, una
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe ratificar y ratifa el defecto pronuncia-
do en audiencia contra la Compañía Anóni ma de Explota-
ción Industriales, (Ingenio Caei); recurrente en apelación,
por falta de concluir su abogado constituido, no obstante ser
regularmente emplazada; SEGUNDO: Que debe declarar
y declara bueno y regular en la forma el recurso de apela-
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Cristóbal, de fecha 16 de diciembre de 1966.

41!
Materia: Trabajo

Recurrente: Compañía Anónima de Explotaciones Industriales
Abogados: Lic. Freddy Prestol Castillo y Dr. Miguel Angel Brito

Mata*

Recurrente: Antonio García y Rafael Ramón Brea
Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo y Dr. Miguel Angel Brito

Dios Patria v Libertad.
República. Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche H., Segunto Sustituto de Presidente; Ml. D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de noviem
bre del año 1967, años 124° de la Independencia y 1059 de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Anónima de Explotaciones Industriales, organizada de
conformidad con las leyes dominicanas, domiciliada en la
casa No. 48 de la calle Isabel la Católica de esta ciudad,
contra la sentencia dictada ,por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, como tribunal
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Trabajo de segundo grado, en fecha 16 de diciembre de
6, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Jorge A. Mora Nadal, cédula No. 46588,

serie ira., en representación del Lic. Freddy Prestol Cas-
tillo, cédula No. 8401, serie lra. y del Dr. Miguel Angel
Brito Mata, cédula No. 23397, serie 47, abogados de la re-
currente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictámen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por los abogados
de la recurrente, y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia el día 10 de abril de 1967;

Visto el memomorial de defens ade los recurridos An-
tonio García y Rafael Ramón Brea, suscrito por sus aboga-
dos Dres. Sócrates Barinas Coiscou, cédula No. 23596, se-
rie lra., y H. G. Feliz Pepín, cédula No. 1606, serie 31;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 10, 68, 69, 72, 168, 169, 170,
173, 660 y 661 del Código de Trabajo; 1153 y 1351 del Có-
digo Civil, 141 y 523 del Código de Procedimiento Civil; 1.
y siguientes de la ley 5235 de 1959 sobre Regalía Pascual, y
1 v 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de un litigio laboral, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal como tribunal de trabajo
de segundo grado, dictó el 21 de septiembre de 1965, una
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe ratificar y ratifa el defecto pronuncia-
do en audiencia contra la Compañía Anónima de Explota-
ción Industriales, (Ingenio Caei); recurrente en apelación,
por falta de concluir su abogado constituído, no obstante ser
regularmente emplazada; SEGUNDO: Que debe declarar
y declara bueno y regular en la forma el recurso de apela-
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ción interpuesto por la Compañia Anónima de Explotacio-
nes Industriales, (Ingenio Caei), contra la sentencia recu-
rrida, por haberlo hecho en tiempo hábil y conforme a lo
estipulado por el Código de Trabajo; TERCERO: Que debe
confirmar y confirma en todas sus partes la sentencia im-
pugnada, dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de
Yaguate, en materia laboral, de fecha 10 de octubre del
año 1961, cuyo dispositivo dice así: Falla: Primero: Que
debe declarar como al efecto declara justificada la dimisión
del contrato pactado entre los demandantes y la demanda,
de acuerdo con lo establecido en el artículo 90 de la Ley
No. 637. Código de Trabajo; Segundo: Que debe condenar,
como al efecto condena a la Compañía Anónima de Explo-
taciones Industriales, (Ingenio Caei), al pago de las indem-
nizaciones de Auxilio de Cesantía y Preaviso que le adeu-
da a los demandantes Rafael Ramón Brea y Antonio Gar-
cía, a causa de la dimisión calculado de acuerdo con la du-
ración del tiempo que legalmente cada uno de éstos pres-
taron sus respectivos servicios como trabajadores de la
Compañía Ingenio Caei, según lo establecido en la deman-
da que éstos interpusieron contra la Compañía y de acuer-
do con sus respectivas declaraciones que ambos hicieron en
la audiencia del conocimiento del presente caso; Tlercero:
A pagarle a los demandantes Antonio García y Rafael Ra-
món Brea. el salario adeudándoles desde la fecha en que
fueron paralizados en sus respectivos trabajos, y traduci-
dos a la justicia, bajo la acusación de robo de azúcar, acu-
sación por la cual no les fue posible seguir en sus trabajos
motivos por el cual debe pagársele el tiempo de acuerdo con
sus salarios que cada uno devengaba desde la fecha en que
por tal circunstancia dejaron de asistir a sus trabajos, has-
ta la fecha definitiva dula presente sentencia condenatoria:
Cuarto: Que condena a la Compañía de Explotaciones In-
dustriales, (Ingenio Caei), al pago de las costas causadas
hasta la completa ejecución de la sentencia, como parte que
sucumbe; Quinto: Rechazar como al efecto rechaza el pedi-
mento que en sus conclusiones hace el abogado de la par-

te demandad a ; Sexto: Que debe condenar además, a la
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales (Inge-
n ie Caei), al pago de las castas del procedimiento'; CUAR-

TO: Se modifiCa el ordinal tercero de la sentencia apelada,
y en efecto, se condena a la Compañía de Explotaciones In-
dustriales , (Ingenio Caei), a pagar a los trabajadores Anto-
nio García y Rafael Brea, los salarios a que dicho ordinal
tercero se refiere. de conformidad con lo establecido por el
C5digo de Trabajo vigente, haciendo extensivas las conde-
naciones contra dicha Compañía, a pagarles todas las in-
demnizaciones, prestaciones, compensaciones, regalías
pascuales, etc., que les acuerdan las leyes vigentes de la
República; y muy especialmente, los intereses legales so-
bre el monto de la suma a que ha sido condenada la supra-
dicha Compañía, las cuales deberán justificarse por estado,
contados desde la fecha de la demanda, hasta la ejecución
definitiva de esta sentencia; QUINTO:— Que debe conde-
nar y condena, además, a la Com pañía Anónima de Explo-
taciones Industriales, (Ingenio Caei), al pago de las costas,
distrayéndolas en la forma siguiente: Hasta la audiencia
celebrada por este Tribunal en fecha 12 de marzo de 1962.
en provecho del Dr. Juan Isidro Medina Montás, y desde
esa fecha, hasta la completa ejecución de la presente sen-
tencia, en provecho del Dr. Hostos Guaroa Feliz Pepín,
quienes han afirmado haberlas avanzado en sus respecti-
vas intervenciones; SEXTO: Se comisiona al Alguacil Six-
to Justo Nina Soriano, de Estrados de este Juzgado, para la
notificación de esta sentencia"; b) que esa sentencia fue
notificada a la hoy recurrente Compañía de Explotaciones
Industriales, en fecha 23 de diciembre de 1965 y dicha Com-
pañía no interpuso contra la misma, ningún recurso; c) que
en fecha 28 de septiembre de 1966, los trabajadores Gar-
cía y Brea emplazaron a la Compañía a comparacer el día 3
de octubre de ese mismo año, por ante el Tribunal de Pri-
mera Instancia de San Cristóbal para discutir la liquida-
ción de indemnizaciones daños y perjuicios, acordados por
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ción interpuesto por la Compañia Anónima de Explotacio-
nes Industriales, (Ingenio Caei), contra la sentencia recu-
rrida, por haberlo hecho en tiempo hábil y conforme a lo
estipulado por el Código de Trabajo; TERCERO: Que debe
confirmar y confirma en todas sus partes la sentencia im-
pugnada, dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de
Yaguate, en materia laboral, de fecha 10 de octubre del
año 1961, cuyo dispositivo dice así: Falla: Primero: Que
debe declarar como al efecto declara justificada la dimisión
del contrato pactado entre los demandantes y la demanda,
de acuerdo con lo establecido en el artículo 90 de la Ley
No. 637. Código de Trabajo; Segundo: Que debe condenar,
como al efecto condena a la Compañía Anónima de Explo-
taciones Industriales, (Ingenio Caei), al pago de las indem-
nizaciones de Auxilio de Cesantía y Preaviso que le adeu-
da a los demandantes Rafael Ramón Brea y Antonio Gar-
cía, a causa de la dimisión calculado de acuerdo con la du-
ración del tiempo que legalmente cada uno de éstos pres-
taron sus respectivos servicios como trabajadores de la
Compañía Ingenio Caei, según lo establecido en la deman-
da que éstos interpusieron contra la Compañía y de acuer-
do con sus respectivas declaraciones que ambos hicieron en
la audiencia del conocimiento del presente caso; Mercero:
A pagarle a los demandantes Antonio García y Rafael Ra-
món Brea, el salario adeudándoles desde la fecha en que
fueron paralizados en sus respectivos trabajos, y traduci-
dos a la justicia, bajo la acusación de robo de azúcar, acu-
sación por la cual no les fue posible seguir en sus trabajos
motivos por el cual debe pagársele el tiempo de acuerdo con
sus salarios que cada uno devengaba desde la fecha en que
por tal circunstancia dejaron de asistir a sus trabajos, has-
ta la fecha definitiva de' la presente sentencia condenatoria;
Cuarto: Que condena a la Compañía de Explotaciones In-
dustriales, (Ingenio Caei), al pago de las costas causadas
hasta la completa ejecución de la sentencia, como parte que
sucumbe; Quinto: Rechazar como al efecto rechaza el pedi-
mento que en sus conclusiones hace el abogado de la par-

te demandada; Sexto: Que debe condenar además, a la
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales (Inge-
nio Caei), al pago de las costas del procedimiento'; CUAR-
TO: Se modiflfrca el ordinal tercero de la sentencia apelada,
y en efecto, se condena a la Compañía de Explotaciones In-
dustriales , (Ingenio Caei), a pagar a los trabajadores Anto-
nio García y Rafael Brea, los salarios a que dicho ordinal
tercero se refiere, de conformidad con lo establecido por el
Código de Trabajo vigente, haciendo extensivas las conde-
na:iones contra dicha Compañía, a pagarles todas las in-
demnizaciones, prestaciones, compensaciones, regalías
pascuales, etc., que les acuerdan las leyes vigentes de la
República; y muy especialmente, los intereses legales so-
bre el monto de la suma a que ha sido condenada la supra-
dicha Compañía, las cuales deberán justificarse por estado,
contados desde la fecha de la demanda, hasta la ejecución
definitiva de esta sentencia; QUINTO:— Que debe conde-
nar y condena, además, a la Com pañía Anónima de Explo-
taciones Industriales, (Ingenio Caei), al pago de las costas,
distrayéndolas en la forma siguiente: Hasta la audiencia
celebrada por este Tribunal en fecha 12 de marzo de 1962,
en provecho del Dr. Juan Isidro Medina Montás, y desde
esa fecha, hasta la completa ejecución de la presente sen-
tencia, en provecho del Dr. Hostos Guaroa Feliz Pepín,
quienes han afirmado haberlas avanzado en sus respecti-
vas intervenciones; SEXTO: Se comisiona al Alguacil Six-
to Justo Nina Soriano, de Estrados de este Juzgado, para la
notificación de esta sentencia"; b) que esa sentencia fue
notificada a la hoy recurrente Compañía de Explotaciones
Industriales, en fecha 23 de diciembre de 1965 y dicha Com-
pañía no interpuso contra la misma, ningún recurso; c) que
en fecha 28 de septiembre de 1966, los trabajadores Gar-
cía y Brea emplazaron a la Compañía a comparacer el día 3
de octubre de ese mismo año, por ante el Tribunal de Pri-
mera Instancia de San Cristóbal para discutir la liquida-
ción de indemnizaciones daños y perjuicios, acordados por
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sentencia del 21 de septiembre de 1965; chl que en esa au-
diencia el abogado de la Compañía se limitó a concluir que
sea rechazada en principio, por "muy abultada dicha liqui.
dación", y a pedir un plazo para presentar un contra-esta-
do, lo cual no hizo, no obstante habérsele concedido dicho
plazo; d) que posteriormente, intervino el fallo ahora im-
pugnado cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI.
MERO: Declara regualar en la forma el presente procedi-
miento relativo a la liquidación de Daños y Perjuicios, In.
demnizaciones y Prestaciones laborales, sometidas por los
señores Antonio García y Rafael Ramón Brea, contra la
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales (Ingenio
Caei); SEGUNDO: Acoge las conclusiones de los demandan-
tes'Antonio García y Rafael Ramón Brea. por ser justas, y
en consecuencia; a) Prueba el referido Estado, el cual se
encuentra transcrito en'el cuerpo de la presente sentencia.
por la suma de Tres Mil Quinientos Sesenta y Cuatro Pe;
sos con Cincuenta Centavos (RD3.564.501; correspondiente
al señor Antonio García, la cantidad de Dos Mil Cuatro.
cientos Cincuenta y Dos Pesos con Veinte Centavos Oro
(RD$2.452.20), y al señor Rafael Ramón Brea, la cantidad
de Mil Ciento Doce Pesos con Treinta Centavos Oro (RD$-
1.112.30); b) Declara que esta aprobación es hecha después
de deducir de la liquidación correspondiente a Antonio
García, en la partida de Pre-aviso, la suma de Nueve Pe-
sos con Ochenta Centavos (RDS9.80), por causa de error
en el cálculo de dicha partida: TERCERO: Ordena la ejecu-
ción provisional y sin fianza de la presente sentencia. no
obstante cualquier recurso; CUARTO: Condena a la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales (Ingenio
Caei), al pago de las costas de est ainstancia, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Sócrates Barinas Coiscou.
nor haber afirmado est¿-.rlas avanzando en su mayor par-
te";

Considerando que la Compañía recurrente invoca en
su memorial de casación, 16s siguientes medios: "Primer

medio: Violación por falsa aplicación de los artículos 10,
69 y 72 del Código de Trabajo, reformado este último por
la Ley No. 5603, del 16 de agosto de 1961. Violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil por insufi-
ciencia de motivos. Falta de base legal; Segundo Media:
Violac ión por errada aplicación de los artículos 10, 168, 169,
170 y 173 del Código de Trabajo. Violación del artículo
141 del Código de Procedimiento Civil por ausencia de mo-
tivos y falta de base legal; Tercer Medio: Violación por
falsa aplicación de los artículos 4, párrafo II y 9 de la Ley
No. 5235, del 25 de octubre de 1959, sobre Regalía Pascual

sus modificaciones y consecuencialmente violación de los
artículos 10 y 173 del Código de Trabajo. Violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil por ausencia
de motivos y falta de base legal; Cuarto Medio: Violación
de los artículos 660 y 661 del Código de Trabajo, por estar
prescritas las acciones relativas a las vacaciones anuales
renumeradas y a la regalía pascual, excepto en lo que se
referiere al último año; Quinto Medio: Violación y falsa
aplicación del artículo 1153 del Código Civil; Insuficiencia
de motivos y falta de base legal";

Considerando que en el desenvolvimiento de su pri-
mer medio de casación, la recurrente alega que la liquida-
ción fue aprobada por prestaciones correspondientes a tra-
bajadores con contratos de , 4 y 25 años de duración, cuando
la realidad es que los contratos de los trabajadores García
y Brea eran estacionales, duraban el período de la última
zafra, o sea más de 6 meses y menos de un año; que el tri-
bunal a-qua al condenar a la recurrente al pago de las pres-
taciones correspondientes a contratos de duración de 4 y

d enunciados;
2 5  años, eo peolorohizo, incurrió en los vicios y violaciones

Considerando que len la especie es constante, como se
ha expresado ya, que la recurrente no impugnó la senten-
cia del tribunal a-quo de fecha 21 de septiembre de 1965,
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sentencia del 21 de septiembre de 1965; ch) que en esa au_
diencia el abogado de la Compañía se limitó a concluir que
sea rechazada en principio, por "muy abultada dicha liqui-
dación", y a pedir un plazo para presentar un contra-esta-
do, lo cual no hizo, no obstante habérsele concedido dicho
plazo; d) que posteriormente, intervino el fallo ahora im-
pugnado cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara regualar en la forma el presente procedi-
miento relkitivo a la liquidación de Daños y Perjuicios, In-
demnizaciones y Prestaciones laborales, sometidas por los
señores Antonio García y Rafael Ramón Brea, contra la
Compañía Anónima de Explotaciones Industriales (Ingenio
Caei); SEGUNDO: Acoge las conclusiones de los demandan-
tes'Antonio García y Rafael Ramón Brea, por ser justas, y
en consecuencia; a) Prueba el referido Estado, el cual se
encuentra transcrito en'el cuerpo de la presente sentencia,
por la suma de Tres Mil Quinientos Sesenta v Cuatro Pe:
sos con Cincuenta Centavos (RD3,564.50); correspondiente
al señor Antonio García, la cantidad de Dos Mil Cuatro-
cientos Cincuenta y Dos Pesos con Veinte Centavos Oro
(RDS2.452.291, y al señor Rafael Ramón Brea, la cantidad
de Mil Ciento Doce Pesos con Treinta Centavos Oro (RD$-
1,112.30); b) Declara que esta alSrobación es hecha después
de deducir de la liquidación correspondiente a Antonio
García, en la partida de Pre-aviso, la suma de Nueve Pe-
sos con Ochenta Centavos (RDS9.80), por causa de error
en el cálculo de dicha partida: TERCERO: Ordena la ejecu-
ción provisional y sin fianza de la presente sentencia. no
obstante cualquier recurso; CUARTO: Condena a la Com-
pañía Anónima de Explotaciones Industriales (Ingenio
Caei), al pago de las costas de est ainstancia, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Sócrates Barinas Coiscou,
Por haber afirmado estarlas avanzando en su mayor pa r

-te";
Considerando que la Compañía recurrente invoca el

su memorial de casación, lds siguientes medios: "Primer

Medie: Violación por falsa aplicación de los artículos 10,
69 y 72 del Código de Trabajo, reformado este último por

la. Ley. No. 5603, del 16 de agosto de 1961. Violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil por insufi-
ciencia de motivos. Falta de base legal; Segundo Medio:
Violación por errada aplicación de los artículos 10, 168, 169,
1 70 y 173 del Código de Trabajo. Violación del artículo
141 del Código de Procedimiento Civil por ausencia de mo-
tivos y falta de base legal; Tercer Medio.: Violación por
falsa aplicación de los artículos 4, párrafo II y 9 de la Ley
No. 5235, del 25 de octubre de 195Q, sobre Regalía Pascual
' sus modificaciones y consecuencialmente violación de los
artículos 10 y 173 del Código de Trabajo. Violación del ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil por ausencia
de motivos y falta de base legal; Cuarto Medio: Violación
de los artículos 660 y 661 del Código de Trabajo, por estar
prescritas las acciones relativas a las vacaciones anuales
renumeradas y a la regalía pascual, excepto en lo que se
referiere al último año; Quinto Medio: Violación y falsa
aplicación del artículo 1153 del Código Civil; Insuficiencia
de motivos y falta de base legal";

Considerando que en el desenvolvimiento de su pri-
mer medio de casación, la recurrente alega que la liquida-
ción fue aprobada por prestaciones correspondientes a tra-
bajadores con contratos de" 4 y 25 años de duración, cuando
la realidad es que los contratos de los trabajadores García
y Brea eran estacionales, duraban el período de la última
zafra, o sea más de 6 meses y menos de un año; que el tri-
bunal a-qua al condenar a la recurrente al pago de las pres-
taciones correspondientes a contratos de duración de 4 y
25 años, como lo hizo, incurrió en los vicios y violaciones
den unciados; pero,

Considerando que len la especie es constante, como se
ha expresado ya, que la recurrente no impugnó la senten-
cia del tribunal a-quo de fecha 21 de septiembre de 1965,
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sentencia que había establecido que los contratas de los tra.
bajadores García y Brea tuvieran una duración de 25 y 4
años, respectivamente; que, por tanto, los alegatos de la
recurrente tendientes a demostrar que la duración de esos
contratos era otra, carecen de pertinencia, por lo cual 

elprimer medio es inadmisible;

Considerando que en el desenvolvimiento de su se-
gundo medio de casación, la recurrente alega que el Juez
a-quo aprobó en la liquidación de prestaciones, una parti-
da correspondiente a vacaciones acumuladas por varios arbs
cuando la ley solo permite que se compensen las vacaciones
relativas al último año de trabajo; que esta disposición
prevista categóricamente en el artículo 173 del Código de
Trabajo, debió ser cumplida por el Juez cuando examinó
dicha liquidación; que al no hacerlo así, incurrió en la sen-
tencia impugnada en los vicios y violaciones denunciados;

Considerando que el juez a-quo condenó a la recurren-
te a pagar a los trabajadores García y Brea, las suinas de
RD$246.96 y RD$119, por concepto de 126 y 170 días de
vacaciones, respectivamente;

Considerando que según el artículo 173 del Código de
Trabajo, las vacaciones deben concederse real y efectiva-
mente para coadyuvar a la salud de las trabajadores, y que,
como única excepción, la parte final de dicho texto permi-
te la compensación de las vacaciones del último año en for-,
ma taxativa; que, en la especie, al pasar de ese límite el
tribunal a-quo hizo una errónea aplicación del referido ar-
tículo; que, por otra parte, la circunstancia de que el abo-
gado de la Compañía no hiciera específicamente, ese ale-
gato ante el juez del fondo, no liberaba a éste de la obliga-
ción de comprobar si las conclusiones de los trabajadores
en ese sentido, excedían las límites que taxativamente ha
fijado la ley; que, por tanto la sentencia impugnada debe
ser casada en este punto;

Considerando que en apoyo de los medios tercero y
cuarto, de casación, la recurrente alega en síntesis, que en
la sentencia impugnada se le condena a pagar a los traba-
jadores García y Brea, 6 y 5 años respectivamente, de re-
galía pascual, cuando el contrato de trabajo de ellos no du-
ró más de un año, de modo que la regalía pascual que le
correspondía era proporcional a la duración del contrato;
que el régimen de la regalía pascual es idéntico al de las
vacaciones, que no se pueden acumular; que por otra par-
te, las leyes laborales son de orden público; que la acción
de los trabajadores reclamando regalía pascual por más de
un año está prescrita; que la prescripción en materia labo-
ral puede proponerse en todo estado de causa, hasta en ca-
sación, y ser suplida de oficio por los jueces, porque se re-
fieren a cuestiones de interés social; pero,

Considerando que si bien es cierto que las leyes labo-
rales son en su conjunto de interés social, no todas sus dis-
posiciones son de orden público; que las relativas a la pres-
cripción no tienen ese carácter, de modo que los jueces no
están obligados a examinarla de oficio y las partes no pue-
den proponerla por primera vez en casación;

Considerando que en la especie ha quedado estableci-
do por lo que se ha dicho al responder al primer medio.
que los contratos de trabajo de García y de Brea tenían
una duración de 25 v 4 años respectivamente; que, además,
como la regalía pascual tiene el carácter de un suplemento
de salario, y como la Compañía no aportó la prueba de que
había cumplido con la ley de la regalía pascual ni invocó
la prescripción de la acción de los trabajadores para re-
clamar esas sumas de dinero por tal concepto, es claro que
los alegatos de la recurrente en los medios que se xaminan
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que en el desenvolvimiento del sexto y
último medio de casación, la recurrente alega en síntesis,
que en la sentencia impugnada se le condena a pagar al
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sentencia que había establecido que los contratas de los tra.
bajadores García y Brea tuvieran una duración de 25 y 4
años, respectivamente; que, por tanto, los alegatos de la
recurrente tendientes a demostrar que la duración de esos
contratos era otra, carecen de pertinencia, por lo cual el
primer medio es inadmisible;

41,

Considerando que en el desenvolvimiento de su se.
gundo medio de casación, la recurrente alega que el Juez
a-quo aprobó en la liquidación de prestaciones, una parti-
da correspondiente a vacaciones acumuladas por varios afibs
cuando la ley solo permite que se compensen las vacaciones
relativas al último año de trabajo; que esta disposición
prevista categóricamente en el artículo 173 del Código de
Trabajo, debió ser cumplida por el Juez cuando examinó
dicha liquidación; que al no hacerlo así, incurrió en la sen-
tencia impugnada en los vicios y violaciones denunciados;

Considerando que el juez a-quo condenó a la recurren-
te a pagar a los trabajadores García y Brea, las suliias de
RD$246.96 y RD$119, por concepto de 126 y 170 días de
vacaciones, respectivamente;

Considerando que según el artículo 173 del Código de
Trabajo, las vacaciones deben concederse real y efectiva-
mente para coadyuvar a la salud de lós trabajadores, y que,
como única excepción, la parte final de dicho texto permi-
te la compensación de las vacaciones del último año en for+
ma taxativa; que, en la especie, al pasar de ese límite el
tribunal a-quo hizo una errónea aplicación del referido ar-
tículo; que, por otra parte, la circunstancia de que el abo-
gado de la Compañía no hiciera específicamente, ese ale-
gato ante el juez del fondo, no liberaba a éste de la obliga-
ción de comprobar si las conclusiones de los trabajadores
en ese sentido, excedían las límites que taxativamente ha
fijado la ley; que, por tanto la sentencia impugnada debe
ser casada en este punto;

Considerando que en apoyo de los medios tercero y
cuarto, de casación, la recurrente alega en síntesis, que en
la sentencia impugnada se le condena a pagar a los traba-
jadores García y Brea, 6 y 5 años respectivamente, de re-
galía pascual, cuando el contrato de trabajo de ellos no du-
ró más de un año, de modo que la regalía pascual que le
correspondía era proporcional a la duración del contrato;
que el régimen de la regalía pascual es idéntico al de las
vacaciones, que no se pueden acumular; que por otra par-
te. las leyes laborales son de orden público; que la acción
de los trabajadores reclamando regalía pascual por más de
un año está prescrita; que la prescripción en materia labo-
ral puede proponerse en todo estado de causa, hasta en ca-
sación, y ser suplida de oficio por los jueces, porque se re-
fieren a cuestiones de interés social; pero,

Considerando que si bien es cierto que las leyes labo-
rales son en su conjunto de interés social, no todas sus dis-
posiciones son de orden público; que las relativas a la pres-
cripción no tienen ese carácter, de modo que los jueces no
están obligados a examinarla de oficio y las partes no pue-
den proponerla por primera vez en casación;

Considerando que en la especie ha quedado estableci-
do por lo que se ha dicho al responder al primer medio.
que los contratos de trabajo de García y de Brea tenían
una duración de 25 y 4 años respectivamente; que, además,
como la regalía pascual tiene el carácter de un suplemento
de salario, y como la Compañía no aportó la prueba de que
había cumplido con la ley de la regalía pascual ni invocó
la prescripción de la acción de los trabajadores para re-
clamar esas sumas de dinero por tal concepto, es claro que
los alegatos de la recurrente en los medios que se xaminan
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que en el desenvolvimiento del sexto y
último medio de casación, la recurrente alega en síntesis,
que en la sentencia impugnada se le condena a pagar al

z«.
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trabajador García RD$923.40 y al trabajador Brea 417.00
por "intereses legales" de las sumas acordadas a título de
prestaciones por preaviso, auxilio de cesantía y .salarios ,
cuando el régimen de esas prestaciones no permite incluir
intereses que la ley no señala; que en esas condiciones, en la
sentencia impugnada se ha incurrido en los vicios y viola-
ciones denunciados;

Considerando que en los casos de despido injustificado
de trabajadores por el patrono, o de dimisión justificada
de aquellos, las prestaciones a que puede ser condenado el
patrono están taxativamente limitadas por el Código de
Trabajo;

Considerando que en la sentencia impugnada consta
que el Juez a-quo condenó a la Compañía recurrente a pa-
gar a García y a Brea las sumas de RD$923.00 y RD$417.-
00 respectivamente, por concepto de "intereses legales
acordadas por sentencia -del 10 de junio de 1961 al 10 de
junio de 1966"; que al fallar de ese modo, el juez a-quo no
ha precisado. como era sudeber, sin dichos interese se han
calculado sobre la totalidad de las condenaciones o sobre el
monto de las regalías pascuales adeudadas, pues en lo con-
cerniente a este último punto, como se refiere a una deuda
no pagada a su debido tiempo, podrían justificarse los inte-
reses ;por lo cual, la sentencia impugnada carece de base
legal en este aspecto, y debe ser casada;

Por tales motivos, Primero: Casa en lo concerniente
al monto de las vacaciones y en lo relativo a los intereses
acordados, la sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, como Tri-
bunal de Trabajo de Segundo Grado, en fecha 16 de diciem-
bre de 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo, y envía el asunto así delimitado an-
te lá Cámara de Trabajo del Distrito Nacional; Segundo:

Rechaza en sus demás aspectos, el recurso de casación in-
esto por la Compañía Anónima de se Explotaciones In-

terpgdustriales contra la indicada sentencia; y, Tercero: Com-

pensa las costas.
Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Raye-

lo de la Fuente.—'Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
Bergés Chppani. Manuel A. Amiama. —Joaquín M. Al-

varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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trabajador García RD$923.40 y al trabajador Brea 417.00
por "intereses legales" de las sumas acordadas a título de
prestaciones por preaviso, auxilio de cesantía y salarios
cuando el régimen de esas prestaciones no permite incluir
intereses que la ley no señala; que en esas condiciones, en la
sentencia impugnada se ha incurrido en los vicios y viola-
ciones denunciados;

Considerando que en los casos de despido injustificado
de trabajadores por el patrono, o de dimisión justificada
de aquellos, las prestaciones a que puede ser condenado el
patrono están taxativamente limitadas por el Código de
Trabajo;

Considerando que eri la sentencia impugnada consta
que el Juez a-quo condenó a la Compañía recurrente a pa- *,
gar a García y a Brea las sumas de RD$923.00 y RD$417.-
00 respectivamente, por concepto de "intereses legales
acordados por sentencia -del 10 de junio de 1961 al 10 de
junio de 1966"; que al fallar de ese modo, el juez a-quo no
ha precisado, como era sudeber, sin dichos interese se han
calculado sobre la totalidad de las condenaciones o sobre el
monto de las regalías pascuales adeudadas, pues en lo con-
cerniente a este último punto, como se refiere a una deuda
no pagada a su debido tiempo, podrían justificarse los inte-
reses ;por lo cual, la sentencia impugnada carece de base
legal en este aspecto, y debe ser casada;

Por tales motivos, Primpro: Casa en lo concerniente
al monto de las vacaciones y en lo relativo a los intereses
acordados, la sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, como Tri-
bunal de Trabajo de Segundo Grado, en fecha 16 de diciem-
bre de 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo, y envía el asunto así delimitado an-
te lá Cámara de Trabajo del Distrito Nacional; Segundo:

Rechaza en sus demás aspectos, el recurso de casación in-

terpu
esto por la Compañía Anónima de Explotaciones In-

dustriales contra la indicada sentencia; y, Tercero: Com-

pensa las costas.
Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Rave-

lo de la Fuente.— r Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
p, Bergés Chppani. Manuel A. Amiama. —Joaquín M. Al-
varez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 
1967

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 30
de enero de 1967.

Materia: Tierras

Recurrente: Norberto Matos Lora y Víctor Manuel Matos Coen
Abogado: Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza

Recurrido: Mugiste Concepción Matos Medina y compartes
(Declarado en defecto)

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Su prema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde .celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, a los 17
días del mes de Noviembre de 1967, años 124 9 de la Inde-
pendencia y 1059 de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Norberto
Matos Lora y Víctor Manuel Matos Coen, dominicanos, ma-
yores de edad, casados, domiciliados y residentes en la ciu-
dad de Santo Domingo, portadores de las cédulas Números
54983 y 23290, de las series 1 y 47, respectivamente, contra
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 30 de enero de 1967, cuyas disposiciones aparecen
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Enrique Hernández Machado, cédula

57969, serie lra., a nombre del Dr. Juan Esteban Ariza
Mendoz a , portador de la cédula No. 47326, serie lra., abo-
gado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictámen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
de los recurrentes , y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecTia 30 de marzo de 1967, y
en el cual se invocan los medios de casación que más ade-
lante se expresarán;

Vista la sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de
fecha 27 de junio de 1967, por medio de la cual se
declaró el defecto de los recurridos Magiste Concepción
Matos Medina y compartes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 118, 119, y 136 de la Ley de
Registro de Tierras; 29 de la Ley de Organización Judicial;
1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha 25 de agosto de 1961, el Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original, dictó la Decisión No. 2, por me-
dio de la cual resolvió, en relación con la parcela No. 2,

4	 del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Bayaguana,
ordenar "el registro del derecho de propiedad de esta par-
cela y sus mejorars, consistentes en cercas de alambras,
pasto natural y yerba, libre de gravámenes y conforme al
plano catastral, en favor de los sucesores de Loweski Ma-
tos"; b) que no habiéndose producido apelación alguna, el
Tribunal Superior de Tierras, en Cámara de Consejo, y ac-
tuando dentro de sus facultades de revisión, dictó una sen-
tencia en fecha 25 de octubre de 1961, por medio de la cual
confirmó la de Jurisdicción Original; c) que posteriormen-



SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 30
de enero de 1967.

Materia: Tierras

Recurrente: Norberto Matos Lora y Víctor Manuel Matos Coen
Abogado: Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza

Recurrido: Magiste Concepción Matas Medina y compartes
(Declarado en defecto)

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Su prema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, a los 17
días del mes de Noviembre de 1967, años 124 9 de la Inde-
pendencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Norberto
Matos Lora y Víctor Manuel Matos Coen, dominicanos, ma-
yores de edad, casados, domiciliados y residentes en la ciu-
dad de Santo Domingo, portadores de las cédulas Números
54983 y 23290, de las series 1 y 47, respectivamente, contra
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 30 de enero de 1967, cuyas disposiciones aparecen
más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Enrique Hernández Machado, cédula

57969, serie lra., a nombre del Dr. Juan Esteban Ariza
Mendoza, portador de la cédula No. 47326, serie lra., abo-
gado de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictámen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
de los recurrentes , y depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecTia 30 de marzo de 1967, y
en el cual se invocan los medios de casación que más ade-
lante se expresarán;

Vista la sentencia de la Suprema Corte de Justicia, de
fecha 27 de junio de 1967, por medio de la cual se
declaró el defecto de los recurridos Magiste Concepción
Matos Medina y compartes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 118, 119, y 136 de la Ley de
Registro de Tierras; 29 de la Ley de Organización Judicial;
1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha 25 de agosto de 1961, el Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original, dictó la Decisión No. 2, por me-
dio de la cual resolvió, en relación con la parcela No. 2,
del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Bayaguana,
ordenar "el registro del derecho de propiedad de esta par-
cela y sus mejorars, consistentes en cercas de alambras,
pasto natural y yerba, libre de gravámenes y conforme al
plano catastral, en favor de los sucesores de Loweski Ma-
tos"; b) que no habiéndose producido apelación alguna, el
Tribunal Superior de Tierras, en Cámara de Consejo, y ac-
tuando dentro de sus facultades de revisión, dictó una sen-
tencia en fecha 25 de octubre de 1961, por medio de la cual
confirmó la de Jurisdicción Original; c) que posteriormen-
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te, o sea el 2 de abril de 1963, é/ Tribunal Superior de Tie-
rras dictó una Resolución cuyo texto es el siguiente: "29
Declarar como al efecto declara, que las únicas personas
con derecho a recoger los bienes relíctos por el finado Lo-
weski Matas y transigir con ellos, son su esposa la Sra.
Lucía E. de Lora Vda. Matos, cónyuge superviviente, en su
calidad de parte en la comunidad y sus hijos legítimos Víc-
tor Manuel Matos Coen y Norberto Ernesto Matos Lora•
3ro.— Ordenar, como al efecto ordena, la transferencia de
la totalidad de la parcela número 2 del Distrito Catastral
Número 4 del Sitio y Sección de Yuvina, Provincia de San
Cristóbal, en favor de las señores Víctor Manuel Matos
Coen y Norberto Ernesto Matos Lora, en partes iguales;
4to.— Ordenar como al efecto ordena el Registrador de
Títulos del Departamento de San Cristóbal, la cancelación
del Certificado de Título Número 577. que ampara la Par-
cela Número 2 del Distrito Catastral Número 4, del muni-
cipio de Bayaguana, sitio y sección de Yuvina, Provincia
de San Cristóbal, y la expedición de otro en su lugar que
ampare esta parcela en favor de las señores Víctor Manuel
Matos Coen y Norberto Ernesto Matos Lora, en partes igua-
les"; dl que por instancia de fecha 13 de diciembre de 1963,
el Lic. Julio A. Cuello, solicitó la designación de un Juez
de Jurisdicción para conocer de la demanda de inclusión de
herederos, intentada por los señores Malgiste Concepción
Matos de Medina y Enrique Rafael Matos, hijos naturales
reconocidos de Loweski Matos; e) que en el ínterin Enri-
que Rafael Matos falleció, dejando procreada una familia
legítima con la señora Isabel Milagros Amaras Vda. Matos:
f) que por auto de fecha 8 de mayo de 1964, el Presidente
del Tribunal de Tierras designó, como Juez de Jurisdic-
ción Original, para conocer y decidir sobre los méritos de
la instancia, al Dr. Persiles Ayanes Pérez Méndez; g) que
en fecha 21 de diciembre de 1966, el Juez de Jurisdicción
designado dictó su Decisión No. 1, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: 1ro.— Se revoca, en parte, la resolución del

BOLETIN JUDICIAL	 2207

Tribunal de Tierras, de fecha 2 de abril de 1963, que de-
termina los herederos de Loweski Matos, para incluir en
adición a los ya determinados, a Magiste ancepción Matos
de Medina y Sucs. de Enrique Rafael Matos; 2 9 .— Se or-
dena al Registrador de Títulos del Dtpartamento de San
Cristóbal, modificar el Certificado de Título No. 64, rela-
tivamente a la parcela No. 2 del Distrito Catastral No. 4
del Municipio de Bayaguana, para que incluya como pro-
pietarios de dichas parcelas a Magiste Concepción Matos
de Medina y Sucs. de Enrique Rafael Matos, en la misma
proporción que corresponde a Víctor Ml. Matos Coen y Nor-
berto Ernesto Matos Lora"; h) que esta decisión fue confir-
mada por el Tribunal Superior de Tierras, mediante senten-
cia dictada en fecha 30 de enero de 1967, ahora impugnada;

Considerando aue los recurrentes invocan los siguien-
tes medios de casación: Primer Medio: Violación del Dere-
cho de Defensa. Segundo Medio: Violación del Artículo 119
de la Ley de Registro de Tierras. Tercer Medio :Violación
'101 artículo 335 del Código Civil. Cuarto. Medio: Falta de
Base Legal; '

Considerando que en apoyo del primer y segundo me-
dios de su recurso, a cuyo examen se procederá conjunta-
mente, los recurrentes ale gan, en síntesis, que en los asun-
tos controvertidos por ante la jurisdicción de tierras, es
obligatoria la remisión de una copia a la parte y a su abo-
gado, de las decisiones que hayan dictado los jueces qua
intervienen en la solución de las litis; que en el caso, los
recurrentes no tuvieron noticias ninguna de lo fallado so-
bre la litis por el Juez de Jurisdicción Original; que, en
efecto, como resulta de la prueba fehaciente que se somete
aor ante esta Suprema Corte Justicia, las notificaciones
que fueron ordenadas por aplicación de preceptos específi-
cos de la ley, no llegaron a conocimiento de los ahora re-
currentes, que se vieron así impedidos de interponer el
recurso a que tenían derecho, con lo cual se violó el artículo
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te, o sea el 2 de abril de 1963, dl Tribunal Superior de Tie-
rras dictó una Resolución cuyo texto es el siguiente: "29
Declarar como al efecto declara, que las únicas personas
con derecho a recoger los bienes relíctos por el finado Lo-
weski Matas y transigir con ellos, son su esposa la Sra.
Lucía E. de Lora Vda. Matos, cónyuge superviviente, en su
calidad de parte en la comunidad y sus hijos legítimos Víc-
tor Manuel Matos Coen y Norberto Ernesto Matos Lora•
3ro.— Ordenar, como al efecto ordena, la transferencia de
la totalidad je la parcela número 2 del Distrito Catastral
Número 4 del Sitio y Sección de Yuvina, Provincia de San
Cristóbal, en favor de los señores Víctor Manuel Matos
Coen y Norberto Ernesto Matos Lora, en partes iguales;
4to.— Ordenar como al efecto ordena el Registrador de
Títulos del Departamento de San Cristóbal, la cancelación
del Certificado de Título Número 577, que ampara la Par-
cela Número 2 del Distrito Catastral Número 4, del muni-
cipio de Bayaguana, sitio y sección de Yuvina, Provincia
de San Cristóbal, y la expedición de otro en su lugar que
ampare esta parcela en favor de los señores Víctor Manuel
Matos Coen y Norberto Ernesto Matos Lora, en partes igua-
les"; dl que por instancia de fecha 13 de diciembre de 1963,
el Lic. Julio A. Cuello, solicitó la designación de un Juez
de Jurisdicción para conocer de la demanda de inclusión de
herederos, intentada por los señores Malgiste Concepción
Matos de Medina y Enrique Rafael Matos, hijos naturales
reconocidos de Loweski Matos; e) que en el ínterin Enri-
que Rafael Matos falleció, dejando procreada una familia
legítima con la señora Isabel Milagros Amoros Vda. Matos;
f) que por auto de fecha 8 de mayo de 1964, el Presidente
del Tribunal de Tierras designó, como Juez de Jurisdic-
ción Original, para conocer y decidir sobre los méritos de
la instancia, al Dr. Persiles Ayanes Pérez Méndez; g) que
en fecha 21 de diciembre de 1966, el Juez de Jurisdicción
designado dictó su Decisión No. 1, cuyo dispositivo dice
así: "Falla: lro.— Se revoca, en parte, la resolución del

Tribunal de Tierras, de fecha 2 de abril de 1963, que de-
termina los herederos de Loweski Matos, para incluir en
adición a los ya determinados, a Magiste Cóncepción Matos
de Medina y Sucs. de Enrique Rafael Matos; 2 9 .— Se or-
dena al Registrador de Títulos del Dtpartame nto de San
Cristóbal, modificar el Certificado de Título No. 64, rela-
tivamente a la parcela No. 2 del Distrito Catastral No. 4
del Municipio de Bayaguana, para que incluya como pro-
pietarios de dichas parcelas a Magiste Concepción Matos
de Medina y Sucs. de Enrique Rafael Matos, en la misma
proporción que corresponde a Víctor Ml. Matos Coen y Nor-
berto Ernesto Matos Lora"; h) que esta decisión fue confir-
mada por el Tribunal Superior de Tierras, mediante senten-
cia dictada en fecha 30 de enero de 1967, ahora impugnada;

Considerando aue los recurrentes invocan los siguien-
tes medios de casación: Primer Medio: Violación del Dere-
cho de Defensa. Segundo Medio: Violación del Artículo 119

de la Lev de Registro de Tierras. Tercer Medio :Violación
del artículo 335 del Código Civil. Cuarto. Medio: Falta de
Base Legal; '

Considerando que en apoyo del primer y segundo me-

dios de	 recurso, a cuyo examen se procederá conjunta-
mente, los recurrentes alegan, en síntesis, que en los asun-
tos controvertidos por ante la jurisdicción de tierras, es
obligatoria la remisión de una copia a la parte y a su abo-
:;ado, de las decisiones que hayan dictado los jueces que
intervienen en la solución de las litis; que en el caso, los
recurrentes no tuvieron noticias ninguna de lo fallado so-
hre la litis por el Juez de Jurisdicción Original; que, en
fecto, como resulta de la prueba fehaciente que se somete

por ante esta Suprema Corte Justicia, las notificaciones
que fueron ordenadas por aplicación de preceptos específi-
cos de la ley, no llegaron a conocimiento de los ahora re-
currentes, que se vieron así impedidos de interponer el
recurso a que tenían derecho, con lo cual se violó el artículo
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119 de la Ley de Registro de Tierras y el derecho de de-
fensa;

Considerando que los artículos 118 y 119 de la Ley de
Registro de Tierras establecen una doble formalidad para
la notificación de las sentencias del Tribunal de Tierras:
Primero, exigen la fijación de una copia de la sentencia en
la puerta del local del Ayuntamiento en los municipios en
donde no hay una oficina del Tribunal de Tierras: segundo,
exigen la remisión a todos los interesesados, por correo, de
de una copia de la sentencia —q ue en los casos controver-
tidos deberá ser enviada por certificado— en la cual se
hará la indicación de la fecha en que ha sido fijada y la
del vencimiento del plazo en que deberán interponerse los
recursos; que el propósito del legislador al crear esta do-
ble formalidad fue el asegurar que llegara oportuna y re-
gularmente al conocimiento de todos los interesados, en los
asuntos controvertidos, el fallo que se hubiese dictado, para
que la parte que se considerara lesionada, pudiera interpor-
ner los recursos pertinentes;

Considerando que e n el presente caso el recurrente ha
sometido, junto con el memorial de casación, los siguien-
tes decoumentos: uno suscrito por el Dr. Francisco Manuel
Pellerano, Secretario del Tribunal de Tierras, cuya letra
dice así: "Tribunal &e Tierras Yo, Doctor Francisco Ma-
nuel Pellerano Jiménez, Secretario del Tribunal de Tierras.
Certifico y Doy Fé: Que en el libro correspondiente al des-
pacho de correspondencia del Tribunal de Tierras consta
que en fecha 23 de diciembre del año 1966 bajo el Certifi-
cado de Correos No. 9045 le fue notificado a los señores
Víctor Manuel Matos Cohen y Norberto Matos Lora a caigo
del Dr. Juan E. Ariza Mendoza, en la Avenida Mella Nc. 4
de ésta ciudad, el fallo dictado en Jurisdicción Original, en
fecha 21 del mes de diciembre del año 1966, en relación
con la Parcela No. 2 del D. C. No. 4 del Municipio de Baya-
guana; Que en el legajo correspondiente a dicha parcela

se encuentra depositada dicha notificación la cual fue de-
vuelta por el Correo en fecha lro. de. febrero de 1967, en
la cual consta que su devolución se debe a que no fue pro-
curada. Certificación: Que expido, firmó y sello, de confor-
midad con el Art. 267 de la Ley de Registro de Tierras, en
la Ciudad de Santo Domingo, Capital de la República Do-
minicana , hoy día 10 del mes de febrero del año 1967, a
requerimiento de parte interesada.— Dr. Francisco Ml. Pe-
llerano J., Secretario.— Otro suscrito por el Lic. Felipe
Erazo h., Administrador de Correos de Santo Domingo, en
el que se dá constancia de lo siguiente: "Certificamos: Que
el Certificado No. 9045, de fecha 23 de diciembre de 1966,
remitido por el Tribunal de Tierras, a los señores, Víctor
Manuel Matos Coen y Norberto Matos Lora, al cuidado del
Dr. Juan E. Ariza Mendoza, fue devuelto al remitente por
no ser procurado, Certifico además, que no hay constancia
de que los avisos correspondientes hallan llegado a manos
de los destinatarios a pesar de haberse expedido, por ha-,
ber dos casas número 4 en la Avenida Mella.— Lic. Felipe
Erazo h. Administrador de Correos".—

Considerando que de lo que ha sido anteriormente ex-
puesto se infiere que las formalidades relativas a la publi-
cación y notificación de la sentencia dictada por el Tribunal
de Jurisdición Original, en fecha 2 de abril de 1963, no lo-
graron alcanzar el objeto perseguido por la ley con su cum-
plimiento, que es el de proteger el derecho de defensa en
un procedimiento de interés público como lo es el sanea-
miento de los derechos sobre la propiedad inmobiliaria;
que esta es la consecuencia a que forzosamente es preciso
llegar, toda vez que no existe prueba concluyente en el ex-
pediente de que las partes interesadas, ahora recurrentes,
fueran advertidas de lo decidido por la jurisdicción de tie-
rras en lo concerniente a su interés; que, por tanto, se im-
pone admitir que en el caso se ha incurrido en violación al
derecho de defensa, por lo cual la sentencia objeto del pre-
sente recurso, dictada sobre el supuesto de que la formali-
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119 de la Ley de Registro de Tierras y el derecho de de-
fensa;

Considerando que los artículos 118 y 119 de la Ley de
Registro de Tierras establecen una doble formalidad para
la notificación de las sentencias del Tribunal de Tierras:
Primero, exigen la fijación de una copia de la sentencia en
la puerta del loca] del Ayuntamiento en los municipios en
donde no hay una oficina del Tribunal de Tierras: segundo,
exigen la remisión a todos los interesesados, por correo, de
de una copia de la sentencia — que en los casos controver-
tidos deberá ser enviada por certificado— en la cual se
hará la indicación de la fecha en que ha sido fijada y la
del vencimiento del plazo en que deberán interponerse los
recursos; que el propósito del legislador al crear esta do-
ble formalidad fue el asegurar que llegara oportuna y re-
gularmente al conocimiento de todos los interesados, en los
asuntos controvertidos, el fallo que se hubiese dictado, para
que la parte que se considerara lesionada, pudiera interpor-
ner los recursos pertinentes;

Considerando que en el presente caso el recurrente ha
sometido, junto con el memorial de casación, los siguien-
tes d'ecoumentos: uno suscrito por el Dr. Francisco Manuel
Pellerano, Secretario del Tribunal de Tierras, cuya letra
dice así: "Tribunal che Tierras Yo, Doctor Francisco Ma-
nuel Pellerano Jiménez, Secretario del Tribunal de Tierras,
Certifico y Doy Fé: Que en el libro correspondiente al des-
pacho de correspondencia del Tribunal de Tierras consta
que en fecha 23 de diciembre del año 1966 bajo el Certifi-
cado de Correos No. 9045 le fue notificado a los señores
Víctor Manuel Matos Celen y Norberto Matos Lora a cargo
del Dr. Juan E. Ariza Mendoza, en la Avenida Mella No. 4
de ésta ciudad, el fallo dictado en Jurisdicción Original, en
fecha 21 del mes de diciembre del año 1966, en relación,
con la Parcela No. 2 del D. C. No. 4 del Municipio de Baya-
guana; Que en el legajo correspondiente a dicha parcela

se encuentra depositada dicha n6tificación la cual fue de-
vuelta por el Correo en fecha lro. dé febrero de 1967, en
la cual consta que su devolución se debe a que no fue pro-
curada. Certificación: Que expido, firmó y sello, de confor-
midad con el Art. 267 de la Ley de Registro de Tierras, en
la Ciudad de Santo Domingo, Capital de la República Do-
minicana, hoy día 10 del mes de febrero del año 1967, a
requerim iento de parte interesada.— Dr. Francisco Ml. Pe-

lleran o J., Secretario.— Otro suscrito por el Lic. Felipe
Erazo h., Administrador de Correos de Santo Domingo, en
el que se dá constancia de lo siguiente: "Certificamos: Que
el Cert:ficado No. 9045, de fecha 23 de diciembre de 1966,
remitido por el Tribunal de Tierras, a los señores, Víctor
Manuel Matos Coen y Norberto Matos Lora, al cuidado del
Dr. Juan E. Ariza Mendoza, fue devuelto al remitente por
no ser procurado, Certifico además, que no hay constancia
de que los avisos correspondientes hallan llegado a manos
de los destinatarios a pesar de haberse expedido, por ha-
ber dos casas número 4 en la Avenida Mella.— Lic. Felipe
Erazo h. Administrador de Correos".—

Considerando que de lo que ha sido anteriormente ex-
puesto se infiere que lns formalidades relativas a la publi-
cación y notificación de la sentencia dictada por el Tribunal
de Jurisdición Original, en fecha 2 de abril de 1963, no lo-
graron alcanzar el objeto perseguido por la ley con su cum-
plimiento, que es el de proteger el derecho de defensa en
un procedimiento de interés público como lo es el sanea-
miento de los derechos sobre la propiedad inmobiliaria;
que esta es la consecuencia a que forzosamente es preciso
llegar, toda vez que no existe prueba concluyente en el ex-

' pediente de que las partes interesadas, ahora recurrentes,
fueran advertidas de lo decidido por la jurisdicción de tie-
rras en lo concerniente a su interés; que, por tanto, se im-
pone admitir que en el caso se ha incurrido en violación al
derecho de defensa, por lo cual la sentencia objeto del pre-
sente recurso, dictada sobre el supuesto de que la formali-
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dad relativa a la notificación del fallo confirmado había Si.
do previamente satisfecha, debe ser casada, enviando el
caso al mismo tribunal Superior de Tierras, a fin de que
se reitere el procedimiento, previa citación de todas las
partes según lo establecido por el artículo 126 de la ley de
Registro de Tierras, procedimiento que está en capacidad
de indicar esta Suprema Corte, en virtud del artículo 29,
inciso 2° de la Ley de Organización Judicial;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por el Tribunal Superior de Tierras 'en fecha 30 de enero
de 1967, en relación con la Parcela No. 2 del Distrito Catas-
tral No. 4 del Municipio de Bayaguana, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segun.
do: Envía el caso a los fines indicados en esta sentencia an-
te el- mismo Tribunal de Tierras; Tercero: Compensa las
costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamrache Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.- - Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fuq
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo). Ernesto Curiel hijo.

SPOP-----
SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 3 de marzo de 1964.

materia: Correccional

Rectu-rente: José T. Domenech

1059 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por José T.
Domenech. dominicano, mayor de edad, casado, comercian-
te cédula 9802, serie 37, domiciliado y residente en la Ave-
nida Duarte No. 40 de esta ciudad, contra sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
el e Santo Domingo, en fecha 3 de marzo de 1964, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla:— Primero: Declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación interpues-
to por el prevenido José T. Domenech, por haber sido in-
terpuesto en tiempo hábil y conforme a las reglas de pro-
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Dios Patria y Libertad.
- República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
17 de Noviembre de 1967, años 124 9 de la Independencia y



Recurrente: José T. Domenech

Materia: Correccional

dad relativa a la notificación del fallo confirmado había si.
do previamente satisfecha, debe ser casada, enviando el
caso al mismo tribunal Superior de Tierras, a fin de que
se reitere el procedimiento, previa citación de todas las
partes según lo establecido por el artículo 126 de la ley de
Registro de Tierras, procedimiento que está en capacidad
de indicar esta Suprema Corte, en virtud del artículo 29,
inciso 2° de la Ley de Organización Judicial;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 30 de enero
de 1967, en relación con la Parcela No. 2 del Distrito Catas-
tral No. 4 del Municipio de Bayaguana, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Segun.:do: Envía el caso a los fines indicados en esta sentencia an-
te 0». mismo Tribunal de Tierras; Tercero: Compensa las
costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamrache Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

411„La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fuq
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo). Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMB RE DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 3 de marzo de 1964.

Dios Patria y Libertad.
República. Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día
17 de Noviembre de 1967, años 124° de la Independencia y
105° de la Restauración, dicta en audiencia pública, coma
corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por José T.
Domenech, dominicano. mayor de edad, casado, comercian-
te cédula 9802, serie 37, domiciliado y residente en la Ave-
nida Duarte No. 40 de esta ciudad, contra sentencia dicta-
da en aribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 3 de marzo de 1964, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla:— Primero: Declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma el recurso de apelación interpues-
to por el prevenido José T. Domenech, por haber sido in-
terpuesto en tiempo hábil y conforme a las reglas de pro-
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cedimiento; Segundo: Modifica en cuanto al monto de la
pensión mensual, la sentencia apelada, dictada por la Ter-
cera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional en fecha 19 de noviembre del año
1963, que condenó al prevenido José T. Domenech por el
delito de violación a la Ley No. 2402, en perjuicio de los
menores procreados con la señora Georgina Miranda. a dos
años de prisión correccional y al pago de una pensión men-
sual de RD$ 60.00; y esta Corte, obrando por propia auto-
ridad, fija en la suma,de cuarenta pesos oro (RD$40.00) la
pensión que dicho prevenido debe pagar al la madre que-
rellante para las atenciones y necesidades de los menores
procreados por ambos; Tercero: Condena al prevenido al
pago de las costas";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

dé la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 14 de abril de 1966,
a requerimiento de José T. Domenech, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 dei 1950,
y 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de casación dispone que los condenados a una
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en
libertad provisional bajo fianza;

Considerando que el recurrente fue condenado a la
pena de dos años de prisión correccional; que no .se ha es-
tablecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampo-
co que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza.
o la suspensión de la ejecución de la pena que le fue im-
puesta, de conformidad con las disposiciones de los articulos
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7 y 8 de la Ley Número 2402 de 1950; que, por tanto, el
presente recurso de casación no puede ser admitido;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por José T. Domenech, con-
tra la sentencias dictada en atribuciones correccionale s por

la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 3 de
marzo de 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo: y, Segundo: Condena al recu-

rrente al pago de las costas.
(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando

E Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Ami-
ama.— Joaquín M. Alvarez Perelló— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia. Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

Lá presente sentencia ha sido dada y firmada por los Sres.
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada,
leída y publica 'a por mí, Secretario General, que certifico.
(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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cedimiento; Segundo: Modifica en cuanto al monto de la
pensión mensual, la sentencia apelada, dictada por la Ter-
cera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional en fecha 19 de noviembre del año
1963, que condenó al prevenido José T. Domenech por el
delito de violación a la Ley No. 2402, en perjuicio de los
menores procreados con la señora Georgina Miranda, a dos
años de prisión correccional y al pago de una pensión men-
sual de RD$ 60.00; y esta Corte, obrando por propia auto-
ridad, fija en la suma, de cuarenta pesos oro (RD$40.00) la
pensión que dicho prevenido debe pagar al la madre que-
rellante para las atenciones y necesidades de los menores
procreados por ambos; Tercero: Condena al prevenido al
pago de las costas";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

dé la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a.-qua, en fecha 14 de abril de 1966,
a requerimiento de José T. Domenech. en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 dei 1950,
y 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; •

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de casación dispone que los condenados a una
pena que exceda de seis meses de prisión correccional no
podrán recurrir en casación si no estuviesen presos o en
libertad provisional bajo fiar.za ;

Considerando que el recurrente fue condenado a la
pena de dos años de prisión correccional; que no se ha es-
tablecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampo-
co que haya obtenido su libertad provisional bajo fianza.
o la suspensión de la ejecución de la pena que le fue im-
puesta, de conformidad con las disposiciones de los articulos
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7 y 
8 de la Ley Número 2402 de 1950; que. por tanto, el

presente recurso de casación no puede ser admitido;
Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-

curso de casación interpuesto por José T. Domenech, con-
tra la sentencias dictada en atribuciones correccionales por

la Cort e de Apelación de Santo Domingo, en fecha 3 de
marzo de 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo: y, Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Ami-
ama.— Joaquín M. Alvarez Perelló— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia. Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La- presente sentencia ha sido dada y firmada por los Sres.
Jueces que figuran en su encabezamient o , en la audiencia
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada,
leída y publica 'a por mí, Secretario General, que certifico.
(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

si!



2214	 BOLETIN JUDICIAL

SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DE 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
fecha 11 de abril de 1967.

Materia: Criminal

Recurrente: Roberto Bergara y compartes

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

y	 En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju
nicia,t•regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de 1
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manue
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpid:o Beras. Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, a los 17 días del mes de Noviembre de 1967,
años 1249 de la Independencia y 105° de la Restauración, 1
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente  sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Roberto
Bergara, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, domi-
ciliado en la casa No. 146 de la calle Alonzo de Espinosa de
esta ciudad; José Francisco Portes, dominicano, mayor de
edad, soltero, chófer, domiciliado en la casa No. 228 de la
calle Manuela Diez, de esta ciudad; Ramón Castillo Reyes, 1,
dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 4611, se-
rie 59, domiciliado en el Cuartel de la Policía Nacional; y
José Ramón Castillo Reyes, dominicano, mayor de edad,
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casado, cédula No. 4572, serie 59, domiciliado en la casa
pie. 52 de la calle "21" de esta ciudad, rasos, los dos últi-

es, de la Policía Nacional, contra sentencia de la Corte
e Apelación de Santo Domingo, pronunciada en sus atribu-
iones criminales en fecha 11 de abril del 1967, cuyo dispo-

sitivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua en fecha 18 de abril del 1967,
a requerimiento del Dr. Pablo Feliz Peña, cédula 21462,
serie 18, en representación de los recurrentes, en la cual
no se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 2, 379, 384, 385 y 463 del Có-
digo Penal, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos 1. que ella se refiere consta: al que en fecha
27 de Septiembre del 1966, el Juez de Instrucción de la
Terbera Circunscripción del Distrito Nacional. requerido
por el Ministerio Público, dictó una providencia calificati-
va cuyo dispositivo es el siguiente: "Resolvemos: Primero:
Declarar, como al efecto Declaramos, que hay cargos e in-
dicios suficientemente razonables, para inculpar a los nom-
brados Roberto Bergara, José Francisco Portes, Ramón
Castillo Reyes y José Ramón Castillo Reyes, del crimen de
practicar allanamiento ilícito y tentativa de robo con vio-
lencias a manos armadas de revólver cometido de noche en
casa habitada, por más de dos personas, en perjuicio de los
señores José Castro y Santiago Garabito, Segundo: Enviar,
C01/10 al efecto Enviamos, por ante el Tribunal Criminal, a
los nombrados Roberto Bergara, José Francisco Portes, Ra-
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DE 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de,
fecha 11 de abril de 1967.

Materia: Criminal

Recurrente: Roberto Bergara y compartes

4

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
nicia»regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidlo Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló• Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, a los 17 días del mes de Noviembre de 1967,
años 1249 de la Independencia y 105° de la Restauración,
dieta en audiencia pública, como corte de casación, la si- 1
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Roberto
Bergara, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, domi-
ciliado  en la casa No. 146 de la calle Alonzo de Espinosa de
esta ciudad; José Francisco Portes, dominicano, mayor de
edad, soltero, chófer, domiciliado en la casa No. 228 de la
calle Manuela Diez, de esta ciudad; RaMón Castillo Reyes,
dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No. 4611, se-
rie 59, domiciliado en el Cuartel de la Policía Nacional;
José Ramón Castillo Reyes, dominicano, mayor de edad.
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asado, cédula No. 4572, serie 59, domiciliado en la casa

1,10. 52 de la calle "21" de esta ciudad, rasos, los dos últi-
mos, de la Policía Nacional, contra sentencia de la Corte

de Apelac ión de Santo Domingo, pronunciada en sus atribu-
ciones criminales en fecha 11 de abril del 1967, cuyo dispo-
sitivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

e la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretar ía de la Corte a-qua en fecha 18 de abril del 1967,
a requerimiento del Dr. Pablo Feliz Peña, cédula 21462,
serie 18, en representación de los recurrentes, en la cual
no se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 2, 379, 384, 385 y 463 del Có-
digo Penal, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos que ella se refiere consta: a) que en fecha
27 de Septiembre del 1966, el Juez de Instrucción de la
Terbera Circunscripción del Distrito Nacional, requerido
por el Ministerio Público, dictó una providencia calificati-
va cuyo dispositivo es el siguiente: "Resolvemos: Primero:
Declarar, como al efecto Declaramos, aue hay cargos e in-
dicios suficientemente razonables. para inculpar a los nom-
brados Roberto Bergara. José Francisco Portes, Ramón
Castillo Reyes y José Ramón Castillo Reyes, del crimen de
practicar allanamiento ilícito y tentativa de robo con vio-
l encias a manos armadas de revólver cometido de noche en
casa habitada, por más de dos personas, en perjuicio de los
señores José Castro y Santiago Garabito, Segundo: Enviar,
como al efecto Enviamos, por ante el Tribunal Criminal, a
los nombrados Roberto Bergara, José Francisco Portes, Ra-

DiOs Patria y Libertad.
República Dominicana.
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món Castillo Reyes y Jasé Ramón Castillo Reyes, para que
allí sean juzgados con arreglo a la ley, por el crimen que se
les imputa. Tercero: Ordenar, como al efecto Ordenamos
que las actuaciones de Instrucción así como un estado de
los documentos y objetos que han de obrar como elemento
de convicción, sean trasmitidos por nuestro Secretario in,
mediatamente después de expirado el plazo del recurso de
r.pelación a que es susceptible esta Providencia Calificativa
al Magistrado Procurador Fiscal, D. N., para los fines le-
gales correspondientes"; b) que en fecha 22 de noviembr€
del 1966 la Tercera Cámara Penal del Distrito Nacional
apoderada del caso, dictó una sentencia cuyo dispositivo
como sigue: "Falla: Primero: Se declaran a los acusados
Roberto Bergara, José Francisco Portes, Ramón Castillo
Reyes y José Ramón Castillo Reyes, culpable del crimen
que se les imputa, y en consecuencia acogiendo circunstan-
cias atenuantes, se les condena a diez (10) años de trabajos
públicos; Segundo: Se declaran las costas de oficio".;
que sobre los recursos de los acusados intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero:— Declara regulares y válidos en cuanto a la
forma, los recursos de apelación interpuestos por los acu-
sados Roberto Bergara, José Francisco Portes, Ramón Cas-
tillo Reyes y José Ramón Castillo Reyes, contra sentencia
dictada en fecha 22 de noviembre de 1966, por la Tercera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Se declaran a los acusados Roberto Bergara, José
Francisco Portes, Ramón Castillo Reyes y José Ramón
Castillo Reyes, culpables del crimen que se les imputa, y
en consecuencia, acogiendo circunstancias atenuantes, se
les condena a Diez (10) años de trabajas públicos; Segundo:
Se declaran las costas de oficio".— por haberlos interpue s

-tos de acuerdo con las prescripciones legales que rigen la
materia; Segundo:— Revoca en todas sus partes la antes
expresadas sentencia; Tercero:— Declara a los acusados
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Roberto Bergara, José Francisco Portes, Ramón Castillo
Reyes y José Ramón Castillo Reyes, culpables de haber co-
metido el crimen de tentativa de robo de noche, en casa ha-
bitada, con violencia, por dos o más personas, portando ar-
mas, en perjuicio de José Castro y en consecuencia, conde-
na a dichos acusados, a sufrir la pena de Dos (2) años de
Reclus ión a cada uno, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes ; Cuarto: Condena a los acusados recurrentes, al
pago de las costas de ambas instancias";

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente aportados en la instrucción de la causa; "que el
día 10 del mes de Agosto del año 1966, los acusados, rasos
de la Policía Nacional, Ramón Castillo Reyes y José Ramón
Castillo Reyes, en compañía de los civiles Roberto Berga-
ra y José Francisco Portes, se presentaron a eso de las 10:30
de la noche a la residencia del señor José Castro, y después
de llamar a la puerta de dicha residencia y obtener... que
sus moradores se levantaran y abrieran la puerta, se intro-
dujeron en el interior de la casa tratando de intimidar al
señor José Castro con los revólveres que portaban, dicién-
doles que eran policías, y habían sido enviados allí a buscar
armas; que luego procedieron a registrar la casa en busca
de dinero, y al no encontrar el dinero que buscaban le exi-
gieron al señor José Castro que les buscara la cantidad de
cincuenta pesos para dejarlo en libertad, y al mostrarles
e] referido señor Castro una moneda de diez centavos y ma-
nifestarles que era lo único que tenía, los inculpados se re-
tiraron, expresándoles antes que al día siguiente le envia-
rían un alguacil a su residencia";

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen a cargo de los acusados, el crimen
de tentativa de robo efectuada en horas de la noche en casa
habitada, por más de dos personas, usando armas, previsto
Por los artículos 2, 379 y 385 del Código Penal y sancionado
por el articuló 384 combinado con el artículo 2, indicado,
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món Castillo Reyes y José Ramón Castillo Reyes, para que
allí sean juzgados con arreglo a la ley, por el crimen que se
les imputa. Tercero: Ordenar, como al efecto Ordenamos
que las actuaciones de Instrucción así como un estado de
los documentos y objetos que han de obrar como elemento
de convicción, sean trasmitidos por nuestro Secretario in,
mediatamente después de expirado el plazo del recurso de
apelación a que es susceptible esta Providencia Calificativa
al Magistrado Procurador Fiscal, D. N., para los fines le-
gales correspondientes"; b) que en fecha 22 de noviembr€
del 1966 la Tercera Cámara Penal del Distrito Nacional
apoderada del caso, dictó una sentencia cuyo dispositivo
como sigue: "Falla: Primero: Se declaran a los acusados
Roberto Bergara, José Francisco Portes, Ramón Castillo
Reyes y José Ramón Castillo Reyes, culpable del crimen
que se les imputa, y en consecuencia acogiendo circunstan-
cias atenuantes, se les condena a diez (10) años de trabajos
públicos; Segundo: Se declaran las costas de oficio".;
que sobre los recursos de los acusados intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero:— Declara regulares y válidos en cuanto a la
forma, los recursos de apelación interpuestos por los acu-
sados Roberto Bergara, José Francisco Portes, Ramón Cas-
tillo Reyes y José Ramón Castillo Reyes, contra sentencia
dictada en fecha 22 de noviembre de 1966, por la Tercera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Se declaran a los acusados Roberto Bergara, José
Francisco Portes, Ramón Castillo Reyes y José Ramón;
Castillo Reyes, culpables del crimen que se les imputa, y
en consecuencia, acogiendo circunstancias atenuantes, se
les condena a Diez (10) años de trabajos públicos; Segundo:
Se declaran las costas de oficio".— por haberlos interpues

-tos de acuerdo con las prescripciones legales que rigen la
materia; Segundo:— Revoca en todas sus partes la antes
expresadas sentencia; Tercero:— Declara a los acusados

Roberto Bergara, José Francisco Portes, Ramón Castillo

Reyes y José Ramón Castillo Reyes, culpables de haber co-
metido el crimen de tentativa de robo de noche, en casa ha-
bitada, con violencia, por dos o más personas, portando ar-
mas, en perjuicio de José Castro y en consecuencia, conde-
na a dichos acusados, a sufrir la pena de Dos (2) años de
Reclus ión a cada uno, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes ; Cuarto: Condena a los acusados recurrentes, al
pago de las costas de ambas instancias";

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente aportados en la instrucción de la causa; "que el
día 19 del mes de Agosto del año 1966, los acusados, rasos
de la Policía Nacional, Ramón Castillo Reyes y José Ramón
Castillo Reyes, en compañía de los civiles Roberto Berga-
ra y José Francisco Portes, se presentaron a eso de las 10:30
de la noche a la residencia del señor José Castro, y después
de llamar a la puerta de dicha residencia y obtener... que
sus moradores se levantaran y abrieran la puerta, se intro-
dujeron en el interior de la casa tratando de intimidar al
señor José Castro con los revólveres que portaban, dicién-
doles que eran policías, y habían sido enviados allí a buscar
armas; que luego procedieron a registrar la casa en busca
de dinero, y al no encontrar el dinero que buscaban le exi-
gieron al señor José Castro que les buscara .la cantidad de
cincuenta pesos para dejarlo en libertad, y al mostrarles
el referido señor Castro una moneda de diez centavos y ma-
nifestarles que era lo único que tenía, los inculpados se re-
tiraron, expresándoles antes que al día siguiente le envia-
rían un alguacil a su residencia";

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen a cargo de los acusados, el crimen
de tentativa de robo efectuada en horas de la noche en casa
habitada, por más de dos personas, usando armas, previsto
Por los artículos 2, 379 y 385 del Código Penal y sancionado
por el articuló 384 combinado con el artículo 2, indicado,
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con la pena de 5 a 20 años de trabajos públicos; que, en con.
secuencia, la Corte a-qua al condenar a los acusados, des-
pués de declararlos culpables del indicado crimen, a la pe-
na de dos años de reclusión, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, hizo una correcta aplicación de la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne
al interés de los recurrentes, vicio alguno que justifique su
casación; 141.

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Roberto Bergara, José Francisco
Portes, Ramón Castillo Reyes y José Ramón Castillo Reyes,
contra la sentencia dictada en atribuciones criminales por

Cbrte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 11 de
abril del 1967, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al
pago de las costas.—

(Firmadas:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Ami-
ama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año er él expresados, y
fue firmada, leída y publica por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 17 de agosto de 1966.

Materia: Correccional

Recurrente: Manuel Reyes Santana y la Compañía Dominicana
de Seguros C. por A.

Abogado: Dr. A. Leo Nanita Cuello

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml LamarT
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Beras;
Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 17 del mes de Noviembre del año 1967 años
124° de la Independencia y 105° de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
nuel Reyes Santana, dominicano, mayor de edad, soltero,
domiciliado en la casa No. 68 de la calle Arzobispo Meriño
de esta ciudad y la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., organizada de acuerdo con las leyes de la República,
domiciliada en la planta baja de la casa No. 30 de la calle
Arzobispo Meriño, de esta ciudad, contra sentencia de.,la
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus atri-
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con la pena de 5 a 20 años de trabajos públicos; que, en con-
secuencia, la Corte a-qua al condenar a los acusados, des-
pués de declararlos culpables del indicado crimen, a la pe_
na de dos años de reclusión, acogiendo circunstancias ate-
nuantes, hizo una correcta aplicación de la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne
al interés de los recurrentes, vicio alguno que justifique su
casación; 4,

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Roberto Bergara, José Francisco
Portes, Ramón Castillo Reyes y José Ramón Castillo Reyes,
contra la sentencia dictada en atribuciones criminales por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 11 de
abril del 1967, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al
pago de las costas.—

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Ami-
ama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y i rmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y
fue firmada, leída y publica por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 1967

sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 17 de agosto de 1966.

3Iateria: Correccional

Recurrente: Manuel Reyes Santana y la Compañía Dominicana
de Seguros C. por A.

Abogado: Dr. A. Leo Nanita Cuello

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Beras;
Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 17 del mes de Noviembre del año 1967 años
1249 de la Independencia y 1059 de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ma-
nuel Reyes Santana, dominicano, mayor de edad, soltero,
domiciliado en la casa No. 68 de la calle Arzobispo Meriño
de esta ciudad y la Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A., organizada de acuerdo con las leyes de la República,
domiciliada en la planta baja de la casa No. 30 de la calle
Arzobispo Meriño, de esta ciudad, contra sentencia de-la
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus atri-
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bucciones correccionales el 17 de Agosto de 1966, cuyo dis-
positivo se copiará más adelante;	 ,

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a la Dra. Altagracia Español de Nanita, cédula

No. 2663, serie 64, en representación del Dr. Leo Nanita
Cuello, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador de la Re-
pública;

Vista el' acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, en fecha 25 de Octubre del 1966, a reque-
rimiento del Dr. Leo Nanita Cuello, cédula No. 52859, serie
lra., en representación de los recurrentes, en la cual no se

T invoca ningún medio determinado de casación;
' Vistos los memoriales de los recurrentes, suscritos por

el Dr. Leo Nanita Cuello, de fecha 8 de Septiembre del pre-
sente año, en el cual se indican los medios que se dirán más
adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley
5771 de 1961; 10 de la Ley 4117 de 1955, modificado por
la Ley 432 de 1964; 1, 20, 43. y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;	 Ir

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, regularmente apoderada por el Ministerio Pú-
blico, dictó, en fecha 16 de Noviembre de 1964, una sen-
tencia cuvo dispositivo figura copiado en el de la sentencia
impugnada; b) que sobre el recurso interpuesto, la Corte
a-qua, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:— Declara regular yll
válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por el señor Manuel Reyes Santana, persona civil-
mente responsable, puesta en causa contra la sentencia die-
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tada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, de fecha 16 de Noviem-
bre de 1964, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: De-

clara regular y válido, en cuanto a la forma, la constitución
en parte civil hecha por la señora Alibida de los Santos,
en su calidad de tutora legal de los hijos menores Eridania,
Renato, Dante, Porfirio, Mila.ndéz y Rafael de los Santos,
hijos de la víctima Clodomiro Montilla, por conducto de
sus abogados constituidos Sres. Pedro Antonio Rodríguez
Acosta e Inocencio Robles, contra el señor Manuel Reyes,
en su calidad de propietario del vehículo accidentado, así,
como la puesta en causa de la Cía. Dominicana de Seguros,
C. por A.; SEGUNDO: Declara al nombrado Víctor Manuel
Martínez Pérez, de generales anotadas, prevenido del deli-
to de violación a la Ley 5771 en perjuicio de Clodomiro
Montilla, culpable del referido delito, y, en consecuencia
se le condena al pago de una multa de RD$100.00 (Cien
Pesos Oro), acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; TERCERO: Condena al señor Manuel Reyes Santana,
en su ya expresada calidad, al pago de una indemnización
de RDS7.000.00 (Siete Mil Pesos Oro), en favor de la seño-
ra Alibida de los Santos. madre y tutora legal de los meno-
res hijos de la víctima, parte civil constituída, como justa
reparación por los daños y perjuicios morales y materiales
sufridos por éstos con motivo del accidente; CUARTO:
Condena al nombrado Víctor Manuel Martínez Pérez al
pago de las costas penales; QUINTO: Condena a los seño-
res Víctor Manuel Martínez Pérez conjuntamente con el
señor Manuel Reyes Santana, al pago solidario de las cos-
tas civiles, con distracción de las mismas, en provecho de
los Dres. Pedro Antonio Rodríguez é Inocencio Robles,
abogado de la parte civil constituida quienes afirman haber-
las avanzado en su mayor parte; SEXTO: Ordena que la
presente sentencia le sea oponible a la Compañía Asegura-
dora del vehículo accidentado'.— SEGUNDO:— Declara el
defecto contra el prevenido Víctor Manuel Martínez Pérez,
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bucciones correccionales el 17 de Agosto de 1966, cuyo dia.,
positivo se copiará más adelante;

Oído a] alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a la Dra. Altagracia Español de Nanita, cédula

No. 2663, serie 64. en representación del Dr. Leo Nanita
Cuello, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictámen del Magistrado Procurador de la Re-
pública;

Vista d'acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, en fecha 25 de Octubre del 1966, a reque-
rimiento del Dr. Leo Nanita Cuello, cédula No. 52859, serie
lra., en representación de los recurrentes. en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

Vistos los memoriales de los recurrentes, suscritos por
el Dr. Leo Nanita Cuello, de fecha 8 de Septiembre del pre-
sente año, en el cual se indican los medios que se dirán m'
adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado. y vistos los artículos 1y siguientes de la Ley
5771 de 1961; 10 de la Ley 4117 de 1955, modificado por
la Ley 432 de 1964; 1, 20, 43, y 65 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri
to Nacional, regularmente apoderada por el Ministerio Pú-
blico, dictó, en fecha 16 de Noviembre de 1964, una sen-
tencia cuyo dispositivo figura copiado en el de la sentencia
impugnada; b) que sobre el recurso interpuesto, la Corte
a-qua, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO:— Declara regular y
válido, en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por el señor Manuel Reyes Santana, persona civil-
mente responsable, puesta en causa contra la sentencia dic-

tada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, de fecha 16 de Noviem-
bre de 1964, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: De-
clara regular y válido, en cuanto a la forma, la constitución
en parte civil hecha por la señora Alibida de los Santos,
en su calidad de tutora legal de los hijos menores Eridania,
Renato, Dante, Porfirio, Milanciéz y Rafael de los Santos,
hijos de la víctima Clodomiro Monti?la, por conducto de
sus abogados constituidos Sres. Pedro Antonio Rodríguez
Acosta e Inocencio Robles, contra el señor Manuel Reyes,
en su calidad de propietario del vehículo accidentado, así,
como la puesta en causa de la Cía. Dominicana de Seguros,
C. por A.; SEGUNDO: Declara al nombrado Víctor Manuel
Martínez Pérez, de generales anotadas, prevenido del deli-
to de violación a la Ley 5771 en perjuicio de Clodomiro
Mantilla, culpable del referido delito, y, en consecuencia
se le condena al pago de una multa de RD$100.00 (Cien
Pesos Oro), acogiendo en su favor circunstancias atenuan-
tes; TERCERO: Condena al señor Manuel Reyes Santana,
en su ya expresada calidad, al pago de una indemnización
de RDS7.000.00 (Siete Mil Pesos Oro), en favor de la seño-
ra Alibida de los Santos, madre y tutora legal de los meno-
res hijos de la víctima, parte civil constituída, como justa
reparación por los dañas y perjuicios morales y materiales
sufridos por éstos con motivo del accidente; CUARTO:
Condena al nombrado Víctor Manuel Martínez Pérez al
pago de las costas penales; QUINTO: Condena a los seño-
res Víctor Manuel Martínez Pérez conjuntamente con el
señor Manuel Reyes Santana, al pago solidario de las cos-
tas civiles, con distracción de las mismas, en provecho de
los Dres. Pedro Antonio Rodríguez é Inocencio Robles,
abogado de la parte civil constituida quienes afirman haber-
las avanzado en su mayor parte; SEXTO: Ordena que la
presente sentencia le sea oponible a la Compañía Asegura-
dora del vehículo accidentado'.— SEGUNDO:— Declara el
defecto contra el prevenido Víctor Manuel Martínez Pérez,
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por no haber comparecido a la audiencia no obstante ser
legalmente citado; TERCERO: Confirma en todas sus par-
tes la sentencia recurrida; CUARTO:— Condena al rece.
rrente, Manuel Reyes Santana, y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., al pago de las costas de alzada";

En cuanto al recurso de Manuel Reyes Santana, pailte
puesta en causa como civilmente responsable.

Considerando que el recurrente, en su memorial invoca
el siguiente medio: Falta de base legal;

Considetndo que en el desarrollo del medio único
invocado, el recurrente alega que no procedía declarlo ci-
vilmente responsable del hecho cometido por Víctor Ma-
nuel Martínez Pérez; porque al concluir en apelación, en

,el rechazo de la demanda, por improcedente y mal funda-
da, "es obvio que se ha referido a que no procedía su con-
denat2ión en vista de que no se había aportado *- prueba
del lazo de "preposición", prueba que le correspondía a la
hoy parte recurrida en virtud de la regla que domina co-
mo principio del "actori incumbí probatio". Que en el pre-
sente caso la Corte u-qua, sin que la la parte civil explicase
el fundamento de su demanda en responsabilidad contra el
prevenido y la parte puesta en causa como civilmente res-
ponsable; es decir, si se fundaba en la relación de comiten-
te a prepose o en la responsabilidad que resulta para el due-
ño o guardían de la cosa inanimada, los condenó a pagar
una indemnización sin tener en cuenta que si la demanda
estaba basada en la calidad de guardían o propietario de la
cosa inanimada, debería declararse incompentente, que
como la parte civil no dijo ni probó en qué se fundaba su
demanda, la Corte a-qua, al pedirsele el rechazo de la de-
manda por improcedente y mal fundada, "era precisamen-
te por no estar conforme a derecho su solicitud, lo cual
constituye el vicio de falta de base legal";

Considerando que la Corte a-qua para declarar que la
parte puesta en causa como civilmente responsable come-

tió una falta, se fundó, en las siguientes razones: "Consi-
derando que al no existir en el presente caso apelación por
parte del prevenido, ni del ministerio público, sino exclusi-
vamente de la persona puesta en causa como civilmente
responsable, según se ha expuesto ya, se impone a esta
Corte examinar el caso que ahora ocupa su atención, en
virtud de las reglas que rigen el efecto devolutivo de la
apelación , únicamente en los límites del referido recurso de
alzada, esto es, en cuanto a los intereses de la persona ci-
vilmente responsable, de donde resulta que el aspecto pe-
nal de la sentencia recurrida tiene en la especie el carácter
de la autoridad de finitiva de la cosa juzgada, en razón de
lo que ya se ha expuesto, y en razón también de que se
han vencido los plazos para ejercer contra ella una vía de
recurso de parte del prevenido o del ministerio público, y
al ser esto así, es obvio que dicho aspecto penal se impone
a lo civil esto es, que ya la existencia de la infracción pe-
nal de la. cual fue declarado culpable el prevenido y de
donde se deriva la falta que ha originado la responsabilidad
civil puesta a cargo del señor Manuel Reyes Santana es
definitiva, y no puede por consiguiente la sentencia recu-
rrida ser alterada en este aspecto"; pero,

Considerando que para quel las condenaciones civiles
derivadas de la infracción penal obtengan el carácter de
irrevocables, con respecto a la parte puesta en causa como
civilmente responsable es necesario que la sentencia que
las dicta haya adquirido la autoridad de la cosa definitiva-
mente juzgada, respecto de ésta: que. 'en la especie, si bien
es cierto que la sentencia del 16 de Noviembre de 1964,
apelada, adquirió, en lo relativo al prevenido, la autoridad
irrevocable de la cosa juzgada, no lo fue así en cuanto al
recurrente Manuel Reyes Santana, ya que éste apeló en
tiempo oportuno; que en esas circunstancias, por el efecto
devolutivo de la apelación, la Corte a-qua estaba en el de-
ber de examinar y ponderar todos 'los hechos y circunstan-
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por no haber comparecido a la audiencia no obstante
legalmente citado; TERCERO: Confirma en todas sus pa
tes la sentencia recurrida; CUARTO:— Condena al rece.
rrente, Manuel Reyes Santaiia, y la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., al pago de las costas de alzada";

En cuanto al recurso de Manuel Reyes Santana, pallte
puesta en causa como civilmente responsable.

Considerando que el recurrente, en su memorial invoca
el siguiente medio: Falta de base legal;

Conside*ando que en el desarrollo del medio único
invocado, el recurrente alega que no procedía declarlo ci-
vilmente responsable del hecho cometido por Víctor Ma-
nuel Martínez Pérez; porque al concluir en apelación, eny,rel rechazo de la demanda, por improcedente y mal funda-
da, "es obvio que se ha referido a que no procedía su con-
denakción en vista de que no se había aportado '^ prueba
del lazo de "preposición", prueba que le correspondía a la
hoy parte recurrida en virtud de la regla que domina co-
mo principio del "actori incumbí probatio". Que en el pre-
sente caso la Corte a-qua, sin que la la parte civil explicase
el fundamento de su demanda en responsabilidad contra el 1.
prevenido y la parte puesta en causa como civilmente res-
ponsable; es decir, si se fundaba en la relación de comiten-
te a prepose o en la responsabilidad que resulta para el due-
ño o guardían de la cosa inanimada, los condenó a pagar
una indemnización sin tener en cuenta que si la demanda
estaba basada en la calidad de guardían o propietario de la /
cosa inanimada, debería declararse incompentente, que
como la parte civil no dijo ni probó en qué se fundaba su
demanda, la Corte a-qua, al pedirsele el rechazo de la de-
manda por improcedente y mal fundada, "era precisamen-
te por no estar conforme a derecho su solicitud, lo cual
constituye el vicio de falta de base legal";

Considerando que la Corte a-qua para declarar que la
parte puesta en causa como civilmente responsable come-

tió una falta, se fundó, en las siguientes razones: "Consi-
derando que al no existir en el presente caso apelación por
parte del prevenido, ni del ministerio público, sino exclusi-
vamente de la persona puesta en causa como civilmente
responsable, según se ha expuesto ya, se impone a esta
Corte examinar el caso que ahora ocupa su atención, en
virtud de las reglas que rigen el efecto devolutivo de la
apelación, únicamente en los límites del referido recurso de
alzada. esto es, en cuanto a los intereses de la persona ci-
vilmente responsable, de donde resulta que el aspecto pe-
nal de la sentencia recurrida tiene en la especie el carácter
de la autoridad de finitiva de la cosa juzgada, en razón de
lo que ya se ha expuesto, y en razón también de que se
han vencido los plazos para ejercer contra ella una vía de
recurso de parte del prevenido o del ministerio público, y
al ser esto así, es obvio que dicho aspecto penal se impone
a lo civil; esto es, que ya la existencia de la infracción pe-
nal de la cual fue declarado culpable el prevenido y de
donde se deriva la falta que ha originado la responsabilidad
civil puesta a cargo del señor Manuel Reyes Santana es
definitiva, y no puede por consiguiente la sentencia recu-
rrida ser alterada en este aspecto"; pero,

Considerando que para qué las condenaciones civiles
derivadas de la infracción penal obtengan el carácter de
irrevocables, con respecto a la parte puesta en causa como
civilmente responsable es necesario que la sentencia que
las dicta haya adquirido la autoridad de la cosa definitiva-
mente juzgada, respecto de ésta: que. 'en la especie, si bien
es cierto que la sentencia del 16 de Noviembre de 1964,
apelada, adquirió. en lo relativo al prevenido, la autoridad
irrevocable de la cosa juzgada, no lo fue así en cuanto al
recurrente Manuel Reyes Santana, ya que éste apeló en
tiempo oportuno; que en esas circunstancias, por el efecto
devolutivo de la apelación, la Corte a-qua estaba en el de-
ber de examinar y ponderar todos 'los hechos y circunstan-
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cias del proceso, muy especialmente aquellos que resultan
de que el accidentado era peón del camión a fin de deter-
minar qué influencia podía tener en la solución del litigio;

Considerando además, que el principio de que lo penal
tiene autoridad de cosa juzgada sobre lo civil, debe inter-
pretarse en el sentido de que la jurisdicción civil no puede
desconocer lo qua ha sido fallado en lo penal. La decisión
se imponen en lo civil en lo q ue respecta a la culpabilidad
del prevenido, pero no puede alcanzar a la parte puesta en
causa comIkcivilmente responsable, que, como en la especie.
ha sido ligada a la acción penal por la parte civil, solo en
lo relativo a la culpa civil, pues la solución contraria, en la
especie, daría como resultado que su apelación fuera frus-
tratoria; en consecuencia, la sentecia impugnada ha hecho
una erronea aplicación de las reglas relativas al efecto de-
volutivo de la apelación, por lo cual debe ser casada;

En cuanto a la Compañía Aseguradora.

Consider'ando que la casación de la sentencia impug-
nada en lo que respecta al interés de la parte puesta en cau-
sa como civilmente responsable aprovecha necesariamente
a su aseguradora; por lo cual, se hace innecesario examinar
los medios de su recurso;

Considerando que en el presente caso no hay lugar a
condenación en costas, porque la parte civil constituida no
ha intervenido y tampoco ha sido puesta en causa;

Por tales motivos, casa la sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Santa!
Domingo, de fecha 17 de agosto de 1966, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y envía
el asunto por ante la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís.—

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamrache H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel, A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan

Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
ci a .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmad a, leída y publica por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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cias del proceso, muy especialmente aquellos que resultan
de que el accidentado era peón del camión a fin de deter-
minar qué influencia podía tener en la solución del litigio:

Considerando además, que el principio -le que lo penal
tiene autoridad de cosa juzgada sobre lo civil, debe inter-
pretarse en el sentido de que la jurisdicción civil no puede
desconocer lo qu..?. ha sido fallado en lo penal. La decisión
se imponen en lo civil en lo q ue respecta a la culpabilidad
del prevenido, pero no puede alcanzar a la parte puesta en
causa com*civilmente responsable, que, como en la especie.
ha sido ligada a la acción penal por la parte civil, solo en
lo relativo a la culpa civil, pues la solución contraria, en la
especie, daría como resultado que su apelación fuera frus-
tratoria; en consecuencia, la .sentecia impugnada ha hecho
una erronea aplicación de las reglas relativas al efecto -le-
volutivo de la apelación, por lo cual debe ser casada;

En cuanto a la Compañía Aseguradora.

Considerándo que la casación de la sentencia impug-
nada en lo que respecta al interés de la parte puesta en cau-
sa como civilmente responsable aprovecha necesariamente
a su aseguradora; por lo cual, se hace innecesario examinar
los medios de su recurso;

Considerando que en el presente caso no hay lugar a
condenación en costas, porque la parte civil constituida no
ha intervenido y tampoco ha sido puesta en causa;

Por tales motivos, casa la sentencia dictada en atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de Sante'
Domingo, de fecha 17 de agosto de 1966, cuyo dispositivó
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y envía
el asunto por ante la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís.—

(Firmados): Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamrache H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel, A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan

Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
c ía .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

fue firmad a, leída y publica por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 10 de mayo de 1967.

Materia: Criminal

Recurrente: Vidal Robles Evangelista

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
secretar ia de la Corte a-qua, en fecha 10 de mayo de 1967,
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 295, 304 y 309 del Código
Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que por reque-
rimiento del Ministerio Público, el Juez de Instrucción de
la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en
fecha 20 de enero de 1966, una Providencia Calificativa,
cuyo dispositivo es como sigue: "Resolvemos, Declarar,
como al e ecto declaramos, que hay indicios suficientemen-
te razonables, para inculpar al nombrado: Vidal Robles Do-
mínguez (preso), del crimen de Homicidio Voluntario, en
perjuicio de quien en vida se llamó Migdonia Gelasia Nú-
ñez Fermín; y del crimen de heridas voluntarias, en perjui-
cio de la nombrada Juana María Fermín de Tatis; En con-
secuencia: Mandamos Y Ordenarnos: Primero: Que, el nom-
brado Vidal Robles Domínguez. de generales anotadas en
el proceso, sea enviado ante el Tribunal Criminal, para que
responda de los hechos puestos a su cargo y allí se le juz-
gue con arreglo a la Ley; Segundo: Que la presente Provi-
dencia Calificativa, sea notificada al procesado. así como al
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, para
los fines legales correspondientes; Tercero: Que las actua-
ciones de Instrucción así coma un estado de los documentos
y objetos que han de obrar como elementos de convicción,
sean transmitidos por nuestra Secretaría, tan pronto haya
expirado el plazo del recurso de apelación a que es suscepti-
ble esta Providencia Calificativa, al Magistrado Procurador
Fiscal del Distrito Nacional, para los fines de Ley corres;
Pondientes"; b) que así apoderada la Cuarta Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal , dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece inserto en

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
• tici regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-

món-Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisc9
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de no-
viembre de 1967. años 124° de la Independencia y 105° de
la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente séntencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vidal Ro-
bles Evangelista, dominicano, mayor de edad, agricultor.
cédula No. 6009, serie 40, domiciliado en Villa Duarte, ca-
lle 4, de esta ciudad, contra sentencia dictada en materia
criminal por la Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 10 de mayo de 1967, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Recurrente: Vidal Robles Evangelista

4
Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

v	 En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
*

	

	 regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisc9
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista
Rojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus Audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán. Distrito Nacional, hoy día 17 de no-
viembre de 1967. años 124 9 de la Independencia y 105• de
la Restauración. dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente séntencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vidal Ro-
bles Evangelista, dominicano, mayor de edad. agricultor.
cédula No. 6009, serie 40. domiciliado en Villa Duarte, ca-
lle 4, de esta ciudad, contra sentencia dictada en materia
criminal por la Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 10 de mayo de 1967, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;	 A.

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
secretaría de la Corte a-qua, en fecha 10 de mayo de 1967,
a requer imiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18. 295, 304 y 309 del Código
Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

411 Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que por reque-
rimiento del Ministerio Público, el Juez de Instrucción de
la Segunda Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en
fecha 20 de enero de 1966, una Providencia Calificativa.
cuyo dispositivo es como sigue: "Resolvemos, Declarar,
como al e ecto declaramos, que hay indicios suficientemen-
te razonables, para inculpar al nombrado: Vidal Robles Do-
mínguez (preso), del crímen de Homicidio Voluntario, en
perjuicio de quien en vida se llamó Migdonia Gelasia Nú-
ñez Fermín; y del crimen de heridas voluntarias, en perjui-
cio de la nombrada Juana María Fermín de Tatis; En con-
secuencia: Mandamos Y Ordenamos: Primero: Que, el nom-
brado Vidal Robles Domínguez. de generales anotadas en
el proceso, sea enviado ante el Tribunal Criminal, para que
responda de los hechos puestos a su cargo y allí se le juz-
gue con arreglo a la Ley; Segundo: Que la presente Provi-
dencia Calificativa, sea notificada al procesado. así como al
Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, para
los fines legales correspondientes; Tercero: Que las actua-
ciones de Instrucción así como un estado de los documentos
y objetos que han de obrar como elementos de convicción,
sean transmitidos por nuestra Secretaría, tan pronto haya
expirado el plazo del recurso de apelación a que es suscepti-
ble esta Providencia Calificativa, al Magistrado Procurador
Fiscal del Distrito Nacional, para los fines de Ley corres
pondientes"; b) que así apoderada la Cuarta Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal , dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece inserto en
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el de la sentencia impugnada; c) que sobre los recursos inter.
puestos por el Ministerio Público y el acusado, intervino la
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "pa.
Ila: Primero: Declara regular y válido los recursos de apela-
ción interpuestos por el nombrado Vidal Robles Evangelis-
ta, y el Procurador Fiscal del Distrito Nacional, en fecha 9
y 14 del mes de Marzo de 1966, contra sentencia dictada
por la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 4 del mes de mar-
zo del 1966, cuyo 'dispositivo es el siguiente: 'Falla: Prime-
ro: Que debe declarar, como al efecto declara, al nombrado
Vidal Robles Evangelista, de generales que constan en el
expediente, culpables de homicidio voluntario, en perjui-
cio elle quien en vida respondía al nombre de Migdonia
Gelasia Fermín, y de heridas en perjuicio de Juana María
Fermín de Tatis; Segundo: Que debe condenar como al
efecto condena, a dicho inculpado a sufrir la pena de diez
(10) años de trabajos públicos; Tercero: Se condena además
al pago de las costas'; por haberlo interpuesto de acuerdo
con las prescripciones legales que rigen la materia; Segun-
do: En cuanto al fondo se modifica la sentencia apelada, en
el sentido de aumentar la pena impuesta de diez (10) años
a quince (15) años de trabajos públicos; Tercero: Se conde-
na al pago de esta alzada";

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa los siguientes hechos: a) que en fecha 6 de octubre de
1965 el acusado, Vidal Robles Evangelista, infirió volunta-
riamente, sin motivo alguno, varias puñaladas a Migdalia
Gelasia Núñez Fermín, dejándola sin vida e hirió además
a Juana María Fermín de Tatis, cuando esta trató de in-
tervenir; b) que las heridas inferidas a la primera eran
mortales por necesidad y las inferidas a la última eran cu-
rables después de 20 días y antes de 40;

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a-qua constituyen a cargo del asusado,
el crimen de homicidio voluntario y el delito de heridas,
previstos por los artículos 295 y 309 del Código Penal, y
sancionados por los artículos 304 párrafos 2 y 309 con la
pena de tres a veinte años de trabajos públicos y 6 meses
a 2 años y multa de diez (10) a cien (100) pesos oro, respec-
tivamente ; que, por tanto, al condenar á acusado a quince
años de trabajos públicos, después de declararlo culpable
de las indicadas infracciones y aunque omitió hacer men-
ción de la aplicación del principia del no cúmulo de pena,
la Corte a-qua, hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al
interés del recurrente vicio alguno que amerite su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Vidal Robles Exangelista, contra la
sentencia dictada en atribucciones criminales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en fecha 10 de mayo de
1967, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: C¿ndena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmados:) Manuel Ruiz Tejada.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos M. Lamarche Henríquez.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figtran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publica por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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el de la sentencia impugnada; c) que sobre los recursos inter.
puestos por el Ministerio Público y el acusado, intervino la
sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Fa.
lla: Primero: Declara regular y válido los recursos de apela-
ción interpuestos por el nombrado Vidal Robles Evangelis-
ta, y el Procurador Fiscal del Distrito Nacional, en fecha 9
y 14 del mes de Marzo de 1966, contra sentencia dictada
por la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, en fecha 4 del mes de mar-
zo del 1966, cuyo 'dispositivo es el siguiente: 'Falla: Prime-
ro: Que debe declarar, como al efecto declara, al nombrado
Vidal Robles Evangelista, de generales que constan en el
expediente, culpables de homicidio voluntario, en perjui-
cio-de quien en vida respondía al nombre de Migdonia
Gelasia Fermín, y de heridas en perjuicio de Juana María
Fermín de Tatis; Segundo: Que debe condenar como al
efecto condena, a dicho inculpado a sufrir la pena de diez
(10) años de trabajos públicos; Tercero: Se condena además
al pago de las costas'; por haberlo interpuesto de acuerdo
con las prescripciones legales que rigen la materia; Segun-
do: En cuanto al fondo se modifica la sentencia apelada, en
el sentido de aumentar la pena impuesta de diez (10) años
a quince (15) años de trabajos públicos; Tercero: Se conde-
na al pago de esta alzada";

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa los siguientes hechos: a) que en fecha 6 de octubre de
1965 el acusado, Vidal Robles Evangelista, infirió volunta-
riamente, sin motivo alguno, varias puñaladas a Migdalia
Gelasia Núñez Fermín, dejándola sin vida e hirió además
a Juana María Fermín de Tatis, cuando esta trató de in-
tervenir; b) que las heridas inferidas a la primera eran
mortales por necesidad y las inferidas a la última eran cu-
rables después de 20 días y antes de 40;

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a-qua constituyen a cargo del asusado,
el crimen de homicidio voluntario y el delito de heridas,
previstos por los artículos 295 y 309 del Código Penal, y
sancionados por los artículos 304 párrafos 2 y 309 con la
pena de tres a veinte años de trabajos públicos y 6 meses
a 2 años y multa de diez (10) a cien (100) pesos oro, respec-
tivamente; que, por tanto, al condenar al acusado a quince
años de trabajos públicos, después de declararlo culpable
de las indicadas infracciones y aunque omitió hacer men-
ción de la aplicación del principió del no cúmulo de pena,
la Corte a-gua, hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al
interés del recurrente vicio alguno que amerite su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Vidal Robles Exangelista, contra la
sentencia dictada en atribucciones criminales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en fecha 10 de mayo de
1967, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Cimdena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmados:) Manuel Ruíz Tejada.— Fernando E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos M. Lamarche Henríquez.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.—

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figdiran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día. mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publica por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.



3. Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.
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_SENTENCIA DE FECHA 20 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha 10 de
octubre de 1966.

Oído al Dr. Wenceslao Vega B., cédula 57621, serie 11
a nombre del Dr. José A. Vega Imbert, abogado de la re-
currente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Leonardo González, cédula 25089, serie 23,
en representación del Dr. Conrado González Monción, cé-
dula 38766, serie 31, abogado de la recurrida, Ferretería
Santiago C. por A., en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictámen del Magistrado Procurador General
de laviRsteopúeb

l memorialorial de casación suscrito por el abogado
de la recurrente, y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia en fecha 2 de marzo de 1967, en la
cual se invocan los medios de casación que más adelante se
expondrán; stoe

Visto el -memorial de defensa suscrito por el abogado
de la recurrida, y notificado al abogado de la recurrente en
fecha 17 de abril de 1967;

Visto el auto dictado en fecha 16 de noviembre de
1967, por el cual el Magistrado Presidente de la Suprema
Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magistrado
Francisco Elpidio Beras, Juez de este Tribunal, para inte-
grar la Su prema Corte de Justicia, en la deliberación y fa-
llo del recurso de casación de aue se trata, de conformidad
con las leyes Nos. 684, de 1934, y 926 de 1935.—

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
l iberado y vistos los artículos 47 de la Ley No. 637 de 1944
s obre Contratos de Trabajo, 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
ron motivo de una demanda laboral intentada por María
Luz Capri de Rojas contra la Ferretería Santiago C. por A.,
el Juzgado de Paz de Trabajo del municipio de Santiago,
dictó en fecha 8 de febrero de 1966, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Declara inadmisible la

1

FI

1

Material: Laboral

Recurrente: María Luz Capri de Rojas
Abogado Dr. Jgsé A. Vega Imbert

Recurrido: Ferretería Santiago, C. por A.
Abogado: Dr. Conrado González Monción

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Pereiló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, a los 20 días del mes de Noviembre de 1967, años 1249
de la Indepencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por María
Luz Capri de Rojas, dominicana, mayor de edad, casada.
empleada comercial, cédula No. 53361, serie 31, y reside n

-te en Santiago de los Caballeros, contra la sentencia dicta
-da por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-

tancia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha 10 de oc-
tubre de 1966. cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

1
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha 10 de
octubre de 1966.

Material: Laboral

Recortente: María Luz Capri de Rojas
Abogado Dr. Jk!$é A. Vega Imbert

Recurrido: Ferretería Santiago, C. por A.
Abogado: Dr. Conrado González Monción

s.,	 Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, a los 20 días del mes de Noviembre de 1967, años 124°
de la Indepencia y 105° de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por María
Luz Capri de Rojas, dominicana, mayor de edad, casada.
empleada comercial, cédula No. 53361, serie 31, y residen-
te en Santiago de los Caballeros, contra la sentencia dicta-
da por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha 10 de oc-
tubre de 1966. cuvo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído al Dr. Wenceslao Vega B., cédula 57621, serie 11
a nombre del Dr. José A. Vega Imbert, abogado de la re-
currente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Leonardo González, cédula 25089, serie 23,
en representación del Dr. Conrado González Monción, cé-
dula 38766, serie 31, abogado de la recurrida, Ferretería
Santiago C. por A., en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
de la recurrente, y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia 'en fecha 2 de marzo de 1967, en la
cual se invocan los medios de casación que más adelante se
expondrán;

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado
e la recurrida, y notificado al abogado de la recurrente en

fecha 17 de abril de 1967;

Visto el auto dictado en fecha 16 de noviembre de
1967, por el cual el Magistrado Presidente de la Suprema
Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magistrado
Francisco Elpidio Beras, Juez de este Tribunal, para inte-
grar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fa-
llo del recurso de casación de aue se trata, de conformidad
con las leyes Nos. 684, de 1934, y 926 de 1935.—

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 47 de la Ley No. 637 de 1944
sobre Contratos de Trabajo, 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral intentada por María
Luz Capri de Rojas contra la Ferretería Santiago C. por A.,
el Juzgado de Paz de Trabajo del municipio de Santiago,
dictó en fecha 8 de febrero de 1966, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Declara inadmisible la
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demanda intentada por la señora María Luz Capri de Ro,
jas, contra la Ferretería Santiago, C. por A., por no haber
sido sometida al preliminar obligatorio de la conciliación•Segundo: Se condena a la parte que sucumbe al pago de
las costas"; y b) que contra dicha decisión recurrió en ape-
lación la demandante, ahora recurrente, y la Cámara de
Trabajo de Santiago,d ictó con dicho motivo en fecha 10
de octubre de 1966, la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regu.
lar y válido el recurso de apelación interpuesto por la se-
ñora María Luz Capri de Rojas, contra sentencia de fecha
8 de febrero de 1966, dictada por el Juzgado de Paz de
Trabajo de este Municipio, en cuanto a la forma; Segundo.:En cuanto al fondo que debe Confirmar y al efecto Con-
firma en todas sus partes, la sentencia objeto del recurso;
tercero: Condena a la parte intimante al pago de las cos-
tas, distrayéndolas en provecho del Dr. Pedro Antonio Lo-
ra, por haber declarado estarlas avanzando en su mayor
parte";

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación los siguientes medios: Falsa aplicación del
artículo 47 de la Ley No. 637 sobre Contrato de Trabajo.—
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil, por insufienciencias de motivos o motivos erróneos.—Desnaturalización de los hechos";

Considerando que para dictar su decisión, la Cámara
a-qua se fundó, esencialmente, en que la trabajadora María
L. Capri de Rojas, ahora recurrente, al ser despedida, no
se querelló contra la Ferretería Santiago C. por A., sino
contra el señor José Ramón Tavarez, por lo cual esta últi-
ma persona "no podía en buen derecho comprometerse a
nada, por falta de calidad"; de donde llegó a la conclusión
de que la formalidad imperativa del premilinar de conci-
liación no se había realizado, con respecto a la Ferretería
Santiago C. por A.;
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Lonsiderando que según se desprende de los términos
de la decisión impugnada, la Cámara a-qua examinó y pon-

deró la sentencia contra la cual se había interpuesto la ape-
'ación antes de dictar su decisión; que en ésta figuran
transcristas las comunicaciones que 'en fechas 13 y 14 de
septiembre de 1965, fueron dirigidas al Departamento de
Trabajo de Santiago, por la Ferretería Santiago C. por A.,

y 
suscritas por el señor José Ramón Tavarez, en su condi-

ción de Presidente de dicha Ferretería; las que se referían
a la recurrente; que de haber sido ponderada la calidad con
que José Ramón Tavarez, sometió tales comunicaciones, lo
que fue omitido por la Cámara a-qua, ello podría haber
conducido, eventualmente, a dicha Cámara, a adoptar una
decisión distinta, por lo que la sentencia impugnada debe
ser casada por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha 10 de octu-
bre de 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo, y envía el asunto por ante el Juz-
gado de Primera Instancia de Espaillat en sus atribuciones
de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado; Segundo: Com-
pensa las costas.

Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
rna.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
vnaelrdaoRojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-l.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publica por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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demanda intentada por la señora María Luz Capri de 
Ro,jas, contra la Ferretería Santiago, C. por A., por no 

habersido sometida al preliminar obligatorio de la conciliación•Segundo: Se condena a la parte que sucumbe al pago d¿
las costas"; y b) que contra dicha decisión recurrió en 

ape-lación la demandante, ahora recurrente, y la Cámara deTrabajo de Santiago,d ictó con dicho motivo en fecha 10
de octubre de 1966, la sentencia ahora impugnada, 

cuyodispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara 
regu-lar y válido el recurso de apelación interpuesto por la 

se:.ñora María Luz Capri de Rojas, contra sentencia de fecha
8 de febrero de 1966, dictada por el Juzgado de Paz de
Trabajo de este Municipio, en cuanto a la forma; Segundo:En cuanto al fondo que debe Confirmar y al efecto Con-
firma en todas sus partes, la sentencia objeto del recurso;Tercejb: Condena a la parte intimante al pago de las cos-tas, distrayéndolas en provecho del Dr. Pedro Antonio Lo-
ra, por haber declarado estarlas avanzando en su mayor
parte";

Considerando que la recurrente invoca en su memo-
rial de casación los siguientes medios: Falsa aplicación del
artículo 47 de la Ley No. 637 sobre Contrato de Trabajo.—
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-vil, por insufienciencias de motivos o motivos erróneos.—Desnaturalización de los hechos";

Considerando que para dictar su decisión, la Cámara
a-qua se fundó, esencialmente, en que la trabajadora María
L. Capri de Rojas, ahora recurrente, al ser despedida, no
se querelló contra la Ferretería Santiago C. por A., sino
contra el señor José Ramón Tavarez, por lo cual esta últi-
ma persona "no podía en buen derecho comprometerse a
nada, por falta de calidad"; de donde llegó a la conclusión
de que la formalidad imperativa del premilinar de conci-
liación no se había realizado, con respecto a la Ferretería,
Santiago C. por A.;
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Considerando que según se desprende de los términos
de la decisión impugnada, la Cámara a-qua examinó y pon-
deró.la sentencia contra la cual se había interpuesto la ape-
ladón antes de dictar su decisión; que en ésta figuran
transcristas las comunicaciones que en fechas 13 y 14 de
septiembre de 1965, fueron dirigidas al Departamento de
Trabajo de Santiago, por la Ferretería Santiago C. por A.,

y 
suscritas por el señor José Ramón Tavarez, en su condi-

ción de Presidente de dicha Ferretería; las que se referían
a la recurrente; que de haber sido ponderada la calidad con
que José Ramón Tavarez, sometió tales comunicaciones, lo
que fue omitido por la Cámara a-qua, ello podría haber
conducido , eventualmente, a dicha Cámara, a adoptar una
decisión distinta, por lo que la sentencia impugnada debe
ser casada por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha 10 de octu-
bre de 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante-
rior del presente fallo, y envía el asunto por ante el Juz-
gado de Primera Instancia de Espaillat en sus atribuciones
de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado; Segundo: Com-

pensa las costas.
Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernando

E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez
Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Os-
vnaelrdaoRojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-l.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publica por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.



2234	 BOLETIN JUDICIAL	
BOLETIN JUDICIAL
	 2235

SEN
TENCIA DE FECHA 20 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del DistritoJudicial de Puerto Plata, de fecha 10 de abril de 1967.

Materia: Civil
í

r

Recurrente: Francisco Medina
Abogado: Dr. Félix R. Castillo Plácido

Recurrido: Migue? Canot
Abogado: Dr. Luis E. Senior

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de laFuente, Primer Sustituto Sustituto de Presidente; CarlosManuel Lamrache H., Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan BautistaRojas Almánzar, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de no-
viembre del año 1967. años 124 9 de la Independencia y105 9 de la Restauración, dicta en audiencia pública, comocorte da casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación in terpuesto por FranciscoMedina, dominicano, mayor de edad, soltero, carpintero,
domiciliado y residente en Puerto Plata, cédula No. 20361,
serie 37, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Pri-mera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, en
fecha 10 de abril de 1967, en sus atribuciones civiles, cuyodispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Humberto Hernández P., cédula No.

12536, serie 48, en representación del Dr. Félix R. Castillo
Plácido, cédula No. 18850, serie 37, abogado del recurrente,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casació ndepositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 31 de mayo
de 1967, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual
se invocan los medios que se exponen más adelante;

1.1 Visto el memorial de defensa de fecha 25 de junio de
1967, suscrito por el Dr. Luis E. Senior, abogado del re-
currido Miguel Canot, dominicano, mayor de edad, casado,
agricultor, cédula No. 1148, serie 37, domiciliado y resi-
dente en el lugar de "Cantabria", del Municipio de Puerto
Plata;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1741 del Código Civil; 12 del
Decreto No. 4807 de 1959; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que sobre una
demanda a fines de resolución de contrato de inquilinato de
una casa ubicada en la ciudad de Puerto Plata, y desalojo
de la misma por falta de pago, lanzada por Miguel Canot
contra su inquilino Francisco Medina, el Juzgado de Paz
de Puerto Plata dictó en fecha 26 de octubre de 1965, una
sentencia en defecto cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: que debe declar y declara rescindido por falta
de cumplimiento el contrato de inquilinato celebrado entre
el señor Miguel Canot, demandante y Francisco Medina,
demandado, sobre la casa propiedad del señor Miguelt Ca-
not situada en el Sector Oeste del Barrio de Mejoramiento
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE NOVIEMBRE DEL 
1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Dis 
tritoJudicial de Puerto Plata, de fecha 10 de abril de 1967.

Materia: Civil

Recurrente: Francisco Medina
Abogado: Dr. Félix R. Castillo Plácido

Recurrido: Miguel Canot
Abogado: Dr. Luis E. Senior

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo 

de laFuente, Primer Sustituto Sustituto de Presidente; CarlosManuel Lamrache H., Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergé,s Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista
Rojas A lmánzar, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de no-
viembre del año 1967. años 124 9 de la Independencia y105 9 de la Res tauración, dicta en audiencia pública, como
corte da casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por FranciscoMedina, dominicano, mayor de edad, soltero, carpintero,d
omiciliado y residente en Puerto Plata, cédula No. 20361,

serie 37, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Pri-mera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, en
fecha 10 de abril de 1967, en sus atribuciones civiles, cuyo 41d ispositivo se copia más adelante;

BOLETIN JUDICIAL
	 2235

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Humberto Hernández P., cédula No.

12536, serie 48, en representación del Dr. Félix R. Castillo
Plácido, cédula No. 18850, serie 37, abogado del recurrente,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casació ndepositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 31 de mayo
de 1967, suscrito por el abogado del recurrente, en el cual
se invocan los medios que se exponen más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 25 de junio de
1967, suscrito por el Dr. Luis E. Senior, abogado del re-
currido Miguel Canot, dominicano, mayor de edad, casado,
agricultor, cédula No. 1148, serie 37, domiciliado y resi-
dente en el lugar de "Cantabria", del Municipio de Puerto
Plata;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1741 del Código Civil; 12 del
Decreto No. 4807 de 1959; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que sobre una
demanda a fines de resolución de contrato de inquilinato de
una casa ubicada en la ciudad de Puerto Plata, y desalojo
de la misma por falta de pago, lanzada por Miguel Canot
contra su inquilino Francisco Medina, el Juzgado de Paz
de Puerto Plata dictó en fecha 26 de octubre de 1965, una
sentencia en defecto cuyo dispositivo dice así: "FALLA:

PRIMERO: que debe declar y declara rescindido por falta
de cumplimiento el contrato de inquilinato celebrado entre
el señor Miguel Canot, demandante y Francisco Medina,
demandado, sobre la casa propiedad del señor Miguelt Ca-
not situada en el Sector Oeste del Barrio de Mejoramiento
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Social de esta ciudad de Puerta Plata; SEGUNDO: que de-be condenar y condena: que el demandado señor Francisco
Medina desaloje inmediamen te la casa que ocupa en alqui-
ler propiedad de Miguel Canot, por haber violado dicho se-
ñor el contrato de inquilinato de que se trata, al no pagar
a su vencimiento los alquileres correspondientes a dichacasa; TERCERO: que debe condenar y condena al señor
Francisco Medina al pago de la suma de RD$60.00 por con.:
cepto de los alquileres vencidos y dejado de pagar sobre la
casa sita en el Sector Oeste del Barrio de Mejoramiento
Social; CUARTO: que debe condenar y condena al señor
Francisco Medina al pago de los interese,; legales de la su-
ma adeudada por el concepto antes expresado, a partir del
día de la demanda en justicia; QUINTO: aue debe ordenary ordena que el señor Francisco Medina desaloje inmedel
diatamente la casa que ocupa en el sector oeste de esta
ciudad de Puerto Plata, en el Barrio de Mejoramiento So-cial por ocuparla indebidamente; SEXTO: que debe conde-
nar y condena al señor Francisco Medina al pago de las
costas del procedimiento, así como también los alquileres
que se encontraran vencidos al momento de dar Sentencia;
SEPTIMO: que debe ordenar y ordena la ejecución provi-
sional de la sentencia en defecto, sin fianza, no obstante
cualquier recurso y OCTAVO: que debe comisionar y co-
misiona para la notificación de la presente sentencia, al al-
guacil ordinario del Jusgado de Primera Instancia, ciuda-
dano Alejandro Silverio"; b) que sobre oposición de Fran-
cisco Medina, el citado Juzgado de Paz dictó en fecha 20
de mayo de 1966, una sentencia con el dispositivo siguien-
te: FALLA: PRIMERO: que debe pronunciar y pronuncia
el defecto por la parte demandada en oposición señor
Miguel Canó por no haber comparecido no obstan-
te haber sido citado legalMente; SEGUNDO: Se acoge
como bueno y válido el recurso de oposición por
haber sido interpuesto en tiempo hábil, en cuanto a la
forma y en cuanto al fondo que sea rechazada en todas sus

partes la sentencia anterior por improcedente y mal fun-
dada; TERCERO: que se condene al señor Miguel Canó al
pago de las costas del procedimiento"; c) que sobre recurso

de apelac ión de Miguel Canot el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, dictó en fecha
10 de abril del año 1967, la sentencia ahora impugnada en
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Que debe declarar bueno y válido en cuanto a su forma, el
presente recurso de apelación, por haber sido intentado en
tiempo hábil, contra la sentencia del Juzgado de Paz del
Municipio de Puerto Plata, de fecha veinte de junio( vein-
te de mayo) del año mil novecientos sesenta y seis, cuyo
disposit ivo consta copiado procedentemente; SEGUNDO:
que debe revocar y Revoca la sentencia apelada, y condena
al intimado Francisco Medina al pago de las costas del pro-
cedimiento";

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: "Primer Medio: Vio-
lación del artículo 12 del Decreto 4807 sobre Control de
Alquiler de Casas y Desahucios y del efecto de retracto del
recurso de oposición; y Segundo Medio: Dispositivo vago e
insuficiente, equivalente a falta de dispositivo al no indi-
car el juez a-qua en qué consisten las condenaciones pro-
nunciadas por él";

Considerando que en el desarrollo del primer medio el
recurrente alega en síntesis lo siguiente: que en la sentencia
impugnada ha sido desconocido el efecto de retractación
que procede el recurso de oposición; y que, como consecuen-
cia de ello, se ha violado el artículo 12 del Decreto No. 4807
sobre Control de Alquileres de Casas y Desahucios, pues
cuando se conoció en el Juzgado de Paz de Puerto Plata del
recurso de oposición por él interpuesto contra la sentencia
del mismo juzgado que en defecto le había condenado al
desalojo de la casa que ocupaba, él probó que había pagado
los alquileres que debía, pues había depositado en la Co-
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Social de esta ciudad de Puerta Plata; SEGUNDO: que de.be condenar y condena: que el demandado señor Francisco
Medina desaloje inmediamen te la casa que ocupa en alqui_
ler propiedad de Miguel Canot, por haber violado dicho se.
ñor el contrato de inquilinato de que se trata, al no pagar
a su vencimiento los alquileres correspondientes a dichacasa; TERCERO: que debe condenar y condena al señorFrancisco Medina al pago de la suma de RD$60.00 por con.:
cepto de los alquileres vencidos y dejado de pagar sobre la
casa sita en el Sector Oeste del Barrio de Mejoramiento
Social; CUARTO: que debe condenar y condena al señor
Franc:sco Medina al pago de los interese3 legales de la su-
ma adeudada por el concepto antes expresado, a partir del
día de la demanda en justicia; QUINTO: que debe ordenar
y ordena que el señor Francisco Medina desaloje inme-
diatamente la casa que ocupa en el sector oeste de estg
ciudad de Puerto Plata, en el Barrio de Mejoramiento So-
cial por ocuparla indebidamente; SEXTO: que debe conde-
nar y condena al señor Francisco Medina al pago de las
costas del procedimiento, así como también los alquileres . 1‘
que se encontraran vencidos al momento de dar Sentencia; r .SEPTIMO: que debe ordenar y ordena la ejecución provi-
sional de la sentencia en defecto, sin fianza, no obstante
cualquier recurso y OCTAVO: que debe comisionar y co-
misiona para la notificación de la presente sentencia, al al-
guacil ordinario del Jusgado de Primera Instancia, ciuda-
dano Alejandro Silverio"; b) que sobre oposición de Fran-
cisco Medina, el citado Juzgado de Paz dictó en fecha 20

mayo de 1966, una sentencia con el dispositivo siguien-
te: FALLA: PRIMERO: que debe pronunciar y pronuncia
el defecto por la parte demanklada en oposición señor
Miguel Canó por no haber comparecido no obstan-
te haber sido citado legalrrlente; SEGUNDO: Se acoge
como bueno y válido el recurso de oposición por
haber sido interpuesto en tiempo hábil, en cuanto a la
forma y en cuanto al fondo que sea rechazada en todas sus

partes la sentencia anterior por improcedent e y mal fun-

dada; TERCERO: que se condene al señor Miguel Canó al
pago de las costas del procedimiento"; c) que sobre recurso

de apelación de Miguel Canot el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, dictó en fecha
10 de abril dei año 1967, la sentencia ahora impugnada en
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO-
Que debe declarar bueno y válido en cuanto a su forma, el
presente recurso de apelación, por haber sido intentado en
tiempo hábil, contra la sentencia del Juzgado de Paz del
Municipio de Puerto Plata, de fecha veinte de junio( vein-
te de mayo) del año mil novecientos sesenta y seis, cuyo
disposit ivo consta copiado procedentemente; SEGUNDO:
que debe revocar y Revoca la sentencia apelada, y condena
al intimado Francisco Medina al pago de las costas del pro-
cedimiento";

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: "Primer Medio: Vio-
lación del artículo 12 del Decreto 4807 sobre Control de
Alquiler de Casas y Desahucios y del efecto de retracto del
recurso de oposición; y Segundo Medio: Dispositivo vago e
insuficiente, equivalente a falta de dispositivo al no indi-
car el juez a -qua en qué consisten las condenaciones pro-
nunciadas por él";

Considerando que en el desarrollo del primer medio el
recurrente alega en síntesis lo siguiente: que en la sentencia
impugnada ha sido desconocido el efecto de retractación
que procede el recurso de oposición; y que, como consecuen-
cia de ello, se ha violado el artículo 12 del Decreto No. 4807
sobre Control de Alquileres de Casas y Desahucios, pues
cuando se conoció en el Juzgado de Paz de Puerto Plata del
recurso de oposición por él interpuesto contra la sentencia
del mismo juzgado que en defecto le había condenado al
desalojo de la casa que ocupaba, él probó que había pagado
los alquileres que debía, pues había depositado en la Co-
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lecturía de Rentas Internas la suma correspondiente; que110
el Juez de Segundo Grado, en la sentencia impugnada, en-
tendió erradamente que él no podía liberarse válidamenteen la audiencia en que se conoció de su oposición; y que

,al fallar de ese modo incurrió en la violación del 
art ículo12 del Decreto arriba citado;

Considerando que la sentencia impugnada dá constan-cia de que cuando se conoció del recurso de oposición que
interpuso Francisco Medina contra el fallo del Juzgado 

dePaz de Puerto Plata que había ordenado su desalojo porfalta de pagás:de los alquilares vencidos, ya él había consig-nado "los valores adeudados"; que no obstante esa circuns-tancia, el Juzgado a-qua, al conocer del caso revocó el falloapelado que había dado ganancia de causa por ese 
motivoal inquilino Francisco Medina, fundándose en los siguien-tes mótivos: " Considerando que la circunstancia de que elseñor Francisco Medina presentara constancia de haberconsignado en Rentas Internas los valores adeudados, enla segunda audiencia que celebró el juzgado de Paz en oca-

sión de su recurso de oposición, en manera alguna 
puedeser liberatoria"; pero,

Con
siderando que el artículo 12 del Decreto No. 4807,

de 1959, dice así: "Los inquilinos de casas que hubieran si-do demandados en desahucio, por falta de pago de alquile-res, tendrán oportunidad para cubrir al propietario la to-
talidad de la suma adeuda, más los gastos legales del proce-
dimiento que ya hubieren sido ocasionados, hasta el mo-mento en que deba ser conocida en audiencia la demandacorrespondiente"•

Con
siderando que cuando el citado texto ofrece opor-tunidad de liberarse al inquilino demandado, efectuando elpago "hasta el momento en que deba ser conocida en au-diencia la demanda correspondiente" es necesario inter-pretar esa disposición en el sentido de que ese pago, en ca-so de una con

denación en defecto en primera instancia, pue-
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de hacerse hasta el momento en que se discute la oposición

que haya formulado el demandado condenado en defecto,
pues esa interpretación tiene en cuenta, en primer térmi-
no el defecto que produce esa vía de retractación de colo]
car a las partes en causa en la misma posición en que se
encontraban cuando fue formulada la demanda; y, en se-
gundo lugar, está acorde con las finalidades perseguidas
por el citado Decreto de conceder al inquilino la gracia de
liberarse en primera instancia por medio del pago, y c19
dejar sin efecto la demanda;

Considerando que, por consiguiente, al fallar el Juz-

gado a-qua en la sentencia impugnada en forma diferente a
la que acaba de exponerse, declarando que el inquilino no
había quedado liberado no obstante haber consignado los
valores adeudados cuando se conoció de su recurso de opo-
sición, cuando su deber 'era en tal hipotesis simplemente

comprobar la regularidad de la consignación hecha, y si
ella cubría la suma adeudada y los gastos legales del pro-
cedimiento ocasionado hasta ese momento, desconoció los,
efectos que como vía de retractación implica la oposición, e
hizo, sobre esa base, una errónea aplicación del artículo 12
del Decreto arriba mencionado; que, en tales condiciones,
el fallo impugnado debe ser casado, sin que sea preciso pon-

drreernatreel segundo medio del recurso, propuesto por el recu-

Por tales motivo, Primero: Casa la sentencia dictada en
atribuciones civiles, por el Juzgado de Primera Instancia
de Puerto Plata, en fecha 10 de abril de 1967, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo, y
envía el asunto ante la Cámara de lo Civil y Comercial del
Juzgado de Primera Instancia de Santiago, como tribunal
de segundo grado; Segundo: Condena al recurrido Miguel
Canot al pago de las costas, con distracción en favor del
Dr. Félix R. Castillo Plácido, abogado del recurrente quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad.
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lecturía de Rentas Internas la suma correspondiente; que11111
el Juez de Segundo Grado, en la sentencia impugnada, en-
tendió erradamente que él no podía liberarse válidamenteen la audiencia en que se conoció de su oposición; y que,
al fallar de ese modo incurrió en la violación del 

artículo12 del Decreto arriba citado;
Considerando que la sentencia impugnada dá constan-cia de que cuando se conoció del recurso de oposición queinterpuso Francisco Medina contra el fallo del Juzgado dePaz de Puerto Plata que había ordenado su desalojo por

falta de pago de los alquilares vencidos, ya él había consig-
nado "los valores adeudados"; que no obstante esa circuns-tancia, el Juzgado a-qua, al conocer del caso revocó el falloapelado que había dado ganancia de causa por ese 

motivoal inquilino Francisco Medina, fundándose en los siguien-tes motivos: " Considerando que la circunstancia de que elseñor Francisco Medina presentara constancia de haberconsignado en Rentas Internas los valores adeudados, enla segunda audiencia que celebró el juzgado de Paz en oca-
sión de su recurso de oposición, en manera alguna 

puedeser liberatoria"; pero,
Consi derando que el artículo 12 del Decreto No. 4807,de 1959, dice así: "Los inquilinos de casas que hubieran si-do demandados en desahucio, por falta de pago de alquile-res, tendrán oportunidad para cubrir al propietario la to-

talidad de la suma adeuda, más los gastos legales del proce-
dimiento que ya hubieren sido ocasionados, hasta el mo-mento en que deba ser conocida en audiencia la demandacorrespondiente";

Con
siderando que cuando el citado texto ofrece opor-tunidad de liberarse al inquilino demandado, efectuando el

pago "hasta el momento en que deba ser conocida en au-
diencia la demanda correspondiente" es necesario inter-pretar esa disposición en el sentido de que ese pago, en ca-so de una con

denación en defecto en primera instancia, pue-
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de hacerse hasta el momento en que se discute la oposición
que haya formulado el demandado condenado en defecto,
pues esa interpretación tiene en cuenta, en primer térmi-

no , el defecto que produce esa vía de retractación de colo]

car 
a las partes en causa en la misma posición en que se

encontraban cuando fue formulada la demanda; y, en se-
gundo lugar, está acorde con las finalidades perseguidas
por el citado Decreto de conceder al inquilino la gracia de
liberarse en primera instancia por medio del pago, y dg
dejar sin efecto la demanda;

Considerando que, por consiguiente, al fallar el Juz-

gado a-qua en la sentencia impugnada en forma diferente a
la que acaba de exponerse, declarando que el inquilino no
había quedado liberado no obstante haber consignado los
valores adeudados cuando se conoció de su recurso de opo-
sición, cuando su deber era en tal hipotesis simplemente

comprobar la regularidad de la consignación hecha, y si
ella cubría la suma adeudada y los gastos legales del pro-
cedimiento ocasionado hasta ese momento, desconoció los,
efectos que como vía de retractación implica la oposición, e
hizo, sobre esa base, una errónea aplicación del artículo 12
del Decreto arriba mencionado; que, en tales condiciones,

el 
fallo impugnado debe ser casado, sin que sea preciso pon-

derar el segundo medio del recurso, propuesto por el recu-

rrente;
Por tales motivo, Primero: Casa la sentencia dictada en

atribuciones civiles, por el Juzgado de Primera Instancia
de Puerto Plata, en fecha 10 de abril de 1967, cuyo disposi-
tivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo, y
envía el asunto ante la Cámara de lo Civil y Comercial del
Juzgado de Primera Instancia de Santiago, como tribunal
de segundo grado; Segundo: Condena al recurrido Miguel
Canot al pago de las costas, con distracción en favor del
Dr. Félix R. Castillo Plácido, abogado del recurrente quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad.
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Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— 
F. E. Ravelo

de la Fuente.— Carlos Manuel Lamrache H.,— Manuel 
OBergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco

dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan BautistaRojas Almánzar.-- Ernesto Curiel hijo, Secretario GeneralLa presente sentencia ha sido dada y firmada por losseñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, yfue firmad leíday publica por mí, Secretario General,que certificY(Fdo..) Ernesto Curiel hijo.

spITENCIA DE FECHA 20 DE NOVIEMBRE DEL 1967

sentencia	 e fechaeta impugnada: Corte de Apelación de La Vega,

23 de mayo de 1967.

witrria: Criminal (robo de noche en casa habitada, con fractura)

Recurrente: José Antonio Pérez

Dios, Patria y Libertad.
República Dorninlcana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistido del Secretario Ge-
neral. en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, a los 20
días del mes de Noviembre de 1967, años 124° de la Inde-
pendencia y 105° de la Restauradión, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Pérez, dominicano mayor de edad, soltero, cédula No.
29034, serie 31, residente en San Francisco de Macorís, con-
sentencia dictada por la Corte de Apelación del Departa-
mento Judicial de La Vega, en fecha 23 de mayo de 1967,
en atribuciones criminales, cuyo dispositvo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

la República;
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tenia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha
23 de mayo de 1967.

Criminal (robo de noche en casa habitada, con fractura)Materia:
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Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. 
Ravelode la Fuente.— Carlos Manuel Lamrache H.,— Manuel oBergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpi:

dio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan BautistaRojas Almánzar.-- Ernesto Curiel hijo, Secretario GeneralLa presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publica por mí, Secretario General,que certifico. (Fdo.) 'Ernesto Curiel hijo.
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osTENCIA DE FECHA 20 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Recurrente: José Antonio Pérez

Dios, Patria y Libertad.
República DominIcana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel
Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente;
Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín •
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistido del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad

d9. Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, a los 20
días del mes de Noviembre de 1967, años 124° de la Inde-
pendencia y 105° de la Restauradión, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José An-
tonio Pérez, dominicano mayor de edad, soltero, cédula No.
29034, serie 31, residente en San Francisco de Macorís, con-
sentencia dictada por la Corte de Apelación del Departa-
mento Judicial de La Vega, en fecha 23 de mayo de 1967,
en atribuciones criminales, cuyo dispositvo se copia más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictámen del Magistrado Procurador General

de la República;



•
2242 130LETI: JUDICIAL

1

SOLETIN JUDICIAL	 2243

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte de Apelación del Departamento Ju_
dicial de La Vega, a requerimiento del recurrente, en fe..
cha 23 de mayo de 1967, en la cual no se invoca ningún de-
terminado de casasión;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 379, 384, 385 y 463 del Có-
digo Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerindo que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ell'a se refiere consta: a) que en fecha 19
de agosto de 1966, el Procurador Fiscal del Distrito Judi-
cial de Sánchez Ramírez requerió del Juez de Instrucción
del mencionado Distrito Judicial, para que "proceda a la
sumaria correspondiente, a cargo de José Antonio Pérez
y Fabio Bautista, inculpados del crimen de robo de noche.
en casas habitadas, con f racturas, por dos personas, en per-
juicio de Juan José Cordero y Emiliano Núñez Silvestre";
hechos ocurridos el 26 de mayo de 1966, en San Francisco
de Macorís; b) que en fecha 30 de agosto de 1966. el Juez
de Instrucción del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez
dictó una Providencia Calificativa por la cual envió a José
Antonio Pérez y a Fabio Bautista por ante el Tribunal Cri-
minal, para que se les juzgara con arreglo a la Ley; c) que
apoderado del caso el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, dictó en fecha 18
de noviembre de 1966 una sentencia cuyo dispositivo fi-
gura en el de la sentencia impugnada; d) que
sobre recurso interpuesto por dichos acusados la
Corte de Apelación de La Vega dictó la sen-
tencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Folia: Primero: Declara bueno y válido el re.
curso de apelación interpuesto por los nombrados José An-
tonio Pérez y Fabio Bautista, contra sentencia criminal,
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Sánchez Ramírez, en fecha 18 de noviembre
de 1966, cuyo dispositivo es el siguiente: Talla: Primero:

Declara a los nombrados José Antonio Pérez y Fabio Bau-
tista, de generales anotadas, coautores del crimen de robo
de noche, en casa habitada con fractura, por dos personas,
en perjuicio de los nombrados Juan José Cordero y Emi-
liano Núñez Silvestre y de coautores del delito de robo de
cosecha en pie, en perjuicio del nombrado Armando Mo-
ronta y en consecuencia se les condena a cinco (5) años de
Trabajos Públicos cada uno, acogiendo en su favor el prin-
cipio del no cúmulo de pena.— Segundo: Condena a dichos
inculpados al pago de los costos'; Segundo: Confirma en to-
das sus partes la sentencia recurrida, a ecepción de la pena,
que la rebaja a tres (3) años de reclusión, acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes; Tercero: Condena a los
inculpados José Antonio Pérez y Fabio Bautista, al pa-
go de las costas";

Considerando que la Corte a-qua, mediante la pondera,
ción de los elementos de prueba regularmente administra-
dos en la instrucción del proceso, dió por establecidos los
siguientes hechos: a) que el día 26 de mayo de 1966, en ho-
ras de la madrugada, se apersonaron José Antonio Pérez y
Fabio Bautista a la residencia de Juan José Cordero, rom-
pieron el candado del garaje y sustrajeron un automóvil
marca Austín, placa 33843; b) que una vez en poder del
automóvil, se dirigieron a la ciudad de Cotuí, y al pasar por
el Paraje La Piedra, Sección de La Bija, rompieron el can-
dado de la finca de Armando Moronta y cortaron y sustra-
jeron dos racimos de plátanos y después, en la Sección de
La Soledad, se introdujeron en el establecimiento comer-
cial de Emi l iano Núñez Silvestre sustrayendo varios
efectos;	 •

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a-qua, se encuentran caracterizados los
elementos constitutivos del crimen de robo d enoche, en
casa habitada, con fractura y por dos personas, y del delito
de robo de cosecha en pie, puestos a cargo de José Antonio
Pérez y Fabio Bautista, y en perjuicio de Juan Cordero y
Emiliano Núñez Silvestre, el crimen; y el delito, en per-
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte de Apelación del Departamento J.
dicial de La Vega, a requerimiento del recurrente, en fe-
cha 23 de mayo de 1967, en la cual no se invoca ningún de-
terminado de casasión;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 379, 384, 385 y 463 del Có-
digo Penal; y 1y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Consider4ndo que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 19
de agosto de 1966, el Procurador Fiscal del Distrito Judi-
cial de Sánchez Ramírez requerió del Juez de Instrucción
del mencionado Distrito Judicial, para que "proceda a la
sumaria correspondiente, a cargo de José Antonio Pérez
y Fabio Bautista, inculpados del crimen de robo de noche,
en casas habitadas, con f racturas, por dos personas, en per-
juicio de Juan José Cordero y Emiliano Núñez Silvestre";
hechos ocurridos el 26 de mayo de 1966, en San Francisco
de Macorís; b) que en fecha 30 de agosto de 1966, el Juez
de Instrucción del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez
dictó una Providencia Calificativa por la cual envió a José
Antonio Pérez y a Fabio Bautista por ante el Tribunal Cri-
minal, para que se les juzgara con arreglo a la Ley; e) que
apoderado del caso el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, dictó en fecha 18
de noviembre de 1966 una sentencia cuyo dispositivo fi-
gura en el de la sentencia im pugnada; d) que
sobre recurso interpuesto por dichos acusados la
Corte de Apelación de La Vega dictó la sen-
tencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el si-
;_miente: "Folia: Primero: Declara bueno y válido el re-
curso de apelación interpuesto por los nombrados José An-
tonio Pérez y Fabio Bautista, contra sentencia criminal.
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Sánchez Ramírez, en fecha 18 de noviembre
de 1966, cuyo dispositivo es el siguiente: Talla: Primero:

Declara a los nombrados José Antonio Pérez y Fabio Bau-
tista, de generales anotadas, coautores del crimen de robo
de noche, en casa habitada con fractura, por dos personas,
en perjuicio de los nombrados Juan José Cordero y Emi-
liano Núñez Silvestre y de coautores del delito de robo de
cosecha en pie, en perjuicio del nombrado Armando Mo-
ronta y en consecuencia se les condena a cinco (5) años de
Trabaj os Públicos cada uno, acogiendo en su favor el prin-
cipio del no cúmulo de pena.— Segundo: Condena a dichos
inculpados al pago de los costos'; Segundo: Confirma en to-
das sus partes la sentencia recurrida, a ecepción de la pena,
que la rebaja a tres (3) años de reclusión, acogiendo en su
favor circunstancias atenuantes; Tercero: Condena a los
inculpados José Antonio Pérez y Fabio Bautista, al pa-
go de las costas";

Considerando que la Corte a.qua, mediante la pondera.
ción de los elementos de prueba regularmente administra-
dos en la instrucción del proceso, dió por establecidos los
siguientes hechos: a) que el día 26 de mayo de 1966, en ho-
ras de la madrugada, se apersonaron José Antonio Pérez y
Fabio Bautista a la residencia de Juan José Cordero, rom-
pieron el candado del garaje y sustrajeron un automóvil
marca Austín, placa 33843; b) que una vez en poder del
automóvil, se dirigieron a la ciudad de Cotuí, y al pasar por
el Paraje La Piedra, Sección de La Bija, rompieron el can-
dado de la finca de Armando Moronta y cortaron y sustra-
jeron dos racimos de plátanos y después, en la Sección de
La Soledad, se introdujeron en el establecimiento comer-
cial de Emiliano Núñez Silvestre sustrayendo varios
efectos;	 •

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a-qua, se encuentran caracterizados los
elementos constitutivos del crimen de robo d enoche, en
casa habitada, con fractura y por dos personas, y del delito
de robo de cosecha en pie, puestos a cargo de José Antonio
Pérez y Fabio Bautista, y en perjuicio de Juan Cordero y
Emiliano Núñez Silvestre, el crimen; y el delito, en per-
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' sacón interpuesto por José Antonio Pérez, contra la sen-
tencia dictada en atribuciones criminales por la Corte de
Apelación del Departamento Judicial de La Vega, en fecha,
23 de mayo de 1967, cuyo dispositivo ha sido transcrito en
parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas.—

(Firmados:) Manuel Ramón R.uíz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de 12 Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen_
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Ami.:-
ma.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernestt
Curiel hijo, Secretario General.—

La Presente sentencia ha sido dada y firmada por 
lesseñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados,

que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General 1
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE NOVIEMBRE DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 24 de febrero de 1967.

Itateria: Civil

Recurrente: Timoteo Solano,y compartes.
Abogado: Dr. Wilfredo Mejía y Lic. B. Mejía R.

Recurrido: Tropigas Company Inc.
Abogado: Dr. Pericles Andújar Pimentel

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente. Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacior
nal, hoy día 22 de noviembre del año 1967, años 124 9 de la
Independencia y 1059 de la Restauración, dicta en audien-
c:a pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:,

Sobre el recurso de casación interpuesto por Timoteo
Solano , Pablo Montones y Persio Castro, cédulas Nos. 38591,
6543 y 54576, series ira. 33 y ira., respectivamente, contra,
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do7'
mingo , en sus atribuciones civiles, e'n fecha 24 de febrero
de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

juicio de Armando Moronta; crimen previsto y sancionadopor el artículo 385 del Código Penal con la pena de 5 a 
20

años de trabajos públicos, y el robo de cosechas castigado
con penas correccionales; que, en consecuencia, al con denaral acusado recurrente, después de declararlo culpable a 

3
años de reclusión, acogiendo en su favor circunstancias ate.
nuantes, y aplicando, además, el principio del no cúmulode penas, la Corte .a-qua hizo una correcta aplicación de laLey;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, lasentencia impugnada, en lo que concierne al interés del
acusado, no contiene vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-
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juicio de Armando Moronta; crimen previsto y sancionad,
por el artículo 385 del Código Penal con la pena de 5 a
años de trabajos públicos, y el robo de cosechas castigado
con penas correccionales; que, en consecuencia, al conde lar
al acusado recurrente, después de declararlo culpable a
años de reclusión, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, y aplicando, además, el principio del no cúmulo
de penas, la Corte .a-qua hizo una correcta aplicación de la
Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del
acusado, no contiene vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de ca-7te	
interpuestonterpuesto por José Antonio Pérez, contra la sen-

tencia dictada en atribuciones criminales por la Corte de
Apelación del Departamento Judicial de La Vega, en feche
23 de mayo de 1967, cuyo dispositivo ha sido transcrito en
parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas.—

(Firmados:1 Manuel Ramón Ruíz Tejada.— Fernaildo
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-,
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Roja '
Almánzar.— Santiago Osvaldc Rojo Carbuccia.— Ernest
Curiel hijo, Secretario General.—

La Presente sentencia ha sido dada y firmada por le'
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en in
audiencia pública del día, mes y año en él expresados,
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—
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sENTENCIA DE FECHA 22 DE NOVIEMBRE DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 24 de febrero de 1967. 	 •

Civil

Recurrente: Timoteo Solano,y compartes.

Abogado : Dr. Wilfredo Mejía y Lic. B. Mejía R.

Recurrido: Tropigas Compa,ny Inc.

Abogado: Dr. Pericles Andújar Pimentel

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicena.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
cia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
ón Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la

Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amlama, Francisco Elpidio
Beras y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 22 de noviembre del año 1967, años 124 9 de la

Independencia y 1059 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Timoteo
Solano, Pablo Montones y Persio Castro, cédulas Nos. 38591,
654 3 y 54576, series lra. 33 y lra., respectivamente, contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do7
rningo, en sus atribuciones civiles, ela fecha 24 de febrero
de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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iR

por
Oído al Dr. Wilfredo Mejía, cédula No. 61555, serie lasí y 

por el Lic. Juan B. Mejía R., cédula No. 4521, serie1 z`, abogados de los recurrentes, en la lectura de sus con,Ilusiones;

Oído al Dr. Pericles Andújar Pimentel, cédula No,51617, serie 1 ?', abogado de la recurrida Tropigas 
CompanInc. Compañía organizada de acuerdo con las le 	

y,
yes pana.meñas, con su domicilio principal en la ciudad de 

Panamá,República de Panamá, y con una división establecida en laRepública Dominicana, Santo Domingo, en la casa No. 55(bajos) dena Avenida Independencia de esta ciudad, repre-sentada por el 2efs".er Miguel A. Rosado, dominicano rna,yor de edad, casado, domiciliado y residente en_ esta ciu.dad, cédula No. 44709, serie 1 1, en la lectura de sus con-clusiones;
.:1-Oído el di

ctámente del Magistrado Procurador Generalde la República;

Visto el memorial de casación, depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 11 de abril
de 1967, suscrito por los abogados de los 

recurrentes, en elcual se invocan los medios que se indican más 
adelante;Visto el M

emorial de Defensa de fecha 28 de junio de
1967, suscrito por el abogado de la parte recurrida;

Vistos los escritos de ampliación y réplica sometidosrespectivamente por los abogados de ambas 
partes, en fe-chas 11 de abril y 11 de octubre de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-berado y vistos los a rtículos 443 y 456 del Cód;go de Proce-dimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre 
Procedimientode Casación;

Considerando que en la sentencia impugna y en los do-cu
mentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivode una demanda en reclamación de una indemnización pordaños y perjuicios intentada por los hoy recurrentes en ca-:sación, la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera

Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó en fecha 18 de mayo de 1964, una sen7
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:

Rechaza por improcedente e infundada, la demanda en re-
paración de daños y perjuicios inocada por Timoteo Sola-
no, Pablo Montones y Persio Castro, contra la Tropical Gas
Company, Inc., según acto de fecha 17 de octubre del año
1962, instrumentado y notificado por el ministerial Rafael
Rosario Mendoza, Alguacil de los Estrados de la Tercera
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional; SEGUNDO: Condena a la parte sucum-
biente Timoteo Solano, Pablo Montones y Persio Castro al
pago de las costas con distracción en provecho del abogado
Dr. Pericles Andújar Pimentel, quien asegura haberlas
avanzado en su totalidad"; b) que contra esa sentencia, sin
haberle sido notificada, interpusieron los demandantes re-
curso de alzada en fecha 6 de junio de 1964; y la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 27 de octubre de
1965, rindió una sentencia con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Se declara inadmisible el recurso de
apelación interpuesto en fecha 6 de junio de 1964 por los
seño-res Timoteo Solano, Pablo Montones y Persio Castro,
contra sentencia de fecha 18 de mayo de In964, dictada por
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, por no haber los apelantes aportado al proceso la
correspondiente copia de la sentencia apelada, y SEGUN;

DO: Se condena a los señores Timoteo Solano, Pablo Mon-
tones y Persio Castro, sucumbientes, al pago de las costas
del recurso con distracción de las mismas en provecho del
abogado de la parte apelada Dr. Pericles Andújar Pimentel,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; e) que el
11 de mayo de 1966, interpusieron un nuevo recurso de
apelación los demandantes Timoteo Solano y compartes, y
la citada Corte dictó en fecha 24 de febrero de 1967, la
sentencia ahora impugnada en casación con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Acoge las conclusiones ac-
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Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-

to Nacional, dictó en fecha 18 de mayo de 1964, una sen7
tritencla con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:

Rechaza por improcedente e infundada, la demanda en re-
paración de daños y perjuicios inocada por Timoteo

Pablo Montones y Persio Castro, contra la Tropical Gas
company, Inc., según acto de fecha 17 de octubre del año

1 962, instrumentado y notificado por el ministerial Rafael
Rosario Mendoza, Alguacil de los Estrados de la Tercera
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional; SEGUNDO: Condena a la parte sucum-

biente Timoteo Solano, Pablo Montones y Persio Castro al
pago de las costas con distracción en provecho del abogado
Dr. Pericles Andújar Pimentel, quien asegura haberlas
avanzado en su totalidad"; b) que contra esa sentencia, sin
haberle sido notificada, interpusieron los demandantes re-
curso de alzada en fecha 6 de junio de 1964; y la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 27 de octubre de
1965, rindió una sentencia con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Se declara inadmisible el recurso de
apelación interpuesto en fecha 6 de junio de 1964 por los
serio-res Timoteo Solano, Pablo Montones y Persio Castro,
contra sentencia de fecha 18 de mayo de 1964, dictada por
la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circuns-
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, por no haber los apelantes aportado al proceso la
correspondiente copia de la sentencia apelada, y SEGUN;
DO: Se condena a los señores Timoteo Solano, Pablo Mon-
tones y Persio Castro, sucumbic ntes, al pago de las costas
del recurso con distracción de las mismas en provecho del
abogado de la parte apelada Dr. Pericles Andújar Pimentel,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; c) que el
11 de mayo de 1966, interpusieron un nuevo recurso de
apelación los demandantes Timoteo Solano y compartes, y
la citada Corte dictó en fecha 24 de febrero de 1967, la
sentencia ahora impugnada en casación con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Acoge las conclusiones ac-

2246	
BOLETIN JUDICIAL

Oído al Dr. Wilfredo Mejía, cédula No. 61555, 
serie lapor sí y por el Lic. Juan B. Mejía R, cédula No. 4521, serie

clusiones;
1 1, abogados de los recurrentes, en la lectura de sus col

Oído al Dr. Pericles Andújar Pimentel, cédula No51617, serie 1 1, abogado de la recurrida Tropigas CompanInc. Compañía organizada de acuerdo con las le y,
yes pana,meñas, con su domicilio principal en la ciudad de Pa panaRepública de Panamá, y con una división establecida

Repúblic ominicana,	 en la.vDominicana, Santo Domingo, en la casa No, 55(bajos) de laAvenida Independencia de esta ciudad, resentada por el s:efler Miguel A. Rosado, dominicano pre,
rna,yor de edad, casado, domiciliado y residente en- esta 

clusiones;
dad, cédula No. 44709, serie 1 11 , en la lectura de sus con-

Oído el dictámente del Magistrado Procurador Generalde la República;

Visto el-memorial de casación, depositado en la Secre-taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 11 de abril
de 1967, suscrito por los abogados de los recurrentes, en elcual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el Memorial de Defensa de fecha 28 de junio de
1967, suscrito por el abogado de la parte recurrida;

Vistos los escritos de ampliación y réplica sometidosrespectivamente por los abogados de ambas partes, en fe-chas 11 de abril y 11 de octubre de 1967;
La 

Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 443 y 456 del Código de Proce-
dimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugna y en los do-cumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivode una demanda en reclamación de una indemnización pordaños y perjuicios intentada por los hoy recurrentes en ca''
sación, la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera
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cesorias de la Compañía Tropical Gas Company, Inc., de-clara en consecuencia, que esta corte de Apelación 
de Sao.

to Domingo, ha quedado totalmente desapoderada del lib.
gio existente entre Pablo Montones y compartes, por ha-
ber intervenido ya la sentencia de fecha veintisiete (27 ) de
mayo de 1966, de esta misma Corte de Apelación; SEGUN.
DO: Condena a los señores Pablo Montones, Timoteo Sola-
no y Persio Castro al pago de las Costas de esta alzada or-
denando su distracción en provecho del Dr. Pericles Andú-jar Pimente .quien afirma haberlas avanzado en su tota
dad";

Considerando que en su memorial de casación, los re-
rrentes invocan los siguientes medios: "Priner Medio: Vio-
lación de los artículos 443 y 456 del Código de Procedimien
to Civil, al desconocer y transgredir el fallo impugnado los
principios jurídicos, básicos en q ue ellos se edifican y vin -
culan para institucional la apelación como un segundo gra-
do de jurisdicción; Segundo Medio: Falta de Base Legal por
la inexistencia de lazo jurídico entre los hechos admitidos
como determinantes de la decisión y las disposiciones lega-
las aplicables. Hay también insuficiencia y vaguedad en los
motivos y desnaturalización de los hechos de la causa";

Considerando que en el desarrollo del primer medio
los recurrentes alegan en síntesis que de acuerdo con los
artículos 443 y 456 del Código de Procedimiento Civil son
admisibles en cualquier tiempo los recursos de apelación
contra las sentencias que no han sido notificadas, por lo
cual aún cuando su primer recurso de fecha 6 de junio de
1964, fuera declarado inadmisible por no haber presentado
los apelantes una copia certificada del fallo apelado, ellos
podían, como lo hicieron introducir válidamente "un nuevo
recurso" el 11 de mayo de 1966, ya el fondo no había sido
fallado; que, por tanto, (sostiene los recurrentes) al decla-
rar la Corte a-qua que había quedado totalmente desapod e

-rada cuando falló la inadmisibilidad del primer recurso;
violó los textos legales arriba citados;
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Considerando que, en efecto, por aplicación del princi-
pio de que nadie se cierra a símismo una vía de recurso,
una parte que ha recurrido en apelación contra una senten-
cia que le ha hecho agravio, pero que no le ha sido notifi-
cada por la parte que obtuvo ganancia de causa, puede, si
su recurso es descartado por un motivo independiente del
fondo, como una nulidad o un fin de no recibir, (y puesto
que el plazo para apelar es a partir de la notificación cuan-
do comienza a correr) interponer válidamente un nuevo re-
curso y emplazar a la otra parte a fines de su conocimiento

fallo ante el tribunal de alzada, el cual está en el deber
e decidir sobre los méritos del mismo, en cuanto a la for-

ma y en el fondo;

Considerando que en la especie es constante en el fallo
impugnado, y en los documentos a que él se refiere, que
Timoteo Solano, Pablo Montones y Persio Castro intenta.
ron su primer recurso de apelación en fecha 6 de junio de
1964 contra la sentencia de la Cámara de lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional de fecha 18 de mayo de 1964 que había rechazado
su demanda; y como ese recurso fue declarado inadmisible
en fecha 27 de octubre de 1965 por no haber los apelantes
aportado la correspondiente copia de la sentencia apelada.
ellos interpusieron el 11 de mayo de 1966 recurso contra
dicho fallo que aún no les había sido notificado por la otra

parte; que la Corte a-qua, frente a ese nuevo recurso, deci-
dió por la sentencia impugnada (y acogiendo conclusiones
subsidiarias de la parte apelada) declarar que ella había
quedado totalmente desapoderada del litigio existente en-
tre las partes cuando declaró inadmisible el primer recurso
de que se ha hecho mención; que, al proceder de ese modo,
Y puesto que en esa primera ocasión no se había resuelto
el fondo, y puesto que los apelantes tenían abierto, aún, en
las condiciones preanalizadas, el plazo para apelar, es ob-
vio que la citada Corte al cerrai les esa oportunidad, y rehu-
sar todo examen y ponderación sobre la nueva apelación
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dad";

Considerando que en su memorial de casación, los re-
rrentes invocan los siguientes medios: "Prítner Medio: Vio-
lación de los artículos 443 y 456 del Código de Procedimien
to Civil, al desconocer y transgredir el fallo impugnado los
principios jurídicos, básicos , en que ellos se edifican y vin_
culan para institucional la apelación como un segundo gra-
do de jurisdicción; Segundo Medio: Falta de Base Legal por
la inexistencia de lazo jurídico entre los hechos admitidos
como determinantes de la decisión y las disposiciones lega-
las aplicables. Hay también insuficiencia y vaguedad en los
motivos y desnaturalización de los hechos de la causa"; 410I

Considerando que en el desarrollo del primer medio
los recurrentes alegan en síntesis que de acuerdo con los
artículos 443 y 456 del Código de Procedimiento Civil son
admisibles en cualquier tiempo los recursos de apelación,
contra las sentencias que no han sido notificadas, por lo
cual aún cuando su primer recurso de fecha 6 de junio de
1964, fuera declarado inadmisible por no haber presentado
los apelantes una copia certificada del fallo apelado, ellos
podían, como lo hicieron introducir válidamente "un nuevo
recurso" el 11 de mayo de 1966, ya el fondo no había sido
fallado; que, por tanto, (sostiene los recurrentes) al decla-
rar la Corte a-qua que había quedado totalmente desapod e

-rada cuando falló la inadmisibilidad del primer recurso:
violó los textos legales arriba citados;

cesorias de la Compañía Tropical Gas Company, Inc., de_
clara en consecuencia, que esta corte de Apelación de Sao.
to Domingo, ha quedado totalmente desapoderada del liti-
gio existente entre Pablo Montones y compartes, por ha-
ber intervenido ya la sentencia de fecha veintisiete (27) de
mayo de 1966, de esta misma Corte de Apelación; SEGUN.
DO: Condena a los señores Pablo Montones, Timoteo Sola-
no y Persio Castro al pago de las Costas de esta alzada or-
denando su distracción en provecho del Dr. Pericles Andú-
jar Pimentel, quien afirma haberlas avanzado en su totali-,

,—
Considerando- que, en efecto, por aplicación del princi-

pio de que nadie se cierra a símismo una vía de recurso,
una parte que ha recurrido en apelación contra una senten-
cia que le ha hecho agravio, pero que no le ha sido notifi-
cada por la parte que obtuvo ganancia de causa, puede, si
su recurso es descartado por un motivo independiente del
fondo, como una nulidad o un fin de no recibir, (y puesto
que el plazo para apelar es a partir de la notificación cuan-
do comienza a correr) interponer válidamente un nuevo re-
curso y emplazar a la otra parte a fines de su conocimiento
y fallo ante el tribunal de alzada, el cual está en el deber
de decidir sobre los méritos del mismo, en cuanto a la for-
ma y en el fondo;

Considerando que en la especie es constante en el fallo
Oil impugnado, y en los documentos a que él se refiere, que

Timoteo Solano, Pablo Montones y Persio Castro intenta .
ron su primer recurso de apelación en fecha 6 de junio de
1964 contra la sentencia de la Cámara de lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional de fecha 18 de mayo de 1964 que había rechazado
su demanda; y como ese recurso fue declarado inadmisible
en fecha 27 de octubre de 1965 por no haber los apelantes
aportado la correspondiente copia de la sentencia apelada,
ellos interpusieron el 11 de mayo de 1966 recurso contra
dicho fallo que aún no les había sido notificado por la otra
parte; que la Corte a-qua, frente a ese nuevo recurso, deci-
dió por la sentencia impugnada (y. acogiendo conclusiones
subsidiarias de la parte apelada) declarar que ella había
quedado totalmente desapoderada del litigio existente en-
tre las partes cuando declaró inadmisible el primer recurso
de que se ha hecho mención; que, al proceder de ese modo,
Y puesto que en esa primera ocasión no se había resuelto
el fondo, y puesto que los apelantes tenían abierto, aún, en

• las condiciones preanalizadas, el plazo para apelar, es ob-
- vio que la citada Corte al cerrarles esa oportunidad, y rehu-

411.
 sar todo examen y ponderación sobre la nueva apelación

,

—
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interpuesta, hizo una errónea aplicación del principio de la
autoridad de la cosa juzgada, que es en el fondo lo alegada
por los recurrentes: violando los artículos 443 y 456 del
Código de Procedimiento Civil; que, por tanto, dicha sen-
tencia debe ser casada sin necesidad de ponderar el segun-
do medio del recurso;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones civiles, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en fecha 24 de febrero de 1967, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y envía
el caso por ante la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís en sus atrilAciones civiles; Segundo: Condena a la
parte recurrida al pago de las costas, con distracción de las
mismas en provecho del Lic. Juan B. Mejía R. y del Dr.
Wilfredo A. Mejía Gómez, quienes afirman haberlas avan-
zado.

Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente.-- Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani. Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.—

La Presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—

SENTENCIA DE FECHA 22 DE NOVIEMBRE DEL 1967

teacia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha
22 de junio de 1966.

Materia: Tierras

gecurrente: Estado Dominicano.
gado: Lic. Pablo A. Pérez

Recurrido: José Luperón Flores y Porfirio Dantes Castillo
Abogado: Dr. Manuel Maria Minrho Rodríguez

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia,regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
Gés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Beras;
Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas Almánzar
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 22 del mes de Noviembre del año 1967, años 124v
de la Independencia y 105 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Estado
Dominicano, contra sentencia del Tribunal Superior de
Tierras, de fecha 22 de junio de 1966, relativa a la Parcela
No. 3866 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Du-
vergé , sección Angostura, Provincia Independencia cuyo
dispositivo se copia más adelante;

i.
4,



,r,entenela impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha
22 de junio de 1966.
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interpuesta, hizo una errónea aplicación del principio de la
autoridad de la cosa juzgada, que es en el fondo lo alegado
por los recurrentes: violando los artículos 443 y 456 del
Código de Procedimiento Civil; que, por tanto, dicha sen.
tencia debe ser casada sin necesidad de ponderar el segun..
do medio del recurso;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones civiles, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en fecha 24 de febrero de 1967, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y envía
el caso por ante la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís en sus atribticiones civiles; Segundo: Condena a la
parte recurrida al pago de las costas, con distracción de las
mismas en provecho del Lic. Juan B. Mejía R. y del Dr.
Wilfredo A. Mejía Gómez, quienes afirman haberlas avan-
zado.

Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani. Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.—

La Presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—

SENTENCIA DE FECHA 22 DE NOVIEMB RE DEL 1967

Recurrente: Estado Dominicano.
Abogado: Lic. Pablo A. Pérez

Recurrido: José Luperón Flores y Porfirio Dantes Castillo
abogado: Dr. Manuel María Mino Rodríguez

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia,regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruíz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
Gés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Beras;
Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas Almánzar

r y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 22 del mes de Noviembre del año 1967, años 1249
de la Independencia y 105 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Estado
Dominicano„ contra sentencia del Tribunal Superior de
Tierras, de fecha 22 de junio de 1966, relativa a la Parcela
No. 3866 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Du-
vergé, sección Angostura, Provincia Independencia cuyo
dispositivo se copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Pablo A. Pérez, cédula No. 3662, serie 31

abogado del Estado Dominicano, en la lectura de sus COn:
clusiones;

Oído al Dr. Manuel María Miniño Rodríguez, cédula
No. 5899, serie 11, abogado de los recurridos José Luperón
Flores, dominicano, mayor de edad, soltero, ingeniero, do-
miciliado en la casa No. 64 de la calle José Gabriel García,
de esta ciudad, cédula No. 1879, serie 31, y Porfirio Dantes
Castillo, domfnicano, mayor de edad, casado, abogado, do-
miciliado en la casa No. 28 de la calle 11 del Ensanche
Ozama de ésta ciudad, cédula No. 47121, serie lra., en la *
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema/
Corte de Justicia el 24 de agosto de 1966, en el cual se in-
vocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado
de los recurridos, notificado al abogado del recurrente, en
fecha 8 de mayo de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315, 2228, 229, 2262 y 2265
del Código Civil; 4, 84 y 270 de la Ley de Registro de Tie-
rras y 141 del Código de Procedimiento Civil; 1 y siguientes
de la Ley No. 1486 de 1938 Sobre la Representación del Es-
tado; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al
que en fecha 6 de noviembre de 1964, el Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original dictó una sentecia en relación
con la Parcela No. 3866 del Distrito Catastral No. 3 del Mu-
nicipio de Duvergé, Sección de "Angostura", Provincia In-
dependencia, cuyo dispositivo está reproducido en el de la

sentencia impugnada; b) que sobre apelación de fecha 39
del mismo mes y año, hecho por varios interesados éstos
desistieron en fecha 6 de febrero de 1965, menos Amado
Hernández ; c) que por telegrama de fecha 15 de febrero
de 1965, Luis Hernández, Miguel A. Méndez, Julio Méndez,
Manuel Adames, José Manuel Vólquez, Gabriel Méndez y
otros, se adhirieron a la apelación hecha por Amado Her-
nández; d) que el Tribunal Superior de Tierras, por su sen-
tencia del 11 de noviembre de 1965, ordenó las medidas pre-
paratorias contenidas en su dispositivo, el que se transcribe
a continuación: "FALLA: 1ro. Ordenar al Director General
de Mensuras Catastral, la superposición del plano de la
Parcela No. 3866 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio
de Duvergé con el de la Parcela No. 42 del Distrito Catas-
tral No. 3 del Municipio de Enriquillo, para determinar si
existe o no la invasión alegada por los señores Adolfo A.
Cuesta Sánchez y Octavio Méndez Terrero; 2do. Ordenar
que un Inspector al servicio de la Dirección Gral. de Mensu-
ras Catastrales, se traslade a los terrenos que constituyen la
mencionada Parcela No. 3866 del Distrito Catastral No. 3
del Municipio de Duvergé, Provincia Independencia, para
que verifique si además de los reclamantes Ingeniero José
L. Flores y Doctor Porfirio Dantes Castillo, existen otros
ocupantes con interés en el terreno o mejoras; como así-
mismo determinar los medios materiales de posesión tanto
de los actuales reclamantes como de sus causantes, sus cu-
ltivos y vegetación y la verdadera topografía de dicha par-
cela, ya que el plano preparado para audiencia no indica
si se trata de terrenos llanos o accidentados y los verdade-
ros linderos de la referida parcela, de todo lo cual deberá
rendir un informe detallado a este Tribunal Superior"; e)
que por Resolución del Tribunal Superior de Tierras de fe-
cha 24 de mayo de 1966, se acordó lo siguiente: "Resuelve:
Fijar la audiencia que 'celebrará el Tribunal Superior de
Tierras, en los terrenos que forman la parcela No. 3866 del
Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Duvergé, Sitio y
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Pablo A. Pérez, cédula No. 3662, serie 31

abogado del Estado Dominicano, en la lectura de sus con:
clusiones;

Oído al Dr. Manuel María Miniño Rodríguez, cédula
No. 5899, serie 11, abogado de los recurridos José Luperón
Flores, dominicano, mayor de edad, soltero, ingeniero, do-
miciliado en la casa No. 64 de la calle José Gabriel García,
de esta ciudad, cédula No. 1879, serie 31, y Porfirio Dantes
Castillo, domblicano, mayor de edad, casado, abogado, do-
miciliado en la casa No. 28 de la calle 11 del Ensanche
Ozama de ésta ciudad, cédula No. 47121, serie lra., en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia el 24 de agosto de 1966, en el cual se in-
vocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado
de los recurridos, notificado al abogado del recurrente, en
fecha 8 de mayo de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315, 2228, 229, 2262 y 2265
del Código Civil; 4, 84 y 270 de la Ley de Registro de Tie-
rras y 141 del Código de Procedimiento Civil; 1 y siguientes
de la Ley No. 1486 de 1938 Sobre la Representación del Es-
tado; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en fecha 6 de noviembre de 1964, el Tribunal de Tie-
rras de Jurisdicción Original dictó una sentecia en relación
con la Parcela No. 3866 del Distrito Catastral No. 3 del Mu-
nicipio de Duvergé, Sección de "Angostura", Provincia In-
dependencia, cuyo dispositivo está reproducido en el de la

Sentencia impugnada; b) que sobre apelación de fecha 39

.del mismo mes y año, hecho por varios interesados éstos
desistie ron en fecha 6 de febrero de 1965, menos Amado
Hernández ; e) que por telegrama de fecha 15 de febrero
de 1965, Luis Hernández, Miguel A. Méndez, Julio Méndez,
Manuel Adames, José Manuel Vólquez, Gabriel Méndez y
otras, se adhirieron a la apelación hecha por Amado Her-
nández; d) que el Tribunal Superior de Tierras, por su sen-
tencia del 11 de noviembre de 1965, ordenó las medidas pre-
paratorias contenidas en su dispositivo, el que se transcribe
a continuación: "FALLA: 1ro. Ordenar al Director General
de Mensuras Catastral, la superposición del plano de la
Parcela No. 3866 del Distrito Catastral No. 3 del Municipio
de Duvergé con el de la Parcela No. 42 del Distrito Catas-
tral No. 3 del Municipio de Enriquillo, para determinar si
existe o no la invasión alegada por los señores Adolfo A.
Cuesta Sánchez y Octavio Méndez Terrero; 2do. Ordenar
que un Inspector al servicio de la Dirección Gral. de Mensu-
ras Catastrales, se traslade a los terrenos que constituyen ia
mencionada Parcela No. 3866 del Distrito Catastral No. 3
del Municipio de Duvergé, Provincia Independencia, para
que verifique si además de los reclamantes Ingeniero José
L. Flores y Doctor Porf:rio Dantes Castillo, existen otros
ocupantes con interés en el terreno o mejoras; como así-
mismo determinar los medios materiales de posesión tanto
de los actuales reclamantes como de sus causantes, sus cu-
ltivos y vegetación y la verdadera topografía de dicha par-
cela, ya que el plano preparado para audiencia no indica
si se trata de terrenos llanos o accidentados y los verdade-
ros linderos de la referida parcela, de todo lo cual deberá
rendir un informe detallado a este Tribunal Superior"; e)
que por Resolución del Tribunal Superior de Tierras de fe-
cha 24 de mayo de 1966, se acordó lo siguiente: "Resuelve:
Fijar la audiencia que 'celebrará el Tribunal Superior de
Tierras, en los terrenos que forman la parcela No. 3866 del
Distrito Catastral No. 3 del Municipio de Duvergé, Sitio y
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Sección de Angostura, Provincia Independencia, los días 13
(trece) y siguientes del mes de Junio del año 1966 (Mil No-
vecientos Sesentiséis), a las 10 (Diez) horas de la mañana,
para conocer del asunto indicado; y Citar a las personas cu-
yos nombres figuran en el encabezamiento de la presente.
Resolución para que comparezca a dicha audiencia"; f) que,
por último, el Tribunal Superior de Tierras dictó la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 19.
Se acogen los recursos de apelación interpuestos por los se-
ñores José Altagracia Pérez y Pérez, Amado Hernández
Acosta,	 Pérez, Regil Pérez Perdomo, Braulio Mella,
Ignacio Pérez, Buenaventura Pérez, Nepomuseno Méndez,
José María Vólquez, Rafael Osibides Moquete, David Vól-
quez R., Miguel Angel Pérez y P. Hipólito Urbáez, - Benja-
mín Medrano, Nicudemio Vólquez, Antonio Méndez, José
Miguel Ogando, Benjamín Méndez Fernández, Julio Me-
drano, José Altagracia González, Hipólito Reyes„ José Pe-
ña, Octaviano Medrano, Domingo Herrera, Agustín Peral-
ta Ramírez, Benjamín, José Joaquín Fernández, José Me-
drano, Manuel de Jesús Pérez García, Luis González, Emi-
lio Peralta, Porfirio Medrano, José de de los Santos Savi-
ñón, Juan de la Rocha Pérez, Pervi Mercedes, Rafael Moque-
te, Miguel Angel Méndez; Enrique Heredia, José de la Cruz
González, Gabriel Méndez, Emilio Vólquez, Manuel Medra-
no, Alberto Saviñón, Feliz de la Rosa Peralta, Ramón Ro-
dríguez, José del Carmen Heredia, Manuel Aníbal Adames,
Lechardo Medrano, Hipólito Pérez, Antonio José, Juan Cos-
me Díaz, Felipe Algarroba, Jorge Mercedes y Manuel Pé-
rez, en cuanto a la forma; 2°. Se acoge el desistimiento que
de sus respectivos recursos de apelación han formulado los
señores Vetilio Pérez, Regil Pérez Perdomo, Braulio Mella.
Ignacio Pérez, Buenaventura Pérez, Neposeno Méndez, José
María Vólquez, Rafael A. Moquete, David Vólquez Román.
Miguel Angel Pérez y Pérez, Hipólito Urbáez, Benjamín
Medrano, Nicudemio Vólquez, José Miguel Ogando, Benja-
mín Méndez Fernández, Julio Medrano, José Altagracia
Goníález, Hipólito Reyes, José Peña, Octaviano Medrano,
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Domingo Heredia, Agustín Peralta Ramírez, Benjamín Pé-
rez, José Medrano, Miguel de Js. Pérez García, Luis Gonzá.
lez , Emilio Peralta, Porfirio Medrano, José de los Santos
Saviñón , Juan de la Rosa Rocha Pérez, Pevi Méndez, Ra-
fael Moquete, Miguel Angel Méndez, Enrique Heredia, Jo-
sé de la Cruz González, Gabriel Méndez, Emilio Vólquez,
Manuel Medrano, Félix de la Rosa Peralta, Ramón Rodrí-
guez, Alberto Saviñón, José del Carmen Heredia, Manuel
Aníbal Adames, Leonardo Medrano, Hipólito Pérez, Anto-
nio José Mariano Pérez, Juan Cosme Pérez, Felipe Alga-
rroba y Jorge Mercedes; 3°. Se rechazan, por falta de fun-
damento , las pretensiones de los.señores José Altagracia
Pérez, Luis Hernández. Miguel A. Méndez, Julio Méndez.
Manuel Aclames, José Manuel Vólquez y Gabriel Méndez.
49. Se confirma la Decisión No. 1 dictada por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 6 de noviembre
del 1964, en relación con la Parcela No. 3866 del Distrito
Catastral No. 3 del Municipio de Duvergé, Sección "Angos-
tura", Provincia Independencia, cuyo dispositivo dice asís
En la Parcela Número 3866.— AREA: 3493 Hs., 98 As., 75
Cas.; Que debe ordenar y ordena el registro del derecho de
propiedad de esta parcela, con sus mejoras de árboles ma-
derables, árboles frutales, yerba de guinea, café y cercas de
alambres de púas a tres cuerdas, en partes, y de madera,
en favor de los señores Ing. José Luperón Flores, dominica-
no, mayor de edad, soltero, ingeniero industrial, domicilia-
do y residente en la chile "José Gabriel García No. 64
Santo Domingo, portador de la cédula personal de Identi-
dad No. 1879, Serie 31, y Dr. Porfirio Dantes Castillo, do-
minicano, mayor de edad, casado con Celeste Soto, en el año
1952, abogado, domiciliado y residente en Santo Domingo,
portador de la Cédula de Identificación Personal No. 47171,
Serie ira., sin gravámenes y como un bien adquirido dentro
del régimen legal de la comunidad matrimonial, en lo que
respecta a] Dr. Porfirio Dantes Castillo. Se ordena al Se-
cretario del Tribunal de Tierras, que una vez recibidos por
él los planos definitivos de esta parcela proceda a la expe-
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Sección de Angostura, Provincia Independencia, los días 13
(trece) y siguientes del mes de Junio del año 1966 (Mil No-
vecientos Sesentiséis), a las 10 (Diez) horas de la mañana,
para conocer del asunto indicado; y Citar a las personas cu.
yos nombres figuran en el encabezamiento de la presente.
Resolución para que comparezca a dicha audiencia"; f) que,
por último, el Tribunal Superior de Tierras dictó la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: 19.
Se acogen los recursos de apelación interpuestos por los se-
ñores José 41tagracia Pérez y Pérez, Amado Hernández
Acosta, Veto Pérez, Regil Pérez Perdomo, Braulio Mella,
Ignacio Pérez, Buenaventura Pérez, Nepomuseno Méndez,
José María Vólquez, Rafael Osibides Moquete, David Vól-
quez R., Miguel Angel Pérez y P., Hipólito Urbáez2Benja-
mín Medrano, Nicudemio Vólquez, Antonio Méndez, José
Miguel Ogando, Benjamín Méndez Fernández, Julio Me-
drano, José Altagracia González, Hipólito Reyes„ José Pe-
ña, Octaviano Medrano, Domingo Herrera, Agustín Peral-
ta Ramírez, Benjamín, José Joaquín Fernández, José Me-1'
drano, Manuel de Jesús Pérez García, Luis González, Emi-
lio Peralta, Porfirio Medrano, José de de los Santos Savi-
ñón, Juan de la Rocha Pérez, Pervi Mercedes, Rafael Moque-
te, Miguel Angel Méndez; Enrique Heredia, José de la Cruz
González, Gabriel Méndez, Emilio Vólquez, Manuel Medra-
no, Alberto Saviñón, Feliz de la Rosa Peralta, Ramón Ro-
dríguez, José del Carmen Heredia, Manuel Aníbal Adames,
Lechardo Medrano, Hipólito Pérez, Antonio José, Juan Cos-
me Díaz, Felipe Algarroba, Jorge Mercedes y Manuel Pé-
rez, en cuanto a la forma; 29 . Se acoge el desistimiento que
de sus respectivos recursos de apelación han formulado los
señores Vetilio Pérez, Regil Pérez Perdomo, Braulio Mella,
Ignacio Pérez, Buenaventura Pérez, Neposeno Méndez, José
María Vólquez, Rafael A. Moquete, David Vólquez Román,
Miguel Angel Pérez y Pérez, Hipólito Urbáez, Benjamín
Medrano, Nicudemio Vólquez, José Miguel Ogando, Benja-
mín Méndez Fernández, Julio Medrano, José Altagracia
González, Hipólito Reyes, José Peña, Octaviano Medrano,
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Domingo lieredia, Agustín Peralta Ramírez, Benjamín Pé-
rez• José Medrano, Miguel de Js. Pérez García, Luis Gonzá.
lez, Emilio Peralta, Porfirio Medrano, José de los Santos
Saviñón, Juan de la Rosa Rocha Pérez, Pevi Méndez, Ra-
ae Moquete, Miguel Angel Méndez, Enrique Heredia, Jo-

sféadln	 Medrano, Félix de la Rosa Peralta, Ramón Rodrí-
de lala Cruz González, Gabriel Méndez, Emilio Vólquez,

M
guez, Alberto Saviñón, José del Carmen Heredia, Manuel
Aníbal Adames, Leonardo Medrano, Hipólito Pérez, Anto-
nio José Mariano Pérez, Juan Cosme Pérez, Felipe Alga-
rroba y Jorge Mercedes; 3 9 . Se rechazan, por falta de fun-
damento , las pretensiones de los Señores José Altagracia
Pérez, Luis Hernández, Miguel A. Méndez, Julio Méndez,
Manuel Adames, José Manuel Vólquez y Gabriel Méndez.
49. Se confirma la Decisión No. 1 dictada por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 6 de noviembre
del 1964, en relación con la Parcela No. 3866 del Distrito
Catastral No. 3 del Municipio de Duvergé, Sección "Angos-
tura", Provincia Independencia, cuyo dispositivo dice así•,
En la Parcela Número 3866.— AREA: 3493 Hs., 98 As., 75
Cas.; Que debe ordenar y ordena el registro del derecho de
propiedad de esta parcela, con sus mejoras de árboles ma-
derables, árboles frutales, yerba de guinea, café y cercas de
alambres de púas a tres cuerdas, en partes, y de madera,
en favor de los señores Ing. José Luperón Flores, dominica-
no, mayor de edad, soltero, ingeniero industrial, domicilia-
do y residente en la chile "José Gabriel García No. 64
Santo Domingo, portador de la cédula personal de Identi-
dad No. 1879, Serie 31, y Dr. Porfirio Dantes Castillo, do-
minicano, mayor de edad, casado con Celeste Soto, en el año
1952, abogado, domiciliado y residente en Santo Domingo,
portador de la Cédula de Identificación Personal No. 47171,
Serie lra., sin gravámenes y como un bien adquirido dentro
del régimen legal de la comunidad matrimonial, en lo que
respecta al Dr. Porfirio Dantes Castillo. Se ordena al Se-
cretario del Tribunal de Tierras, que una vez recibidos por
él los planos definitivos de esta parcela proceda a la expe-
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dición del Decreto de Registro correspondiente, en la forma
más arriba indicada";

Considerando que en su memorial de casación el Estado
Dominicano, recurrente, invoca los siguientes medios: Pri.
mer Medio: Violación de los Artículos 1315, 2228, 2229, 2262
y 2265 del Código Civil; Segundo Medio: Violación de
Artículo 4 de la Ley de Registro de Tierras; Tercer Medio:
Violación del. Art ;culo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil; Cuarto 91edio: Violación del Artículo 84 de la Ley de
Registro de Tierras; y Quinto Medio: Desnaturalización de
los hechos de la causa y Sexto Medio: Falta de bane legal;

Considerando aue en el presente caso el examen del
falloLimpugnado, pone de manifiesto que el Estado Domi-
nicano intervino en las audiencias del saneamiento como
parte contraria para contrarrestar las reclamaciones de los
hov recurridos en casación y a esos fines el abogado del Es-
tado presentó conclusiones motivadas por escrito; 	 3,ni

Considerando que en el desarrollo de los seis medios
reunidos para su examen, el recurrente alega, en resumen:
que "es un principio de nuestro sistema jurídico que el Es-
tado es el propietario de todas las tierras de Ja República
Dominicana; y que, por consiguiente, a quien pretenda des-
truir esta presunción legal le corresponde probar que él ha
adquirido legítimamente el derecho de propiedad o que ha
anonadado el derecho del Estado por alguna de las pres-
cripciones establecidas por el derecho común";

Que en virtud de esta regla el Estado no tiene que apor-
tar ninguna prueba de su derecho de propiedad, sino que
son los reclamantes quienes están en la obligación de sumi-
nistrar la prueba de que ellos han anonadado, por prescri p

-ción, el derecho inmanente del Estado"; Que el Tribunal
a-qua dá por establecido el derecho de propiedad de los cau-
santes de los recurridos en virtud de la prescripción, no

Obstante ser incompleta la prueba sometida para demostrar
que se consolidó el derecho de propiedad por efecto de la
usucapión; que los reclamantes estaban en la obligación de
probar que la posesión de sus causantes reunía los caracte-
res requeridos por la Ley; que éstas, solo algunos han sido
y otros, n siquiera han sido mencionados en la instrucción;
nue tampoco fueron examinados correctamente los títulos
de propiedad que sometiron los reclamantes en apoyo de
lis pretensiones; ame la legitimidad de dichos títulos debió
ser objeto de una motivación precisa y suficiente, aunque
sucinta; que esos títulos no establecen el derecho de pro-
piedad de los vendedores, y además, solo se contraen a
una extensión de terreno de 3200 hectáreas, mientras la de-
cisión atacada adiudica a los reclamantes 3493 hectáreas.
98 áreas. 75 centiáreas, o sea un exceso de 293 hectáreas,
98 áreas, 75 centiáreas, igual a 4674 tareas; que la decisión
es muda sobre el por qué de la adjudicación a los reclaman-
tes de ésas 4674 tareas, así como es muda también sobre los
caracteres de "no interrumpida" e "inequívoca" de la po-
sesión admitida a favor de los reclamantes para prescribir,
lo que constituye una violación a los Artículos 141 de Có-
digo de Procedimiento Civil v 84 de la Ley de Registro de
Tierras; Que las posesiones invocadas no reunen las condi-
ciones requeridas por el Artículo 4 de la indicada Ley de
Regisrto de Tierras; puesto que no quedó demostrado que
la parcela esté cultivada o dedicada a otro fin lucrativo;
que es falsa, por carecer de prueba alguna, la disposición
contenida en el ordinal 4to. del dispositivo de la decisión
impugnada. cuando declara: "con sus mejoras de árboles
maderables, árboles frutales, verba de guinea, café..." ni
está justificado por los hechos de la causa que la parcela
contestada esté cercada; Que de todo lo expuesto queda de-
mostrado que la decisión recurrida viola: los Artículos 1315,
2228, 2229, 2262 y 2265 reformados, del Código Civil; 4 de
la Ley de Registro de Tierras; 141 del Código de Procedi-
M iento Civil y 84 de la indicada Ley de Registro de Tierras;
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desnaturalizac ión de los hechos de la causa y falta de base
legal;

Considerando que la sentencia impugnada, con aria-
mente a lo afirmado por el recurrente, está fundaféri las,
comprobaciones hechas sobre el terreno, en la prueba tes-
timonial y en la prueba escrita; en efecto, por el informe
dado por el inspector de Mensura Catastrales, Agrimensor
Manuel Velásquez H., y la inspección realizada por el Tri-
bunal a-quien la misma parcela, éste comprobó que ella
no está ocupada par extraños a los reclamantes, ahora recu-
rridos ;que está cercada en parte; aue los límites .-iaturales
y las peculiaridades que la distinguen, se identifica de las
otras parcelas circunsvecinas; que, dentro de la misma hay
mejoras cuya existencia la comprobó el Tribunal a-quo di-
rectamente a el terreno y que la posesión de la parcela está
debidamente caracterizada por sus linderos definidos, "de
yas características materiales se induce que fue mantenida
por sus propietarios originarios y sus causahabientes duran-
te el tiempo y las condiciones requeridas por la Ley para
consolidar en su provecho el derecho de propiedad por pres-
cripción"; que los actuales reclamantes adquirieron el de-
recho de propiedad por compra conforme a los documentos
que figuran en el expediente, citados por la sentencia im-
pugnada, y que los causantes de estos eran posesores de la
totalidad de la parcela por un lapso mayor de 30 años; y
que ellos, a su vez, lo habían heredado de sus antecesores,
a excepción de Ruíz, quien lo hubo de la familia Nin hacen
más de 50 años; todo esto último, establecido por la prueba
testimonial; que estas comprobaciones no han sido contra-
dichas por nadie, ni aún por el recurrente;

Considerando que de lo expuesto procedentemente re-
sulta evidente que la sentencia impugnada, sin desnatura-
lización alguna, ha dado razones de hecho y de derecho que
justifican su dispositivo, y descripción de los hechos y cir-
cunstancias de la causa qu ha permitido a la Suprema Corte
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de justicia verificar que en la especie se ha hecho una co-
rrecta aplicación de la ley; por lo cual los medios del pre-
scribe recurso carecen de fundamento y deben ser desesti-
mados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por el Estado Dominicano contra sentencia
del Tribunal Superior de Tierras, de fecha 22 de junio de
1966, relativa a la parcela No. 3866 del Distrito Catastral
No. 3 del Municipio de Duvergé, sección Angostura, Provin-
cia de Independencia, cuyo dispositivo figura copiado en
parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Condena al

recurrente al pago de las costas con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Manuel María Miniño Rodríguez,
quien afirma haberlas avanzado.

Firmados: Manuel Ramón Ruíz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente. —Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani. —Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia. —Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General.

La Presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.—
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Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Monte Cristi, de fecha 12 de diciembre de 1966.

Materia: Correccional.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Recurrente: Aquilino Gómez.
Ahogado: Dr. Juan E. Ariza Mendoza.

4
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de j
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel R
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 de noviem-
bre de 1967, años 1249 de la Independencia y 1059 de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Aquilino
Gómez, dominicano, mayor de edad, casado, chófer, domici-
liado y residente en la ciudad de San Fernando de Monte-
cristi, calle Santiago Rodríguez No. ( ), cédula 7211, serie
41, contra la sentencia dictada en atribuciones correcciona-
les y en fecha 12 de diciembre de 1966 por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristi, ac-
tuando como tribunal de segundo grado, cuyo dispositivo se
copia más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría del Tribunal a-quo, en fecha 12 de diciembre de
1966, a requerimiento del citado recurrente, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Juan
n. Ariza Mendoza, cédula 47326, serie lra., abogado del re-
currente, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
cl,'? Justicia, en fecha 1ro. de septiembre de 1967, cuyos me-
dios se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7, 11 y 14 de la Ley No. 125 de
fecha 10 de febrero de 1966, que regula la venta y distribu-
ción de la sal en grano de producción nacional; la ley No.
289 de 1966, sobre Empresas Estatales; y los artículos 1, 20
y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: que en
fecha 15 de noviembre de 1966, Aquilino Gómez fine some-
tido por ante el Fiscalizador del Juzgado de Paz del Munici-
pio de Monte Cristi por el Encargado del Departamento Nor-
te de la Corporación Dominicana de Empresas Estatales
(Ind. Refinería de Sal), inculpado del delito de violación a
la Ley No. 125 de fecha 10 de febrero de 1966; que en fe-
cha 24 de noviembre de 1966 dicho Juzgado de Paz, apodera-
do por el Ministerio Público, dictó respecto del caso una sen-
tencia cuyo dispositivo figura transcrito en el del fallo del
juez de la alzada; que sobre el recurso de apelación del in •
culpado Aquilino Gómez, ir l-,,ririno la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo reza así: "Falla: Primero: Decla-
rar y declaramos, bueno y válido el recurso de apelación in-
terpuesto en fecha 24 de noviembre de 1966, por el nombra-
do Aquilino Gómez, de generales conocidas, contra la sen-
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tencia No. 222 dictada por el Juzgado de Paz del Municipio
de Monte Cristi, en fecha 24 de noviembre de 1966, por ha..
ber sido hecho en tiempo hábil; Segundo: Confirmar y con_
firmamos, en todas sus partes, la sentencia reQurrida en
apelación antes mencionada, cuyo dispositivo dice así: 'lro
Que debe condenar y condena al nombrado Aquilino Gómez.
de generales anotadas a pagar una multa de RD$50.00 y cos-
tas por violación arts. 7 y 11 de la Ley No. 125; 2do. Que
debe confiscar y confisca la cantidad de 152 sacos de sal que
figuran como cuerpo del delito; Tercero: Condenar y con-
denamos al nombrado Aquilino Gómez, al pago de las costas
de la presente alzada";

Considerando que el mencionado recurrente invoca en
su memorial de casación estos medios: Primer Medio: In-
competencia de orden público ratione materiae. Sanción.
Violación de los principios generales sobre competencia; Se-
gundo Medio: "Falsa violación" de la Ley 125. Desnaturali-
zación de los artículos 7 y 11 de la referida Ley; Tercer Me-
dio: Violación del artículo 11 y 14 de la Ley No. 125;

Considerando que el recurrente alega en el desenvolvi-
miento del primer medio de su recurso que "Se ha violado la
regla de orden público relacionada con la competencia de
los Tribunales de Excepción, cuando se ha llevado un proce-
dimiento judicial contra un ciudadano, ante un Tribunal dis-
tinto al señalado por la ley para conocer la referida infrac-
ción"; que "Es de principio, que los Juzgados de Paz y los
Tribunales de Excepción en general, no conocen más que de
los asuntos que limitativamente le señala la ley, por oposi-
ción a los Tribunales de Derecho Común, como el Juzgado
de Primera Instancia, que conocen de todos los asuntos que
no están atribuidos especialmente a ningún otro Tribunal";
que "La Ley No. 125, de fecha 10 de febrero de 1966, no se-
ñala qué Tribunal debe conocer de las infracciones previs-
tas en la referida Ley"; que "Esa situación conduce a esta-
blecer de acuerdo con los principios generales, que las in

.

fracciones a la referida ley son de la competencia exclusiva
del Juzgado de Primera Instancia, salvo en las excepciones

evistas en los arts. 14 y 9 de la referida Ley";

Considerando que la competencia ratione materiae es
de orden público ya que las reglas que la rigen no han sido
establecidas en interés de las partes, sino en interés general;

;Ir que en virtud del carácter de orden público que tienen ta-
les reglas, las partes en causa tienen el derecho de proponer
la excepción de incompetencia en todo estado de causa y aún
por primera vez en casación, y que, por ello, toda jurisdic-
ción está en el deber ineludible de declararse de oficio in-
competente;

Considerando que la Ley No. 125 de 1966, no señala qué
tribunal debe conocer de las infracciones rue ella prevé,
pues los casos que dicha ley pone a cargo de los Juzgados
de Paz en sus artículos 9 y 14, no son de carácter penal; que
como esa ley sanciona en su artículo 11 con penas correccio-
nales las violaciones a la misma, es obvio que los Juzgados
de Primera Instancia, constituidos en materia correccional,
son los que tienen capacidad para juzgar, como tribunales
de primer grado, las infracciones antedichas; que, por con-
siguiente, el conocimiento del presente caso competía al Juz-
gado de Primera Instancia de Monte Cristi, actuando, no co-
mo tribunal de alzada, sino como tribunal de primer gra-
do; que, por esas razones, la sentencia ahora impugnada de-
be ser casada, sin que sea necesario examinar los otros dos
medios de casación propuestos por el recurrente;

Considerando que de acuerdo con el párrafo cuarto del
artículo 20 de la Ley s bre Procedimiento de Casación apli-
cable en materia penal, según el artículo 43 de esa misma
ley , "si la sentencia fuere casada por causa de incompeten-
cia, la Suprema Corte de Justicia dispondrá el envío del
asunto por ante el Tribunal que debe conocer de él, y lo
designará igualmente";
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tencia No. 222 dictada por el Juzgado de Paz del Municipio
de Monte Cristi, en fecha 24 de noviembre de 1966, Por ha-
ber sido hecho en tiempo hábil; Segundo: Confirmar y CON,
firmamos, en todas sus partes, la sentencia requrrida en
apelación antes mencionada, cuyo dispositivo dice así: `lro
Que debe condenar y condena al nombrado Aquilino Góme2
de generales anotadas a pagar una multa de RD$50.00 y cos-
tas por violación arts. 7 y 11 de la Ley No. 125; 2do. Que
debe confiscar y confisca la cantidad de 152 sacos de sal que
figuran como cuerpo del delito; Tercero: Condenar y con-
denamos al nombrado Aquilino Gómez, al pago de las costas
de la presente alzada";

Considerando que el mencionado recurrente invoca en
su memorial de casación estos medios: Primer Medio: In-
competencia de orden público ratione materiae. Sanción.
Violación de los principios generales sobre competencia; Se-
gundo Medio: "Falsa violación" de la Ley 125. Desnaturali-
zación de los artículos 7 y 11 de la referida Ley; Tercer Me-
dio: Violación del artículo 11 y 14 de la Ley No. 125;

Considerando que el recurrente alega en el desenvolvi-
miento del primer medio de su recurso que "Se ha violado la
regla de orden público relacionada con la competencia de
los Tribunales de Excepción, cuando se ha llevado un proce-
dimiento judicial contra un ciudadano, ante un Tribunal dis-
tinto al señalado por la ley para conocer la referida infrac-
ción"; que "Es de principio, que los Juzgados de Paz y los
Tribunales de Excepción en general, no conocen más que de
los asuntos que limitativamente le señala la ley, por °pos'
ción a los Tribunales de Derecho Común, como el Juzgado
de Primera Instancia, que conocen de todos los asuntos que
no están atribuidos especialmente a ningún otro Tribunal";
que "La Ley No. 125, de fecha 10 de febrero de 1966, no se-
ñala qué Tribunal debe conocer de las infracciones previs-
tas en la referida Ley"; que "Esa situación conduce a esta-
blecer de acuerdo con los principios generales, que las in-

fracciones a la referida ley son de la competencia exclusiva
del Juzgado de Primera Instancia, salvo en las excepciones
previstas en los arts. 14 y 9 de la referida Ley";

Considerando que la competencia ratione materiae es

de orden público ya que las reglas que la rigen no han sido
establecidas en interés de las partes, sino en interés general;
que en virtud del carácter de orden público que tienen ta-
les reglas, las partes en causa tienen el derecho de proponer
la excepción de incompetencia en todo estado de causa y aún
por primera vez en casación, y que, por ello, toda jurisdic-
ción está en el deber ineludible de declararse de oficio in-
competente;

Considerando que la Ley No. 125 de 1966, no señala qué
tribunal debe conocer de las infracciones Pue ella prevé,
pues los casos que dicha ley pone a cargo de los Juzgados

Ide Paz en sus artículos 9 y 14, no son de carácter penal; que
como esa ley sanciona en su artículo 11 con penas correccio-
nales las violaciones a la misma, es obvio que los Juzgados
de Primera Instancia, constituidos en materia correccional,
son los que tienen capacidad para juzgar, como tribunales
de primer grado, las infracciones antedichas; que, por con-
siguiente, el conocimiento del presente caso competía al Juz-

'í gado de Primera Instancia de Monte Cristi, actuando, no co-
mo tribunal de alzada, sino como tribunal de primer gra-
do; que, por esas razones, la sentencia ahora impugnada de-
be ser casada, sin que sea necesario examinar los otros dos
medios de casación propuestos por el recurrente;

Considerando que ele acuerdo con el párrafo cuarto del
artículo 20 de la Ley s bre Procedimiento de Casación apli-
cable en materia penal, según el artículo 43 de esa misma
ley, "si la sentencia fuere casada por causa de incompeten-
cia, la Suprema Corte de Justicia dispondrá el envío del
asunto por ante el Tribunal que debe conocer de él, y lo
designará igualmente";
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE NOVIEMBRE DEL 1967
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada,

en sus atribuciones correccionales y en fecha 12 de diciem-
bre de 1966, por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Monte Cristi, actuando como tribunal de se-
gundo grado, cuyo dispositivo es copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Envía el asunto por ante el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Dajabón,
para que actúe como tribunal de primer grado; y, Tercero:
Declara las costas de oficio.

Itt
(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando

E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha lI)
de febrero de 1967.

)Iater ia: Correccional.

Recurrente: Mariano de Camps.
Abogado: Lic. Fabio Fiallo Cáceres.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Preside.ite; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín
:NI. Alvarez Perellñ, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos d( Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 de no-
viembre de 1967, años 124 9 de la Independencia y 105 9 de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mariano
de Camps, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No.
3192, serie 49, domiciliado y residente en La Vega, contra
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de La Vega, en fecha 10 de febrero de 1967,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular

i; y válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Luis
Osiris Duquela M., a nombre y representación de la Parte

1) Civil Constituída y en contra del Ordinal Tercero de la sen-
1 li' tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial

itsw
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NCIA DE FECHA 22 DE NOVIEMBRE DEL 1967
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada,

en sus atribuciones correccionales y en fecha 12 de diciem.
bre de 1966, por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial de Monte Cristi, actuando como tribunal de se_
gundo grado, cuyo dispositivo es copiado en Parte anterior
del presente fallo; Segundo: Envía el asunto por ante el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Dajabón,
para que actúe como tribunal de primer grado; y, Tercero:
Declara las costas de oficio.

(Firmados): 'Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.-
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo:
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lf,s
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fril
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que

que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 10
de febrero de 1967.

3rateria: Correccional.

Recurren te: Mariano de Camps.
Abogad o : Lic. Fabio Fiallo Cáceres.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Francisco Elpidio Beras, Joaquín
M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santia-
go Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 de no-
viembre de 1967, años 124 9 de la Independencia y 105 9 de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mariano
de Camps, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No.
3192, serie 49, domiciliado y residente en La Vega, contra
sentencia dictada en atribr ':.iones correccionales por la Cor-
te de Apelación de La Vega, en fecha 10 de febrero de 1967,
cuyo dispositivo dice así: "Falla: P .-imero: Declara regular
Y válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Luis
Osiris Duquela M., a nombre y representación de la Parte
Civil Constituída y en contra del Ordinal Tercero de la sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
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de Sánchez Ramírez, de fecha 30 de julio de 1962, cuyo cts.
positivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Declara, bueno y
válido la constitución en parte civil hecha por Mariano y
Carlos de Camps, por medio de su abogado Licdo. Fabio Fia..
llo Cáceres, contra los prevenidos Bernardino Luna A., An -
tonio Hernández, Juan Moya, Enrique González, Angel Ma-
ría Fernández, Gregorio Sánchez y Ceno Severino; Segundo:
Pronuncia el defecto contra dicha parte civil y la rechaza
por falta de conclusión; Tercero: Rechaza el pedimento de
la parte civil en cuanto a la solicitud de declinatoria por an-
te la jurisdicción de Instrucción, por tratarse de un hecho
delictivo cuya competencia corresponde a este Juzgado de
Primera Instancia; Cuarto: Descarga a los nombrados Ber-
nardino Luna A., Juan Moya, Ceno Severino, Gregorio Sán-
chez, Francisco o Enrique González, Antonio Hernández y
Angel María Hernández, del hecho que se les imputa, de
amenaza y saqueo, en perjuicio de Mariano y Carlos de
Camps,- por insuficiencia de pruebas; Sexto: Condena a la
parte civil constituida, al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas, en provecho de los doctores Anto-
nio Bucarelli Méndez y Sofía Leonor Sánchez Baret, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad', por haber-
se hecho de conformidad a la Ley; Segundo: Rechaza la pe-
tición de dicha parte civil, con respecto a la nulidad de la re-
ferida sentencia apelada por improcedente y mal fundada,
pues la sentencia que reposa en el expediente, según cons-
tancia del Secretario de dicho tribunal a-quo, es copia fiel
y conforme a su original, y por consiguiente esta se encuen-
tra firmada por el Juez que la dictó; Tercero: Rechaza, ade-
más, la solicitud de la Parte Civil Constituída Sr. Mariano
de Camps, de declinatoria de este expediente ante el Juez de
Instrucción correspondiente por incompetencia, al no en-
contrar esta Corte en dicho expediente, ni se ha aportado
en ninguna de las audiencias celebradas por ella hechos
de donde puedan deducirse indicios graves, precisos y co n

-cordantes, con respecto a la posible criminalidad de las in-
fracciones de los inculpados; Cuarto: En cuanto a esos inci-

dotes se condena a Mariano de Camps al pago de las cos-
tas legales de lugar; Quinto: Con respecto a los demás as-
pectos de la sentencia transcrita se anulan éstos porque de
conformidad con la Ley cuando en un proceso penal se ale-
ga incompetencia el tribunal anoderado debe estatuir por

dos 
decisiones distintas, sobre la excepción y sobre el fon-

do y no conjuntamente como se hizo en el presente caso;
Sexto: Ordena el envío del presente expediente al Juzgado
de primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez para los fines correspondientes";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Fabio Fiallo Cáceres, abogado del recurren-

te. en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
4Corte a-qua en fecha 14 de marzo de 1967;

Visto el escrito firmado por el abogado del recurrente
y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justi-
cia en fecha 18 de septiembre de 1967;

Visto el escrito de fecha 18 de septiembre de 1967, fir-
mado por el prevenido Angel María Fernández;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1 y 29 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casacion;

Considerando que de conformidad c m el artículo 29 de
Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo para inter-
Poner el recurso de casación en materia penal es de diez
días contados desde la fecha del pronunciamiento de la sen-
tencia, si el acusado estuvo presente en la audiencia en que
ésta fue pronunciada o si fue debidamente citado para la
misma; que aunque dicho texto sólo se refiere al acusado, se
ha admitido que el plazo de diez días debe considerarse co-
mo general, y, por tanto, aplicable a los recursos que se in-
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de Sánchez Ramírez, de fecha 30 de julio de 1962, cuyo
positivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Declara, bueno
válido la constitución en parte civil hecha por Mariano ,
Carlos de Camps, por medio de su abogado Licdo. Fabio Fia
llo Cáceres, contra los prevenidos Bernardino Luna A., Ar
tonio Hernández, Juan Moya, Enrique González, Angel Ma-
ría Fernández, Gregorio Sánchez y Ceno Severino; Segundo:
Pronuncia el defecto contra dicha parte civil y la rechaza
por falta de conclusión; Tercero: Rechaza el pedimento de
la parte civil en cuanto a la solicitud de declinatoria por an-
te la jurisdicción de Instrucción, por tratarse de un hecho
delictivo cuya competencia corresponde a este Juzgado de
Primera Instancia; Cuarto: Descarga a los nombrados Ber-
nardino Luna A., Juan Moya, Ceno Severino, Gregorio Sán-
chez, Francisco o Enrique González, Antonio Hernández y)
Angel María Hernández, del hecho que se les imputa, de
amenaza y saqueo, en perjuicio de Mariano y Carlos de
Camps, por insuficiencia de pruebas; Sexto: Condena a la
parte civil constituida, al pago de las costas civiles con dis-
tracción de las mismas, en provecho de los doctores Anto-
nio Bucarelli Méndez y Sofía Leonor Sánchez Baret, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad', por haber-
se hecho de conformidad a la Ley; Segundo: Rechaza la pe-
tición de dicha parte civil, con respecto a la nulidad de la re-
ferida sentencia apelada por improcedente y mal fundada,
pues la sentencia que reposa en el expediente, según cons-
tancia del Secretario de dicho tribunal a-quo, es copia fiel
y conforme a su original, y por consiguiente esta se encuen-
tra firmada por el Juez que la dictó; Tercero: Rechaza, ade-
más, la solicitud de la Parte Civil Constituída Sr. Mariano
de Camps, de declinatoria de este expediente ante el Juez de
Instrucción correspondiente por incompetencia, al no en-
contrar esta Corte en dicho expediente, ni se ha aportado
en ninguna de las audiencias celebradas por ella hechos
de donde puedan deducirse indicios graves, precisos y con

-cordantes, con respecto a la posible criminalidad de las in-
fracciones de los inculpados; Cuarto: En cuanto a esos inci-

(lentes se condena a Mariano de Camps al pago de las cos-
tas legales de lugar; Quinto: Con respecto a los demás as-
pectos de la sentencia trai.scrita se anulan éstos porque de
conformidad con la Ley cuando en un proceso penal se ale-
ga incompetencia el tribunal anoderado debe estatuir por
dos decisiones distintas, sobre la excepción y sobre el fon-
do y no conjuntamente como se hizo en el presente caso;
Sexto: Ordena el envío del presente expediente al Juzgado
de primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez para los fines correspondientes";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oldo el Lic. Fabio Fiallo Cáceres, abogado del recurren-

te, en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua en fecha 14 de marzo de 1967;

Visto el escrito firmado por el abogado del recurrente
y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justi-
cia en fecha 18 de septiembre de 1967;

Visto el escrito de fecha 18 de septiembre de 1967, fir-
mado por el prevenido Angel María Fernández;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1 y 29 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casacion;

Considerando que de conformidad c )11 el artículo 29 de
Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo para inter-
poner el recurso de casación en materia penal es de diez
días contados desde la fecha del pronunciamiento de la sen-
tencia, si el acusado estuvo presente en la audiencia en que
ésta fue pronunciada o si fue debidamente citado para la
misma; que aunque dicho texto sólo se refiere al acusado, se
ha admitido que el plazo de diez días debe considerarse co-
mo general, y, por tanto, aplicable a los recursos que se in-
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tenten contra todas las sentencias penales y cualquiera que
sea la parte que lo haya interpuesto;

Considerando que la Corte a-qua, en fecha 1ro. de fe-
brero, resolvió aplazar el fallo para el día 10 del mismo me;,
a las nueve de la mañana, declarando que el fallo dictado
valía citación "para la parte civil constituida, Mariano de
Camps y su abogado Lic. Fabio Fiallo Cáceres"; que dicho
fallo, tal como había sido dispuesto, fue dictado en la fecha
fijada; que como el presente recursos ,según se hace cons-
tar en el acta correspondiente, no fue declarado sino el día
14 de marzo de 1967, esto es, transcurrido más de un mes
de la fecha del pronunciamiento de la sentencia ahora recu-
rrida en casación, es obvio que el presente recurso es tar-
dío, y, por tanto, inadmisible;

Considerando que no habiendo ninguna parte pedido
-condenación en costas contra el recurrente, no ha lugar a
estatuir sobre ese punto;
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE NOVIEMBRE DEL 1967

1.sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de fe-
cha 6 de octubre de 1965.

Materia: Civil.

Recurrente: Herminia Patria Henríquez Martínez de Fabián o de
Benítez.

•

Abogado: Dr. Ponciano Rondón Sánchez.

ecurrido: Ana Sandra de Castro de Gerardino, Estado Dominim-
no y Alcides García Lluberes.

Abogado: Lic. Salvador Espinal y Lic. ,César A. de Castro Guerra,
Lie. Bernardo Diaz hijo y Lic. Manuel H. Castillo G.

Por tales motivos, Declara indamisible el recurso de ca-
sación interpuesto por Mariano de Camps, parte civil cons-
tituida, contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en atribuciones correccionales, en fecha
10 de febrero de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche Henríquez.
— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

Dios, Patria y Libertad.
RepúbP3a Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
ón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la

Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Pere-
lló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 24 de noviembre del

' año 1967, años 1249 de la Independencia y 1059 de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación,
la siguiente tentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Herminia
Patria Henríquez Martínez de Fabián o de Benítez, domini-

, cana, mayor de edad, de quehaceres domésticos, casada, ció-
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tenten contra todas las sentencias penales y cualquiera que
sea la parte que lo haya interpuesto;

Considerando que la Corte a-qua, en fecha 1ro. de fe.
brero, resolvió aplazar el fallo para el día 10 del mismo 

mes
a las nueve de la mañana, declarando que el fallo dictado
valía citación "para la parte civil constituida, Mariano de
Camps y su abogado Lic. Fabio Fiallo Cáceres"; que dicho
fallo, tal como había sido dispuesto, fue dictado en la fecha
fijada; que como el presente recursos ,según se hace cons-
tar en el acta correspondiente, no fue declarado sino el día
14 de marzo de 1967, esto es, transcurrido más de un mes
de la fecha del pronunciamiento de la sentencia ahora recu-
rrida en casación, es obvio que el presente recurso es tar-
dío, y, por tanto, inadmisible;

Considerando que no habiendo ninguna parte pedido
condenación en costas contra el recurrente, no ha lugar a
estatuir sobre ese punto;

Por tales motivos, Declara indamisible el recurso de ca-
sación interpuesto por Mariano de Camps, parte civil cons-
tituida, contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de La Vega, en atribuciones correccionales, en fecha
10 de febrero de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo.

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche Henríquez.
— Manuel D. Bergés Chupani.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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Materia: Civil.

Recurrente: Herminia Patria Henríquez Martínez de Fabián o de

Benítez.
Abogado: Dr. Ponciano Rondón Sánchez.

Recurrido : Ana Sandra de Castro de Gerardino, Estado Dominim-
no y Alcides García Lluberes.

Abogado: Lic. Salvador Espinal y Lic. César A. de Castro Guerra,
Lic. Bernardo Díaz hijo y Lic. Manuel H. Castillo G.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez Pere-
116, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra , sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 24 de noviembre del
año 1967, años 1249 de la Independencia y 1059 de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación,
la siguiente tentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Herminia
Patria Henríquez Martínez de Fabián o de Benítez, domini-
cana, mayor de edad, de quehaceres domésticos, casada, ció-

SENTENCIA DE FECHA 24 DE NOVIEMBRE DEL 1967

, , :ltencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de fe-
cha 6 de octubre de 1965.
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miciliada en esta ciudad, cédula No. 19881, serie la., contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do.
mingo, en sus atribuciones civiles, de fecha 6 de octubre del
1965, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol ;
Oído al Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, cédula

No. 43139, serie lra., en representación del Dr. Ponciano
Rondón Sánchez, Cédula No. 57606, serie ira., abogado de la
recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Lic. Sáivador Espinal Miranda, cédula No. 8632,
serie ira., por sí y por el Lic. César A. de Castro Guerra, cé-
dula No. 4048, serie 1ra., abogado de Ana Sandra de Castro
de Gerardino, dominicana, mayor de edad, casada, de que-
haceres domésticos, domiciliada en esta ciudad, cédula No.
37510, serie ira., parte recurrida, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula No. 271, serie
18, abogado del Estado Dominicano, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generzi1
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez, de fecha 26 de
abril de 1966, depositado en esa misma fecha en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia, en el cual se invocan
los medios que se indican más adelante; 	 .. -

Visto el memorial de defensa de la recurrida Ana San-
dra de Castro de Gerardino, suscrito por sus abogados y no-
tificado al abogado de la recurrente en fecha 22 de julio de
1967;

Visto el memorial de defensa del Estado Dominicano,
suscrito por su abogado y notificado al abogado de la re".

currente, de fecha 25 de julio de 1967;

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Ma-
nuel H. Castillo G., cédula No. 6607, serie ira., abogado del
recurrido Alcides García Lluberes, dominicano, médico, sol-
tero, mayor de edad, domiciliado en la casa No. 27 de la ca-
lle 19 de Marzo, de esta ciudad, cédula No. 4553, serie ira.,
‘. notificado al abogado de la recurrente en fecha 21 de ju-
lio de 1967;

 SupremaL	 rema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 141 y 174 del Código de Procedi-
miento Civil; 795 y siguientes del Código Civil; las Leyes
Nos. 2569, de 1950; 3429 de 1952 y 3992 de 1954, de Impues-
to sobre Sucesiones y Donaciones; y los artículos 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda en nulidad de subasta y proce-
dimiento de embargo inmobiliario y otros fines, intentada
por la recurrente contra los recurridos, la Cámara Civil y
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó, en fecha 22 de abril de 1963, en sus atribucio-
nes civiles, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Ratifica el Defecto pronunciado en audiencia
contra el Lic. César A. de Castro Guerra, como padre-tutor
legal de la menor de edad Ana Sandra de Castro Soler, y el
Dr. Alcides García Lluberes, co-demandados, por falta de
concluir; SEGUNDO: Acoge las conclusiones formuladas en
este juicio por el Estado Dominicano, demandado en inter-
vención forzosa y, en consecuencia: a) Rechaza, por los mo-
tivos ya enunciados, la demanda en nulidad de subasta y
procedimiénto de embargo inmobiliario y otros fines, de que
se trata, así corno la demanda en intervención forzosa ya
mencionada, intentada por Herminia Patria Henríquez Mar-
tínez de Fabián, respectivamente, contra el Lic. César A. de
Castro Guerra, en su calidad de padre tutor legal de la me-
nor de edad Ana Sandra de Castro Soler, y Dr. Alcides Gar-
cía. Lluberes, y contra el Estado Dominicano según actos de



2270	 BOLETIN JUDICIA-

rniciliada en esta ciudad, cédula No. 19881, serie la., contra
la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones civiles, de fecha 6 de octubre del
1965, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol ;
Oído al Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, cédula

No. 43139, serie ira., en representación del Dr. Ponciano
Rondón Sánchez, Cédula No. 57606, serie ira., abogado de la
recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

4
Oído al Lic. Salvador Espinal Miranda, cédula No. 8632,

serie ira., por sí y por el Lic. César A. de Castro Guerra, cé-
dula No. 4048, serie ira., abogado de Ana Sandra de Castro
de Gerardino, dominicana, mayor de edad, casada, de que-,
haceres domésticos, domiciliada en esta ciudad, cédula No.
37510, serie ira., parte recurrida, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula No. 271, serie
18, abogado del Estado Dominicano, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscri-
to por el Dr. Ponciano Rondón Sánchez, de fecha 26 de
abril de 1966, depositado en esa misma fecha en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia, en el cual se invocanl
los medios que se indican más adelante; 	 1

Visto el memorial de defensa de la recurrida Ana San-
dra de Castro de Gerardino, suscrito por sus abogados y no-
tificado al abogado de la recurrente en fecha 22 de julio de
1967;

Visto el memorial de defensa del Estado Dominicano,
suscrito por su abogado y notificado al abogado de la
currente, de fecha 25 de julio de 1967;
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Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Ma-
nuel H. Castillo G., cédula No. 6607, serie lra., abogado del
recurrido Alcides García Lluberes, dominicano, médico, sol-
tero, mayor de edad, domiciliado en la casa No. 27 de la ca-
lle 19 de Marzo, de esta ciudad, cédula No. 4553, serie ira.,
notificado al abogado de la recurrente en fecha 21 de ju-
lio de 1967;

 Supremarema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 141 y 174 del Código de Procedi-
miento Civil; 795 y siguientes del Código Civil; las Leyes
Nos. 2569, de 1950; 3429 de 1952 y 3992 de 1954, de Impues-
to sobre Sucesiones y Donaciones; y los artículos 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda en nulidad de subasta y proce-
dimiento de embargo inmobiliario y otros fines, intentada
por la recurrente contra los recurridos, la Cámara Civil y
Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó, en fecha 22 de abril de 1963, en sus atribucio-
nes civiles, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Ratifica el Defecto pronunciado en audiencia
contra el Lic. César A. de Castro Guerra, como padre-tutor
legal de la menor de edad Ana Sandra de Castro Soler, y el
Dr. Alcides García Lluberes, co-demandados, por falta de
concluir; SEGUNDO: Acoge las conclusiones formuladas en
este juicio por el Estado Dominicano, demandado en inter-
vención forzosa y, en consecuencia: a) Rechaza, por los mo-
tivos ya enunciados, la demanda en nulidad de subasta y
procedimiento de embargo inmobiliario y otros fines, de que
se trata, así como la demanda en intervención forzosa ya
mencionada, intentada por Herminia Patria Henríquez Mar-
tínez de Fabián, respectivamente, contra el Lic. César A. de
Castro Guerra, en su calidad de padre tutor legal de la me-
nor de edad Ana Sandra de Castro Soler, y Dr. Alcides Gar-
cía Lluberes, y contra el Estado Dominicano según actos de
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fechas 9 de febrero y 3 de marzo del año 1961, notificados
por el alguacil José V. Jáquez Franco; b) Con :ena a Hermi.
nia Patria Henríquez de Fabián, parte demandante que su-
cumbe al pago de las costas"; b) que sobre apelación, la Cor-
te a-qua dictó en fecha 22 de enero de 1964, una sentencia
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME:
RO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia por falta
de concluir, contra la parte intimante en apelación, Hermi.
nia Patria Henríquez Martínez de Fabián o de Benítez; SE..
GUNDO: Declara inadmisible el recurso de apelación inter-
puesto por la referida parte intimante, Herminia Patria Hen-
ríquez Martínez de Fabián o de Benítez, contra sentencia
dictada en fecha veintidós (22) del mes de abril del pasado
año de mil novecientos sesenta y tres (1963), en sus atribu-

zr ciorres civiles, por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, al estable.
cerse que la decisión respecto de la cual se ha intentado el
recurso mencionado, no figura entre los documentos deposi-
tados por la apelante en apoyo de su recurso, circunstancia
esta que imposibilita al Tribunal de alzada determinar si
son o no fundados, los agravios que se invocan contra el fa-
llo apelado; y TERCERO: Condena a Herminia Patria Hen-
ríquez Martínez de Fabián o de Benítez parte que sucumbe,
al pago de todas las costas de la presente instancia, ordenan-
do la distracción de las mismas en la parte que le concierne,
en favor del Lic. Manuel H. Castillo G., por haberlas avanza-
do en su totalidad"; e) que sobre las oposiciones interpues-
tas, la Corte a-qua, dictó la sentencia ahora impugnada, cu-
yo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regulares y válidos los recursos de oposición
interpuestos por la señora Herminia Patria Henríquez de
Fabián contra sentencia de fecha veintidós del mes de enero
del año mil novecientos sesenta y cuatro dictada por esta
Corte de Apelación; SEGUNDO: Declara regular y válido el
recurso de apelación en cuanto a la forma, contra sentencia
dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional por haber sido
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intentado en tiempo hábil de conformidad con las leyes de
procedimiento ; TERCERO: En cuanto al fondo rechaza tan-
to 	 recursos de oposición como el de apelación menciona-
dos, por virtud de los motivos ya enunciados, intentados por
la señora Herminia Patria Henríquez de Fabián; CUARTO:
Acoge las conclusiones de los señores Estado Dominicano,
Dr, Alcides García Lluberes y la menor Ana Sandra de Cas-
tro Soler, representada como se ha expresado por su padre y
tutor Licdo. César A. de Castro Guerra, y en consecuencia:
a)— Rechaza la demanda en nulidad de subasta y procedi-
miento de embargo inmobiliar de que se trata, así como la
demanda en intervención forzosa ya mencionada, intentada
por la señora Herminia Patria Henríquez de Fabián, contra
el Licdo. César A. de Castro Guerra, en su calidad de padre
y tutor legal de la menor de edad Ana Sandra de Castro So-
ler y Dr. Alcides García Lluberes, y el Estado Dominicano,
respectivamente, conforme acto de fecha 9 de febrero y tres
de marzo del año 1961, notificado por el alguacil José Já-
quez Franco; b)— Condena a Herminia Patria Henríquez de
Fabián al pago de las costas por haber sucumbido, en prove-
cho del Estado Dominicano, y de las partes intimadas, Ana
Sandra de Castro Soler y Dr. Alcides García Lluberes, orde-
nando la distracción de las correspondientes al Dr. Alcides
García Lluberes en provecho del Lic. Manuel Horacio Casti-
llo G., por haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación la re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil por
falta de motivos; Segundo Medio: Violación de los artículos
174 y siguientes del Código de Procedimiento Civil; Tercer
Medio: Violación de las Leyes Nos. 2569, de Impuestos sobre
Sucesiones y Donaciones, 3429 que modifica la anterior y
3992 que modifica esta última, y de las demás modificacio-
nes de la dicha ley de Impuestos sobre Sucesiones y Dona-
ciones, y Cuarto Medio: Desnaturalización de los hechos y
falta de base legal;
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fechas 9 de febrero y 3 de marzo del año 1961, notificados
por el alguacil José V. Jáquez Franco; b) Con :ena a Hermi-
nia Patria Henríquez de Fabián, parte demandante que su..
cumbe al pago de las costas"; b) que sobre apelación, la Cor-
te a-qua dictó en fecha 22 de enero de 1964, una sentencia
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME:
RO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia por falta
de concluir, contra la parte intimante en apelación, Hermi.
nia Patria Henríquez Martínez de Fabián o de Benítez; SE.
GUNDO: Declara inadmisible el recurso de apelación inter-
puesto por la referida parte intimante, Herminia Patria Hen-
ríquez Martínez de Fabián o de Benítez, contra sentencia
dictada en fecha veintidós (22) del mes de abril del pasado
año de mil novecientos sesenta y tres (1963), en sus atribu-

70 ciones civiles, por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, al estable-
cerse que la decisión respecto de la cual se ha intentado el
recurso mencionado, no figura entre los documentos deposi-
tados por la apelante en apoyo de su recurso, circunstancia
esta que imposibilita al Tribunal de alzada determinar si
son o no fundados, los agravios que se invocan contra el fa-
llo apelado; y TERCERO: Condena a Herminia Patria Hen-
ríquez Martínez de Fabián o de Benítez parte que sucumbe,
al pago de todas las costas de la presente instancia, ordenan-
do la distracción de las mismas en la parte que le concierne,
en favor del Lic. Manuel H. Castillo G., por haberlas avanza-
do en su totalidad"; c) que sobre las oposiciones interpues-
tas, la Corte a-qua, dictó la sentencia ahora impugnada, cu-
yo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Declara regulares y válidos los recursos de oposición
interpuestos por la señora Herminia Patria Henríquez de
Fabián contra sentencia de fecha veintidós del mes de enero
del año mil novecientos sesenta y cuatro dictada por esta
Corte de Apelación; SEGUNDO: Declara regular y válido el
recurso de apelación en cuanto a la forma, contra sentencia
dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzga do

 Primera Instancia del Distrito Nacional por haber sido
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intentado en tiempo hábil de conformidad con las leyes de
procedimiento; TERCERO: En cuanto al fondo rechaza tan-
to los recursos de oposición como el de apelación menciona-
dos, por virtud de los motivos ya enunciados, intentados por
la señora Herminia Patria Henríquez de Fabián; CUARTO:
Acoge las conclusiones de los señores Estado Dominicano,
Dr, Alcides García Lluberes y la menor Ana Sandra de Cas-
tro Soler, representada como se ha expresado por su padre y
tutor Licdo. César A. de Castro Guerra, y en consecuencia:
a)— Rechaza la demanda en nulidad de subasta y procedi-
miento de embargo inmobiliar de que se trata, así como la
demanda en intervención forzosa ya mencionada, intentada
por la señora Herminia Patria Henríquez de Fabián, contra
el Licdo. César A. de Castro Guerra, en su calidad de padre
y tutor legal de la menor de edad Ana Sandra de Castro So-
ler y Dr. Alcides García Lluberes, y el Estado Dominicano,
respectivamente, conforme acto de fecha 9 de febrero y tres
de marzo del año 1961, notificado por el alguacil José Já-
quez Franco; b)— Condena a Herminia Patria Henríquez de
Fabián al pago de las costas por haber sucumbido, en prove-
cho del Estado Dominicano, y de las partes intimadas, Ana
Sandra de Castro Soler y Dr. Alcides García Lluberes, orde-
nando la distracción de las correspondientes al Dr. Alcides
García Lluberes en provecho del Lic. Manuel Horacio Casti-
llo G., por haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación la re-
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil por
falta de motivos; Segundo Medio: Violación de los artículos
174 y siguientes del Código de Procedimiento Civil; Tercer
:51edio: Violación de las Leyes Nos. 2569, de Impuestos sobre
Sucesiones y Donaciones, 3429 que modifica la anterior y
3992 que modifica esta última, y de las demás modificacio-
nes de la dicha ley de Impuestos sobre Sucesiones y Dona-

falta sd ey base legal;
 CuartoDesnaturalización de los hechos y
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Considerando que en apoyo del primer y segundo medio
que se reúnen para su examen, la recurrente alega, en sín'
tesis, que en la sentencia impugnada no se dan motivos quo
justifiquen que estando "en curso una instancia de embar.
go inmobiliario", habiendo fallecido una de las embargadas
"no se procedió a otorgarle los plazos previstos en los ar.
títulos 174 y siguientes del Código de Procedimiento Civil'
a la otra co-embargada, heredera de la primeraá que, ade-
más, la sentencia no contiene motivos sobre ninguno de los
otros punftR, muy, especialmente sobre la falta de notifica-
ción del título que sirvió de base al embargo inmobiliario;
que, habiendo fallecido Lázara Martínez Vda. Henriquez, es-
tando en curso el procedimiento de embargo inmobiliario
contra ella y la recurrente, su heredera, a ésta no se le `die_
rol̀' los plazos del artículo 174, arriba citado, "razón por lo
cual la sentencia impugnada al desconocer dicho texto lo ha
violado evidentemente"; pero,

Considerando que el artículo 174 del Código de Procedi-
miento Civil autoriza al demandado en calidad de heredero,
a oponer una excepción dilatoria derivada en la circunstan-
cia de que se encuentre en los plazos acordados por dicho
artículo y por el 795 del Código Civil, para formar inventa-
rio de la sucesión de la cual se trate y deliberar acerca del
partido que le convenga adoptar, sobre la aceptación o la
repudiación de tal sucesión; pero ello no tiene por efecto im-
pedir que los terceros interesados intenten contra los Pre

-suntos sucesores las acciones que el ejercicio de los derechos
de aquellos conlleve, ni menos aún viciar de nulidad los pro-
cedimientos anteriores a la invocación de la excepción dila-
toria. la cual sólo puede tener un resultado legal; detener la
marcha del procedimiento iniciado, hasta cuando expiren los
plazos de los mencionados textos legales, para continuarla
cuando dicha expiración de plazos ocurra;

Considerando que en la sentencia impugnada consta que
la sucesión de Lázara Martínez Vda. Henríquez, causan te de
la recurrente, se abrió el 16 de setiembre de 1960, y la SU'

-----
basta y subsecuente adjudicación del inmueble embargado se
realizaron el 26 de enero de 1961, esto es, a los tres meses

cuarentiún días después del fallecimiento de la de-cuyus,
sin que la recurrente notificara al embargante el fallecimien-
to de una de las embargadas ni opusiera la excepción dilato-
II del artículo 174 ya citado;

Considerando que de lo expuesto anteriormente resulta
que la recurrente tuvo a su disposición en el curso del proce-
d-imiento de embargo, todo el lapso que la Ley acuerda para
hacer inventario y deliberar sin que se viera en la necesidad
de recurrir a hacer uso de la excepción dilatoria del artícu-
lo 174 del Código de Procedimiento Civil, y que fue, después
4it terminado el procedimiento de embargo y adjudicado el
inmueble, cuando la recurrente, que figuró como coembar-
cada conjuntamente con la de cuyus, demandó en nulidad
de todo el procedimiento de embargo, sobre el fundamento
de que no se le concedieron los plazos para hacer inventario
y deliberar; es decir, cuando el procedimiento de embargo
había llegado a su fin; que por lo expuesto precedentemente,
se evidencia, cue la sentencia impugnada ha dado motivos
suficientes y pertinentes y, por tanto, no ha incurrido en los
vicios denunciados por la recurrente en los medios indicados,
por lo cual, éstos carecen de fundamento y deben ser deses-
timados;

Considerando que en el desarrollo del tercer medio, la
recurrente alega que en el período requerido para determi-
nar los herederos y los bienes que forman el acervo de la su-
cesión, a los fines de pago del impuesto sobre sucesiones, no
puede realizarse ningún traspaso de propiedad, ni aún por
tia de embargo inmobiliario; que, en la especie, al operarse
la transferencia del inmueble, se han violado las leyes Nos.
2569 de Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, 3429 y
3992 que la modifican, y las demás modificaciones de la in-
dicada Ley; pero,

Considerando que en la sentencia impugnada se expre-
sa lo siguiente en su duodécimo (12) considerando: "Consi-
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Considerando que en apoyo del primer y segundo medio
que se reúnen para su examen, la recurrente alega, en sin-
tesis, que en la sentencia impugnada no se dan motivos que
justifiquen que estando "en curso una instancia de ernbar-
go inmobiliario", habiendo fallecido una de las embargadas
"no se procedió a otorgarle los plazos previstos en losa
tículos 174 y siguientes del Código de Procedimiento Civil"

que,a la otra co-embargada, heredera de la primeraá 	 aderi
más, la sentencia no contiene motivos sobre ninguno de los
otros punti11, muy especialmente sobre la falta de notifica-
ción del título que sirvió de base al embargo inmobiliario;
que, habiendo fallecido Lázara Martínez Vda. Henríquez, es-
tando en curso el procedimiento de embargo inmobiliario
contra ella y la recurrente, su heredera, a ésta no se le 'die-
ron' los plazos del artículo 174, arriba citado, "razón por lo
cual la sentencia impugnada al desconocer dicho texto lo ha
violado evidentemente"; pero,

Considerando que el artículo 174 del Código de Procedi-
miento Civil autoriza al demandado en calidad de heredero,
a oponer una excepción dilatoria derivada en la circunstan-
cia de que se encuentre en los plazos acordados por dicho
artículo y por el 795 del Código Civil, para formar inventa-
rio de la sucesión de la cual se trate y deliberar acerca del
partido que le convenga adoptar, sobre la aceptación o la
repudiación de tal sucesión; pero ello no tiene por efecto im-
pedir que los terceros interesados intenten contra los pre-
suntos sucesores las acciones que el ejercicio de los derechos
de aquellos conlleve, ni menos aún viciar de nulidad los pro-
cedimientos anteriores a la invocación de la excepción dila-
toria. la cual sólo puede tener un resultado legal; detener la
marcha del procedimiento iniciado, hasta cuando expiren los
plazos de los mencionados textos legales, para continuarla
cuando dicha expiración de plazos ocurra;

Considerando que en la sentencia impugnada consta que
la sucesión de Lázara Martínez Vda. Henríquez, causan te de
la recurrente, se abrió el 16 de setiembre de 1960, y la su'
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h 	 adjudicación del inmueble embargado se
,ealizaron el 26 de enero de 1961, esto es, a los tres meses

cuarentiún días después del fallecimiento de la de-cuyus,

sin que la recurrente notificara al embargante el fallecimien-
to de una de las embargadas ni opusiera la excepción dilato-

del artículo 174 ya citado;
Ity, Considerando que de lo expuesto anteriormente resulta
que la recurrente tuvo a su disposición en el curso del proce-
dimiento de embargo, todo el lapso que la Ley acuerda para
hacer inventario y deliberar sin que se viera en la necesidad
de recurrir a hacer uso de la excepción dilatoria del artícu-
lo 174 del Código de Procedimiento Civil, y que fue, después
de terminado el procedimiento de embargo y adjudicado el
inmueble, cuando la recurrente, que figuró como coembar-
cada conjuntamente con la de cuyus, demandó en nulidad
de todo el procedimiento de embargo, sobre el fundamento
de que no se le concedieron los plazos para hacer inventario
y deliberar; es decir, cuando el procedimiento de embargo
había llegado a su fin; que por lo expuesto precedentemente,
se evidencia, c.ue la sentencia impugnada ha dado motivos
suficientes y pertinentes y, por tanto, no ha incurrido en los
vicios denunciados por la recurrente en los medios indicados,
porlocual, éstos carecen de fundamento y deben ser deses-
timados;

 que en el desarrollo del tercer medio, la
recurrente alega que en el período requerido para determi-
nar los herederos y los bienes que forman el acervo de la su-
cesión, a los fines de pago del impuesto sobre sucesiones, no
Puede realizarse ningún traspaso de propiedad, ni aún por
ria de embargo inmobiliario; que, en la especie, al operarse
la transferencia del inmueble, se han violado las leyes Nos.
2569 de Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, 3429 y
3992 que la modifican, y las demás modificaciones de la in-
dicada Le •y, pero,

Considerando que en la sentencia impugnada se expre-
sa lo siguiente en su duodécimo (12) considerando: "Consi-
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derando, en cuanto a la demanda en intervención forzosa
contra el Estado Dominicano, que los funcionarios encarga_
dos de transcribir las sentencias de adjudicación de inmue,
bles controlan el pago de los impuestos correspondientes an.
tes de proceder a dicha transcripción, hecho este determi-
nante de la traslación de propiedad; que, además, el Procu-
rador Fiscal del Distrito Nacional, actuando en representa.
ción del Estado Dominicano, concluyó, según se ha visto, so-
licitando el rechazamiento de la demanda de que se trata
"por improcedente y mal fundada", lo cual viene a demos-
trar que el interés del Estado ha sido satisfecho; que, por
tales razones procede rechazar la demanda en intervención
forzosa dirigida contra el Estado Dominicano"; que, por otra
parte, la falta de pago del impuesto sobre sucesiones, por
parte de los herederos de la misma, no tiene por resultado
producir la nulidad del procedimiento de embargo incoado
contra uno o varios de los bienes del acervo sucesoral; en
consecuencia, su tercer medio carece, también, de fundamen-
to y debe ser desestimado;

Considerando que la recurrente en el desarrollo del cuar-
to y último medio, alega que, "de conformidad con los prin-
cipios que rigen nuestro derecho hay carencia de base legal
siempre que un tribunal no indique los hechos sobre los cua-
les se apoya para aplicar una disposición de la Ley, y sobre
todo si desconoce una serie de hechos como en el caso ocu-
rrente, para hacer esa aplicación" . . . que es obvio que el fa-
llo impugnado ha incurrido en una evidente falta de base
legal al desconocer los verdaderos hechos de la causa y no
sólo desconocer sino darle una calificación distinta de la que
le corresponde; pero,

Considerando que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que ella contiene una exposición comple-
ta de los hechos y circunstancias de la causa, sin desnatural i

-zación alguna, ofreciendo motivos pertinentes, que justifi-
can su dispositivo, lo que ha permitido a la Suprema Corte
de Justicia verificar que la Corte a-qua no ha incurrido en
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los vicios señalados, por lo cual, el último medio, igual que
los anteriores, carece de fundamento y debe ser desesti-

mado;
por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-

ción interpuesto por Herminia Patria Henríquez Martínez
de Fabián o de Benítez, contra la sentencia civil dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 6 de octubre de
1965, cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago de
las costas, ordenando la distracción de las causadas a Ana
Sandra Castro de Gerardino, en provecho de los Licdos.
Salvador Espinal Miranda y César A. de Castro Guerra,
por haberlas avanzado en su totalidad; y las causadas a Al-
cides García Lluberes, en provecho del Lic. Horacio Casti-
llo C., por haberlas avanzado en su totalidad.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejeda.— F. E. Ravelo
de la Fuentt.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.- - Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado) : Ernesto Curiel hijo.
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derando, en cuanto a la demanda en intervención forzosa
contra el Estado Dominicano, que los funcionarios encarga..
dos de transcribir las sentencias de adjudicación de inmue-
bles controlan el pago de los impuestos correspondientes an.
tes de proceder a dicha transcripción, hecho este determi-
nante de la traslación de propiedad; que, además, el Procu-
rador Fiscal del Distrito Nacional, actuando en representa.
ción del Estado Dominicano, concluyó, según se ha visto, so-
licitando el rechazamiento de la demanda de que se trata
"por improcedente y mal fundada", lo cual viene a demos-
trar que el interés del Estado ha sido satisfecho; que, por
tales razones procede rechazar la demanda en intervención
forzosa dirigida contra el Estado Dominicano"; que, por otra
parte, la falta de pago del impuesto sobre sucesiones, por
parte de los herederos de la misma, no tiene por resultado
producir la nulidad del procedimiento de embargo incoado
contra uno o varios de los bienes del acervo sucesoral; en
consecuencia, su tercer medio carece, también, de fundamen-
to y debe ser desestimado;

Considerando que la recurrente en el desarrollo del cuar-
to y último medio, alega que, "de conformidad con los prin-
cipios que rigen nuestro derecho hay carencia de base legal
siempre que un tribunal no indique los hechos sobre los cua-
les se apoya para aplicar una disposición de la Ley, y sobre
todo si desconoce una serie de hechos como en el caso ocu-
rrente, para hacer esa aplicación" . . . que es obvio que el fa-
llo impugnado ha incurrido en una evidente falta de base
legal al desconocer los verdaderos hechos de la causa y no
sólo desconocer sino darle una calificación distinta de la que
le corresponde; pero,

Considerando que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que ella contiene una exposición comple-
ta de los hechos y circunstancias de la causa, sin desnaturali-
zación alguna, ofreciendo motivos pertinentes, que justifi-
can su dispositivo, lo que ha permitido a la Suprema Corte
de Justicia verificar que la Corte a-qua no ha incurrido en

los vicios señalados, por lo cual, el último medio, igual que

los anteriores, carece de fundamento y debe ser desesti-

/nado;
por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-

ción interpuesto por Herminia Patria Henríquez Martínez
de Fabián o de Benítez, contra la sentencia civil dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 6 de octubre de
1 965, cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago de
las costas, ordenando la distracción de las causadas a Ana
Sandra Castro de Gerardino, en provecho de los Licdos.
Salvador Espinal Miranda y César A. de Castro Guerra,
por haberlas avanzado en su totalidad; y las causadas a Al-
cides García Lluberes, en provecho del Lic. Horacio Casti-
llo C., por haberlas avanzado en su totalidad.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejeda.— F. E. Ravelo
de la Fuentt.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joaquín M. Alva-
rez Perelló.- - Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado) : Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE NOVIEMBRE DEL 1967
Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, e, ro

cha 28 de octubre de 1966.

Materia: Correccional.

Recurrente: Juan Ramírez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almán-
zar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 27 de noviembre del año
1967, años 1249 de la Independencia y 1059 de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Ram:-
rez, dominicano, mayor de edad, domiciliado en el Ensan-
che Espaillat, calle No. 15, casa No. 26, de esta ciudad, con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en atribuciones correc r4onales, en fecha 28 de
octubre de 1966, cuyo dispositivo se cenia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera l de

la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Salvador
0ornielle hijo, en representación del recurrente, en fecha 28
de octubre de 1966, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 42, 405, 406 y 408 del Código Pe-
nal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
apoderada regularmente la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó una
sentencia en fecha 15 de abril de 1966, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado
en la audiencia celebrada en fecha 25 de marzo del año
1966, contra el nombrado Juan Ramírez, de generales ig-
noradas, por no haber comparecido a dicha audiencia no obs-
tante haber sido regularmente citado; SEGUNDO: Declara
al nombrado Juan Ramírez, culpable del delito de haber
violado el artículo No. 408 del Código Penal (Abuso de Con-
fianza), en perjuicio de José de la Cruz, y, en consecuencia,
e le condena a sufrir la pena de Un (1) Año de Prisión Co-

rreccional y al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro
RDS50.00) ; TERCERO: Declara buena y válida, cuanto a

la forma, la constitución en parte civil, intentada por el se-
ñor José de la Cruz, por conducto de su abogado constituido,
Dr. Danilo Montes de Oca, en contra del prevenido Juan Ra-
mírez; CUARTO: Condena al prevenido Juan Ramírez, a pa-
garle inmediatamente al señor José de la Cruz, la suma in-
demnizatoria de Ochocientos Pesos Oro (RD$800 00), como
justa reparación por los daños morales y materiales sufridos
por dicha parte civil constituida, a consecuencia del hecho
delictuoso cometido por el mencionado prevenido Juan Ra-
mírez; QUINTO: Condena al prevenido Juan Ramírez, al pa-
go de las costas penales y civiles del procedimiento, con dis-
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE NOVIEMBRE DEL 1961

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
cha 28 de octubre de 1966.

Materia: Correccional.

Recurrente: Juan Ramírez.

4111

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas Almán-
zar, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guz-
mán, Distrito Nacional, hoy día 27 de noviembre del año
1967, años 1249 de la Independencia y 1059 de la Restaura-
ción, dicta en audiencia pública, como corte de casación, la
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Ramí-
rez, dominicano, mayor de edad, domiciliado en el Ensan-
che Espaillat, calle No. 15, casa No. 26, de esta ciudad, con-
tra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en atribuciones correccionales, en fecha 28 de
octubre de 1966, cuyo dispositivo se ecpia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera l de

la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Salvador
cornielle hijo, en representación del recurrente, en fecha 28
de octubre de 1966, en la cual no se invoca ningún medio de-
terminado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 42, 405, 406 y 408 del Código Pe-
nal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
apoderada regularmente la Primera Cámara Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó una
sentencia en fecha 15 de abril de 1966, cuyo dispositivo dice
así: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado
en la audiencia celebrada en fecha 25 de marzo del año
1966, contra el nombrado Juan Ramírez, de generales ig-
p oradas, por no haber comparecido a dicha audiencia no obs-
lante haber sido regularmente citado; SEGUNDO: Declara

'11 nombrado Juan Ramírez, culpable del delito de haber
violado el artículo No. 408 del Código Penal (Abuso de Con-
fianza), en perjuicio de José de la Cruz, y, en consecuencia,
se le condena a sufrir la pena de Un (1) Año de Prisión Co-
rreccional y al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro
RD850.00) ; TERCERO: Declara buena y válida, cuanto a

la forma, la constitución en parte civil, intentada por el se-
ñor José de la Cruz, por conducto de su abogado constituido,
Dr. Danilo Montes de Oca, en contra del prevenido Juan Ra-
mírez; CUARTO: Condena al prevenido Juan Ramírez, a pa-
garle inmediatamente al señor José de la Cruz, la suma in-
demnizatoria de Ochocientos Pesos Oro (RDS800 00), como
justa reparación por los daños morales y materiales sufridos
por dicha parte civil constituida, a consecuencia del hecho
delictuoso cometido por el mencionado prevenido Juan Ra-
mírez; QUINTO: Condena al prevenido Juan Ramírez, al pa-
go de las costas penales y civiles del procedimiento, con dis-
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tracción de las últimas en provecho del Dr. Danilo Montes
de Oca, abogado de la parte civil constituída, quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que sobre apela_
ción del recurrente, la Corte a-qua dictó una primera sen.
tencia en defecto, en fecha 6 de septiembre de 1966, cuyo
dispositivo figura copiado en el de la sentencia impugnada;
c) que sobre oposición del recurrente, la Corte a-qua, dictó
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra el
nombrado Juan Ramírez, por no haber comparecido a la au-
diencia pará*la cual fue legalmente citado; SEGUNDO: Se
declara nulo y sin efecto el recurso de oposición interpuesto
por el prevenido Juan Ramírez, contra sentencia dictada por
esta Corte de Apelación en fecha 6 de septiembre de 1966,
cuyo dispositivo copiado textualmente dice: 'Falla: Primero:
Declara regular y válido en la forma, el presente recurso de
apelación interpuesto por el prevenido Juan Ramírez por ha-
ber sido interpuesto conforme las normas procedin:entales;
Segundo: Pronuncia el defecto contra el .prevenido Juan Ra-
mírez, por no haber comparecido a esta audiencia para la
cual fue legalmente citado; Tercero: Confirma la sentencia
apelada, dictada en atribuciones correccionales por la Prime-
ra Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 15 del mes de abril de 1966, cu-
yo dispositivo copiado textualmente dice así: 'Falla: Prime-
ro: Ratifica el defecto pronunciado en la audiencia celebrada
en fecha 25 de marzo del año 1966, contra el nombrado
Juan Ramírez, de generales ignoradas, por no haber com-
parecido a dicha audiencia no obstante haber sido regular-
mente citado; Segundo: Declara al nombrado Juan Ramí-
rez, culpable del delito de haber violado el artículo 408 del
Código Penal (Abuso de Confianza), en perjuicio de José
de la Cruz, y, en consecuencia, se condena a sufrir la pena de
Un (1) Año de Prisión Correccional y al pago de un i multa
de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) ; Tercero: Decliira bue-
na y válida, en cuanto a la forma, la constitución en parte
civil, intentada por el señor José de la Cruz, por conducto de

su abogado constituido, Dr. Danilo Montes de Oca, en contra
del prevenido Juan Ramírez, a pagarle inmediatamente al
,eñor José de la Cruz, la suma indemnizatoria de Ochocien-
tos Densos Oro (RD$800.00), como justa reparación por los
daños morales y materiales sufridos por dicha parte civil
constituida, a consecuencia del hecho delictuoso cometido
por el mencionado prevenido Juan Ramírez; Quinto: Conde-
na al prevenido Juan Ramírez, al pago de las costas penales

civiles del procedimiento con distracción de las últimas en
provecho del Dr. Danilo Montes de Oca, abogado de la par-
te civil constituída, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte'; Tercero: Condena al prevenido al pago de las
costas'; TERCERO: Condena al prevenido Juan Ramírez,
al pago de las costas";

En cuanto a la sentencia del 28 de octubre de 1966.

Considerando que por aplicación del artículo 188 del Có-
digo de Procedimiento Criminal el recurso de oposición con-
tra una sentencia en defecto, será nulo si el oponente no
comparece a la audiencia fijada para conocer de dicho re-
curso, no obstante haber sido legalmente citado; que en la
especie, según resulta del examen del fallo impugnado y de
los documentos a que él se refiere, el prevenido Juan Ramí-
rez, hoy recurrente en casación, hizo oportunamente oposi-
ción contra el fallo dictado en defecto en su contra, por la
Corte a-qua en fecha 6 de septiembre de 1966, pero no com-
pareció a la audiencia celebrada para conocer de su recurso,
no obstante haber sido legalmente citado; que su recurso de
oposición fue declarado nulo, previa las conclusiones que for-
muló en ese sentido el ministerio público; que, en tales condi-
ciones, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del texto
citado, por lo cual el recurso de casación interpuesto carece
de fundamento y debe ser rechazado;

En cuanto a la sentencia de fecha 6 de sentiembre
de 1966

Considerando que en materia penal, cuando se rechaza
un recurso de casación contra una sentencia que declara
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tracción de las últimas en provecho del Dr. Danilo Montes
de Oca, abogado de la parte civil constituida, quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que sobre apela-
ción del recurrente, la Corte a-qua dictó una primera sen.
tencia en defecto, en fecha 6 de septiembre de 1966, cuyo
dispositivo figura copiado en el de la sentencia impugnada;
c) que sobre oposición del recurrente, la Corte a-qua, dictó
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra el
nombrado Juan Ramírez, por no haber comparecido a la au-
diencia parada cual fue legalmente citado; SEGUNDO: Se
declara nulo y sin efecto el recurso de oposición interpuesto
por el prevenido Juan Ramírez, contra sentencia dictada por
esta Corte de Apelación en fecha 6 de septiembre de 1966,
cuyo dispositivo copiado textualmente dice: 'Falla: Primero:
Declara regular y válido en la forma, el presente recurso de
apelación interpuesto por el prevenido Juan Ramírez por ha-
ber sido interpuesto conforme las normas procedimentales;
Segundo: Pronuncia el defecto contra el prevenido Juan Ra-
mírez, por no haber comparecido a esta audiencia para la
cual fue legalmente citado; Tercero: Confirma la sentencia
apelada, dictada en atribuciones correccionales por la Prime-
ra Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, en fecha 15 del mes dé abril de 1966, cu-
yo dispositivo copiado textualmente dice así: Talla: Prime-
ro: Ratifica el defecto pronunciado en la audiencia celebrada
en fecha 25 de marzo del año 1966, contra el nombrado
Juan Ramírez, de generales ignoradas, por no haber com-
parecido a dicha audiencia no obstante haber sido regular-
mente citado; Segundo: Declara al nombrado Juan Ramí-
rez, culpable del delito de haber violado el artículo 408 del
Código Penal (Abuso de Confianza), en perjuicio de José
de la Cruz, y, en consecuencia, se condena a sufrir la pena de
Un (1) Año de Prisión Correccional y al pago de un( multa
de Cincuenta Pesos Oro (RD$50.00) ; Tercero: Decli ra bue-
na y válida, en cuanto a la forma, la constitución ( n parte
civil, intentada por el señor José de la Cruz, por conducto de

su abogado constituido, Dr. Danilo Montes de Oca, en contra
del prevenido Juan Ramírez, a pagarle inmediatamente al

eilor José de la Cruz, la suma indemnizatoria de Ochocien-
tos Pensos Oro (RD$800.00), como justa reparación por los
daños morales y materiales sufridos por dicha parte civil
constituida, a consecuencia del hecho delictuoso cometido
por el mencionado prevenido Juan Ramírez; Quinto: Conde-
na al prevenido Juan Ramírez, al 'pago de las costas penales
y civiles del procedimiento con distracción de las últimas en
provecho del Dr. Danilo Montes de Oca, abogado de la par-
te civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte'; Tercero: Condena al prevenido al pago de las
costas'; TERCERO: Condena al prevenido Juan Ramírez,
al pago de las costas";

En cuanto a la sentencia del 28 de octubre de 1966.

Considerando que por aplicación del artículo 188 del Có-
digo de Procedimiento Criminal el recurso de oposición con-
tra una sentencia en defecto, será nulo si el oponente no
comparece a la audiencia fijada para conocer de dicho re-
curso, no obstante haber sido legalmente citado; que en la
especie, según resulta del examen del fallo impugnado y de
los documentos a que él se refiere, el prevenido Juan Ramí-
rez, hoy recurrente en casación, hizo oportunamente oposi-
ción contra el fallo dictado en defecto en su contra, por la
Corte a-qua en fecha 6 de septiembre de 1966, pero no com-
pareció a la audiencia celebrada para conocer de su recurso,
no obstante haber sido legalmente citado; que su recurso de
oposición fue declarado nulo, previa las conclusiones que for-
muló en ese sentido el ministerio público; que, en tales condi-
ciones, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del texto
citado, por lo cual el recurso de casación interpuesto carece
de fundamento y debe ser rechazado;

En cuanto a la sentencia de fecha 6 de sentiembre
de 1966

Considerando que en materia penal, cuando se rechaza
un recurso de casación contra una sentencia que declara

1

1
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nula una oposición, debe reputarse que el recurso se extien.
de a la sentencia en defecto contra la cual se hizo la opo.
sición;

Considerando que en cuanto al fondo de la prevención,
que fue resuelto en la sentencia del 6 de septiembre de 1966,
la Corte a-qua, mediante la ponderación de los elementos de
prueba regularmente administrados en la instrucción de la
causa, dio por establecido: a) que en fecha 1 9 de marzo de
1965. José le_ la Cruz presentó querella por ante el Procura.
dor Fiscal NI Distrito Nacional contra Juan Ramírez por el
delito de abuso de confianza, por el hecho de haber éste dis-
puesto de cuatro cerdos propiedad del primero y depositados
en las manos del prevenido por el Procurador Fiscal; b) que
dicho prevenido fue requerido por el Fiscal a entregar los
cuatro cerdos que recibiera en depósito; y c) que no hizo en-
trega de los mismos;

Considerando que los hechos así establecidos constitu-
yen el delito de abuso de confianza previsto por el artículo
408 del Código Penal y castigado por el artículo 406 del mis-
mo Código con prisión correccional de uno a dos años y mul-
ta que no bajará de cincuenta pesos, ni excederá el tanto de
la tercera parte de las indemnizaciones y restituciones que
se deban al agraviado, pudiendo pronunciarse las penas ac-
cesorias de inhabilitación indicadas en el artículo 42 de di-
cho Código; que, en consecuencia, la Corte a-qua al conde-
nar al prevenido, después de declararlo culpable del indica-
do delito, a un año de prisión correccional y al pago de una
multa de cincuenta pesos, hizo una correcta aplicación de
la Ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones eh iles, que
la Corte a-qua dio por establecido que José de la Cruz par-
te civil constituida, sufrió a causa del delito cometido por el
prevenido, daños morales y materiales cuyo monto apreció
soberanamente en RD$800.00; que, por tanto, al condenar a
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dich o vrevenido al pago de esa suma en provecho de la parte
civil constituida, a título de indemnización, la referida Corte
tilo, en la especie, una correcta aplicación del artículo 1382

del Código Civil;
Coniderando que examinada en sus demás aspectos, la

sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al inte-
rés del prevenido, ningún vicio que amerite su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Juan Ramírez contra sentencia de la
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus atri-
buciones correccionales en fecha 28 de octubre de 1966, cu-
yo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara las costas de oficio.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

wit



2282	 BOLETIN JUDICIAL

nula una oposición, debe reputarse que el recurso se extien.
de a la sentencia en defecto contra la cual se hizo la opa
sición;

Considerando que en cuanto al fondo de la prevención,
que fue resuelto en la sentencia del 6 de septiembre de 1966,
la Corte a-qua, mediante la ponderación de los elementos
prueba regularmente administrados en la instrucción de
causa, dio por establecido: a) que en fecha 1 9 de marzo de
1965, José ejf la Cruz presentó querella por ante el Procurar
dor Fiscal lel Distrito Nacional contra Juan Ramírez por el
delito de abuso de confianza, por el hecho de haber éste dis-
puesto de cuatro cerdos propiedad del primero y depositados
en las manos del prevenido por el Procurador Fiscal; b) que
dicho prevenido fue requerido por el Fiscal a entregar los
cuatro cerdos que recibiera en depósito; y c) que no hizo en-
trega de los mismos;

Considerando que los hechos así, establecidos constitu-
yen el delito de abuso de confianza previsto por el articule
408 del Código Penal y castigado por el artículo 406 del mis-
mo Código con prisión correccional de uno a dos años y mul-
ta que no bajará de cincuenta pesos, ni excederá el tanto dé.
la tercera parte de las indemnizaciones y restituciones que'
se deban al agraviado, pudiendo pronunciarse las penas ac-
cesorias de inhabilitación indicadas en el artículo 42 de di-
cho Código; que, en consecuencia, la Corte a-qua al conde-
nar al prevenido, después de declararlo culpable del indica-
do delito, a un año de, prisión correccional y al pago de una
multa de cincuenta pesos, hizo una correcta aplicación de
la Ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones iles, que
la Corte a-qua dio por establecido que José de la Cruz par-
te civil constituida, sufrió a causa del delito cometido por el
prevenido, daños morales y materiales cuyo monto apreció
soberanamente en RD$800.00; que, por tanto, al condenar a..
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d
icho 'prevenido al pago de esa suma en provecho de la parte

Civil 
constituida, a título de indemnización, la referida Corte
en la especie, una correcta aplicación del artículo 1382

del Código Civil;
de	 o que examinada en sus demás aspectos, la

sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al inte-
rés del prevenido, ningún vicio que amerite su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Juan Ramírez contra sentencia de la

Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en sus atri-
buciones correccionales en fecha 28 de octubre de 1966, cu-

yo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara las costas de oficio.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, (le je.
cha 30 de junio de 1967.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticiá, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel
D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, a los 29 días del mes de Noviembre de 1967, años 124v
de la Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por René La
Llave, natural de Puerto Rico, mayor de edad, casado, ma-
rino mercante, residente en Mayagüez, Puerto Rico; Pablo
La Llave, natural de Puerto Rico, mayor de edad, residente
en Mayagüez, Puerto Rico; José L. Morales Pérez, natural
de Puerto Rico, mayor de edad, soltero, marino, residente en
Puerto Rico, y Eddie Montero, natural de Puerto Rico, m a

-yor de edad, soltero, marino, residente en Puerto Rico, con
-tra la sentencia incidental, dictada por la Corte de Apela-

cori de Santo Domingo en fecha 30 de junio de 1967 y en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo figura copiado
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a-qua, en fecha 30 de junio de 1967 y a
requerimiento del Lic. Federico Nina hijo, abogado, cédula
No. 670, serie 23, actuando en representación de los citados
recurrentes;

Visto el memorial de casación que, por el antedicho abo-
gado de los recurrentes, suscribe el Doctor Luis Silvestre
Nina Mota, abogado, y que en fecha 11 de octubre de 1967
fue depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Jus-
ticia, memorial cuyos medios se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 5 de la Constitución; 1 y siguien-
tes de la Ley 3342 de 1952, sobre Aguas Territoriales de la
República; 189 y 194 del Código de Procedimiento Criminal;
141 y 302 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que mediante
oficio No. 147, de fecha 11 de febrero de 1967, suscrito por
el Doctor Francisco Terrero Peña, Primer Teniente P. N.,
fue remitido al Procurador Fiscal del Distrito Judicial de
Barahona el sometimiento a la acción de la justicia de René
La Llave Ortiz y compartes, inculpados del delito de contra-
bando; b) que el Juzgado de Primera Instancia de ese Distri-
to Judicial, regularmente apoderado por el Ministerio Pú-
blico, dictó una sentencia, cuyo dispositivo reza así: "Falla:
Primero: que debe habilitar y habilita, el día 22 de marzo del

Materia: Correccional. (Contrabando).

Recurrente: René la Llave Ortiz y compartes.
Abogado: Lic. Federico Nina hijo.

II
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ción de Santo Domingo en fecha 30 de junio de 1967 y en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo figura copiado
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a-qua, en fecha 30 de junio de 1967 y a
requerimiento del Lic. Federico Nina hijo, abogado, cédula
No. 670, serie 23, actuando en representación de los citados
recurrentes;

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henriquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel
D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, a los 29 días del mes de Noviembre de 1967, años 124v
de la Independencia y 1059 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por René La
Llave, natural de Puerto Rico, mayor de edad, casado, ma-
rino mercante, residente en Mayagüez, Puerto Rico; Pablo
La Llave, natural de Puerto Rico, mayor de edad, residente
en Mayagüez, Puerto Rico; José L. Morales Pérez, natural
de Puerto Rico, mayor de edad, soltero, marino, residente en
Puerto Rico, y Eddie Montero, natural de Puerto Rico, m a

-yor de edad, soltero, marino, residente en Puerto Rico, con-
tra la sentencia incidental, dictada por la Corte de Apela"

Visto el memorial de casación que, por el antedicho abo-
gado de los recurrentes, suscribe el Doctor Luis Silvestre
Nina Mota, abogado, y que en fecha 11 de octubre de 1967
fue depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Jus-
ticia, memorial cuyos medios se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 5 de la Constitución; 1 y siguien-
tes de la Ley 3342 de 1952, sobre Aguas Territoriales de la
República; 189 y 194 del Código de Procedimiento Criminal;
141 y 302 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

•	 Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que mediante
oficio No. 147, de fecha 11 de febrero de 1967, suscrito por
el Doctor Francisco Terrero Peña, Primer Teniente P. N.,
fue remitido al Procurador Fiscal del Distrito Judicial de
Barahona el sometimiento a la acción de la justicia de René
La Llave Ortiz y compartes, inculpados del delito de contra-
bando; b) que el Juzgado de Primera Instancia de ese Distri-
to Judicial, regularmente apoderado por el Ministerio Pú-
blico, dictó una sentencia, cuyo dispositivo reza así: "Falla:
Primero: que debe habilitar y habilita, el día 22 de marzo del
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año 1967, para la lectura del fallo del expediente a cargo de
los nombrados René La Llave Ortiz, José Morales Pérez
Edwin Montero, Pablo La Llave, Agustín Sánchez (a) pa:
po, Manuel Sánchez, José Benjamín Bautista Pérez, Julio
Sánchez (Chiningo), Amancio Ramírez, José Calderón

José Francisco Batista de la Paz, Raúl E. Mejía, Carlos
A. Pérez (a) Cabo Muelle, Miguel Reyes Jiménez, Fausto
Esteban Ayala, Miguel Montero y Montero, Federico Es_
pinosa (La Cotorra), Antonio Hernández, Luis Méndez (Ca-
niquín), inculpados de violación a la ley 3489, sobre régimen
de contrabálidos y sus modificaciones; Segundo: Que debe
desglosar y desglosa, en cuanto a Julio Sánchez (Chinin-
go), prófugo de la Justicia por no haber sido citado legal-
mente; Tercero: Que debe declarar y declara a los nombra-

*y dos René La Llave, José Morales Pérez, Edwin Montero, Pa-
blo La Llave, Amancio Ramírez, José Calderón Kelly, José
Francisco Batista de la Paz, Fausto Esteban Ayala y Miguel
Montero y Montero, de generales que constan, culpables del
delito de violación a la Ley No. 3489, sobre régimen de
Aduanas y sus modificaciones, los cuatro primeros como
Autores y los Restantes como Cómplices y en consecuencia
los condena a un año de prisión correccional cada uno y al
pago de una multa de RD$409,666.00, solidariamente com-
pensable en caso de insolvencia con un año de prisión cada
uno; Cuarto: Que debe declarar y declara a los nombrados
Agustín Sánchez (a) Papo, Miguel Sánchez, José Benjamín
Bautista Pérez, Raúl E. Mejía, Carlos A. Pérez (a) Cabo
de Muelle, Federico Espinosa (La Cotorra), Miguel Jimé-
nez Reyes, Antonio Hernández Jiménez y Luis Méndez (Ca-
niquín), de generales anotadas, no culpables de violación a la
Ley No. 3489 sobre Régimen de Aduanas y sus modificacio-
nes, y en consecuencia se descarga los tres primeros por
insuficiencias de pruebas y los demás por no haber cometi-
do el hecho; Quinto: Que debe Condenar y Condena, a los
nombrados René La Llave Ortiz, José Morales Pérez, Edwin
Montero, Pablo La Llave, Amancio Ramírez, José Calderón
Pérez, José Francisco Batista de la Paz, Fausto Esteban

Ayala y Miguel Montero y Montero, al pago de las costas;
sexto: Que debe Declarar y Declara las costas de oficio en
cuanto a los nombrados Agustín Sánchez (a) Papo, Manuel
gnchez, José Benjamín Bautista, Raúl E. Mejía, Carlos A.
Pérez (Vicente Cabo Muelle), Federico Espinosa (La Coto-
rra), Miguel Reyes Jiménez, Antonio Hernández Jiménez y
Luis Méndez (Caniquín) ; Séptimo: Que debe comisar y co-
rnisa los 77 bultos de mercancías y ropas confeccionadas, la
lancha "Swan" de matrícula Americana, el camión Interna-
cional color rojo, placa No. 64294, y el camión marca Toyo-
ta placa No. 61289; Octavo: Se ordena la devolución del Sta-
tion Wagon marca Taunus a su legítimo dueño Agustín Sán-
chez (a) Papo, después de transcurrir los plazos procesales;
Noveno: Que debe inhabilitar a los nombrados Fausto Este-
ban Ayala, Manuel Montero y Montero por el término de dos
(2) años para el desempeño de cualquier función o empleo
público"; c) que por no estar conformes con esta sentencia,
interpusieron, respectivamente recurso de apelación el Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Barahona, el Procura-
dor General de la Corte de Apelación de Barahona y los pre-
venidos Miguel Montero, Fausto E. Ayala, José Fco. Batista
de la Paz (a) Chucha, Amancio Ramírez, José Calderón Ke-
lly, René La Llave Ortiz, Pablo La Llave, Edwin Montero y
José Morales Pérez, levantándose las actas de apelación co-
rrespondientes, cuyas copias certificadas obran en el expe-
diente; d) que por la sentencia que en fecha 9 de mayo de
1967, dictada por esta Suprema Corte de Justicia, se orde-
nó la declinatoria, por causa de seguridad pública, del proce-
so a cargo de Benjamín Bautista Pérez y compartes, incul-
pados del delito de contrabando, de la Corte de Apelación de
Barahona a la Corte de Apelación de Santo Domingo; e)
que, fijada por la Corte de Apelación de Santo Domingo la
audiencia pública del día 8 del mes de junio de 1967, este tri-
bunal de alzada dictó en la misma fecha una sentencia pre-
paratoria, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero:
Reenvía el conocimiento de la causa seguida contra René La
Llave y compartes, prevenido del delito de contrabando pa-lio,
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año 1967, para la lectura del fallo del expediente a cargo de
los nombrados René La Llave Ortiz, José Morales Pérez
Edwin Montero, Pablo La Llave, Agustín Sánchez (a) pa-
po, Manuel Sánchez, José Benjamín Bautista Pérez, julio
Sánchez (Chiningo), Amancio Ramírez, José Calderón

José Francisco Batista de la Paz, Raúl E. Mejía, Carlos
A. Pérez (a) Cabo Muelle, Miguel Reyes Jiménez, Fausto
Esteban Ayala, Miguel Montero y Montero, Federico Es..
pinosa (La Cotorra), Antonio Hernández, Luis Méndez (Ca-
niquín), inculpados de violación a la ley 3489, sobre régimen
de contrabátdos y, sus modificaciones; Segundo: Que debe
desglosar y desglosa, en cuanto a Julio Sánchez (Chinin-
go), prófugo de la Justicia por no haber sido citado legal-
mente; Tercero: Que debe declarar y declara a los nombra-

, dos René La Llave, José Morales Pérez, Edwin Montero, Pa-
blo La Llave, Amancio Ramírez, José Calderón Kelly, José
Francisco Batista de la Paz, Fausto Esteban Ayala y Miguel
Montero y Montero, de generales que constan, culpables del
delito de violación a la Ley No. 3489, sobre régimen de
Aduanas y sus modificaciones, los cuatro primeros como
Autores y los Restantes como Cómplices y en consecuencia
los condena a un año de prisión correccional cada uno y al
pago de una multa de RD$409,666.00, solidariamente com-
pensable en caso de insolvencia con un año de prisión cada
uno; Cuarto: Que debe declarar y declara a los nombrados
Agustín Sánchez (a) Papo, Miguel Sánchez, José Benjamín
Bautista Pérez, Raúl E. Mejía, Carlos A. Pérez (a) Cabo
de Muelle, Federico Espinosa (La Cotorra), Miguel Jimé-
nez Reyes, Antonio Hernández Jiménez y Luis Méndez (Ca-
niquín), de generales anotadas, no culpables de violación a la
Ley No. 3489 sobre Régimen de Aduanas y sus modificacio-
nes, y en consecuencia se descarga los tres primeros por
insuficiencias de pruebas y los demás por no haber cometi-
do el hecho; Quinto: Que debe Condenar y Condena, a los
nombrados René La Llave Ortiz, José Morales Pérez, Edwin
Montero, Pablo La Llave, Amancio Ramírez, José Calderón
Pérez, José Francisco Batista de la Paz, Fausto Esteban-'

mala y Miguel Montero y Montero, al pago de las costas;
sexto: Que debe Declarar y Declara las costas de oficio en
cuanto a los nombrados Agustín Sánchez (a) Papo, Manuel
Sánchez, José Benjamín Bautista, Raúl E. Mejía, Carlos A.
Pérez (Vicente Cabo Muelle), Federico Espinosa (La Coto-

Miguel Reyes Jiménez, Antonio Hernández Jiménez y

rmisa
Luis Méndez (Caniquín); Séptimo: Que debe comisar y co-

,

los 77 bultos de mercancías y ropas confeccionadas, la
lancha "Swan" de matrícula Americana, el camión Interna-
ciona l color rojo, placa No. 64294, y el camión marca Toyo-
ta placa No. 61289; Octavo: Se ordena la devolución del Sta-
tion Wagon marca Taunus a su legítimo dueño Agustín Sán-
chez (a) Papo, después de transcurrir los plazos procesales;
Noveno: Que debe inhabilitar a los nombrados Fausto Este-
ban Ayala, Manuel Montero y Montero por el término de dos
(2) años para el desempeño de cualquier función o empleo
público"; c) que por no estar conformes con esta sentencia,
interpusieron, respectivamente recurso de apelación el Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Barahona, el Procura-
dor General de la Corte de Apelación de Barahona y los pre-
venidos Miguel Montero, Fausto E. Ayala, José Fco. Batista
de la Paz (a) Chucha, Amancio Ramírez, José Calderón Ke-
lly, René La Llave Ortiz, Pablo La Llave, Edwin Montero y
José Morales Pérez, levantándose las actas de apelación co-
rrespondientes, cuyas copias certificadas obran en el expe-
diente; d) que por la sentencia que en fecha 9 de mayo de
1967, dictada por esta Suprema Corte de Justicia, se orde-
nó la declinatoria, por causa de seguridad pública, del proce-
so a cargo de Benjamín Bautista Pérez y compartes, incul-
pados del delito de contrabando, de la Corte de Apelación de
Barahona a la Corte de Apelación de Santo Domingo; e)
que, fijada por la Corte de Apelación de Santo Domingo la
audiencia pública del día 8 del mes de junio de 1967. este tri-
bunal de alzada dictó en la misma fecha una sentencia pre-
paratoria, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero:
Reenvía el conocimiento de la causa seguida contra René La
Llave y compartes, prevenido del delito de contrabando pa-
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ra la audiencia pública que celebrará esta Corte en atribu-
ciones correccionales el día jueves veintinueve del mes de
junio del año mil novecientos sesenta y siete, a las nueve ho-
ras de la mañana, a fin de citar en la puerta de este tribunal
a los nombrados Agustín Sánchez, Manuel Sánchez, Raúl E.
Mejía y Carlos A. Pérez; Segundo: La presente sentenci . va-
le citación para comparecer a la audiencia arriba indicada a
los acusados René La Llave, José Morales Pérez, Edwin Mon-
tero, Pablo La Llave, Amancio Ramírez, José Calderón Ke-
lly, Fausto Esteban Ayala, Miguel Montero, José Francisco
Batista de lalpaz, Federico Espinosa, Miguel Jiménez, Anto-
nio Hernández Jiménez, Julio Sánchez, y los testigos Ricar-
do Andújar, Belarminio Reyes Vargas, Francisco González,
Andrés Bolívar Cedeño, Nicolás González, José Altagracia
,Modesto, Donato Acosta Hernández, Máximo Antonio Acos-
ta, Julio César Ortiz, Narciso Hernández Núñez, Ceferino
Sánchez, Manelix Vinicio Gómez, Alberto Román y Nicolás
Feliz, quienes se encuentran presentes al dictarse esta sen-
tencia; y Tercero: Reserva las costas"; f) que en la audien-
cia del día 29 de junio de 1967, después de ser oídos los tes-
tigos José Altagracia Modesto Cuesta, Donato Acosta Her-
nández, Julio César Ortiz Peña y Narciso Hernández Núñez,
el Magistrado Juez-Presidente suspendió la instrucción de la
causa para proseguirla el día 30 del mes de junio, a las nue-
ve horas de la mañana; g) que en la audiencia celebrada en
esta última fecha por la Corte a-qua, el Licenciado Federico
Nina hijo concluyó a nombre de René La Llave, Pablo La
Llave, José L. Morales y Eddie Montero, de esta manera:
"Os ruega, muy respetuosamente, que os plazca fallar: Pri-
mero:— Antes de continuar en el conocimiento del presente
recurso de apelación se ordene un experticio o peritaje que
ofrezca información a la Corte relativamente a si el apresa-
miento de la Nave "Swan", y sus tripulantes, se realizó o no
dentro de las aguas territoriales dominicanas; Segundo: De-
signando como expertos o peritos a esos fines, a los señores
Alberto Arvelo hijo, ciudadano dominicano, Ex-Comodoro
de la Marina de Guerra Nacional, domiciliado y residente

en la ciudad de Santo Domingo, y Alex Fernández, ciudada-
no norteamericano, domiciliado y residente en la ciudad de
san Juan, Isla de Puerto Rico, y accidentalmente en esta
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, graduado de
Comandante de Navegación en Escuelas Navales Extranje-
ras, disponiéndose que los dichos peritos presten juramento
por ante el Presidente de esta Honorable Corte de Apela-
ción, y que sean puestos a su disposición los elementos de la
sumaria que puedan ser útiles al ejercicio de sus funciones,
así como disponiendo que la Marina de Guerra Nacional y la
Dirección de Aduanas y Puertos, permitan a dichos expertos
realizar visitas a ambos buques, y el buque "Swan" y el Ba-
rreminas 454, para las investigaciones de lugar; Tercero:
Ordenando que el libro de navegación del Barreminas 454,
sea retenido como parte del expediente, y puesto también a
la disposición de los peritos, para que examinen el asiento y
anotaciones que en dicho libro figuran relativamente al ac-
to de apresamiento, y ofrezcan sus conclusiones sobre tales
anotaciones; Cuarto: Ordenando que dichos expertos compa-
rezcan a la audiencia pública que ha de celebrarse, para la
continuación en el conocimiento de esta causa, el día lunes
diez del próximo mes de julio, o cualquiera otra fecha que
os plazca fijar, a fin de presentar en dicha audiencia, infor-
me oral, pública y contradictoria, el informe correspondien-
te; y ordenando que a la misma audiencia pública asista el
Comodoro de la Marina de Guerra Nacional, Ramón Emilio
Jiménez hijo, a los fines del esclarecimiento necesario para
el juicio de los hechos que constituyen la prevención, y Quin-
to: disponiendo que los prevenidos recurrentes sean puestos
en libertad sin fianza, de acuerdo con las disposiciones del
artículo 4 ae la Ley No. 1014, bajo la obligación de compa-
recer a todas las audiencias que deban celebrarse en rela-
ción con el juicio del recurso; y Sexto:— reservando las cos-
tas"; h) que ofrecida la palabra al Procurador General de
la Corte a-qua para que dictaminara en relación con las su-
sodichas conclusiones incidentales, lo hizo in-voce de la ma-
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ra la audiencia pública que celebrará esta Corte en atribu-
ciones correccionales el día jueves veintinueve del mes de
junio del año mil novecientos sesenta y siete, a las nueve ho-
ras de la mañana, a fin de citar en la puerta de este tribunal
a los nombrados Agustín Sánchez, Manuel Sánchez, Raúl E.
Mejía y Carlos A. Pérez; Segundo: La presente sentenci- va-
le citación para comparecer a la audiencia arriba indicada a
los acusados René La Llave, José Morales Pérez, Edwin Mon-
tero, Pablo La Llave, Amancio Ramírez, José Calderón Ke-
lly, Fausto Esteban Ayala, Miguel Montero, José Francisco
Batista de la Paz, Federico Espinosa, Miguel Jiménez, Anto-
nio Hernández Jiménez, Julio Sánchez, y los testigos Ricar-
do Andújar, Belarminio Reyes Vargas, Francisco González,
Andrés Bolívar Cedeño, Nicolás González, José Altagracia

4Modesto, Donato Acosta Hernández, Máximo Antonio Acos-
ta, Julio César Ortiz, Narciso Hernández Núñez, Ceferino
Sánchez, Manelix Vinicio Gómez, Alberto Román y Nicolás
Féliz, quienes se encuentran presentes al dictarse esta sen-
tencia; y Tercero: Reserva las costas"; f) que en la audien-
cia del día 29 de junio de 1967, después de ser oídos los tes-
tigos José Altagracia Modesto Cuesta, Donato Acosta Her-
nández, Julio César Ortiz Peña y Narciso Hernández Núñez,
el Magistrado Juez-Presidente suspendió la instrucción de la
causa para proseguirla el día 30 del mes de junio, a las nue-
ve horas de la mañana; g) que en la audiencia celebrada en
esta última fecha por la Corte a-qua, el Licenciado Federico
Nina hijo concluyó a nombre de René La Llave, Pablo La
Llave, José L. Morales y Eddie Montero, de esta manera:
"Os ruega, muy respetuosamente, que os plazca fallar: Pri-
mero:— Antes de continuar en el conocimiento del presente
recurso de apelación se ordene un experticio o peritaje que
ofrezca información a la Corte relativamente a si el apresa-
miento de la Nave "Swan", y sus tripulantes, se realizó o no
dentro de las aguas territoriales dominicanas; Segundo: De-
signando como expertos o peritos a esos fines, a los señores
Alberto Arvelo hijo, ciudadano dominicano, Ex-Comodoro
de la Marina de Guerra Nacional, domiciliado y residente

en la ciudad de Santo Domingo, y Alex Fernández, ciudada-
no norteamericano, domiciliado y residente en la ciudad de
san Juan, Isla de Puerto Rico, y accidentalmente en esta
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, graduado de
Comandante de Navegación en Escuelas Navales Extranje-
ras, disponiéndose que los dichos peritos presten juramento
por ante el Presidente de esta Honorable Corte de Apela-
ción, y que sean puestos a su disposición los elementos de la
sumaria que puedan ser útiles al ejercicio de sus funciones,
así como disponiendo que la Marina de Guerra Nacional y la
Dirección de Aduanas y Puertos, permitan a dichos expertos
realizar visitas a ambos buques, y el buque "Swan" y el Ba-
rreminas 454, para las investigaciones de lugar; Tercero:
Ordenando que el libro de navegación del Barreminas 454,
sea retenido como parte del expediente, y puesto también a
la disposición de los peritos, para que examinen el asiento y
anotaciones que en dicho libro figuran relativamente al ac-
to de apresamiento, y ofrezcan sus conclusiones sobre tales
anotaciones; Cuarto: Ordenando que dichos expertos compa-
rezcan a la audiencia pública que ha de celebrarse, para la
continuación en el conocimiento de esta causa, el día lunes
diez del próximo mes de julio, o cualquiera otra fecha que
os plazca fijar, a fin de presentar en dicha audiencia, infor-
me oral, pública y contradictoria, el informe correspondien-
te; y ordenando que a la misma audiencia pública asista el
Comodoro de la Marina de Guerra Nacional, Ramón Emilio
Jiménez hijo, a los fines del esclarecimiento necesario para
el juicio de los hechos que constituyen la prevención, y Quin-
to: disponiendo que los prevenidos recurrentes sean puestos
en libertad sin fianza, de acuerdo con las disposiciones del
artículo 4 de la Ley No. 1014, bajo la obligación de compa-
recer a todas las audiencias que deban celebrarse en rela-
ción con el juicio del recurso; y Sexto:— reservando las cos-
tas"; h) que ofrecida la palabra al Procurador General de
la Corte a-qua para que dictaminara en relación con las su-
sodichas conclusiones incidentales, lo hizo in-vote de la ma-
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nera siguiente: "Dejamos a la apreciación de la Corte la so_
lución del presente incidente; y que continúe el conocimien.
to de la causa"; i) que sobre tal pedimento la citada Corte
a-qua dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo
reza así: "Falla: Primero: Rechaza las conclusiones ine:dn_
tales formuladas por el Lic. Federico Nina hijo, a nombre
y representación de los prevenidos René La Llave, Pablo La
Llave, José L. Morales y Eddie Montero, en el sentido de que
"se ordene un experticio o peritaje que ofrezca información
a la Corte 4lativamente a si el apresamiento de la Nave
"Swan" y sus tripulantes se realizó o no dentro de las aguas
territoriales dominicanas", por innecesario, y, en consecuen-
cia, ordena la continuación de la causa; y Segundo: Condena

la los ,mencionados prevenidos ,al pago de las costas del pre-
sente'Incidente"; j) que inmediatamente después de pronun-
ciada esta sentencia incidental, el referido Lic. Federico Ni-
na hijo, a nombre de sus representados, interpuso recurso
de casación contra ella y a la vez solicitó que se suspendie-
ra la instrucción de la causa que era celebrada hasta que es-
ta Suprema Corte de Justicia dictara el correspondiente fa-
llo sobre tal recurso; solicitud esta que, no obstante el dicta-
men desfavorable del Ministerio Público y previa delibera-
ción, fue acogida por la Corte a-qua;

Considerando que en el memorial de casación ya indica-
do, los recurrentes invocan los siguientes medios: Primer
Medio: Violación del derecho de defensa, en cuanto la Corte
a-qua ha negado a los recurrentes una medida de instrucción
tendiente a establecer un elemento indispensable en el juicio
para determinar la competencia o incompetencia de los tri-
bunales dominicanos amparados; Segundo Medio: Violación
de las disposiciones del Artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil, y del principio que impone la motivación de las
sentencias a los tribunales correccionales, en cuanto se han
dado motivos deficientes y falsos para justificar la decisión
impugnada; Tercer Medio: Falta de base legal;
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onsiderando que en el desarrollo del primer medio de
casacion fundamentalmente es alegado lo siguiente: que la
Corte a-qua ha violado el derecho de defensa de los recu-
rrentes porque les negó "una medida de instrucción ten-

diente a establecer un elemento indispensable en el juicio
para determinar la competencia o incompetencia de los tri-
bunales dominicanos"; que, "En efecto, la determinación
del lugar en las aguas marítimas en que ocurrió el apresa-
miento, es elemento esencial para atribuir o no competen-
cia a los Tribunales Dominicanos"; que "Cuando el Oficial
Comandante del Buque apresado, y el Oficial Ayudante en-
cargado del radar, afirman, en forma vacilante, que el apre-
samiento se hizo en aguas territoriales dominicanas, y cuan-
do esa afirmación debe ser confirmada por el libro de Na-
vegación, y se comprueba en éste que hubo alteraciones, y
que esas alteraciones concurren, precisamente, en la posi-
ción de las aguas marítimas en que se hizo el apresamiento,
es necesario reconocer que no puede resultar convicción in-
denegable para la jurisdicción de juicio, una prueba tan de-
leznable y que, por consiguiente, cuando los recurrentes,
tripulantes de la nave apresada, alegan que el apresamien-
to ocurrió en aguas extraterritoriales e internacionales, es
decir, agenas a la soberanía dominicana, ha de ser necesa-
rio, por justo y por equitativo y por respeto y acatamiento
a la dignidad humana, y a los derechos humanos, que se
ofrezca a estos recurrentes, apresados en aquel instante y
en condiciones que ellos consideran ilegítimas y contrarias
al derecho internacional, ofrecerles la oportunidad de esta-
blecer la verdadera posición del lugar del apresamiento,
mediante las pruebas técnicas recomendables en tales ca-
sos"; que "Si hay vacilación en la declaración de los apre-
sadores, interesados en mantener la posición legal que ahora
han asumido; si hay incertidumbre en las borraduras y al-
teraciones llevadas al libro de navegación del Barreminas,
precisamente en cuanto a la posición geográfica y a la dis-
tancia de las costas en el momento del apresamiento; si hay
la confesión de tales Oficiales de que esas alteraciones fue-
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nera siguiente: "Dejamos a la apreciación de la Corte la so_
lución del presente incidente; y que continúe el conocimien.
to de la causa"; i) que sobre tal pedimento la citada Corte
a-qua dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo
reza así: "Falla: Primero: Rechaza las conclusiones
tales formuladas por el Lic. Federico Nina hijo, a nombre
y representación de los prevenidos René La Llave, Pablo La
Llave, José L. Morales y Eddie Montero, en el sentido de que
"se ordene un experticio o peritaje que ofrezca información
a la Corte relativamente a si el apresamiento de la Nave
"Swan" y sus tripulantes se realizó o no dentro de las aguas
territoriales dominicanas", por innecesario, y, en consecuen-
cia, ordena la continuación de la causa; y Segundo: Condena

.a los mencionados prevenidos ,al pago de las costas del pre-
sente incidente"; j) que inmediatamente después de pronun-
ciada esta sentencia incidental, el referido Lic. Federico Ni-
na hijo, a nombre de sus representados, interpuso recurso
de casación contra ella y a la vez solicitó que se suspendie-
ra la instrucción de la causa que era celebrada hasta que es-
ta Suprema Corte de Justicia dictara el correspondiente fa-
llo sobre tal recurso; solicitud esta que, no obstante el dicta-
men desfavorable del Ministerio Público y previa delibera-
ción, fue acogida por la Corte a-qna;

Considerando que en el memorial de casación ya indica-
do, los recurrentes invocan los siguientes medios: Primer
Medio: Violación del derecho de defensa, en cuanto la Corte
a-qua ha negado a los recurrentes una medida de instrucción
tendiente a establecer un elemento indispensable en el juicio
para determinar la competencia o incompetencia de los tri-
bunales dominicanos amparados; Segundo Medio: Violación
de las disposiciones del Artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil, y del principio que impone la motivación de las
sentencias a los tribunales correccionales, en cuanto se han
ciado motivos deficientes y falsos para justificar la decisión
impugnada; Tercer Medio: Falta de base legal;

onsiderando que en el desarrollo del primer medio de
casación fundamentalmente es alegado lo siguiente: que la
Corte a-qua ha violado el derecho de defensa de los recu-
rrentes porque les negó "una medida de instrucción ten-
diente a establecer un elemento indispensable en el juicio
para determinar la competencia o incompetencia de los tri-
bunales dominicanos"; que, "En efecto, la determinación
del lugar en las aguas marítimas en que ocurrió el apresa-
miento, es elemento esencial para atribuir o no competen-
cia a los Tribunales Dominicanos"; que "Cuando el Oficial
Comandante del Buque apresado, y el Oficial Ayudante en-
cargado del radar, afirman, en forma vacilante, que el apre-
samiento se hizo en aguas territoriales dominicanas, y cuan-
do esa afirmación debe ser confirmada por el libro de Na-
vegación, y se comprueba en éste que hubo alteraciones, y
que esas alteraciones concurren, precisamente, en la posi-
ción de las aguas marítimas en que se hizo el apresamiento,
es necesario reconocer que no puede resultar convicción in-
denegable para la jurisdicción de juicio, una prueba tan de-
leznable y que, por consiguiente, cuando los recurrentes,
tripulantes de la nave apresada, alegan que el apresamien-
to ocurrió en aguas extraterritoriales e internacionales, es
decir, agenas a la soberanía dominicana, ha de ser necesa-
rio, por justo y por equitativo y por respeto y acatamiento
a la dignidad humana, y a los derechos humanos, que se
ofrezca a estos recurrentes, apresados en aquel instante y
en condiciones que ellos consideran ilegítimas y contrarias
al derecho internacional, ofrecerles la oportunidad de esta-
blecer la verdadera posición del lugar del apresamiento,
mediante las pruebas técnicas recomendables en tales ca-
sos"; que "Si hay vacilación en la declaración de los apre-
sadores, interesados en mantener la posición legal que ahora
han asumido; si hay incertidumbre en las borraduras y al-
teraciones llevadas al libro de navegación del Barreminas,
precisamente en cuanto a la posición geográfica y a la dis-
tancia de las costas en el momento del apresamiento; si hay
la confesión de tales Oficiales de que esas alteraciones fue-
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ron obra de ellos mismos, con posterioridad al apresamien.,
to; cómo puede la Corte a-qua haber ponderado esas decla-
raciones para . formar su convicción, y de ese modo excluir
toda posibilidad a los recurrentes de hacer la prueba con.
traria?";

Considerando que el examen del fallo impugnado, y los
documentos a que él se refiere, ponen de manifiesto que la
Corte a-qua para justificar su fallo, mediante el cual dene-
gó el experticio solicitado por los recurrentes, ha expresado
los motivos siguientes: que "los testigos señores Julio César
Ortiz Peña, Capitán de Corbeta y Comandante del Barremi-
nas No. 454, que apresó el buque "Swan", y Narciso Hernán-
dez Núñez, Alférez de Fragata, tripulante también este úl-
timo del referido Barreminas y oficial encargado de operar
el aparato de radar, han manifestado en sus declaraciones
con toda precisión y claridad que el apresamiento de la men-
cionada embarcación, lo efectuaron a 2.0 millas de las cos-
tas dominicanas, esto es, dentro de las aguas territoriales de
nuestro país"; que "no obstante lo manifestado por los refe-
ridos testigos, los prevenidos René La Llave, Pablo La Lla-
ve, José E. Morales y Edwin Montero, han solicitado a este
Tribunal de alzada, entre otras cosas, que antes de continuar
el conocimiento del fondo del asunto, se ordene un experti-
cio o peritaje para determinar si el apresamiento de la Na-
ve "Swan", se realizó o no, dentro de las aguas territoriales
dominicanas, y que se ordene que el libro de navegación del
Barreminas 454, sea retenido como parte del expediente y
puesto a disposición de los peritos, para que éstos ofrezcan
conclusiones sobre sus anotaciones"; que "los referidos pre-
venidos, al promover el incidente que nos ocupa tienen por
finalidad, establecer que los tribunales dominicanos son in-
competentes para conocer del presente proceso, por haber
sido el buque de que se trata, y sus tripulantes apresados
fuera de las aguas jurisdiccionales Dominicanas"; "pero que
la medida de instrucción solicitada por los mencionados pre-
venidos debe ser rechazada en razón de que la declaración

de los testigos Julio César Ortiz Peña y Narciso Hernández
Núñez, quienes fueron los oficiales que hicieron el apresa-
miento a que nos referimos han formado la convicción de
esta Corte en el sentido de que el buque "Swan" y sus tri-
pulantes fueron apresados en aguas territoriales dominica-
os y a su juicio ningún experticio podría destruir tal ase-,
veración, ya que fueron dichos testigos quienes actuaron en
el lugar de los hechos y ningún experto podría estar capaci-
tado para precisar el lugar donde se realizó el apresamien-
to mejor que ellos, a quienes esta Corte por su seriedad con-
sidera testigos idóneos, mereciendo su declaración absoluta
credibilidad y además, ellos, en razón de su ocupación, tie-
nen capacidad técnica en la materia, para determinar con
precisión la posición de un buque en el mar"; que, "por otra
parte, los prevenidos han pretendido que al libro de bitáco-
ras del barreminas, se le hicieron anotaciones o modifica-
ciones que tienen por objeto alterar la posición en que se
encontraba el buque "Swan" en el momento en que fue
apresado, pero tales afirmaciones carecen de fundamento a
juicio de esta Corte, ya que las pretendidas alteraciones se-
gún pudo comprobarse al examinar el mencionado libro
existen en muchas de sus páginas, en diversas fechas y en
diferentes situaciones o actuaciones de los oficiales de dicho
buque, lo cual demuestra que tales situaciones ocurren tal
como lo han afirmado los deponentes, en razón de que no
existe precisión al escribir en un buque en movimiento; y
además, en razón del carácter provisional con que se escri-
ben dichas anotaciones, hasta tanto las referidas anotaciones
se lleven al registro definitivo"; que "por todas las razones
expuestas, procede rechazar las conclusiones de los preveni-
dos ya señalados, en el sentido de que se ordene el experti-
cio solicitado, por innecesario";

Considerando que el artículo 302 del Código de Procedi-
miento Civil estatuye que "Cuando procediere un informe de
Peritos, se ordenará por una sentencia, en la cual se enun-
ciarán claramente los objetos de la diligencia pericial"; que

LA
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ron obra de ellos mismos, con posterioridad al apresamien-
to; cómo puede la Corte a-qua haber ponderado esas decla.
raciones para formar su convicción, y de ese modo excluir
toda posibilidad a los recurrentes de hacer la prueba con-
traria?";

Considerando que el examen del fallo impugnado, y los
documentos a que él se refiere, ponen de manifiesto que la
Corte a-qua para justificar su fallo, mediante el cual dene-
gó el experticio solicitado por los recurrentes, ha expresado
los motivos siguientes: que "los testigos señores Julio César
Ortiz Peña, Capitán de Corbeta y Comandante del Barremi-
nas No. 454, que apresó el buque "Swan", y Narciso Hernán-
dez Núñez, Alférez de Fragata, tripulante también este úl-
timo:,-del referido Barreminas y oficial encargado de operar
el aparato de radar, han manifestado en sus declaraciones
con toda precisión y claridad que el apresamiento de la men-
cionada embarcación, lo efectuaron a 2.0 millas de las cos-
tas dominicanas, esto es, dentro de las aguas territoriales de
nuestro país"; que "no obstante lo manifestado por los refe-
ridos testigos, los prevenidos René La Llave, Pablo La Lla-
ve, José E. Morales y Edwin Montero, han solicitado a este
Tribunal de alzada, entre otras cosas, que antes de continuar
el conocimiento del fondo del asunto, se ordene un experti-
cio o peritaje para determinar si el apresamiento de la Na-
ve "Swan", se realizó o no, dentro de las aguas territoriales
dominicanas, y que se ordene que el libro de navegación del
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puesto a disposición de los peritos, para que éstos ofrezcan
conclusiones sobre sus anotaciones"; que "los referidos pre-
venidos, al promover el incidente que nos ocupa tienen por
finalidad, establecer que los tribunales dominicanos son in-
competentes para conocer del presente proceso, por haber
sido el buque de que se trata, y sus tripulantes apresados
fuera de las aguas jurisdiccionales Dominicanas"; "pero que
la medida de instrucción solicitada por los mencionados pre-
venidos debe ser rechazada en razón de que la declaración

de los testigos Julio César Ortiz Peña y Narciso Hernández'
/,;(iez, quienes fueron los oficiales que hicieron el apresa-
miento a que nos referimos han formado la convicción de
esta Corte en el sentido de que el buque "Swan" y sus tri-
npualfyte as fueron apresados en aguas territoriales dominica-

su juicio ningún experticio podría destruir tal ase-
veración, ya que fueron dichos testigos quienes actuaron en
el lugar de los hechos y ningún experto podría estar capaci-
tado para precisar el lugar donde se realizó el apresamien-
to mejor que ellos, a quienes esta Corte por su seriedad con-
sidera testigos idóneos, mereciendo su declaración absoluta
credibilidad y además, ellos, en razón de su ocupación, tie-
nen capacidad técnica en la materia, para determinar con
precisión la posición de un buque en el mar"; que, "por otra
parte, los prevenidos han pretendido que al libro de bitáco-
ras del barreminas, se le hicieron anotaciones o modifica-
ciones que tienen por objeto alterar la posición en que se
encontraba el buque "Swan" en el momento en que fue
apresado, pero tales afirmaciones carecen de fundamento a
juicio de esta Corte, ya que las pretendidas alteraciones se-
gún pudo comprobarse al examinar el mencionado libro
existen en muchas de sus páginas, en diversas fechas y en
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Considerando que el artículo 302 del Código de Procedi-
miento Civil estatuye que "Cuando procediere un informe de
Peritos, se ordenará por una sentencia, en la cual se enun-
ciarán claramente los objetos de la diligencia pericial"; que
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de conformidad con este texto legal es obvio que solamente
al juez compete decidir, facultativamente, sobre la pertinen-
cia o necesidad de que sea realizada una información peri_
cial, es decir, si a su juicio esa medida de instrucción se ha-
ce indispensable o útil para esclarecer el asunto que es moti-
vo de litigio; que en ausencia de pedimento de las partes en
causa podría ser ordenada de oficio, y que aunque ellas la
soliciten para el juez no constituye una obligación prescri-
birla si, como ocurre en la especie, la instrucción de la cau-
sa y el exdiente a cargo de los inculpados le ofrecen otros
elementos que edifiquen su íntima convicción; que si bien
es cierto que cuando en un litigio son debatidas cuestiones
cuya solución requiere conocimientos técnicos de los cuales
carece el juez, entonces se hace necesario que él se haga ayu-
dar por personas que posean tales conocimientos para que le
rindan un dictamen, claro y razonado, que contenga los ele-
mentos de juicio que sean aplicables a la solución del caso
controvertido, no es menos cierto que el punto debatido es
una cuestión de hecho sobre lo cual podía la Corte a-qua edi-
ficarse como lo hizo en base a los testigos oídos que conside-
ró idóneos, entre los cuales figuran los dos oficiales de la
Marina de Guerra de la Nación de servicio en el barremi-
nas que apresó al buque "Swan" y a sus tripulantes y que
prestaron sus correspondientes declaraciones en la instruc-
ción de la causa de que se trata, tal como consta, de mane-
ra clara y precisa, en la sentencia ahora impugnada; que, en
consecuencia, y puesto que la Corte a-qua dio los motivos
pertinentes, no ha sido violado el derecho de defensa de los
recurrentes por la circunstancia de que la peritación solici-
tada por éstos haya sido, por innecesaria, denegada; que por
tanto lo alegado en el primer medio de casación, carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, en lo que respecta al segundo medio de ca-
sación, que los precitados recurrentes alegan que la Corte
a-qua al dictar la decisión impugnada incurrió en la viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil “Y

del principio que impone la motivación de las sentencias a
los Tribuna les correccionales, en cuanto se han dado moti-
vos deficientes y falsos para justificar la decisión impugna-
do,, ; que, "en efecto, según ha quedado demostrado en el
desenvolvimiento del primer medio propuesto, la Corte a-
qua ha procedido a la desnaturalización de los hechos, al in-
terpretar las declaraciones de los testigos oídos, Oficiales
apresadores de la nave "Swan", atribuyendo a éstos una
causa distinta a la que ellos propusieron para justificar las
tachaduras, borrones y alteraciones del Libro de Navegación
del Buque"; que "Cuando los Oficiales oídos por la Corte
a-qua afirman que esas notas fueron alteradas y que las
mismas después de corregidas son llevadas a un Libro defi-
nitivo que hace mucho tiempo no tienen por haberse agota-
do y no haberle sido suministrado todavía, la Corte a-qua
desnaturaliza esas declaraciones para decir que las altera-
ciones y borrones y tachaduras se deben al movimiento del
buque mientras navega en alta mar, y cuando se pretende
con esta última expresión justificar la existencia de esas al-
teraciones, tachaduras y borrones, se está desnaturalizando
la declaración de los testigos, y se están ofreciendo motivos
falsos e ineficaces para justificar la decisión impugnada";
pero,

Considerando que, contrariamente a lo afirmado por
los recurrentes, en la sentencia impugnada, según lo revela
claramente su motivación ya transcrita, la Corte a-qua le-
jos de violar las disposiciones del artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil, ha hecho una exposición pormenoriza-
da, de los puntos de hecho y de derecho, a la vez que ha ex-
puesto ampliamente los fundamentos que justifican su dis-
positivo, por lo cual se advierte la falta de fundamento de
los alegatos formulados en este sentido por los referidos re-
currentes; que cualquier desnaturalización de los hechos re-
gularmente administrados en el transcurso de la ventilación
de una causa, supone que a esos hechos establecidos como
verdaderos no se les ha dado el sentido o el alcance inheren-



BOLETIN JUDICIAL	 22952294	 BOLETIN JUDICIAL

de conformidad con este texto legal es obvio que solamente
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te a su propia naturaleza, pero cuando los jueces del fondo
reconocen oomo sinceros ciertos testimonios y fundamentan
en ellos su íntima convicción, tal como ha ocurrido en lo
concerniente a las declaraciones prestadas por les antes
mencionados oficiales de la Marina de Guerra, lejos de incu-
rrir en una desnaturalización de los hechos de la causa, ha-
cen un correcto uso del poder soberano de apreciación de
que están investidos en la depuración de la prueba; que, en
tal virtud, carecen de fundamento los alegados vicios que se-
ñalan los recurrentes en su segundo medio de casación, por
lo que, también, deben ser desestimados;

Considerando que los mismos recurrentes alegan en su
tercer medio de casación que la sentencia que están impug-
nando adolece del vicio de falta de base legal, y en este sen-
tido expresan, únicamente, que "Ambos medios procedentes,
unidos, constituyen, además, el vicio de falta de base legal
en la sentencia impugnada, puesto que, una violación al de-
recho de defensa y una desnaturalización de los hechos des-
vanecen por completo el fundamento y la base misma de la
sentencia en la cual se haya incurrido en tales vicios; pero,

Considerando que, según consta en todo lo que ya fue
dicho respecto de los dos anteriores medios de casación, és-
tos carecen de fundamento y que, por ello, deben ser desesti-
mados; razón esta a virtud de la cual no pueden, ni separa-
dos ni reunidos, servir de motivo para que sea declarado que
la sentencia impugnada carece de base legal; que, por lo con-
trario, en los desarrollos anteriores de este fallo ha sido
puesto de relieve que en la decisión de los jueces de la alza-
da, lejos de haber ausencia de los hechos de la causa o una
imprecisa exposición de los mismos que no permitan decidir
si la ley ha sido bien o mal aplicada, en los motivos dados
para justificar dicho fallo son fácilmente reconocibles los
elementos de hecho necesarios para autorizar la aplicación
de la correspondiente ley; que, consecuentemente, este últi-
mo medio de casación carece de fundamento y debe ser des-
estimado;

/ Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por René La Llave y compartes, contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo en fecha 30 de junio de 1967 y en sus atribuciones co-
rreccionales, cuyo dispositivo aparece copiado en otro lugar
del presente fallo, y Segundo: Condena a los recurrentes al
pago de las costas.

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.—
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado) : Ernesto Curiel hijo.
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de ma,
corís, de fecha 11 de mayo de 1967

Materia: Correccional. (Viol. a la ley 5771 y 4809).

Recurrentes: Rafael Moronta Muñoz y Enrique B. Moya,Rincén.

Abogado: Dr. Ramón María Pérez M. (abogado de Enrique .r& M

ya Rincón).

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DEL 1967

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 29 de noviembre del año 1967, años 124 9 de la Indepen-
dencia y 1059 de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Moronta Muñoz, dominicano, mayor de edad, soltero, estu-
diante, cédula No. 14770, serie 49, domiciliado en la casa
No. 8 de la calle Padre Buld, de la ciudad de Cotuí, y por
Enrique B. Moya Rincón, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, estudiante, domiciliado en la casa No. 13 de la calle
"16 de Agosto" de la ciudad de Cotuí, contra la sentencia de
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, pronun-

ciada en sus atribuciones correccionales en fecha 11 de ma-
5,0 de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Ramón María Pérez M., abogado del recu-

rrente Enrique B. Moya Rincón, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, en fecha 2 de junio de 1967, a requerimiento
del recurrente Rafael Moronta Muñoz, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurrente,
Enrique B. Moya Rincón, en fecha 20 de junio de 1967;

Visto el memorial suscrito en fecha 9 de octubre de
1967 por el Dr. Ramón Pérez Maracallo, en representación
del recurrente Enrique Moya Rincón en el cual se invocan
los medios de casación que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 5771 de
1961 y 1 y siguientes de la Ley 4809 de 1957, 1382 y 1384 del
Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
en fecha 17 de diciembre de 1964, la Segunda Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Duarte, apoderada regularmente por el Ministerio Público,
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe Declarar y Declara al nombrado Nicome-
des Paulino, de generales que constan, culpable del delito de
Violación a la Ley No. 5771, y en consecuencia lo condena
cogiendo en su favor circunstancias atenuantes al pago de
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los medios de casación que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 5771 de
1961 y 1 y siguientes de la Ley 4809 de 1957, 1382 y 1384 del
saCódcióigno; Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
en fecha 17 de diciembre de 1964, la Segunda Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Duarte, apoderada regularmente por el Ministerio Público,
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
SIERO: Que debe Declarar y Declara al nombrado Nicome-
des Paulino, de generales que constan, culpable del delito de
Violación a la Ley No. 5771, y en consecuencia lo condena
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes al pago de
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una multa de RD$50.00, Cincuenta Pesos Oro; SEGUNDA;
Que debe Declarar y Declara regular y válida en cuanto
la forma la constitución en parte civil hecha en audiencia
por los señores Enrique B. Moya Rincón y Rafael Moronta
Muñoz, representados por los Doctores: Ramón María pé_
rez Maracallo y Sofía Leonor Sánchez Baret respectiva_
mente, contra el señor Celicio Escolástico en su calidad de
propietario y persona civilmente responsable del vehículo
manejado por el chófer Nicomedes Paulino causante del ac-
cidente, y condena a dicho señor Celicio Escolástico en las
ya mencionadas condiciones calidades a pagar a dichas
partes civiles constituídas señores: Enrique B. Moya Rincón
y Rafael Moronta Muñoz, la suma de RD$1,500, mil qui-
nientos pesos oro, a cada uno, a título de daños y perjuicios,
con distracción de costos civiles, en favor de los abogados
representantes de dichas partes civiles constituídas, quienes
afirman haberlos avanzado en su totalidad; TERCERO: Que
debe Declarar y Declara al nombrado Rafael Moronta Mu-
ñoz culpable del Delito de Violación a la Ley 4809 en su ar-
tículo 171 párrafo II y VII, y en consecuencia lo condena al
pago de una multa de RD$10.00, Diez Pesos Oro, acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes. En cuanto al delito
de Violación a la Ley No. 5771, Declara a éste no culpable
y lo Descarga por no haber cometido ninguna falta a dicha
Ley; CUARTO: Que debe condenar y condena a los preve-
nidos Nicomedes Paulino y Rafael Moronta Muñoz al pago
de los costos penales"; b) que sobre los recursos de apela-
ción del Procurador General de la Corte de Apelación de
San Francisco de Macorís, del prevenido Nicomedes Pau-
lino y de Celicio Escolástico, puesto en causa como persona
civilmente responsable, intervino la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en lo que respecta al prevenido Ni

-comedes Paulino, el recurso de apelación intentado por el

Procurador General de esta Corte, contra sentencia de la Se-
gunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Insta n

-cia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha 17 de diciembre

de 1964, y lo declara inadmisible en lo que se refiere al pre-
venido Rafael Moronta Muñoz; SEGUNDO: Declara regula-
res y válidos los recursos de apelación intentados por el pre-
venido Nicomedes Paulino y por el Dr. Otacilio Manuel Só-
crates Peña López, a nombre y en representación del se-
flor Silicio Escolástico, persona civilmente responsable, con-
tra la aludida sentencia; TERCERO: Pronuncia el defecto
contra el prevenido Nicomedes Paulino y la persona civil-
mente responsable Silicio Escolástico, por no haber compa-
recido estando legalmente citados; CUARTO: Revoca los or-
dinales Primero y Segundo de la sentencia apelada, y la Cor-
te obrando por contrario imperio y autoridad propia, decla-
ra al nombrado Nicomedes Paulino no culpable del delito
de violación a la Ley No. 5771, en perjuicio de Rafael Mo-
ronta Muñoz y Enrique B. Moya, que se le, imputa, y en
consecuencia lo Descarga de toda responsabilidad penal, por
no haberlo cometido; QUINTO: Rechaza la acción civil in-
tentada por los agraviados Rafael Moronta Muñoz y Enri-
que B. Moya, contra la persona civilmente responsable, se-
ñor Silicio Escolástico, por improcedente e infundada, y por
tanto lo Descarga de las condenaciones civiles pronunciadas
en su contra por la sentencia recurrida; SEXTO: Declara las
costas penales de oficio";

Considerando en cuanto al recurso interpuesto por Ra-
fael Moronta Muñoz, que este recurrente fue condenado por
el Juez del Primer Grado a RD$10.00 de multa, por violación
de las disposiciones de la Ley 4809 de 1957; que el recurso
de apelación interpuesto por el Procurador General de la
Corte de Apelación contra dicha sentencia fue declarado por
la Corte de Apelación inadmisible por tratarse de una in-
fracción de la competencia del Juzgado de Paz que fue juz-
gada y fallada por el Tribunal de Primera Instancia en úl-
tima instancia, por lo que no podía ser objeto del recurso
de apelación; que, por tanto, esta sentencia adquirió tam-
bién, frente a Rafael Moronta Muñoz, en cuanto lo condenó
a la referida multa, la autoridad de la cosa juzgada, ya que
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por los señores Enrique B. Moya Rincón y Rafael Moronta
Muñoz, representados por los Doctores: Ramón María pé..
rez Maracallo y Sofía Leonor Sánchez Baret respectiva.
mente, contra el señor Celicio Escolástico en su calidad de
propietario y persona civilmente responsable del vehículo
manejado por el chófer Nicomedes Paulino causante del ac-
cidente, y condena a dicho señor Celicio Escolástico en las
ya mencionadas condiciones o calidades a pagar a dichas
partes civiles constituídas señores: Enrique B. Moya Rincón
y Rafael Moronta Muñoz, la suma de RD$1,500, mil qui-
nientos pesos oro, a cada uno, a título de daños y perjuicios,
con distracción de costos civiles, en favor de los abogados
representantes de dichas partes civiles constituídas, quienes
afirman haberlos avanzado en su totalidad; TERCERO: Que
debe Declarar y Declara al nombrado Rafael Moronta Mu-
ñoz culpable del Delito de Violación a la Ley 4809 en su ar-
tículo 171 párrafo II y VII, y en consecuencia lo condena al
pago de una multa de RD$10.00, Diez Pesos Oro, acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes. En cuanto al delito
de Violación a la Ley No. 5771, Declara a éste no culpable
y lo Descarga por no haber cometido ninguna falta a dicha
Ley; CUARTO: Que debe condenar y condena a los preve-
nidos Nicomedes Paulino y Rafael Moronta Muñoz al pago
de los costos penales"; b) que sobre los recursos de apela-
ción del Procurador General de la Corte de Apelación de
San Francisco de Macorís, del prevenido Nicomedes Pau-
lino y de Celicio Escolástico, puesto en causa como persona
civilmente responsable, intervino la sentencia ahora impu g

-nada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en lo que respecta al prevenido Ni

-comedes Paulino, el recurso de apelación intentado por el

Procurador General de esta Corte, contra sentencia de la Se-
gunda Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha 17 de diciembre

de 1964, y lo declara inadmisible en lo que se refiere al pre-
venido Rafael Moronta Muñoz; SEGUNDO: Declara regula-
res y válidos los recursos de apelación intentados por el pre-
venido Nicomedes Paulino y por el Dr. Otacilio Manuel Só-
crates Peña López, a nombre y en representación del se-
ñor Silicio Escolástico, persona civilmente responsable, con-
tra la aludida sentencia; TERCERO: Pronuncia el defecto
contra el prevenido Nicomedes Paulino y la persona civil-
mente responsable Silicio Escolástico, por no haber compa-
recido estando legalmente citados; CUARTO: Revoca los or-
dinales Primero y Segundo de la sentencia apelada, y la Cor-
te obrando por contrario imperio y autoridad propia, decla-
ra al nombrado Nicomedes Paulino no culpable del delito
de violación a la Ley No. 5771, en perjuicio de Rafael Mo-
ronta Muñoz y Enrique B. Moya, que se le, imputa, y en
consecuencia lo Descarga de toda responsabilidad penal, por
no haberlo cometido; QUINTO: Rechaza la acción civil in-
tentada por los agraviados Rafael Moronta Muñoz y Enri-
que B. Moya, contra la persona civilmente responsable, se-
ñor Silicio Escolástico, por improcedente e infundada, y por
tanto lo Descarga de las condenaciones civiles pronunciadas
en su contra por la sentencia recurrida; SEXTO: Declara las
costas penales de oficio";

Considerando en cuanto al recurso interpuesto por Ra-
fael Moronta Muñoz, que este recurrente fue condenado por
el Juez del Primer Grado a RD$10.00 de multa, por violación
de las disposiciones de la Ley 4809 de 1957; que el recurso
de apelación interpuesto por el Procurador General de la
Corte de Apelación contra dicha sentencia fue declarado por
la Corte de Apelación inadmisible por tratarse de una in-
fracción de la competencia del Juzgado de Paz que fue juz-
gada y fallada por el Tribunal de Primera Instancia en úl-
tima instancia, por lo que no podía ser objeto del recurso
de apelación; que, por tanto, esta sentencia adquirió tam-
bién, frente a Rafael Moronta Muñoz, en cuanto lo condenó
a la referida multa, la autoridad de la cosa juzgada, ya que
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no recurrió en casación contra ella; que, por consiguiente,
es necesario admitir que su recurso contra la sentencia lin.;
pugnada lo ha interpuesto en su calidad de parte civil- cona2.
tituída, frente al prevenido Nicomedes Paulino; que, como
de conformidad con el artículo 37 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación, el ministerio público, la parte civil y la
persona civilmente responsable que recurren en casación,
deben, a pena de nulidad, depositar en la Secretaría de la
Suprema Corte un memorial con la indicación de los medios
en que fun9.dwt su recurso, si no lo han motivado en la decla-'
ración corrapondiénte, el recurso interpuesto por Rafael
Moronta Muñoz debe ser declarado nulo, ya que él no ha,,
cumplido con estos_requisitos de la ley;

Considerando en cuanto al recurso interpuesto por En-'
rique B. Moya Rincón; que este recurrente invoca en su me-
morial el siguiente medio de casación: Violación del artícu-
lo 195 del Código de Procedimiento Criminal;

Considerando que el mencionado recurrente, Enrique
Moya Rincón alega, en resumen, en el único medio invoca-
do en su memorial que al existir en el expediente el acta le-
vantada con motivo de la inspección de lugares celebrada
por el Juez del primer grado, "la Corte a-qua estaba en la
obligación de examinarla y ponderarla para determinar sus
consecuencias"; que al no hacerlo así dejó sin motivos su
sentencia "con lo que violó el artículo 195 del Código de
Procedimiento Criminal"; pero,

Considerando que los jueces no están obligados a con-
signar en sus sentencias de manera específica cada uno de
los elementos de prueba que hayan sido Presentados en la
causa, y basta que en sus fallos se revele que han formado
su convicción del conjunto de esos elementos de prueba;
que en efecto, en la sentencia impugnada se expresa en uno
de sus considerandos lo siguiente: "que de los elementos de
prueba aportados al plenario, así como de los demás hechos
y circunstancias de la causa, ha quedado comprobado lo que

sigue..." con lo que los jueces del fondo llenaron el voto de
la Ley; que, por tanto, el medio del recurso carece de fun-
[lamento y debe ser desestimado;

Considerando que el examen de la sentencia impugnada
muestra que la Corte a-qua, mediante la ponderación de los
elementos de prueba regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, dio por establecido los hechos siguien-
tes: que alrededor de las 5 de la tarde del día 23 de enero de
1964, en el tramo de carretera que conduce de Castillo a Vi-
lla Riva, en la sección de Yaiba, Rafael Moronta Muñoz,
quien conducía una motoneta, e iba acompañado de Enrique
B. Moya. Rincón, chocó al automóvil placa No. 32194, pro-
piedad de Silicio Escolástico, que había sido estacionado al
lado derecho de la carretera por su conductor Nicomedes
Paulino, quien en el momento del accidente se bañaba en
un río cercano; que a consecuencia de ese accidente el con-
ductor de la motoneta, Rafael Moronta Muñoz, sufrió lesio-
nes que curaron después de treinta días, y su acompañan-
te Moya, lesiones que curaron después de 60 días; que en
ese momento la motoneta corría a una velocidad de 40 ó 50
millas por hora; que el accidente "se originó sin que inter-
viniera en ello una falta imputable al prevenido Nicomedes
Paulino", que comprometa su responsabilidad; que también
se da por establecido en la sentencia impugnada, que como
Nicomedes Paulino no cometió falta alguna "que tuviera re-
lación causal en los daños sufridos por las personas consti-
tuidas en parte civil", no ha comprometido la responsabili-
dad civil de su comitente, Silicio Escolástico, y, por consi-
guiente, éste no está obligado legalmente a la reparación de
los aludidos daños; que en tales condiciones en la sentencia
impugnada se ha hecho una aplicación correcta de los ar-
tículos 1382 y 1384 del Código Civil;

Considerando que en la especie no procede estatuir so-
bre las costas, en razón de que contra los recurrentes que
sucumben no se ha formulado ningún pedimento al respec-
to, y la condenación en costas no puede ser ordenada de
oficio;
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no recurrió en casación contra ella; que, por consiguiente
es necesario admitir que su recurso contra la sentencia bu:,
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Considerando que el mencionado recurrente, Enrique B.
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do en su memorial que al existir en el expediente el acta le-
vantada con motivo de la inspección de lugares celebrada
por el Juez del primer grado, "la Corte a-qua estaba en la
obligación de examinarla y ponderarla para determinar sus
consecuencias"; que al no hacerlo así dejó sin motivos su
sentencia "con lo que violó el artículo 195 del Código de
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Considerando que los jueces no están obligados a con-
signar en sus sentencias de manera específica cada uno de
los elementos de prueba que hayan sido Presentados en la
causa, y basta que en sus fallos se revele que han formado
su convicción del conjunto de esos elementos de prueba;
que en efecto, en la sentencia impugnada se expresa en uno
de sus considerandos lo siguiente: "que de los elementos de
prueba aportados al plenario, así como de los demás hechos
y circunstancias de la causa, ha quedado comprobado lo que

Sigue , ." con lo que los jueces del fondo llenaron el voto de
la Ley; que, por tanto, el medio del recurso carece de fun-
.. ,mento y debe ser desestimado;

Considerando que el examen de la sentencia impugnada
muestra que la Corte a-qua, mediante la ponderación de los
elementos de prueba regularmente administrados en la ins-
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tes: que alrededor de las 5 de la tarde del día 23 de enero de
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lla Riva, en la sección de Yaiba, Rafael Moronta Muñoz,
quien conducía una motoneta, e iba acompañado de Enrique
B. Moya Rincón, chocó al automóvil placa No. 32194, pro-
piedad de Silicio Escolástico, que había sido estacionado al
lado derecho de la carretera por su conductor Nicomedes
Paulino, quien en el momento del accidente se bañaba en
un río cercano; que a consecuencia de ese accidente el con-
ductor de la motoneta, Rafael Moronta Muñoz, sufrió lesio-
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Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Rafael Moronta Muñoz, contra la
sentencia de la Corte de Apelación de San Francisco de Ma.
corís, pronunciada en sus atribuciones correccionales, en
fecha 11 de mayo de 1967, cuyo dispositivo se copia en par-
te anterior del presente fallo; y, Segundo: Rechaza el recur-
so de casación interpuesto contra dicha sentencia .por Enri-
que B. Moya Rincón.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernes-
to Cpriel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

seNTENCIA DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DEL 196'7

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, en
funciones de Tribunal de Confiscaciones, de fecha 29 de
enero de 1965.

materia: Civil.

Recurrente: Rosa Fernández Vda. Vassallo y compartes.
Abogado: Dr. Generoso Fernández Molina.

Recurrido: Carlos Alonzo C. por A., y la Dominicana Industrial de
Calzados C. por A. (antigua Fa-Docl.

Abogados: Lic. Rafael Alburquerque Zayas Bazán y Dr. José Ant.
Matos.

.1

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel
D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal , a los 29 días del mes de Noviembre de 1967, años 1249
de la Independencia y 1059 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rosa Fer-
nández Vda. Vassallo, cédula No. 1308, serie 71; Gertrudis
Vassallo de Adorni, cédula No. 21311, serie 1ra.; Aida Er-

.



2304
	

BOLETIN JUDICIAL
	

BOLETIN JUDICIAL	 2305

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Rafael Moronta Muñoz, contra la
sentencia de la Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, pronunciada en sus atribuciones correccionales, en
fecha 11 de mayo de 1967, cuyo dispositivo se copia en par-
te anterior del presente fallo; y, Segundo: Rechaza el recur-
so de casación interpuesto contra dicha sentencia por Enri-
que B. Moya Rincón.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ravelo
de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—Juan Bautista Ro-
jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado) : Ernesto Curiel hijo.

---
SENTENCIA DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DEL 1967

sentencio impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, en
funciones de Tribunal de Confiscaciones, de fecha 29 de
enero de 1965.

Materia: Civil.

Recurrente: Rosa Fernández Vda. Vassallo y compartes.
Abogado: Dr. Generoso Fernández Molina.

Recurrido: Carlos Alonzo C. por A., y la Dominicana Industrial de
Calzados C. por A. (antigua Fa-Doc).

Abogados: Lic. Rafael Alburquerque Zayas Bazán y Dr. José Ant.
Matos.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel
D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, a los 29 días del mes de Noviembre de 1967, años 1249
de la Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente senten-
cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rosa Fer-
nández Vda. Vassallo, cédula No. 1308, serie 71; Gertrudis
Vassallo de Adorni, cédula No. 21311, serie lra.; Aida Er-
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nestina Vassallo de Viau, cédula No. 41682, serie lra,;
ría Esther Vassallo de Maura, cédula No. 48679, serie lra
Olga Sobeida Vassallo viuda Fernández, cédula No. 44075'
serie 1ra.; Tirsa Antonia Vassallo Fernández, cédula No'
65552, serie 1ra.; Noble Antonio Vassallo Fernández, cédula
No. 122438, serie 1ra.; Darío Antonio Vassallo Fernández
cédula No. 2945, serie 71; Carmen Vassallo Fernández, eé.
dula No. 6803, serie 71; todos dominicanos, mayores de edad
con domicilio elegido en la casa No. 35 de la calle Espaillat
de esta cit*ad, en sus calidades de cónyuge superviviente
común en bienes la p rimera, y de hijos legítimos, los demás,
del difunto señor Antonio Vassallo Serrano, contra la sen-
tencia dictada en fecha 29 de enero de 1965 por la Corte de
Apelación de Santo Domingo en funciones de Tribunal de
Confiscaciones, materia civil, cuyo dispositivo figura más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Generoso Fernández Molina, abogado de

los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;
Oído al Dr. José Antonio Matos, por sí y en represen-

tación del Lic. Rafael Alburquerque Zayas Bazán abogados
de las recurridas, que se precisaban más adelante;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 27 de abril de
1967, suscrito por el Dr. Generoso Fernández Molina, cédu-
la 12513, serie 1ra., como abogado de los recurrentes, en el
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;

Vistos los memoriales de defensa de las recurridas, de
fechas 21 de Junio de 1967 y 14 de Julio de 1967, respecti

-vamente, suscritos por sus abogados Lic. Rafael Alburquer

-que Zayas Bazán, cédula 4084 serie ira. y Dr. José Antonio
Matos, cédula 8847 serie 22; recurridas que son la Carlos
Alonso, C. por A. y la Dominicana Industrial de Calzados,
C. por A., (antigua Fa-Doc), constituidas según las leyes

dominicanas y domiciliadas en esta capital, la primera do-
miciliada en la calle Peña Batlle No. 38-A y la segunda en la
calle José de Js. Ravelo No. 81; así como el escrito de am-
pliación de la segunda de las recurridas, de fecha 10 de oc-
tubre de 1967;

Visto el auto dictado en fecha 28 de Noviembre del co-
rriente año 1967, por el Magistrado Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia, por medio del cual llama a los Ma-
gistrados Joaquín M. Alvarez Perelló y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, Jueces de este Tribunal, para integrar la
Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del re-
curso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684, de 1934, y 926 de 1935.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 124 de la Constitución; 1 y si-
guientes de la Ley sobre Confiscación General de Bienes,
No. 5924 de 1962 y sus modificaciones; 1315 del Código Ci-
vil; 130 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 5 y 6 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 28
de mayo de 1963, Rosa Celia Fernández Vda. Vassallo y
compartes, actuales recurrentes, elevaron una instancia al
antiguo Tribunal de Confiscaciones tendente, finalmente, a
que se les restituyera el Solar No. 1 y sus mejoras de la
Manzana 877, del D. C. No. 1, del Distrito Nacional, del cual
afirmaban haber sido despojado su cónyuge y causante An-
tonio Vassallo Serrano; b) que la Corte de Apelación de San-
to Domingo, a la cual había pasado el conocimiento del ca-
so en virtud de la Ley No. 285 de 1964, dictó en fecha 29
de enero de 1965 la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza en todos sus ex-
tremos, las conclusiones formuladas por la señora Celia Fer-
nández Vda. Vassallo y los herederos de Antonio Vassallo
Serrano, por improcedentes y mal fundadas y en consecuen-
cia desestima con todas sus consecuencias legales, la de-
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nestina Vassallo de Viau, cédula No. 41682, serie lra.; Ma
-ría Esther Vassallo de Maura, cédula No. 48679, serie ira

Olga Sobeida Vassallo viuda Fernández, cédula No. 4407
serie lra.; Tirsa Antonia Vassallo Fernández, cédula No
65552, serie 1ra.; Noble Antonio Vassallo Fernández, 

CédUla.No. 122438, serie lra.; Darío Antonio Vassallo Fernández
cédula No. 2945, serie 71; Carmen Vassallo Fernández, ce:
dula No. 6803, serie 71; todos dominicanos, mayores de edad
con domicilio elegido en la casa No. 35 de la calle Espaillai
de esta ci4ed, en sus cálidades de cónyuge superviviente
común en bienes la primera, y de hijos legítimos, los demás,
del difunto señor Antonio Vassallo Serrano, contra la sen.
tencia dictada en fecha 29 de enero de 1965 por la Corte de
Apelación de Santo Domingo en funciones de Tribunal de
Confiscaciones, materia civil, cuyo dispositivo figura más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Generoso Fernández Molina, abogado de

los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;
Oído al Dr. José Antonio Matos, por sí y en represen.

tación del Lic. Rafael Alburquerque Zayas Bazán abogados
de las recurridas, que se precisaban más adelante;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 27 de abril de
1967, suscrito por el Dr. Generoso Fernández Molina, cédu-
la 12513, serie lra., como abogado de los recurrentes, en el
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;

Vistos los memoriales de defensa de las recurridas, de
fechas 21 de Junio de 1967 y 14 de Julio de 1967, respecti-
vamente, suscritos por sus abogados Lic. Rafael Alburque r

-que Zayas Bazán, cédula 4084 serie ira. y Dr. José Antonio
Matos, cédula 8847 serie 22; recurridas que son la Carlos
Alonso, C. por A. y la Dominicana Industrial de Calzados,
C. por A., (antigua Fa-Doc), constituidas según las leyes
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dominicanas y domiciliadas en esta capital, la primera do-
miciliada en la calle Peña Batlle No. 38-A y la segunda en la
calle José de Js. Ravelo No. 81; así corno el escrito de am-
pliación de la segunda de las recurridas, de fecha 10 de oc-
tubre de 1967;

Visto el auto dictado en fecha 28 de Noviembre del co-
rriente año 1967, por el Magistrado Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia, por medio del cual llama a los Ma-
gistrados Joaquín M. Alvarez Perelló y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, Jueces de este Tribunal, para integrar la
Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del re-
curso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684, de 1934, y 926 de 1935.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado, y vistos los artículos 124 de la Constitución; 1 y si-
guientes de la Ley sobre Confiscación General de Bienes,
No. 5924 de 1962 y sus modificaciones; 1315 del Código Ci-
vil; 130 del Código de Procedimiento Civil; y 1, 5 y 6 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 28
de mayo de 1963, Rosa Celia Fernández Vda. Vassallo y
compartes, actuales recurrentes, elevaron una instancia al
antiguo Tribunal de Confiscaciones tendente, finalmente, a
que se les restituyera el Solar No. 1. y sus mejoras de la
Manzana 877, del D. C. No. 1, del Distrito Nacional, del cual
afirmaban haber sido despojado su cónyuge y causante An-
tonio Vassallo Serrano; b) que la Corte de Apelación de San-
to Domingo, a la cual había pasado el conocimiento del ca-
so en virtud de la Ley No. 285 de 1964, dictó en fecha 29
de enero de 1965 la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Rechaza en todos sus ex-
tremos, las conclusiones formuladas por la señora Celia Fer-
nández Vda. Vassallo y los herederos de Antonio Vassallo
Serrano, por improcedentes y mal fundadas y en consecuen-
cia desestima con todas sus consecuencias legales, la de-



en favor de la antigua
ra los acontecimientos
1 Fa_Doc, del Solar y
pués a Carlos Alonso,

Fa-Doc que sirvió de base a ésta pa-
que culminaron en la adquisición, por
mejoras reclamadas, traspasados des-
C. por A.;

Considerando, que, como resultado del artículo 18, apar-
tado g) de la Ley sobre Confiscación General de Bienes, No.
5924 de 1962, para que el Tribunal de Confiscaciones insti-
tuido por dicha Ley, cuyas funciones ejerce ahora la Corte
de Apelación de Santo Domingo en virtud de la Ley No. 285
de 1964, pueda ser competente para conocer de un modo ex-
clusivo y en instancia única de las acciones de carácter ci-
vil con fines de restitución de bienes o de compensación, se-
gún los casos, que se sometan a su fallo, es condición fun-
damenta l e indispensable que dichas acciones se funden en
enriquecimiento ilícito logrado mediante el abuso o usurpa-
ción del Poder; que, como consecuencia de lo expuesto, en
todos los casos que le han sido sometidos, al dictar sus sen-
tencias de fondo la cuestión capital que debe establecer la
jurisdicción indicada es la de si el abuso o la usurpación del
Poder alegado por los demandantes se ha producido real-
mente o no se ha producido, así como, en caso positivo, si
el abuso o la usurpación del Poder ha originado un perjui-
do para los demandantes y un enriquecimiento de los deten-
tadores o adquirientes; que en la especie, el examen de la
sentencia impugnada muestra que los demandantes, ahora
recurrentes en casación, sostuvieron en todas las audiencias
efectuadas para la instrucción del caso que Romeo A. Tru-
jillo coaccionó en 1947 a Antonio Vassallo Serrano para que
firmara un documento del cual resultó después el perjuicio
alegado, y que igualmente, en todas las audiencias, pidieron
formalmente un informativo para la prueba de los hechos
indicados, a pesar de lo cual la Corte a-qua no concedió ese
informativo ni dio motivos explícitos y suficientes para jus-
tificar esa no concesión, lo que por sí constituye una lesión
al derecho de defensa;
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manda incoada por los dichos concluyentes Celia Fernández
Vda. Vassallo y los herederos de Vassallo Serrano; Segun-
do: Compensa las costas del presente procedimiento";

Considerando, que la recurrida Carlos Alonso, e. por
A., en su Memorial de Defensa, propone que el recurso de
que se trata sea declarado inadmisible, en cuanto a ella con-
cierne, en vista de que los actuales recurrentes, al notificar-
le el recurso, no le notificaron la sentencia completa de la
Corte a-qua, sino sólo uno de los Considerandos de la mis-
ma; pero,

Considerando, que, de acuerdo con los artículos 5 y 6
de la Ley sobre Procedimiento de Casación, los recurrentes
no están obligados a notificar a los recurridos el texto de la
sentencia impugnada, limitándose su deber a notificar el
Memorial de Casación y el Auto del Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia por el que se autorice emplazar para el
recurso; que, por tanto, el medio de inadmisión que se exa-
mina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que los recurrentes invocan contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación: Pri-
mero: Violación del artículo 1315 del Código Civil, sobre las
reglas de la prueba. Violación del artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil (falta de motivos) y consecuente viola-
ción del derecho de defensa de los demandantes; y Segundo:
Desnaturalización de los hechos de la causa;

Considerando, que, en el desarrollo del primer medio de
su memorial, los recurrentes alegan, en síntesis, que desde
la primera audiencia del caso en 1963, pidieron por conclu-
siones formales, que el tribunal dispusiera un informativo
para probar mediante testigos presenciales el abuso de po-
der de uno de los Trujillo (Romeo A.) cometido contra su
cónyuge y causante Antonio Vassallo Serrano, estando éste
en prisión en 1947, hecho que originó el estado de cuentas



2308 BOLETIN JUDICIAL 2309
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no están obligados a notificar a los recurridos el texto de la
sentencia impugnada, limitándose su deber a notificar el
Memorial de Casación y el Auto del Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia por el que se autorice emplazar para el
recurso; que, por tanto, el medio de inadmisión que se exa-
mina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que los recurrentes invocan contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación: Pri-
mero: Violación del artículo 1315 del Código Civil, sobre las
reglas de la prueba. Violación del artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil (falta de motivos) y consecuente viola-
ción del derecho de defensa de los demandantes; y Segundo:
Desnaturalización de los hechos de la causa;

Considerando, que, en el desarrollo del primer medio de
su memorial, los recurrentes alegan, en síntesis, que desde
la primera audiencia del caso en 1963, pidieron por conclu-
siones formales, que el tribunal dispusiera un informativo
para probar mediante testigos presenciales el abuso de po-
der de uno de los Trujillo (Romeo A.) cometido contra su
cónyuge y causante Antonio Vassallo Serrano, estando éste
en prisión en 1947, hecho que originó el estado de cuentas

en favor de la antigua Fa-Doc que sirvió de base a ésta pa-
tos acontecimientos que culminaron en la adquisición, por

ra	 oe del Solar y mejoras reclamadas, traspasados des-
la Fa-1)
pués a Carlos Alonso, C. por A.;

Considerando, que, como resultado del artículo 18, apar-
rada g) de la Ley sobre Confiscación General de Bienes, No.
5924 de 1962, para que el Tribunal de Confiscaciones insti-
tuido por dicha Ley, cuyas funciones ejerce ahora la Corte
de Apelación de Santo Domingo en virtud de la Ley No. 285
de 1964, pueda ser competente para conocer de un modo ex-
clusivo y en instancia única de las acciones de carácter ci-
vil con fines de restitución de bienes o de compensación, se-
din los casos, que se sometan a su fallo, es condición fun-
damental e indispensable que dichas acciones se funden en
enriquecimiento ilícito logrado mediante el abuso o usurpa-
ción del Poder; que, como consecuencia de lo expuesto, en
todos los casos que le han sido sometidos, al dictar sus sen-
tencias de fondo la cuestión capital que debe establecer la
jurisdicción indicada es la de si el abuso o la usurpación del
Poder alegado por los demandantes se ha producido real-
mente o no se ha producido, así como, en caso positivo, si
el abuso o la usurpación del Poder ha originado un perjui-
cio para los demandantes y un enriquecimiento de los deten-
tadores o adquirientes; que en la especie, el examen de la
sentencia impugnada muestra que los demandantes, ahora
recurrentes en casación, sostuvieron en todas las audiencias
efectuadas para la instrucción del caso que Romeo A. Tru-
jillo coaccionó en 1947 a Antonio Vassallo Serrano para que
firmara un documento del cual resultó después el perjuicio
alegado , y que igualmente, en todas las audiencias, pidieron
formalmente un informativo para la prueba de los hechos
indicados, a pesar de lo cual la Corte a-qua no concedió ese
formativo ni dio motivos explícitos y suficientes para jus-
tificar esa no concesión, lo que por sí constituye una lesión
al derecho de defensa;



2310	 BOLETIN JUDICIAL

Considerando, por otra parte, que en la sentencia by,
pugnada no se dan motivos acerca de la forma en que:
efectuó el procedimiento de embargo del inmueble reclama"-
do por actuación del Banco Agrícola, ni sobre si en esos pr-r.
cedimientos intervino activamente en alguna forma la al-1(c:-
gua Fa-Doc, ni sobre el precio de la adjudicación a la Fa

'
.

Doc, ni sobre si en todas esas actuaciones la acreencia que
la antigua Fa-Doc sostenía tener contra Antonio Vassallo
Serrano pudo determinar algún efecto lesivo para los aho-
ra recurrentes;s que, por tanto, la sentencia impugnada ca-
rece de base legal al dejar de establecer hechos que —si
previamente se establecen también los hechos de ahuso o
usurpación del Poder contra Antonio VassIllo Serrano ale-
gados por los recurrentes, podían eventualmente conducir a
una solución distinta del litigio ocurrente, dentro del marco
de la Ley sobre Confiscación General de Bienes; que, por to-
do lo expuesto en el presente Considerando y en J'anterior,
la sentencia que se impugna debe ser casada, sin necesidad
de ponderar el último medio del recurso en el que se alega
desnaturalización de los hechos de la causa;

Considerando, que en el Memorial de Defensa de la Do-
minicana Industrial de Calzados, C. por A., se propone, co-
mo recurso incidental, que se case el ordinal de la sentencia
impugnada que compensa las costas, por estimar la recurri-
da que esa disposición viola el artículo 130 del Código de
Procedimiento Civil, habida cuenta que ella obtuvo ganan-
cia de causa ante la Corte a-qua; pero,

Considerando, que carece de interés ponderar ese re-
curso incidental, desde el momento en que esta Suprema
Corte ha decidido la casación total de la sentencia indicada;

Considerando, que, conforme a la Ley sobre Confisc a
-ción de Bienes en sus artículos 21 y 23, las costas pueden ser

compensadas en todos los casos de carácter civil;
Por tales motivos, Primero: Casa en todas sus partes la

sentencia de carácter civil dictada en fecha 29 de enero de
1965 por la Corte de Apelación de Santo Domingo en furi"
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dones de Tribunal de Confiscaciones cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el asun-

to por ante la Corte de Apelación de Santiago, en las mis-
roas funciones ; Segundo: Compensa las costas entre las par-

tes. • (Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-

vez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.—
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada , leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado) : Ernesto Curiel hijo.

n
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IN
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DEL no
Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 14de febrero de 1967.

Materia: Civil.

Recurrente: Cristóbal Piña Moya.
Abogado: Dr. Francisco Alvarez V.

Recurridos: Moreno Victoriano y la Compañía Dominicana de Se.
guros, C. por A.

Abogado: Lic. Jorge Luis Pérez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manual A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perecí, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 29 de noviembre de 1967, años 1249 de la Independencia
y 1059 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cristóbal
Piña Moya, dominicano, mayor de edad, casado, domicilia-
do y residente en la ciudad de Santo Domingo, cédula No.
16660, serie 47, contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de La Vega, en atribuciones civiles, en fecha 14
de febrero de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

.	 Oído al Dr. Francisco Alvarez V., cédula No. 20267, se-
rie 47, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-

s
;Oído al Lic. Jorge Luis Pérez, cédula No. 6852, serie

sii onr a .e,

abogado de los recurridos Moreno Victoriano y la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

!11111

de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema

r sCeorintevodceanJulsotsicmiae, deions fdecehacas1a9cirn acibuleil deinls1a9d6e7, enlaenteeslecuexal_

I

: presan;
Visto el memorial de defensa de los recurridos, suscrito

por su abogado y notificado en fecha 9 de junio de 1967;,
Visto el auto dictado en fecha 28 de noviembre del co-

rriente año 1967, por el Magistrado Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magistra-
do Francisco Elpidio Beras, Juez de este Tribunal, para in-
tegrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fa-
llo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimien to de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de la demanda en daños y perjuicios intentada
por Cristóbal Piña Moya, contra Moreno Victoriano y la
Compañía de Seguros, C. por A., la Cámara Civil, Comer-
cial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, dictó en fecha 21 de diciembre
de 1964, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La
de febrero de 1967.

Materia: Civil.

Recurrente: Cristóbal Piña Moya.
Abogado: Dr. Francisco Alvarez V.

Recurridos :4IorenoVictoriano y la Compañía Dominicana de S,
guros, C. por A.

Abogado: Lic. Jorge Luis Pérez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

Eif Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-:
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manual A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 29 de noviembre de 1967, años 124 9 de la Independencia
y 1059 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cristóbal
Piña Moya, dominicano, mayor de edad, casado, domicilia-
do y residente en la ciudad de Santo Domingo, cédula No.
16660, serie 47, contra la sentencia dictada por la Corte de ir
Apelación de La Vega, en atribuciones civiles, en fecha 14
de febrero de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído al Dr. Francisco Alvarez V., cédula No. 20267, se-
rie 47, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
- iones;

Oído al Lic. Jorge Luis Pérez, cédula No. 6852, serie
lra., abogado de los recurridos Moreno Victoriano y la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia, en fecha 19 de abril de 1967, en el cual
se invocan los medios de casación que más adelante se ex-
presan;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, suscrito
por su abogado y notificado en fecha 9 de junio de 1967;

Visto el auto dictado en fecha 28 de noviembre del co-
rriente año 1967, por el Magistrado Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magistra-
do Francisco Elpidio Beras, Juez de este Tribunal, para in-
tegrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fa-
llo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de la demanda en daños y perjuicios intentada
por Cristóbal Piña Moya, contra Moreno Victoriano y la
Compañía de Seguros, C. por A., la Cámara Civil, Comer-
cial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de La Vega, dictó en fecha 21 de diciembre
de 1964, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA:

Vega, de fecha 14

 4
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PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia con-
tra el demandado señor Moreno Victoriano y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., por su falta de compa.
recer; SEGUNDO: Acoge en parte las conclusiones presen-
tadas en audiencia por la parte demandante, por conducto
de su abogado constituído, por ser justas y reposar en prue-
ba legal, y en consecuencia, Debe: Condenar al señor Mo-
reno Victoriano y la Compañía Dominicana de Seguros C.
por A., a pagar inmediatamente en favor del Ing. Cristóbal
Piña Moya, la suma de Trescientos Pesos Oro (RD$300.00)
a título de reparación por los daños y perjuicios sufridos
por éste, más los intereses legales de dicha suma a partir
de la fecha de la demanda, a título de indemnización suple-
toria; TERCERO: Condenar al señor Moreno Victoriano y
la Compañia Dominicana de Seguros C. por A., al pago de
los costos del procedimiento, distrayéndolas en provecho del
Dr. Hugo F. Alvarez V. quien afirma haberlas avanzado en
su mayor parte; CUARTO: Comisiona al ministerial Miguel
Angel Rodríguez, alguacil ordinario de la Suprema Corte de
Justicia, para notificar a la Compañía Dominicana de Se-
guros C. por A., y al ministerial Gustavo Durán y Durán,
alguacil de Estrados del Juzgado de Paz del Municipio de
Constanza, para notificar al señor Moreno Victoriano"; b)
que contra dicha sentencia recurrieron en apelación los
ahora recurridos, y la Corte de Apelación de La Vega dictó,
con dicho motivo, la decisión ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declara regu-
lar y válido el recurso de apelación interpuesto por los seño-
res: Moreno Victoriano y la Compañía Dominicana de Se-
guros C. por A., por haberse formalizado de conformidad
con la ley; SEGUNDO: Se rechazan por improcedentes, las
peticiones de los demandados originales, sobre prescripción
de la acción en reclamación de indemnización de parte del
Ing. Cristóbal Piña Moya, e inadmisión de su demanda, por
no haber sido ellos puestos en causa ante la jurisdicción pe-
nal; TERCERO: En cuanto al fondo de esta litis, se Rechaza
por improcedente e infundada, la demanda tantas veces alu-

dida, del Ing. Cristóbal Piña Moya, en contra de los seño-
res: Moreno Victoriano y la Compañía Dominicana de Segu-
ros C. por A., y por consiguiente, se Revoca en todas sus
partes la sentencia civil, dictada en defecto, en favor del Ing.
Piña Moya, en fecha 21 de diciembre de 1964, por la Cáma-
ra Civil, Comercial y de Trabajo, del Juzgado de Primera
instancia del Distrito Judicial de La Vega; CUARTO: Se
compensan pura y simplemente, las costas legales entre las
artes, en esta litis";

Considerando que en su memorial el recurrente invoca
los siguientes medios: "Primer Medio: Violación del artículo
462 del Código de Procedimiento Civil, por exceso de poder;
Segundo Medio: Violación del artículo 1384, combinado con
.el artículo 1315 del Código Civil";

Considerando que en apoyo de los dos medios de su re-
so, a cuyo examen se procederá conjuntamente, el recu-

rrente alega, en síntesis, que en la sentencia impugnada la
Corte a-qua, como fundamento de su fallo, declara que el in-
timado, ahora recurrente, no probó la alegada relación de
"comitente a preposé" entre Moreno Victoriano y el chófer
de su camioneta en el momento en que se produjo la coli-
sión con el automóvil que manejaba el recurrente; que al
proceder así la Corte a-qua excedió sus facultades, al exa-
minar y ponderar un agravio que no fue propuesto por el
apelante en su recurso, agravio que, por lo demás, no tenía
carácter de orden público; que el vicio en que incurrió di-
cha Corte es tanto más censurable —continúa exponiendo
el recurrente— cuanto que, ni en primera instancia, donde
hizo defecto, ni en eI acto de apelación, el recurrido More-
no Victoriano negó su condición de comitente, por lo que
debe admitirse que daba como cierto la existencia de la re-
lación jurídica que le fue atribuída en la demanda; pero,

Considerando que de acuerdo con lo preceptuado por
el artículo 1315 del Código Civil, la primera obligación de
las partes que traten de derivar, en justicia, consecuencias
jurídicas favorables a su interés, es la de hacer la prueba de
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PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia con-
tra el demandado señor Moreno Victoriano y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., por su falta de compa.
recer; SEGUNDO: Acoge en parte las conclusiones presen-
tadas en audiencia por la parte demandante, por conducto
de su abogado constituido, por ser justas y reposar en prue-
ba legal, y en consecuencia, Debe: Condenar al señor Mo-
reno Victoriano y la Compañía Dominicana de Seguros C.
por A., a pagar inmediatamente en favor del Ing. Cristóbal
Piña Moya, la suma de Trescientos Pesos Oro (RD$300.00)
a título de reparación por los daños y perjuicios sufridos
por éste, más los intereses legales de dicha suma a partir
de la fecha de la demanda, a título de indemnización suple-
toria; TERCERO: Condenar al señor Moreno Victoriano y
la Compañía Dominicana de Seguros C. por A., al pago de
los costos del procedimiento, distrayéndolas en provecho del
Dr. Hugo F. Alvarez V. quien afirma haberlas avanzado en
su mayor parte; CUARTO: Comisiona al ministerial Miguel
Angel Rodríguez, alguacil ordinario de la Suprema Corte de
Justicia, para notificar a la Compañía Dominicana de Se-
guros C. por A., y al ministerial Gustavo Durán y Durán,
alguacil de Estrados del Juzgado de Paz del Municipio de
Constanza, para notificar al señor Moreno Victoriano"; b)
que contra dicha sentencia recurrieron en apelación los
ahora recurridos, y la Corte de Apelación de La Vega dictó,
con dicho motivo, la decisión ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declara regu-
lar y válido el recurso de apelación interpuesto por los seño-
res: Moreno Victoriano y la Compañía Dominicana de Se-
guros C. por A., por haberse formalizado de conformidad
con la ley; SEGUNDO: Se rechazan por improcedentes, las
peticiones de los demandados originales, sobre prescripción
de la acción en reclamación de indemnización de parte del
Ing. Cristóbal Piña Moya, e inadmisión de su demanda, por
no haber sido ellos puestos en causa ante la jurisdicción pe-
nal; TERCERO: En cuanto al fondo de esta litis, se Rechaza
por improcedente e infundada, la demanda tantas veces alu-
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Aida, del Ing. Cristóbal Piña Moya, en contra de los seño-
res: Moreno Victoriano y la Compañía Dominicana de Segu-
ros C. por A., y por consiguiente, se Revoca en todas sus
partes la sentencia civil, dictada en defecto, en favor del Ing.
piña Moya, en fecha 21 de diciembre de 1964, por la Cáma-
ra Civil, Comercial y de Trabajo, del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de La Vega; CUARTO: Se

compensan pura y simplemente, las costas legales entre las
partes, en esta litis";

ConSiderando que en su memorial el recurrente invoca
los siguientes medios: "Primer Medio: Violación del artículo
462 del Código de Procedimiento Civil, por exceso de poder;
segundo Medio: Violación del artículo 1384, combinado con
el artículo 1315 del Código Civil";

lel Considerando que en apoyo de los dos medios de su re-
curso, a cuyo examen se procederá conjuntamente, el recu-

[	 rrente alega, en síntesis, que en la sentencia impugnada la
Corte a-qua, como fundamento de su fallo, declara que el in-
timado, ahora recurrente, no probó la alegada relación de
"comitente a preposé" entre Moreno Victoriano y el chófer
de su camioneta en el momento en que se produjo la coli-
sión con el automóvil que manejaba el recurrente; que al
proceder así la Corte a-qua excedió sus facultades, al exa-
minar y ponderar un agravio que no fue propuesto por el
apelante en su recurso, agravio que, por lo demás, no tenía
carácter de orden público; que el vicio en que incurrió di-

'	 cha Corte es tanto más censurable —continúa exponiendo
el recurrente— cuanto que, ni en primera instancia, donde
hizo defecto, ni en el acto de apelación, el recurrido More-

'	 no Victoriano negó su condición de comitente, por lo que
debe admitirse que daba como cierto la existencia de la re-

'	 lación jurídica que le fue atribuida en la demanda; pero,
Considerando que de acuerdo con lo preceptuado por

el artículo 1315 del Código Civil, la primera obligación de
las partes que traten de derivar, en justicia, consecuencias
jurídicas favorables a su interés, es la de hacer la prueba de



f
segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, cuya
distracción se ordena en provecho del Licenciado Jorge Luis
Pérez, abogado de los recurridos, por afirmar haberlaslo"
avanzado en su totalidad

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Raye-

o de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, Que
certifico.— (Firmado) : Ernesto Curiel hijo.
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los hechos que dan origen a su demanda, y cuya existencia
los jueces del fondo establecen, en principio,' soberanamente.

Considerando que en la decisión impugnada, después de
consignarse que la acción del demandante se originó, según
él, en que una camioneta de Moreno Victoriano, manejada
por el chófer de éste, chocó un carro de la propiedad de
aquél, ocasionándole daños, la Corte a-qua declara que si es
cierto que el comitente es responsable de los daños ocasio-nados por su empleado en el ejercicio de sus funciones, es a
condición de que "además del hecho generador de la falta",
se comprueben los otros elementos constitutivos de dicha
responsabilidad civil, prueba que a juicio de dicha Corte no
fue hecha; que a esa aseveración no le resta fuerza alguna
el hecho de que el entonces intimado y ahora recurrido pu-
diera haber admitido, como se alega, que el chófer que ma-
nejaba la camioneta cuando se produjo la colisión era su em-
pleado, toda vez que en la decisión impugnada se da por im-
probada, no solamente dicha circunstancia, sino también la
del hecho generador de la falta, condición sine qua non pa-
ra el nacimiento de la acción en reparación civil; sin que
conste que el demandante pidiera alguna medida para hacer
la prueba de tales hechos;

Considerando que de lo anteriormente expuesto se in-
fiere que al dictar su fallo la Corte a-qua, lejos de incurrir en
las violaciones invocadas, se limitó al normal ejercicio de las
facultades soberanas que le son reconocidas a los jueces del
fondo en el establecimiento y ponderación de la prueba, lo
que escapa al control de la casación, salvo desnaturalización,
la que no ha sido invocada en la especie; que, de consiguien-
te, ambos medios del recurso deben ser desestimados por ca-
recer de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Cristóbal Piña Moya, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de La Vega, en sus
atribuciones civiles, en fecha 14 de febrero de 1967, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y,
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los hechos que dan origen a su demanda, y cuya 
existencialos jueces del fondo establecen, en principio,Soberanamente

Considerando que en la decisión impugnada, después (-tconsignarse que la acción del demandante se originó, segúnél, en que una camioneta de Moreno Victoriano, manejadadapor el chófer de éste, chocó un carro de la propiedad de
aquél, ocasionándole daños, la Corte a-qua declara que si es
cierto que el comitente es responsable de los daños 

ocasio-nados por su empleado en el ejercicio de sus funciones, es a
condición de que "además del hecho generador de la falta",se comprueben los otros elementos constitutivos de dicharesponsabilidad civil, prueba que a juicio de dicha Corte no
fue hecha; que a esa aseveración no le resta fuerza alguna
el hecho de que el entonces intimado y ahora recurrido pu-
diera haber admitido, como se alega, que el chófer que ma-
nejaba la camioneta cuando se produjo la colisión era su em-
pleado, toda vez que en la decisión impugnada se da por im-
probada, no solamente dicha circunstancia, sino también la
del hecho generador de la falta, condición sine qua non pa-
ra el nacimiento de la acción en reparación civil; sin que
conste que el demandante pidiera alguna medida para hacer
la prueba de tales hechos;

Considerando que de lo anteriormente expuesto se in-
fiere que al dictar su fallo la Corte a-qua, lejos de incurrir en
las violaciones invocadas, se limitó al normal ejercicio de las
facultades soberanas que le son reconocidas a los jueces del
fondo en el establecimiento y ponderación de la prueba, lo
que escapa al control de la casación, salvo desnaturalización,
la que no ha sido invocada en la especie; que, de consiguien-
te, ambos medios del recurso deben ser desestimados por ca-
recer de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Cristóbal Piña Moya, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de La Vega, en sus
atribuciones civiles, en fecha 14 de febrero de 1967, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y,

Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas, cuya
distracción se ordena en provecho del Licenciado Jorge Luis
pérez, abogado de los recurridos, por afirmar haberlas
avanzado en su totalidad

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarch e H.— Manuel D.
Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio
Becas.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas
Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, Que
certifico.— (Firmado) : Ernesto Curial hijo.
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elides Marmolejos Vargas al pago de las costas; y Cuarto:
Que por Secretaría se comunique la presente Resolución al
Magistrado Procurador General de la República y a los
impetrantes para los fines de lugar. (Firmados) Manuel Ra-
món Ruiz Tejada.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.—
Carlos Ml. Lamarche II— Manuel D. Bergés Chupani.—
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— La presente sentencia
ha sido dada y firmada por los señores Jueces que figuran
en su encabezamiento, en Cámara de Consejo, el mismo día,
mes y año en él expresados, lo que yo, Secretario General,
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

Lk

Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante el mes
de Noviembre de 1967

A SABER:

Recursos de casación cviles conocidos 	 12
Recursos de casación civiles fallados 14
Recursos de casación penales conocidos 	 32
Recursos de casación penales fallados 	 29
Recursos de revisión penal conocidos 	 1
Recursos de revisión penal fallados 	 1
Recursos de apelación sobre libertad provisional

bajo fianza conocidos 	 5
Recursos de apelación sobre libertad provisional

bajo fianza fallados 	 5
Suspensiones de ejecución de sentencias 	 3
Defectos 	 2
Declinatorias	 	 9
Designación de Jueces 	 4
Desistimientos 	 5
Resoluciones ordenando la libertad provisional

por haberse prestado la fianza ........ 2
Juramentación de Abogados 	 3
Nombramientos de Notarios 	 4
Resoluciones Administrativas 	 9
Autos autorizando emplazamientos 	 14
Autos pasando expedientes para dictamen 10
Autos fijando causas 	 30

Total 194

Ernesto Curiel hijo,
Secretario General de la Suprema

Corte de Justicia

SANTO DOMINGO, D. N.,
30 de Noviembre de 1967.
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